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CONTRATO DE COMPRAVENTA1
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1.- Regulación.

El Código Civil regula la compraventa en los arts. 1793 a 1896, que conformanel Título XXIII del Libro IV, denominado precisamente “De la compraventa”. DichoTítulo, después de definir la compraventa y referirse al precio (arts. 1793 y 1794), sedivide en 13 párrafos, del siguiente tenor:1.- De la capacidad para el contrato de venta (arts. 1795 a 1800).2.- Forma y requisitos del contrato de venta (arts. 1801 a 1807).3.- Del precio (arts. 1808 y 1809).4.- De la cosa vendida (arts. 1810 a 1816).5.- De los efectos inmediatos del contrato de venta (arts. 1817 a 1823).6.- De las obligaciones del vendedor y primeramente de la obligación de entregar(arts. 1824 a 1836).
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7.- De la obligación de saneamiento y primeramente del saneamiento por evicción(arts. 1837 a 1856).8.- Del saneamiento por vicios redhibitorios (arts. 1857 a 1870).9.- De las obligaciones del comprador (arts. 1871 a 1876).10.- Del pacto comisorio (arts. 1877 a 1880).11.- Del pacto de retroventa (arts. 1881 a 1885).12.- De otros pactos accesorios al contrato de venta (arts. 1886 y 1887).13.- De la rescisión de la venta por lesión enorme (arts. 1888 a 1896).Pero el contrato aparece mencionado además de manera directa en diversasmaterias, tales como:● Muerte presunta (art. 88).● Obligaciones y derechos entre los cónyuges (art. 137).● De la patria potestad (art. 260).● De los alimentos que se deben por ley a ciertas personas (arts. 334 y 336).● De la administración de los tutores y curadores relativamente a los bienes (arts. 394y 412).● De las curadurías de bienes (art. 491).● De las varias clases de bienes (art. 580).● De la ocupación (art. 630).● De la tradición (arts. 671, 675 y 684).● De la posesión (art. 703).● De la propiedad fiduciaria (art. 763).● Del usufructo (arts. 766 y 777).● De las servidumbres (arts. 885).● De la reivindicación (art. 890).● De los ejecutores testamentarios (art. 1293).● De la partición de bienes (art. 1344).● De los actos y declaraciones de voluntad (arts. 1453 y 1466).● Del pago (arts. 1610 y 1620).● De la prueba de las obligaciones (art. 1711).● De la sociedad conyugal (arts. 1727 y 1733).● De la permutación (arts. 1899 y 1900).● De la cesión de derechos (art. 1912).● Del contrato de arrendamiento (arts. 1918, 1921, 1961, 1978, 1980 y 1996).● De la constitución de censo (art. 2023).● De la sociedad (art. 2084).● Del mandato (arts. 2132, 2142; 2143 y 2144).● Del pago de lo no debido (art. 2302).● Del contrato de prenda (arts. 2398, 2399 y 2404).● De la prelación de créditos (art. 2483).Otros preceptos también pueden aplicarse a la compraventa, como ocurre enaquellos casos en que el Código se refiere a la enajenación de una cosa, es decir a sutradición, cuyo título podría ser aquel contrato.En el Código de Comercio, la compraventa se regula en el Título II del Libro II,arts. 130 a 160. Pero en su art. 3, señala en qué casos un contrato de compraventa esun “acto de comercio”, ya de parte de ambos contratantes, ya de parte de uno deellos. Dichos casos son:“1°. La compra y permuta de cosas muebles, hecha con ánimo de venderlas,permutarlas o arrendarlas en la misma forma o en otra distinta, y la venta, permuta oarrendamiento de estas mismas cosas. Sin embargo, no son actos de comercio lacompra o permuta de objetos destinados a complementar accesoriamente lasoperaciones principales de una industria no comercial.2°. La compra de un establecimiento de comercio.
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2 Período intermedio del Derecho romano, que se suele situar entre el 130 a.C. hasta el primer tercio delsiglo III d.C. Fue precedido por el período llamado “Época arcaica”, 450 a.C.-fines del siglo II a.C. El último ytercer período, se denomina “Época postclásica”, entre el 224 d.C. hasta el 556 d.C.: Guzmán Brito,Alejandro, Derecho Privado Romano, Tomo I, Santiago de Chile, Legal Publishing Thomson Reuters, 2013, 2ªedición, pp. 13-19.3 Se estima que el dinero, representado por especies metálicas, aparece por el año 2.500 a. C., enMesopotamia. Sólo en los siglos VII o VI a.C., aparecen las primeras monedas (Lidia, Asia Menor, hoy enterritorio de Turquía).

13° (…) Compra y venta de naves, sus aparejos y vituallas”.En cuanto a la venta de bienes del Estado, debemos estar a lo previsto en elDecreto Ley N° 1.939, de 1977, que regula todo lo concerniente a la “ADQUISICION,ADMINISTRACION Y DISPOSICION DE BIENES DEL ESTADO”. Haremos algunasreferencias a este decreto ley más adelante.En lo que concierne a la compra de bienes muebles por parte de los entes queintegran la Administración Pública, también cabe destacar la Ley Nº 19.886, de 2003,“LEY DE BASES SOBRE CONTRATOS ADMINISTRATIVOS DE SUMINISTRO YPRESTACIÓN DE SERVICIOS”, llamada “Ley de Compras Públicas”. Su art. 1, inc. 1º,establece que “Los contratos que celebre la Administración del Estado, a títulooneroso, para el suministro de bienes muebles, y de los servicios que se requieranpara el desarrollo de sus funciones, se ajustarán a las normas y principios del presentecuerpo legal y de su reglamentación. Supletoriamente, se les aplicarán las normas deDerecho Público y, en defecto de aquéllas, las normas de Derecho Privado”. Su art. 2,inc. 1º, agrega que “Para los efectos de esta ley se entenderá por contrato desuministro el que tiene por objeto la compra o el arrendamiento, incluso con opción decompra, de productos o bienes muebles”. Esta ley contempla tres procedimientos decontratación: licitación pública, licitación privada o contratación directa. La licitaciónpública será obligatoria cuando las contrataciones superen las 1.000 unidadestributarias mensuales, con algunas excepciones (art. 5). El Reglamento de esta Leyconsta en el Decreto Supremo Nº 250, del Ministerio de Hacienda, publicado en elDiario Oficial con fecha 24 de septiembre de 2004.
2.- Etimología y origen de la institución en el Derecho romano.

La expresión “compraventa” deriva de unir las palabras compra y venta.Compra deriva del latín comparare, de cum y parare, lo que denota equiparsede cosas acumulándolas, procurarse de algo.Venta y vender derivan del latín venditum y vendere. Esta última viene devenundo, formada al unir las expresiones venum dare. Venum significa tráfico, y dareviene de do, es decir dar. Venum dare denota entonces la idea de poner en venta algo.La palabra “comercio” alude también al acto de comprar, pues se forma de lasvoces “cum” y “merx”, es decir, con y cosa. El “comerciante” es por tanto “el quecompra”.Como refiere Alejandro Guzmán Brito, en el Derecho clásico2 se llamacompraventa (emptio venditio) al contrato consensual entre un comprador (emptor) yun vendedor (venditor), por el que el segundo se obliga a dar una cosa (merx, res), yel primero se obliga a su vez a pagar un precio en dinero (pretium). La palabra emptiosignifica “tomar para sí”, y de ahí derivó en “comprar”.Agrega Guzmán Brito que, en sus orígenes, la que después se llamócompraventa fue un acto real de intercambio “mano a mano” o trueque. En la época enque no existía el dinero, se intercambiaban cosas (lo que hoy llamamos permuta). Alaparecer el dinero,3 surge una operación diferente, aunque todavía real. Es decir, unavez que el dinero y especialmente la moneda, apareció, “se hizo posible y surgió a lavida jurídica el contrato de compraventa, pero en un principio dicho contrato no seperfeccionaba sino con la entrega simultánea y recíproca de la cosa y del precio
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4 Medellín Aldana, Carlos J., Medellín Forero, Carlos, y Medellín Becerra, Carlos, Bogotá, Legis Editores,2009, 15ª edición, p. 268.5 Res mancipi, es decir, cosas del mancipio. Mancipium es un término arcaico que alude a un amplio poderjurídico sobre las cosas y personas, dentro del cual se encuentra lo que en la época clásica se denominarádominium. En esta época, las res mancipi eran un número cerrado de cosas (fundos itálicos, los esclavos,ciertos animales -de tiro y carga) y las servidumbres rústicas de los fundos itálicos. Todas las demás son resnec mancipi (fundos provinciales, ganado menor, las armas, etc.). Las res mancipi sólo podían sertransferidas mediante los actos solemnes de la mancipatio o de la in iure cessio. Las res nec mancipi, encambio, podían transferirse mediante la traditio. Las res mancipi constituían la base de la riqueza del grupofamiliar, transmitiéndose de generación en generación y en el conocimiento de cuya titularidad dominical hayun interés colectivo, y por ello su transferencia exige publicidad solemne ante testigos. Las res nec mancipirepresentan bienes inestables, destinados al consumo y al cambio, en los que no hay un interés colectivoconcerniente a la titularidad de su dominio, y por ello la simple traditio era suficiente para su enajenación. Acomienzos del Siglo II d.C., el distingo entre estas dos clases de bienes pierde importancia, especialmente apartir del momento en que el pretor sancionó la transferencia de las res mancipi mediante la traditio.Finalmente, Justiniano abolió la distinción: Guzmán Brito, Alejandro, Derecho Privado Romano, Tomo I,Santiago de Chile, Legal Publishing Thomson Reuters, 2013, 2ª edición, pp. 482 y 483.6 Consistía la in iure cesio en un litigio ficticio, en virtud del cual las partes se presentaban ante elmagistrado, y uno de ellos reclamaba la cosa, accediendo el otro a tal pretensión. Acto seguido, la cosa eraadjudicada el primero, produciéndose el traspaso del dominio.7 Guzmán Brito, Alejandro, Derecho Privado Romano, Tomo II, Santiago de Chile, Legal Publishing ThomsonReuters, 2013, 2ª edición, pp. 139 y 140. Destaca este autor que la compraventa conservó sin embargoalgunos rasgos propios de su origen real, como traspasar el riesgo de la cosa al comprador con la solacelebración del contrato.

mediante una doble transmisión de la propiedad de esos dos elementos. En esaprimera etapa el contrato de compraventa se denominó venum datio, que literalmentesignificaba dación en venta. Era una especie de contrato real, puesto que no seperfeccionaba sino mediante la entrega recíproca de los dos objetos de él: la cosa y elprecio”.4
Sin embargo, el intercambio de una cosa por un precio se hacía de diversaforma, según la clase de cosa de que se trataba. En efecto, como refiere GuzmánBrito, durante largo tiempo, el intercambio real de res mancipi5 por dinero se hacíamediante el negocio solemne de la mancipatio. En cambio, si recaía en las res necmancipi, debió ser considerado como un hecho que a lo más servía para demostrar queel actual poseedor de la cosa no era un ladrón, ya que la tenía por haberla cambiadopor dinero.¿En qué momento y como se pasó de la operación real consistente en elintercambio de cosa por dinero al negocio consensual de obligarse uno a entregar unacosa y el otro una suma de dinero? No lo sabemos, afirma Guzmán Brito. Pero señalaque pueden describirse las etapas de un proceso natural que debió iniciarse con lapráctica de aplazar la entrega de la cosa o el pago del precio, sometiéndose uno a lafides del otro. La compraventa propiamente consensual debió aparecer cuando seentendió que, pese a constituir lo actuado nada más que un mero acuerdo (conventio),se creaban las obligaciones de cumplir lo acordado en virtud de la fides recíproca (bonafides). En la época clásica la compraventa consensual se aplica indistintamente a lasres mancipi y a las res nec mancipi, y se distingue netamente de la adquisición deldominio, que sólo se produce con la mancipatio o de la in iure cessio,6 tratándose delas res mancipi, o con la traditio, si eran res nec mancipi. Para todos estos actos, laemptio venditio opera sólo como causa de la ulterior adquisición del dominio y sirvetambién para hacer poseedor al comprador. La compraventa, entonces, quedó limitadaal campo puramente obligacional. En la misma época, la compraventa, como negocioiuris gentium, es accesible tanto a ciudadanos cuanto a peregrinos.7

3.- Evolución de la compraventa a lo largo de la Historia del Derecho.
De lo expuesto en el número precedente y como refiere el profesor José JoaquínUgarte, siguiendo los planteamientos del jurista español José Castán Tobeñas, la
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8 Ugarte Godoy, José Joaquín, “La obligación esencial del vendedor es transferir el dominio”, en Escritosreunidos. Homenaje a una trayectoria académica, 1979-2020, Jaime Alcalde Silva, Hernán Corral Talciani yRaúl Madrid Ramírez (editores), Santiago de Chile, Thomson Reuters, 2022, pp. 316 y 317.9 Con todo, no es menos cierto que en algunos casos, excepcionalmente, la compraventa hace las veces,simultáneamente, de título y de modo. Así ocurre en la venta de bienes muebles, en los casos previstos enlos números 2 a 5 del art. 684. Cfr. Nuestro apunte acerca de “La Tradición”, en particular cuando ahítratamos de la tradición del dominio y demás derechos reales sobre cosas corporales muebles.

evolución histórica de la compraventa se puede dividir en tres períodos: “el de lacompraventa ‘real’, el de la compraventa ‘consensual y productora de obligaciones’ y elde la compraventa ‘consensual y traslativa de dominio’”.a) “El primer período, el de la compraventa real, que Bechman llama compraventanatural (naturalkauf), es el del Derecho romano primitivo. El contrato se identifica conla entrega: es un cambio inmediato de mercancías por dinero. La entrega puede sersolemne (mancipatio) o no solemne (traditio)”.b) “El segundo período, el de la compraventa consensual y productora de obligaciones,es el del Derecho romano clásico y del Derecho moderno. La compraventa seperfecciona por el solo consentimiento, pero no transfiere el dominio de la cosa, sinoque solo genera la obligación de traspasarla al comprador o, al menos, de entregarle elobjeto para que disponga de él como señor y dueño. El acto subsiguiente al contrato,por el que se cumple la obligación nacida de él, es la ‘tradición’. Los autores suelenexplicar la naturaleza jurídica de la tradición -con mucho acierto, a nuestro juicio-diciendo que se trata de un abandono de la cosa, relativo a la persona del adquirente,seguido de una ocupación de este último para lo cual dicho abandono le ha habilitado,de Derecho y de hecho. Ihering y Girard -cuya teoría es la más aceptada, segúnCastán- creen que los romanos pasaron de la compraventa real a la consensualproductora de obligaciones merced al contrato verbal. Se hacía una doble stipulatio:una para que el comprador llegase a ser acreedor de la cosa (emptio) y otra para queel vendedor lo fuese del precio (venditio). Esto justificaría también el nombrecompuesto del contrato: emptio-venditio, compra-venta. Tal sistema es el seguido porel Código Civil chileno, por los de los países hispanoamericanos que en él se inspirarony por el español, entre otros”.c) “El tercer período, el de la venta consensual y traslativa de dominio, es el que hanalcanzado los nuevos Derechos francés e italiano. En ellos, el contrato de venta basta,por sí solo, para transferir la propiedad y tiene por objeto preciso la transferencia. Enel código francés, incluso, se declara nula la venta de cosa ajena”.8

4.- Concepto.
Se define la compraventa en el art. 1793, en los siguientes términos: “Lacompraventa es un contrato en que una de las partes se obliga a dar una cosa y la otraa pagarla en dinero. Aquella se dice vender y ésta comprar. El dinero que el compradorda por la cosa vendida se llama precio”.De acuerdo al Diccionario de la Real Academia, venta “es un contrato en virtuddel cual se transfiere a dominio ajeno una cosa propia, por el precio pactado”; ycompra, “la acción y efecto de adquirir por dinero el dominio de una cosa”.Estos conceptos no se avienen con el adoptado por el Código Civil chileno, pordos razones:i.- En nuestro Código, se da a la compraventa la calidad de mero título translaticio dedominio, como ocurría en el Derecho Romano bonitario o vulgar. Vale decir, en elDerecho chileno, por la sola compraventa no se transfiere el dominio, siendo necesario,para que esto ocurra, que opere la tradición.9

ii.- Pero, además, no necesariamente el vendedor se obliga a transferir el dominio dela cosa objeto de la venta al comprador (art. 1815, venta de cosa ajena).
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10 Dávila J., Oscar y Cañas, Rafael, Explicaciones de Código Civil (Clase de don Leopoldo Urrutia), Santiagode Chile, Imprenta Cervantes, 1907, pp. 246 y 247.

Se evidencia a partir de la definición legal que la compraventa simplementeposibilita un cambio de una cosa por dinero, pero por sí sola no se verifica talintercambio. Las partes sólo se obligan a efectuar el cambio. El que sólo se concretaráuna vez realizada la tradición de la cosa. Lo anterior confirma que la compraventajamás es un contrato real, sino consensual, por regla general, o solemne en algunoscasos. Dos partes intervienen en el contrato de compraventa: el vendedor, aquél delos contratantes que se obliga a dar la cosa, y el comprador, aquél que se obliga aentregar por esa cosa, cierta cantidad de dinero.Tres críticas, se han formulado a la definición del artículo 1793:a) La primera, cuando alude a que el vendedor se obliga “a dar”, debiendo haber dichoel precepto “a dar o a entregar”. Ello, porque el vendedor puede no ser el dueño deaquello que vende (art. 1815). En tal caso, mal puede obligarse “a dar” (transferir eldominio), sino sólo “a entregar”. En uno o en otro caso, habrá cumplido con suobligación. Por lo demás, el título del párrafo 6º es esclarecedor, pues dice: “De lasobligaciones del vendedor y primeramente de la obligación de entregar”. No dice “yprimeramente de la obligación de dar”, sino “de entregar”. Pareciera que el propioBello precisa lo expuesto en el art. 1793, al intitular el párrafo 6º.b) La segunda, planteada por don Leopoldo Urrutia, se refiere a la expresión “a daruna cosa”. En opinión de este autor, más correcto habría sido decir “a dar algo”,expresión más amplia que empleaba Pothier, porque vio que hasta las esperanzas y lasuerte podían ser materia de un contrato de compraventa y que, por lo tanto, lapalabra “cosa” era demasiado restringida. En cambio, el art. 1813 reconoce que puedevenderse la suerte, que en realidad no puede considerarse como cosa.10
c) La tercera, en cuanto el comprador no sólo puede obligarse a pagar la cosa “endinero”, sino que también podría entregar dinero y además otra cosa u otras cosas(art. 1794).Con todo, no es menos cierto que la verdadera obligación de “entregar” esaquélla en la que el acreedor recibe una cosa no como dueño o poseedor, sino que,como mero tenedor, es decir, reconociendo dominio ajeno. Así, por ejemplo, elarrendatario de una cosa recibe ésta de manos del arrendador y se obliga arestituírsela una vez terminado el arrendamiento. Por ende, en estricto rigor, laobligación del vendedor que vende una cosa de la que no es dueño no sería unaobligación de “dar” ni tampoco de “entregar”. No sería de dar, porque no puedeobligarse a transferir el dominio. No sería de entregar, porque el comprador no recibela cosa reconociendo dominio ajeno, sino que con la convicción de ser el nuevo dueño.¿Cómo ha resuelto la doctrina “clásica” la primera de las críticas? Se ha dicho,interpretando el art. 1460 del Código Civil, que las obligaciones de dar y de entregar,aunque no deben confundirse, sí lo estarían en el Código Civil chileno. La expresión“dar” empleada en el art. 1460, abarcaría entonces diversas hipótesis: la de transferirel dominio, o la de entregar una cosa para que aquel que la reciba entre en posesiónde la cosa, o la de entregar una cosa para que aquel que la reciba entre en meratenencia de la cosa. Siendo así, cuando el art. 1793 se refiere a “dar una cosa”, debeentenderse que alude tanto al caso en que el vendedor efectivamente pueda contraeruna obligación de tal naturaleza y por ende deba transferir el dominio de la cosa alcomprador, como también al caso en que el vendedor no pueda asumir una obligaciónde esta clase, pero sí la de entregar la cosa al comprador con el objeto de que éste almenos entre en posesión de la cosa. Por supuesto, lo que debe quedar en claro es queel art. 1793 no puede aludir a la tercera hipótesis, en la que, aquel que recibe, lo hacesólo como un mero tenedor.
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11 Claro Solar, Luis, Explicaciones de Derecho Civil Chileno y Comparado, Tomo 11°, De las obligaciones, II,Santiago de Chile, Imprenta Nascimento, 1937, N° 854, pp. 252 y 253.

Revisemos estas opiniones.Expresa Claro Solar que “La palabra dar de que se sirve el art. 1460 es tambiénsusceptible, en los contratos, de dos acepciones diferentes, significando ya transferir lapropiedad de la cosa, ya prestar solamente el uso o entregar la mera tenencia (…). Ensu acepción más común, dar, dare, significa traspasar la propiedad de una cosa; peroen el art. 1460 parece aplicarse también a las obligaciones que tienen por objeto elmero uso de la cosa o su tenencia en las cuales, sin embargo, la entrega de la cosaprevia al perfeccionamiento del contrato, salvo en el mutuo, no transfiere dominio; enesta clase de convenciones el deudor es quien contrae esta obligación de dar, derestituir la cosa al acreedor a su debido tiempo; el acreedor contrae una obligación dehacer o de garantía, según sea el contrato de que se trate”.11
Alessandri, por su parte, después de aludir al tradicional distingo entre lasobligaciones de dar y las de entregar, coincide con la conclusión de Claro Solar,afirmando que, “mientras la obligación de dar supone, o mejor, constituye un títulotraslaticio de dominio, la obligación de entregar constituye un título de mera tenencia.En la obligación de dar, el acreedor puede llegar a ser dueño de la cosa; en laobligación de entregar sólo adquiere el uso o tenencia de la cosa, más no el dominio(…) Jurídicamente entonces, no es lo mismo dar que entregar; la expresión entregar esgenérica, es más amplia que la de dar, porque comprende todo traspaso que va demanos del deudor a manos del acreedor. Por eso, toda obligación de dar esnecesariamente de entregar, pero no toda obligación de entregar es necesariamenteobligación de dar. De aquí es que los tratadistas del Derecho asimilan las obligacionesde entregar a una obligación de hacer, y sólo clasifican entre las obligaciones de dar alas que propiamente son tales, a las que tienen por objeto la transferencia del dominio,a la constitución de un derecho real a favor del acreedor. Las obligaciones de entregarson, para ellos, obligaciones de hacer, puesto que la obligación se traduce en unsimple hecho material desprovisto de toda significación jurídica, como es dar una cosaa otra persona para que tenga su uso o su tenencia. En mi concepto, en el C. Civilchileno, no existe esta diferencia; mi opinión es que dentro de nuestro Código, laobligación de dar comprende toda obligación que tenga por objeto la entrega de unacosa, sea que el deudor deba transferir el dominio de la cosa, sea que deba transferirúnicamente su uso o tenencia. La obligación de dar, en la legislación chilena, esaquella que tiene por objeto la entrega de una cosa, sea en propiedad, sea entenencia. Obligación de dar, dentro de este concepto, sería aquella que tiene porobjeto la entrega de una cosa que el deudor debe hacer al acreedor, sea que importela transferencia del dominio o el simple uso o tenencia de la cosa. Y para pensar así,existen varias razones: 1°) Los artículos 1438 y 1460 del C. Civil que contraponen losconceptos de dar una cosa, con hacer una cosa. 2°) Enseguida, los artículos 1817 y1824 y siguientes del mismo Código. La ley ha comenzado por definir la compraventaen el artículo 1793, y cuando entra a reglamentar las obligaciones del vendedor, se haolvidado de la expresión ‘dar’ del artículo 1793 y habla sólo de la obligación deentregar, y se encabeza el párrafo que trata de estas obligaciones diciendo en elartículo 1824: ‘Las obligaciones del vendedor se reducen en general a dos: la entregao tradición y el saneamiento de la cosa vendida’ (inciso 1°). Y si se siguen leyendotodos los demás artículos encontraremos estampados los mismos conceptos,confundiendo, así, dos términos que, jurídicamente, no pueden confundirse. En el casotípico de obligación de dar, en la compraventa, el Código chileno habla indistintamentede obligación de dar y de la obligación de entregar, haciendo sinónimas estas dosexpresiones. Vuelve la ley chilena a confundir estos conceptos en el artículo 2196,cuando dice: ‘El mutuo o préstamo de consumo es un contrato en que una de las
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12 Alessandri Rodríguez, Arturo, Teoría de las obligaciones, Santiago de Chile, Editorial Jurídica Ediar-ConoSur Ltda., 1988, pp. 24-26.13 León Hurtado, Avelino, El Objeto en los Actos Jurídicos, segunda edición actualizada, Santiago de Chile,Editorial Jurídica de Chile, 1983, p. 4.

partes entrega a la otra cierta cantidad de cosas fungibles, con cargo de restituir otrastantas del mismo género y calidad’. 3°) Por otra parte, los artículos 580 y 581suministran otra prueba en apoyo de la opinión que se viene sosteniendo. Porque -¿aqué se atiende para calificar de mueble o inmueble una acción? A la naturaleza de lacosa debida. El artículo 580 dice: ‘Los derechos y acciones se reputan bienes muebleso inmuebles según lo sea la cosa en que han de ejercerse o que se debe. Así, elderecho de usufructo sobre un inmueble es inmueble. Así, la acción del compradorpara que se le entregue la finca comprada es inmueble; y la acción del que haprestado dinero para que se le pague es mueble’. Y el artículo 581 agrega: ‘Los hechosque se deben se reputan muebles. ‘La acción para que un artífice ejecute la obraconvenida, o rezarsa los perjuicios causados por la inejecución del convenio, entra porconsiguiente, en la clase de los bienes muebles’. Ahora bien: supongamos que laobligación de entregar no fuera la obligación de dar una cosa, sino la obligación dehacer; ¿la obligación del vendedor para con el comprador de qué naturaleza sería en elcaso de un inmueble, por ejemplo, y en presencia de la disposición del artículo 581?Evidentemente sería, en esta suposición, una acción mueble, lo que dentro de lalegislación positiva chilena, es sencillamente un absurdo. 4°) Finalmente, en el C. de P.Civil no se hace distinción alguna entre las obligaciones de dar y entregar; unas y otrasestán asimiladas en absoluto por lo que respecta a la manera de cumplirse oejecutarse. Expresamente se dejó constancia, cuando se discutieron estasdisposiciones legales en la Comisión redactora del C. de P. Civil, que el procedimientoestablecido para las obligaciones de dar, se aplicaría a todas las obligaciones quetienen por objeto entregar una cosa, cualquiera que fuera el resultado jurídico quetuvieran para el acreedor. De manera que el acreedor de obligación de dar como elacreedor de obligación de entregar, hará efectivos sus derechos por el mismoprocedimiento, por el que señala el Título I del Libro III del C. de P. Civil. Enconclusión, podemos decir que jurídicamente, no pueden confundirse las obligacionesde dar y entregar. En todo caso, esta interpretación es más sencilla y simple quecualquiera otra; la ley es el buen sentido y la razón escrita, y no es lógico pensar queel legislador haya hecho elucubraciones científicas en las materias que van a conocerlos ciudadanos y los Tribunales”.12
Avelino León, en términos semejantes a los de Alessandri, expresa a su vez“Que la obligación de dar no es sólo la que tiene por finalidad la transferencia deldominio de la cosa, sino también la de proporcionar sólo la mera tenencia, el simpleuso de la cosa. Así aparece del art. 1460 cuando dispone que ‘el mero uso de la cosa osu tenencia puede ser objeto de la declaración’”.13

5.- Características del contrato de compraventa.
a) Es bilateral: puesto que las partes contratantes se obligan recíprocamente desde suorigen; se trata de un contrato sinalagmático perfecto, en el que el vendedor se obligaa dar o entregar la cosa y el comprador a pagar el precio. Estas obligaciones son de laesencia de la compraventa, y sin ellas el contrato no produce efectos civiles odegenera en otro contrato diferente.Como veremos, el vendedor también tiene la obligación de sanear la evicción ylos vicios redhibitorios y el comprador la obligación de recibir la cosa (obligación derecibir materialmente la cosa, porque puede haberse producido la entrega ficta, desdeel momento mismo en que se celebra el contrato), pero tales obligaciones son de lanaturaleza de la compraventa, puesto que pueden suprimirse expresamente.
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En consecuencia, jurídicamente no se concibe un contrato unilateral de venta niun contrato unilateral de compra, como acontecía en el primitivo Derecho Romano conlas figuras de la emptio y la venditio. La Corte Suprema así también lo ha entendido, alrechazar la posibilidad de celebrar una promesa unilateral de compraventa, desde elmomento que ha interpretado el Nº 4 del art. 1554, en cuanto a la especificación delcontrato, exigiendo que se consigne el acuerdo de voluntades y las obligacionesrecíprocas. Con todo, recordemos que la doctrina mayoritaria ha estimado, por elcontrario, que dicha figura jurídica sería perfectamente válida. Nos remitimos a loexpuesto al tratar de la promesa.
b) Es oneroso: por las prestaciones recíprocas que engendra, imponiéndose ambaspartes un gravamen y obteniendo ambas partes un beneficio.
c) Es generalmente conmutativo y excepcionalmente aleatorio: por regla general, lasprestaciones a que se obligan vendedor y comprador quedan perfectamentedeterminadas, sin que haya incertidumbre o queden entregadas a contingencias. Cadaparte sabe, con certeza, lo que obtendrá del contrato. Dichas prestaciones “se miran”como equivalentes. Se trata, entonces, de un contrato conmutativo. Debemosrecordar, en todo caso, que por regla general, la equivalencia es subjetiva, quedaentregada a la voluntad de los contratantes. Sin embargo, habría que formular aquídos prevenciones: tratándose de la compraventa voluntaria de bienes inmuebles, laequivalencia se torna más objetiva, considerando la institución de la lesión enorme,que de presentarse, puede originar la rescisión del contrato; por otra parte, el preciodebe convenirse dentro de márgenes razonables, según sea el valor objetivo de lacosa, y no incurrir en una hipótesis de precio irrisorio, que puede producir la nulidadabsoluta de la compraventa. Dicho de otra manera: la lesión enorme es un límiteespecial a la libertad que tienen las partes para estipular el precio, pues sólo operapara la compraventa voluntaria de bienes raíces; en cambio, que no exista precioirrisorio es un límite general a dicha libertad, que opera en toda clase decompraventas.Excepcionalmente, el contrato de compraventa puede ser aleatorio, como en elcaso de la compraventa de cosas que no existen pero que se espera que existan,cuando expresamente se pacte el carácter aleatorio del contrato, según dispone el art.1813, o sea, cuando aparezca que “se compró la suerte”; en consecuencia, laconmutatividad no es de la esencia de la compraventa, sino sólo su característicageneral. Lo aleatorio es excepcional en la compraventa.
d) Es principal: porque existe por sí mismo, independientemente de cualquier otraconvención.
e) Es ordinariamente consensual, salvo las excepciones legales que exigen elcumplimiento de una solemnidad, como acontece por ejemplo en la compraventa deinmuebles.
f) Es nominado o típico: porque está reglamentado en la ley, nada menos que en 103artículos.
g) Por regla general, es de ejecución instantánea: usualmente, las partes cumplirán deinmediato sus obligaciones, extinguiéndose la relación contractual (art. 1826, inc. 1º yart. 1872, inc. 1º, ambos del Código Civil). Nada obsta, sin embargo, a que se trate deuna compraventa en la que las obligaciones se cumplan dentro de ciertos plazos, y porende, en tal situación estaremos ante un contrato de ejecución sucesiva o progresiva.En este último caso, el incumplimiento que se produzca en cualquier momento, podría
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14 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 288 y 289.

originar la resolución del contrato (al efecto, se indica en un fallo de la Corte Supremade 8 de noviembre de 1929, que, “tratándose de un contrato de compraventa quepuede cumplirse por partes, por el hecho de haberse consumado respecto de unapartida, el comprador no pierde el derecho de pedir la resolución parcial del resto”).14

h) La venta no es enajenación, sino mero título translaticio de dominio, siguiendo así lateoría del Derecho Romano bonitario o vulgar. El solo contrato genera derechospersonales, sirve de antecedente, para la posterior transferencia del dominio (art. 703del Código Civil). En consecuencia, si no ha existido tradición en favor del comprador,éste no adquiere el dominio ni la posesión de la cosa comprada. Según veremos,podría ocurrir que el vendedor no sea dueño, caso en el cual la entrega de la cosa (queen las normas posesorias –art. 702-, el Código Civil también llama “tradición”, aunquees evidente que no en su acepción de modo de adquirir), sólo posibilitará al compradorpara entrar en posesión.
6.- Paralelo entre la compraventa y otras instituciones jurídicas.

Por existir cierta similitud entre la compraventa, la dación en pago y la cesiónde créditos, conviene precisar algunos conceptos y sus diversas naturalezas jurídicas:
a) Compraventa y dación en pago:i.- La compraventa es un contrato y como tal crea obligaciones, mientras que la daciónen pago, siendo una modalidad del pago, es una convención pero no un contrato, puesextingue obligaciones;ii.- Además, en la compraventa suele haber un plazo para la entrega de la cosavendida, mientras que en la dación en pago necesariamente debe efectuarse laentrega al instante para que el deudor quede liberado (en caso contrario, habránovación por cambio de objeto); yiii.- Finalmente, el acreedor que recibe en pago una cosa diferente a la que se le debía,no se obliga a dar por ella un precio, sino que se obliga simplemente a dar porextinguida una deuda hasta la concurrencia del valor de la cosa recibida. En cambio,en la compraventa, existe una contraprestación por parte de quien recibe la cosa,consistente en el pago del precio.
b) Compraventa y cesión de créditos: entre ambas, existe una diferencia fundamental,en cuanto la compraventa es un contrato y la cesión de créditos es la forma deefectuar la tradición de los derechos personales (arts. 699 y 1901, conforme a ladoctrina que rechaza el carácter contractual de la cesión de créditos y que esmayoritaria en nuestra jurisprudencia). La cesión de créditos entonces, es unaconvención pero no un contrato, pues no crea un derecho, sino que lo transfiere.Desde un punto de vista cronológico, la relación es sucesiva: primero se celebra uncontrato, en virtud del cual, por ejemplo, se vende o se dona un crédito o derechopersonal, y posteriormente, se verifica la cesión, es decir, la tradición del derechovendido.
7.- La compraventa es un título translaticio de dominio.

A diferencia de lo que acontece en la legislación civil francesa y en general en elDerecho Comparado, y de acuerdo a lo dispuesto en los arts. 675 y 703, lacompraventa es en el Derecho nacional un mero título traslaticio de dominio, es decir,
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un acto jurídico que por su naturaleza no transfiere el dominio, sino que confiere alcomprador un antecedente que lo habilita para adquirirlo, ya que celebrado el contrato,surge para dicho comprador un derecho a exigir del vendedor que le entregue la cosa;con todo, no puede pretender que lo haga propietario, sino sólo poseedor.Como ya anticipamos al revisar el concepto de compraventa, cabe precisar, altenor del art. 1793, que la frase “dar una cosa”, no es del todo correcta, siendopreferible haber empleado la frase “dar o entregar una cosa”. En efecto, al emplear ellegislador la expresión “dar una cosa”, pareciera indicar que el vendedornecesariamente se obliga a transferir el dominio de la cosa por el contrato, toda vezque tal es la obligación de dar; por el contrario, la obligación de entregar no suponetransferencia de dominio y por tanto puede contraerla o asumirla quien no es dueño,puesto que en definitiva implica pasar la tenencia.Esto se ve corroborado por el propio art. 1815, que valida la compraventa decosa ajena. También se observa otro tanto en las normas de la sociedad conyugal,donde el inc. 4° del art. 1739, alude a “la entrega o tradición del bien respectivo”.Por su parte, el art. 1824 deja en claro que la principal obligación del vendedorconsiste en “la entrega o tradición”.A su vez, el art. 1807 también se refiere a “la entrega de la cosa”.De esta manera, la obligación que contrae el vendedor es la de entregar la cosay en ningún caso el hacer propietario al comprador. Lo normal será sin embargo que siel vendedor es dueño de lo que vende, al entregar la cosa se verifique la tradición.Pero si no fuere dueño, igualmente se entenderá que ha cumplido con su principalobligación entregando la cosa al comprador.En síntesis, para que el comprador llegue a adquirir el dominio en virtud de lacompraventa, se requieren dos actos jurídicos consecutivos: la compraventa (título) yla tradición (modo de adquirir), lo que concuerda con el Derecho Romano bonitario ovulgar, apartándose del código francés.Para el Derecho Romano bonitario o vulgar, en la compraventa el vendedor selimitaba a transferir solamente la “vacua possessio” o pacífica y útil posesión, mediantela “traditio”.Consecuente con lo anterior, García Goyena, redactor de un Proyecto de CódigoCivil español, fundamentó lo expuesto recordando que la venta de cosa ajena esválida. En consecuencia, si el vendedor es dueño, la entrega constituirá tradición; si nolo es, la entrega será una tradición aparente, y en derecho sólo será entrega. Todatradición es entrega, pero no toda entrega es tradición. Por ello, el art. 1548 estableceque la obligación de dar contiene la de entregar la cosa. Por ello también, el art. 1824emplea acertadamente la frase alternativa “entrega o tradición”.Conforme a lo expuesto, y respecto a la evicción de la cosa comprada, el art.1837 debió señalar “dominio o posesión pacífica”, en lugar de decir “dominio yposesión pacífica”. La primera fórmula guarda mayor armonía con el art. 1824.Diferente es el caso del Código Civil francés, cuyo art. 1583 establece que laventa “es perfecta entre las partes y la propiedad es adquirida por el comprador desdeque se ha convenido en la cosa y en el precio, aunque la cosa no haya sido entregadani el precio pagado”. En esta hipótesis, el contrato de compraventa crea obligaciones ytransfiere el dominio; vale decir, es al mismo tiempo título y modo de adquirir,siguiendo al derecho quiritario romano.En cambio, el inc. 1° del art. 1801 de nuestro Código Civil, si bien se basa en elart. 1583 citado, exhibe grandes diferencias: “La venta se reputa perfecta desde quelas partes han convenido en la cosa y en el precio; salvas las excepciones siguientes”.Nótese cómo Bello omitió la frase “y la propiedad es adquirida por elcomprador”, pues para que tal ocurra debe realizarse un segundo acto jurídico, latradición.
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15 Digesto, Libro 18, Título 1, números 25, 27 y 28.16 Citado por De la Maza Gazmuri, Íñigo y Torres Urzúa, Ricardo, “La protección del comprador en la ventade cosa ajena”, en Revista Chilena de Derecho, vol. 42 Nº 3 (2015), p. 786.17 Guzmán Brito, Alejandro, ob. cit., p. 154.18 De la Maza Gazmuri, Íñigo y Torres Urzúa, Ricardo, ob. cit., pp. 786 y 787.

Recordemos que en Roma, coexistían en alguna época dos derechos civiles: elderecho quiritario y el derecho bonitario. El primero, aplicable a quienes gozaban de laciudadanía romana. El segundo, aplicable a quienes carecían de dicha ciudadanía. Latransferencia de dominio, conforme al primer Derecho, se hacía por medio de lamancipatio, que era título traslaticio y tradición a la vez, lo que implicaba que no podíacelebrar mancipatio el que no era dueño de la cosa. En cambio, en el contrato decompraventa, institución creada por el Pretor para quienes no tenían la aludidaciudadanía, no se requería ser dueño de la cosa vendida y por tanto, era válida laventa de cosa ajena.En efecto, lo señalado en este acápite, en cuanto a que el vendedor nonecesariamente está obligado a transformar en dueño de la cosa a su comprador, esarmónico con la tradición del Derecho romano y medieval, según se puede verificar acontinuación.En el Digesto, se constata esto en diversos párrafos del Libro 18: “25. El mismo[Ulpiano]; Comentario a Sabino, Libro XXXIV.- (…) El que lo vendió, no tiene necesidadde hacer del comprador el fundo, como está obligado el que prometió el fundo al queestipula”; “27. Paulo. Comentario a Sabino, libro VIII: -El que compra de cualquierauna cosa, que cree que es de aquél mismo, compra de buena fe”; “28. Ulpiano.Comentarios a Sabino, Libro XLI: -No hay duda alguna de que cualquiera puede venderuna cosa ajena, porque hay compra y venta; pero puede quitarse la cosa alcomprador”.15
Refiere Guzmán Brito16: “OBLIGACIONES DEL VENDEDOR. Mediante la actioempti el comprador puede exigir el cumplimiento de sus obligaciones al vendedor. 1.Éste no se encuentra obligado a hacer dueño de lo vendido al comprador, sino tan soloa entregarle la cosa mueble, o a ponerle a su disposición material el predio libre decualquier otro ocupante (vacuam poseessionem tradere), como arrendatarios ousufructuarios, etc., y a mantenerlo en estado de no sufrir reclamaciones de derechossobre la cosa, provenientes de terceros; todo ello según la buena fe. En otras palabras,su obligación no es de dare rem sino de facere”. El mismo Guzmán señalaseguidamente por qué no existía obligación de transferir el dominio: “Posiblementeesta característica de la compraventa romana le vino de sus vinculaciones con elcomercio con peregrinos, quienes no podían ni dar ni recibir en dominio civil. a) Tal esla razón por la cual resulta eficaz la venta de una cosa ajena, ya que igualmente unno-dueño puede cumplir con su obligación de entregar la posesión de la cosa quevende”. Pero el autor advierte de inmediato: “Sin perjuicio, por supuesto, del derechode reivindicarla su verdadero dueño, y de las responsabilidades que entonces contraeel vendedor…”.17
Como indican De la Maza y Torres, citando a su vez a Fernández de Buján, “Ajuicio de gran parte de la doctrina, el que la obligación del vendedor sea de facere y node dare podría obedecer al origen procedente del ius Gentium de la primitivacompraventa. Al comenzarse a utilizar este convenio de compra, libre de forma yperfecto desde la prestación del mutuo consentimiento, en el ámbito del comerciointernacional entre ciudadanos romanos y peregrinos, la obligación derivada de dichoacuerdo no podía consistir en un dare ya que, quien careciese de la condición deciudadano no podía quedar obligado a transmitir un derecho real reconocido por el iuscivile. Por tanto, el vendedor cumpliría con entregar al comprador la libre y pacíficaposesión del bien vendido”.18
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19 El primero en el Libro 19, 1, 30, 1; el segundo en el mismo Libro 19, 1, 1, 1.20 De la Maza Gazmuri, Íñigo y Torres Urzúa, Ricardo, ob. cit., p. 787.21 Anterior al Código Civil de 1804.22 Pothier, Robert, Oeuvres de Pothier. Traité du Contrat de Vente, Paris, Mme. Charles Béchet, Editeur,1835, Nº 47, p. 21.23 Pothier, Robert, ob. cit., pp. 21 y 22.

Con todo, como advierten De la Maza y Torres, citando esta vez a RodríguezMorata, en dos casos admitidos en el Derecho romano (Digesto, Libro 19)19, elcomprador podía demandar al vendedor, no obstante no haber sufrido evicción:1º Conforme a la regla purgare dolo malo: se trataba del supuesto en el que elvendedor había ocultado al comprador una causa de evicción. En este caso, elcomprador podía impugnar la venta, sin necesidad de haber sido demandado,condenado o perturbado en su posesión. Se explicaba lo anterior, como unreconocimiento a la buena fe del comprador (y una sanción a la mala fe del vendedor).2º En el caso uti optimus maximus: se trataba del supuesto de entregar una cosa quese suponía exenta de cargas, pero después resultaba que sí las tenía. El compradortambién podía demandar impugnando la compraventa sin esperar la demanda deevicción. Al igual que en la primera situación, se protegía la buena fe del comprador yse castigaba la mala fe del vendedor.20
La solución de la compraventa en el Derecho romano se mantuvo en el Derechocomún durante la Edad Media. Las Partidas no imponen al vendedor la obligación detransferir el dominio, obligándose el vendedor a la entrega y al saneamiento de laevicción. La venta de cosa ajena, se entiende igualmente válida.El antiguo Derecho francés21 no innovó en la materia. Robert Pothier, en el sigloXVIII, dirá: “En fin, la entrega a que el vendedor está obligado por el contrato deventa, es una entrega por la cual debe transferir al comprador todo el derecho quetiene en la cosa y que le reporta esta cosa. Pero el vendedor no se obliga, por elcontrato, precisamente a transferir la propiedad de la cosa que él vende, si no es elpropietario; él se obliga solamente a poner al comprador en posesión de la cosa, y adefenderlo contra todos aquellos que, posteriormente, quisieran obligarlo aabandonarla o reclamen algunos derechos”.22
Pothier cita después a Caillet, profesor de la ciudad de Poitiers, quien decía queel principio de los jurisconsultos romanos, por el que el vendedor no se suponíaobligado a transferir al comprador la propiedad de la cosa vendida, era un principiopuramente arbitrario, adoptado por estos jurisconsultos, que no respondía a lanaturaleza y que no se debía seguir en la práctica francesa. Sin embargo, dichoprincipio –consigna Pothier-, parecía tener su fundamento en la naturaleza del contratoy en los términos que se usaban: el vendedor vende, y para explicar éste término,agregaban tales juristas que también cede, renuncia, abandona y promete garantizar ydefender al comprador de toda perturbación. Estos términos, concluye Pothier, nopresentan ninguna otra obligación contraída por el vendedor, que la de ceder alcomprador todo el derecho que tiene en la cosa y defenderlo de todas lasperturbaciones que pueda sufrir en su posesión. La obligación de transferir lapropiedad no se expresa por éstos términos.23
En realidad, apartándose de esta tradición jurídica, el Código Civil francésestablecerá en su art. 1599 que la venta hecha por quien no es el propietario de lacosa es nula. Dispone el precepto: “La venta de la cosa de otro es nula: puede darlugar a daños y perjuicios cuando el comprador desconoce que la cosa pertenecía aotra persona”.Bello no siguió esta tesis rupturista de los codificadores franceses de 1804, y,con mayor rigor jurídico, prefirió mantener los postulados que venían del Derechoromano, del Derecho medieval y del antiguo Derecho francés.
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24 Dávila J., Oscar y Cañas, Rafael, Explicaciones de Código Civil (Clase de don Leopoldo Urrutia), Santiagode Chile, Imprenta Cervantes, 1907, pp. 243 y 244.

Así lo entendió también la doctrina nacional, en las primeras décadas devigencia del Código Civil chileno. El siguiente párrafo, por ejemplo, basado en lasclases impartidas por don Leopoldo Urrutia a comienzos del Siglo XX, confirma estaaserción: “Este contrato, como todos los contratos, es un título por medio del cual secrea una obligación. La obligación que se contrae por medio de la compra-venta es dehacer que una persona que se llama comprador tenga algo, una cosa, por suya. Elvendedor no se obliga a hacer que el comprador sea dueño de la cosa; se obliga aentregar una cosa para que el comprador la tenga como cosa suya. Si tiene el dominiolo entrega junto con la cosa, si no lo tiene no lo puede entregar, pero da al compradorla cosa para que la tenga como propia. Si por la compra-venta hubiera de transferirseen todo caso el dominio, sería nula la venta hecha por una persona que no fueradueña, es decir, sería nula la venta de cosa ajena, principio contrario al establecidoexpresamente por la ley en el artículo 1815. No estando el vendedor obligado atransferir el dominio es válida la venta de cosa ajena y en ese caso el vendedor sólotransfiere la posesión, obligándose a que el comprador tenga la cosa como propia.Debe por eso ponerlo a cubierto de las evicciones y de las perturbaciones en el goce dela cosa. El que compra una cosa ajena no puede alegar la nulidad del contrato, perotiene derecho a que el vendedor le responda de la evicción y de los vicios ocultos. Si elvendedor tenía el dominio nadie puede perturbar al comprador que por el contratoseguido de la tradición se ha hecho dueño de la cosa. El derecho romano consideraba,como el nuestro, que el contrato de compra-venta era un simple título que no servíapor lo tanto por sí solo para transferir el dominio. En cambio, en el derecho francés elcontrato de compra-venta es a la vez título y modo de adquirir. Es más lógica la reglaromana adoptada por nuestro Código, que considera siempre el título como la causaremota de la adquisición del derecho. El dominio se viene a adquirir por la tradición,siempre que el vendedor tenga el dominio”.24
En nuestra doctrina, aunque se trata de la posición minoritaria, hay autores quepostulan que el vendedor sí tiene como obligación esencial la de transferir el dominiode la cosa al comprador. El autor más destacado de esta corriente es el profesor JoséJoaquín Ugarte Godoy. De manera resumida, sus argumentos son los siguientes:i.- Como argumento fundamental señala “el de la incompatibilidad entre la obligaciónque tiene todo mero poseedor de restituir la cosa a su dueño y la obligación quepresuntamente emanaría de un contrato de venta, de entregar la posesión tranquila ypacífica del mismo objeto al comprador. La posesión no es un derecho; es un hecho.Es la tenencia de una cosa con ánimo de señor y dueño. Pero existe -eso sí- el derechoa la posesión: el derecho de poseer. Por cierto, este derecho, que es el de tener lacosa con ánimo de señor y dueño, compete exclusiva y excluyentemente al propietario.Y decimos ‘excluyentemente’, porque es de toda evidencia que no pueden dospersonas ser titulares del derecho de tener con ánimo de señor y dueño una sola ymisma cosa en forma simultánea (el caso del condominio es otra figura jurídica), sinperjuicio de que el mero poseedor tenga otros derechos en relación con la cosa, inclusofrente al mismo dueño (querella de restitución y querella de restablecimiento), cuyanaturaleza y alcance no es del caso estudiar aquí. (…) nos parece estar muy claro quetodo mero poseedor es obligado siempre a restituir la cosa al dueño. Esta obligación noes sino el reverso del derecho de este -esencial a su dominio- de poseer, que seampara mediante la acción reivindicatoria. Pues bien, estando el mero poseedorobligado a entregar la cosa al dueño, no puede estarlo a lo mismo respecto de uncomprador, porque no puede haber dos obligaciones contradictorias”.ii.- El tenor del art. 1793, en cuanto alude a una obligación “de dar”. Afirma alrespecto Ugarte, después de aludir a Bello como eminente gramático y con un enorme
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sentido del lenguaje: “Al decirnos, pues, la obligación de ‘dar’, no es fácil que hayaestado jugando con las palabras o que se haya equivocado, como sostienen algunos.Esto aparece aún más claro, si se recuerda el cuidado con que Pothier, tan seguido porBello, evitó la palabra ‘dar’ en su definición [de compraventa], diciéndonos que elvendedor se obliga a ‘hacer tener libremente, a título de propietario, una cosa’ yexplicándonos, a continuación, que ha empleado estos términos porque la obligacióndel vendedor no es transferir el dominio. Pues bien, las obligaciones de ‘dar’ son lasque tienen por objeto transferir la propiedad de una cosa u otro cualquier derechoreal”.iii.- El tenor del art. 703, al definir el título translaticio de dominio. Señala Ugarte,después de citar el tenor de la norma: “El precepto transcrito nos merece dosconsideraciones. En primer lugar, ¿cómo podría entenderse que la compraventa fueraun título de los que por su naturaleza sirven para transferir el dominio si no fueraporque engendra siempre -siendo o no dueño el vendedor- la obligación de transferir lapropiedad? Porque la compraventa opera produciendo obligaciones, al igual que todoslos contratos (…) Luego, el contrato sólo puede operar, esto es, generar sus efectospropios, produciendo obligaciones. Y no puede un ser -y la compraventa lo es- tenerdos naturalezas: producir la obligación de transferir el dominio cuando el vendedor esdueño y producir sola la de otorgar la posesión tranquila y pacífica cuando aquel nosea propietario. Esto equivaldría a tener dos naturalezas, porque las cosas seespecifican -o constituyen en su especie- por su fin: toman su entidad o esencia del finque les es asignado, y son dos fines bien distintos la obligación de transferir el dominioy la obligación de procurar la posesión tranquila y pacífica, (…) En segundo lugar, elartículo 703 equipara a la compraventa, como título translaticio de dominio, con lapermuta y con la donación. Ahora bien, respecto de la donación, no cabe duda de quela obligación del donante es transferir el dominio, como se desprende del artículo1386, que dice: ‘La donación entre vivos es un acto por el cual una persona transfieregratuita e irrevocablemente una parte de sus bienes a otra persona que la acepta’.Respecto de la permuta, tampoco cabe duda de que el deber que contraen las parteses el de transferir recíprocamente el dominio. Abonan este aserto, primero, ladefinición del Código: ‘un contrato en que las partes se obligan a dar una especie ocuerpo cierto por otro’ (artículo 897); segundo, la historia fidedigna, puesto que en elDerecho romano y en el moderno extranjero, la obligación era y es, de transferir eldominio”.iii.- El art. 706: “Este precepto, al definir qué ha de entenderse por buena fe paraclasificar la posesión en regular e irregular, dice: ‘La buena fe es la conciencia de haberadquirido el dominio de la cosa por medios legítimos, exentos de fraude y de todo otrovicio’. ‘Así en los títulos translaticios de dominio la buena fe supone la persuasión dehaberse recibido la cosa de quien tenía la facultad de enajenarla, y de no haber habidofraude ni otro vicio en el acto o contrato’. Este artículo es capital. Él dice que la buenafe es la conciencia de haber adquirido el dominio; no dice que sea o pueda en algúncaso ser la conciencia de haber adquirido ‘la posesión tranquila y pacífica’. Luego,quien tenga conciencia de haber adquirido solo la posesión tranquila y pacífica está demala fe. La deducción es inobjetable. Pero, es más, el artículo pone un ejemplo paraque se vea cómo se ha de aplicar la definición que acaba de formularse y nos dice: ‘Asíen los títulos translaticios de dominio -y la venta es uno de ellos- la buena fe supone lapersuasión de haberse recibido la cosa de quien tenía la facultad de enajenarla […]’.De suerte que quien, después de una venta, tenga la conciencia de no haber obtenidosino la posesión tranquila y pacífica, y no esté persuadido de que le dio la cosa quienestaba facultado para enajenarla -hacerla ajena-, desprenderse del dominio él odesprender de tal derecho a su representado-, está de mala fe. Y si está de mala fe,por definición es que ha hecho algo contrario a la ley, ilegal o ilegítimo. Luego, la
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25 Ugarte Godoy, Joaquín, ob. cit., pp. 345-349.

obligación que nace de los títulos translaticios -y entre ellos el de compraventa- es lade transferir el dominio”.iv.- El art. 1824 en concordancia con los arts. 670, 672 y 1575: “El artículo 1824señala que ‘[l]as obligaciones del vendedor se reducen en general a dos: la entrega otradición, y el saneamiento de la cosa vendida’, y que ‘[L]a tradición se sujetará a lasreglas dadas en el título VI del Libro II’. Este precepto es el que más base ha dadopara la tesis contraria a la nuestra, después del artículo 1815. Se dice que el vendedorestá obligado o a la entrega o a la tradición. La partícula ‘o’, pues, ha permitidointerpretar que, no siendo dueño, tiene el deber de hacer la mera entrega y que,siéndolo, tiene el de hacer la tradición. Sin embargo, con un buen conocimiento de lagramática y de la terminología legal, y concordando este precepto con los que másarriba hemos analizado, y que son tan inequívocos y categóricos, esta objeción sedesvanece fácilmente. En efecto, en lenguaje jurídico castellano las palabras ‘entrega’y ‘tradición’ son sinónimas. Don Joaquín Escriche, definiendo en su célebre diccionariola palabra ‘entrega’, dice: ‘Es el modo de adquirir derivativo, cuando el propietariocapaz de enajenar sus bienes, pone en mano o en poder de otro alguna cosa que lepertenece, con ánimo de transferirle el dominio en virtud de justa causa’”.25
En el Derecho comparado, se observan criterios dispares. Así, por ejemplo:i.- El Código Civil peruano dispone en su art. 1529: “Definición. Por la compraventa elvendedor se obliga a transferir la propiedad de un bien al comprador y éste a pagar suprecio en dinero”. Siendo así, el art. 1539 del mismo Código otorga acción rescisoria alcomprador, cuando la cosa no pertenezca a su vendedor y aquél ignoraba estacircunstancia: “Rescisión del compromiso de venta de bien ajeno. La venta de bienajeno es rescindible a solicitud del comprador, salvo que hubiese sabido que nopertenecía al vendedor o cuando éste adquiera el bien, antes de la citación con lademanda”.Como puede observarse, el Código peruano difiere del francés y se asemeja alchileno, en cuanto por el contrato el vendedor se obliga, es decir, por el solo contratono opera el traspaso del dominio. También, al igual que el Código chileno (y sinperjuicio de la crítica formulada a éste), expresa que el vendedor se obliga “a transferirla propiedad”. Consecuentemente, el Código peruano otorga acción rescisoria para elcaso de venta de cosa ajena, a diferencia del nuestro.ii.- El Código Civil argentino establece, a nuestro juicio, una solución “ecléctica”, puesdispone que el vendedor debe transferir el dominio, pero admite la validez de la ventade cosa ajena, otorgando sin embargo acción indemnizatoria al comprador si no se lehace entrega de ella. La solución es semejante a la nuestra, entendiendo que la acción–para el caso de no haber entrega de la cosa-, será la resolutoria (y no la de nulidad),fundada en el incumplimiento del vendedor. A contrario sensu, entendemos que, simedió entrega, el comprador no tendría acción, aunque la cosa no haya pertenecido asu vendedor. Dispone el art. 1123: “Definición. Hay compraventa si una de las partesse obliga a transferir la propiedad de una cosa y la otra a pagar un precio en dinero”.Establece a su vez el art. 1132: “Cosa ajena. La venta de la cosa total o parcialmenteajena es válida, en los términos del artículo 1008. El vendedor se obliga a transmitir ohacer transmitir su dominio al comprador”. Finalmente, consigna el art. 1008: “Bienesajenos. Los bienes ajenos pueden ser objeto de los contratos. Si el que prometetransmitirlos no ha garantizado el éxito de la promesa, sólo está obligado a emplearlos medios necesarios para que la prestación se realice y, si por su culpa, el bien no setransmite, debe reparar los daños causados. Debe también indemnizarlos cuando hagarantizado la promesa y ésta no se cumple. / El que ha contratado sobre bienesajenos como propios es responsable de los daños si no hace entrega de ellos”.
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26 La palabra “transmisión” no se emplea por los juristas españoles, como en nuestro caso, alusiva altraspaso del dominio por causa de muerte, sino que, de manera genérica, como traspaso del dominio,incluyéndose también a la que opera por acto entre vivos.27 Díez-Picazo, Luis, Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, IV, Las particulares relaciones obligatorias,Pamplona, Civitas-Thomson Reuters, 2010, p. 48.28 Díez-Picazo, Luis, ob. cit., p. 60.

iii.- El art. 1445 del Libro IV del Código Civil español, define la compraventa en lossiguientes términos: “Por el contrato de compra y venta uno de los contratantes seobliga a entregar una cosa determinada y el otro a pagar por ella un precio cierto, endinero o signo que lo represente”. Nótese que el Código español emplea la expresión“a entregar”, y no “a dar” o “a transferir el dominio”. Como expresa Díez-Picazo, “Lacompraventa del Código Civil es un contrato de corte tradicional que presenta muchasde las características que este contrato ofrecía en el Derecho romano. Los autores delCódigo Civil se apartaron decididamente del modelo francés y rechazaron que latransmisión de la propiedad se pudiera producir por el solo consentimiento de laspartes, expresado en un contrato de compraventa. La compraventa se configuró comoun contrato obligatorio o creador de obligaciones que sirve de causa y justificación auna transmisión26 de la propiedad, que debe ser llevada a cabo mediante ladenominada tradición, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 609 CC, según el cual lapropiedad y los derechos reales se adquieren y transmiten por consecuencia de ciertoscontratos mediante la tradición”.27
En lo concerniente a la venta de cosa ajena, no existe norma en la compraventaque se refiera directamente a la materia. La doctrina española ha debatido acerca desu validez o nulidad, aunque las opiniones de las últimas décadas se han inclinado porla primera conclusión.La cuestión de la venta de cosa ajena se ha re-direccionado en el Derechoespañol al Libro II, art. 464, en el capítulo “De los efectos de la posesión”. Expresaeste precepto en su inc. 1º: “La posesión de los bienes muebles, adquirida de buenafe, equivale al título. Sin embargo, el que hubiese perdido una cosa mueble o hubiesesido privado de ella ilegalmente, podrá reivindicarla de quien la posea”. Conforme a loexpuesto, el Tribunal Supremo español ha concluido que la venta de cosa ajena esválida. Aún más, dos tesis se han planteado para interpretar el citado inciso del art.464: una, que podríamos asimilar a la solución chilena, en cuanto se concluye queaquél que compra de buena fe, podrá adquirir por prescripción la cosa mueble, una veztranscurrido el plazo para que esté en condiciones de alegarla (art. 1955: tres años dehaber buena fe y seis años en caso contrario). Tal es la tesis “romanista”. Otra tesis,aún más favorable a quien compra, y que se aparta de los criterios del Derechoromano, sostiene que el comprador de buena fe se haría dueño de inmediato de lacosa, no pudiendo el dueño reivindicarla, a menos de lograr acreditar que fue privadode la cosa “ilegalmente”, entendiendo por tal sólo los casos de hurto y de robo (art.1962). Con ello, queda sumamente restringida la acción reivindicatoria. Tal es la tesis“germanista”. Los autores españoles están divididos entre una y otra tesis.Es interesante también advertir, como resalta Díez-Picazo, que los alcances delart. 1599 del Código Civil francés se han atenuado por la doctrina y la jurisprudencia.En efecto, se ha afirmado que la nulidad es relativa, de manera que sólo el compradorpuede ejercer la acción (y no el vendedor, ni los acreedores del vendedor), y quequeda saneada por la ratificación o convalidación, que debe considerarse producida entodos aquellos casos en que el vendedor adquiera la propiedad de la cosa después decelebrado el contrato.28

8.- Elementos del contrato de compraventa.
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Los elementos esenciales de la compraventa se desprenden del art. 1801: unacosa, un precio y consentimiento (res, pretium, consensus).Dispone el inc. 1º del art. 1801: “La venta se reputa perfecta desde que laspartes han convenido en la cosa y en el precio; salvas las excepciones siguientes”.El acuerdo de voluntades sobre la cosa y el precio es suficiente paraperfeccionar el contrato; de ahí su carácter consensual que por regla general leconfiere la ley. Pero el acuerdo de voluntades sobre cosa y precio debe llevaraparejado el ánimo de cambio de estos objetos entre los contratantes. Por ello,Alessandri expresa que “es el cambio de una cosa por dinero lo que constituye lacompraventa, y si ese cambio no se realiza por la omisión de alguno de esoselementos, no hay venta, ni material ni jurídicamente hablando”.
8.1. El consentimiento de las partes.
a) Regla general: por el solo acuerdo de voluntades.Por regla general, la compraventa es un contrato consensual; por excepción, esun contrato solemne (art. 1801). Por ende, salvo en aquellos casos señalados en laley, la compraventa se perfecciona con la oferta y la aceptación, de conformidad a lasreglas establecidas en el Código de Comercio.
b) Casos de compraventa solemne.En ciertos casos, la ley exige otorgar escritura pública para perfeccionar lacompraventa. Tal solemnidad rige para la venta:i.- De bienes raíces o de derechos inmuebles.Puede tratarse:i) De la venta de un inmueble considerado como un todo;ii) De la venta de la cuota que un comunero posea sobre un inmueble (art. 1812);iii) De la venta que el dueño de un inmueble hace de una cuota del mismo; oiv) De la venta de un derecho real inmueble, como por ejemplo un derecho real deusufructo que recae sobre un inmueble.En todos estos casos, se requiere de escritura pública. En los dos últimos, elcarácter inmueble del derecho se desprende del art. 580 del Código Civil, en cuanto“Los derechos y acciones se reputan bienes muebles o inmuebles, según lo sea la cosaen que han de ejercerse”.Por su parte, el art. 5 de la Ley Nº 20.930, dispone lo siguiente acerca delderecho real de conservación: “Contrato constitutivo. El contrato mediante el cual seconstituye el derecho real de conservación deberá celebrarse por escritura pública, lacual, además, servirá como título para requerir la inscripción en el Conservador deBienes Raíces correspondiente”. En rigor, no es correcto afirmar que mediante elcontrato “se constituye” el derecho real de conservación, pues éste quedará en verdadconstituido con la inscripción del contrato. Por el contrato, entonces, el dueño de unpredio “se obliga” a constituir el derecho real de conservación en favor de una personanatural o jurídica determinada. El contrato será el “título” y su posterior inscripcióncorresponde al “modo”, tradición en este caso. El contrato en cuestión podrá sergratuito u oneroso (art. 7, N° 3). En el primer caso, un contrato de donación porejemplo. En el segundo caso, un contrato de compraventa por ejemplo.Debemos excluir el caso de venta de un derecho real de uso o habitación, puessiendo ellos personalísimos, la ley prohíbe su venta (en el art. 1810) y su enajenación(en el art. 1464, Nº 2). Existiendo un impedimento definitivo para tal enajenación, noes posible vender esos derechos.ii.- De servidumbres.Se trata del caso de convenir los propietarios de dos predios que se constituiráuna servidumbre que gravará uno de ellos en beneficio del otro, a cambio del pago de
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un precio. El art. 698 del Código Civil expresa que “La tradición de un derecho deservidumbre se efectuará por escritura pública en que el tradente exprese constituirlo,y el adquirente aceptarlo: esta escritura podrá ser la misma del acto o contrato”.Este contrato podría ser una compraventa del derecho real de servidumbre, porel cual ésta se constituye a cambio del pago de un precio, es decir, de una suma dedinero.iii.- De censos.Se define el censo en el art. 2022: “Se constituye un censo cuando una personacontrae la obligación de pagar a otra un rédito anual, reconociendo el capitalcorrespondiente, y gravando una finca suya con la responsabilidad del rédito y delcapital. / Este rédito se llama censo o canon; la persona que le debe, censuario, y suacreedor, censualista”.El titular de un derecho de censo, denominado censualista, puede disponer de élpor acto entre vivos o por causa de muerte, según las reglas generales, siempre quese trate de un censo “sin cargo de restitución o transmisión” (art. 2031).Los artículos 2043 y 2044 del Código Civil regulan respectivamente los casos decenso de transmisión no forzosa y transmisión forzosa. En el primer caso, elcensualista es libre de transferirlo y transmitirlo por testamento o abintestato. Nosucede lo mismo en el segundo caso, en el cual el censualista no puede disponer delcenso por acto entre vivos, ni por testamento, sino que ha de pasar a la persona aquien corresponda según el acto constitutivo, en la forma prevista por el fundador,caso en el cual el orden de sucesión se denomina irregular, o de no haberse previstoen el acto constitutivo, se observará el orden de sucesión regular previsto en el artículo2045. Podría entonces el censualista vender su derecho real de censo, en el caso deun censo “de transmisión no forzosa” y siempre que lo haga mediante una escriturapública. Quien compre tal derecho real, tendrá la facultad para recibir el pago de losréditos anuales debidos por el censuario.iv.- De derechos hereditarios.Del estudio del objeto ilícito, sabemos que una persona no puede disponer enmodo alguno, de su derecho a suceder a una persona viva. No podría entonces vendersu derecho en la futura sucesión, y de hacerlo, tal acto adolecerá de objeto ilícito.Estaremos ante un pacto sobre sucesión futura prohibido por la ley (art. 1463 delCódigo Civil).Pero una vez fallecido el causante, el heredero será libre para vender suderecho en la herencia respectiva. Tal venta, necesariamente deberá hacerse porescritura pública.Debe precisarse que el heredero no está vendiendo el derecho que pueda tenersobre uno o más bienes determinados de la herencia, sino que aquél que recae sobrela universalidad que se llama herencia. Si vendiere sólo el derecho que tiene sobre unbien determinado, continuará interviniendo en la sucesión y quien le compre talderecho no se entenderá en realidad ser partícipe de la misma. En cambio, quienvende su derecho “en la herencia”, en los hechos deja de intervenir en la sucesión yquien compra su derecho le reemplaza en la herencia como si fuere heredero.v.- De todos los bienes presentes y futuros de una persona.Así se desprende de los artículos 1801, inc. 2° y 1811.Dispone el inc. 2º del art. 1801: “La venta de los bienes raíces, servidumbre ycensos, y la de una sucesión hereditaria, no se reputan perfectas ante la ley, mientrasno se ha otorgado escritura pública”.Establece el art. 1811: “Es nula la venta de todos los bienes presentes o futuroso de unos y otros, ya se venda el total o una cuota; pero será válida la venta de todaslas especies, géneros y cantidades, que se designen por escritura pública, aunque seextienda a cuanto el vendedor posea o espere adquirir, con tal que no comprenda
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objetos ilícitos. / Las cosas no comprendidas en esta designación se entenderán que nolo son en la venta: toda estipulación contraria es nula”.En estos casos, la escritura pública es requisito generador del contrato osolemnidad propiamente tal, y por tanto, de faltar, el contrato, adolecerá de nulidadabsoluta (art. 1682), o incluso será inexistente (art. 1701, inc. 2º), para aquellos quepostulan la inexistencia como sanción en nuestro Derecho (al efecto, ver lo expuestoen el acápite de “Las Formalidades”, en la Teoría del Acto Jurídico, en relación a lassolemnidades exigidas por vía de existencia).La solemnidad, en este caso la escritura pública, viene a ser la única manera deexpresar el consentimiento, en concepto de la ley.Por cierto, no debe creerse que la inscripción de la escritura pública en elConservador de Bienes Raíces, cuando se trata de la compraventa de bienes inmuebleso de derechos reales inmuebles, es también solemnidad del contrato. Por cierto que noes así, pues el contrato ha quedado perfecto con la escritura pública, siendo suinscripción la manera de efectuar la tradición del respectivo derecho real (art. 686 delCódigo Civil).Cabe precisar que solamente la compraventa de inmuebles por naturaleza opropiamente tales debe efectuarse por escritura pública. Los inmuebles poradherencia, los bienes que se reputan muebles por anticipación con el objeto deconstituir sobre ellos derechos en favor de terceros distintos del dueño, y losinmuebles por destinación, que de venderse por separado del predio al cual estándestinados recuperan su naturaleza de muebles, no están sujetos a la solemnidad (art.1801, inciso final). En estos casos, la compraventa será consensual.Además de esta solemnidad general, hay otras formalidades que debenobservarse en ciertos contratos de compraventa: así, por ejemplo:i.- En la venta de inmuebles de la sociedad conyugal el marido debe obtenerautorización de la mujer o de la justicia en subsidio (art. 1749);ii.- En la venta de inmuebles de una mujer casada en sociedad conyugal, el maridodebe obtener autorización de la mujer (art. 1754). En este caso, ante la negativa de lamujer, no hay autorización judicial supletoria. Pero si la mujer está impedida demanifestar su voluntad, el marido sí podrá solicitar la autorización subsidiaria de lajusticia.iii.- En la venta de bienes raíces y del derecho real de herencia del hijo no emancipado,se requiere autorización judicial (art. 254).iv.- En una herencia yacente, transcurridos cuatro años desde la muerte del causante,el curador requiere autorización judicial para vender todos los bienes hereditariosexistentes, y se ponga el producido a interés con las debidas seguridades, o si no lashubiere, se deposite en las arcas del Estado (art. 484).v.- En las normas de la muerte presunta, los herederos presuntivos, durante el períodode la posesión provisoria, requieren de autorización judicial, previo informe deldefensor de ausentes, para vender en pública subasta los bienes del desaparecido (art.88).vi.- En la venta de inmuebles y de muebles preciosos o con valor de afección quepertenecen al que está bajo guarda, es necesaria la autorización judicial y ademásrealizarla por pública subasta (arts. 393 y 394).Estas formalidades especiales no son requisitos generadores del contrato decompraventa, no son solemnidades exigidas en consideración a la naturaleza delcontrato, sino al estado o calidad de las personas que en él intervienen. Por ello, laomisión de estas formalidades no acarrea nulidad absoluta sino nulidad relativa. Setrata, en este caso, de formalidades que atienden no a la existencia misma delcontrato, sino a su validez. Se trata de formalidades habilitantes y de solemnidadespropiamente tales.
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29 Claro Solar, Luis, Nº 768, Derecho Civil Chileno y Comparado. De las Obligaciones, II, Tomo 11º, Santiagode Chile, Imprenta Nascimento, 1937, p. 149.30 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 229.

c) Sobre qué recae el consentimiento:i.- Sobre la cosa objeto del contrato. No debe existir error:● En la determinación de la cosa, esto es, si aquello que se vende es una especie ocuerpo cierto o una cosa sólo determinada por su género.● En la identidad de la cosa, si lo que se vende fuere una especie o cuerpo cierto.● En el número de las cosas, si aquello que se vende fuere una cosa determinada sólopor su género.● En una calidad esencial de la cosa.● En la sustancia de la cosa.● Incluso, en algunos casos, en una cualidad accidental (arts. 1453 y 1454).ii.- Sobre el precio a pagar por la cosa: debe ser el mismo para vendedor y comprador.El acuerdo debe recaer sobre:● El monto del precio (Pothier afirmaba que “Si alguno entiende venderme una cosapor cierto precio, y yo entiendo comprarla por un precio menor, no hay venta”, porausencia de consentimiento, habría error obstáculo).29
● La forma de pago (al contado o a plazo, y en este caso en una o más cuotas).● Su contenido (sólo dinero; o dinero y una o más especies).● Su desglose (para el caso de que vendan dos o más cosas por un mismo contrato).iii.- Sobre la propia venta: no debe haber dudas acerca del contrato, pues de locontrario, estaríamos también ante un caso de error esencial u obstáculo (art. 1453).
d) El consentimiento en las ventas forzadas realizadas en una subasta pública.De acuerdo a las reglas generales, el consentimiento debe lograrse exento devicios, libre y espontáneamente. En un caso sin embargo, la voluntad del vendedor nose logra libre y espontáneamente: en las ventas forzadas por disposición de la justicia.Dispone el inc. 3º del art. 671 del Código Civil: “En las ventas forzadas que sehacen por decreto judicial a petición de un acreedor, en pública subasta, la personacuyo dominio se transfiere es el tradente, y el juez su representante legal”.En estos casos, se afirma que el deudor otorgó su consentimiento de antemano,al contraer la obligación y someterse al derecho de prenda general sobre sus bienes enfavor del acreedor (arts. 2465 y 2469). En definitiva, la adjudicación en rematetambién se denomina compraventa en remate. Sobre el particular, el art. 495 delCódigo de Procedimiento Civil establece que el Acta de Remate, extendida en elregistro del secretario del tribunal que intervenga en el remate, valdrá como escriturapública, para el efecto del art. 1801 del Código Civil. Sin embargo, debe extenderse lapertinente escritura pública definitiva, que será suscrita por el rematante y el juez, elsegundo como representante legal del vendedor. En dicha escritura, debe insertarse elActa de Remate. De esta forma, podemos afirmar que en toda compraventa enremate, hay a la postre dos escrituras públicas de compraventa, una provisoria, otradefinitiva.Como se indica en una fallo de la Corte de Chillán, de 10 de diciembre de 1970,“De todo esto resulta que es el acta de remate la que perfecciona ante la ley la ventaforzada, ya que ésta se reputa celebrada desde que aquélla se otorga, acta que sirvepara dejar perfecto el contrato, pero no para exigir el cumplimiento de las obligacionesque de él nacen; el subastador sólo puede hacer efectiva la entrega de la cosamediante la escritura pública, que es el único documento en virtud del cual se puedeefectuar la inscripción en el Registro del Conservador de Bienes Raíces”.30

A su vez, en un fallo de la Corte Suprema de 7 de mayo de 1963, se alude a losembargos posteriores al remate, negándoles eficacia: “Del texto del inciso 2º del art.
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31 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 228.32 Claro Solar, Luis, Explicaciones de Derecho Civil Chileno y Comparado, tomo VII, “De los Bienes”, II,Santiago de Chile, Imprenta Cervantes, 1932, Nº 701, p. 238.

495 del C. de P.C. se deduce claramente que para la ley la venta en remate seentiende consumada desde el momento en que se firma el acta y ésta, según dichadisposición, vale como escritura pública para los efectos del art. 1801 del CC., sinperjuicio de extenderse dentro de tercero día la escritura definitiva. En consecuencia,no procede el embargo después de subastado el inmueble en otra ejecución seguidacontra el mismo deudor, aunque no se haya inscrito la escritura pública en elConservador de Bienes Raíces. Corresponde, por tanto, dejar sin efecto por vía dequeja la resolución que niega lugar a la petición del subastador, y acceder a ella,tendiente a alzar este nuevo embargo, a fin de que pueda hacérsele legalmente latradición del dominio mediante la respectiva inscripción”.31
En las ventas forzadas, además será necesario que éstas se efectúen en públicasubasta, previa tasación si se trata de inmuebles y publicación de avisos.

e) Otros casos de ventas forzadas en el Código Civil.
Existen en el Código Civil otros dos casos de ventas forzadas, en las que elcomprador está obligado a celebrar el contrato. Tal ocurre:

i.- En la accesión, en el caso regulado en el inc. 1º del artículo 669.Dispone este precepto: “El dueño del terreno en que otra persona, sin suconocimiento, hubiere edificado, plantado o sembrado, tendrá el derecho de hacersuyo el edificio, plantación o sementera, mediante las indemnizaciones prescritas afavor de los poseedores de buena o mala fe en el título De la reivindicación, o deobligar al que edificó o plantó a pagarle el justo precio del terreno con los intereseslegales por todo el tiempo que lo haya tenido en su poder, y al que sembró a pagarlela renta y a indemnizarle los perjuicios”.En efecto, recordemos que puede ocurrir que el dueño del terreno no quiera ono pueda adquirir lo que el tercero edificó o plantó en el inmueble del primero, sinconocimiento de éste. En tal caso, el dueño del suelo tiene el derecho a exigir al queedificó o plantó, a pagarle el justo precio del terreno con los intereses legales por todoel tiempo que lo haya tenido en su poder. Como dice Claro Solar, “…al propietariopuede no convenirle el edificio o no encontrarse en situación de hacer el gasto querepresenta el edificio y no es equitativo que se le coloque en la precisión de hacer undesembolso que él no habría tenido la voluntad ni los medios de hacer; y como se haprocedido sin su conocimiento el único responsable del hecho es el edificador quien,aunque haya creído que edificaba en terreno suyo, ha violado en el hecho la propiedadajena”.Así las cosas, el dueño del suelo podrá forzar al que edificó o plantó en él, acomprarle el predio, sin que nada pueda reclamar al efecto, pues como agrega ClaroSolar, “…si se forzara la voluntad del que edificó o plantó obligándole a comprar elterreno, suya será la culpa por ser la consecuencia de un hecho al que nadie loobligó”.32
Nos encontramos, entonces, ante una verdadera compraventa forzada.

ii.- En el comodato, en la hipótesis prevista en el art. 2178, inc. 2°.Establece la norma en sus dos incisos iniciales: “El comodatario es obligado aemplear el mayor cuidado en la conservación de la cosa, y responde hasta de la culpalevísima. / Es por tanto responsable de todo deterioro que no provenga de lanaturaleza o del uso legítimo de la cosa; y si este deterioro es tal que la cosa no sea ya
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33 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., Nºs. 78 y 79, pp. 102-104.34 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 236.

susceptible de emplearse en su uso ordinario, podrá el comodante exigir el precioanterior de la cosa, abandonando su propiedad al comodatario”.De esta manera, en el evento que a consecuencia del deterioro la cosa ya nosea susceptible de emplearse en su uso ordinario, el comodante puede exigir alcomodatario el pago del precio de la cosa que tenía, antes del deterioro, abandonandola cosa al comodatario. Como vemos, se trata de una hipótesis de venta forzada.
f) Caso de las solemnidades voluntarias.Hay casos en los cuales el contrato de compraventa puede llegar a ser solemneno por mandato legal, sino por voluntad de las partes. Dispone el art. 1802: “Si loscontratantes estipularen que la venta de otras cosas que las enumeradas en el inciso2º del artículo precedente no se repute perfecta hasta el otorgamiento de escriturapública o privada, podrá cualquiera de las partes retractarse mientras no se otorgue laescritura o no haya principiado la entrega de la cosa vendida”.La ley no ve inconveniente para que las partes puedan elevar a la categoría desolemne un contrato que por su naturaleza no lo es. Se trata por ende desolemnidades voluntarias.Expresa Alessandri que mientras no se otorgue la escritura constitutiva de lasolemnidad, “aún no hay contrato, por cuanto de un contrato válidamente celebradono cabe retractación. Luego, es la solemnidad creada por las partes la que va a darlevida; antes que eso ocurra no hay sino un proyecto de contrato que no las obliga. Enbuenas cuentas, una estipulación de esta especie da a la venta el carácter de solemne,esto es que no se perfecciona sino una vez que se otorgue la respectiva solemnidad”.Agrega que ni siquiera nos encontraremos ante un contrato sujeto a condiciónsuspensiva. Agrega que “Si se aceptara que la escritura fuera una condición suspensivadel contrato en vez del hecho mismo que lo genera, llegaríamos al absurdo jurídico depermitir que cualquiera de ellas podría exigir a la otra el otorgamiento de dichaescritura, lo que es contrario a la disposición del artículo 1802 del Código Civil, queclaramente establece el derecho de las partes para retractarse antes que aquella seotorgue. El hecho que la ley las faculte para retractarse antes de extender la escrituraestá demostrando que mientras ésta no se extienda no hay contrato, porque, comoestá dicho, de un contrato ya celebrado no cabe retractación posible”.33

Este derecho que la ley confiere a las partes para retractarse de la celebracióndel contrato, podrá ejercitarse mientras no se cumpla la solemnidad pactada o lasobligaciones que emanan del mismo. En efecto, tal facultad desaparece si se cumplió lasolemnidad convenida o si comenzó a cumplirse el contrato.Con todo, como la solemnidad emana de la voluntad de las partes, esa mismavoluntad puede modificar la situación, renunciando expresa o tácitamente alcumplimiento de la solemnidad y celebrando el contrato por el solo consentimiento.Operará la última hipótesis, si las partes dan inicio a la ejecución de las prestacionesderivadas del contrato, prescindiendo de la solemnidad que ellas mismas habíanestipulado.Cabe prevenir que, según un fallo de 5 de octubre de 1954 de la CorteSuprema, la retractación es posible aún cuando se hubiere comenzado a ejecutar elcontrato, salvo si dicho principio de ejecución consiste en principiar con la entrega dela cosa vendida, conforme lo establece el art. 1802. En otras palabras, la retractaciónserá posible cuando ha ocurrido cualquier otro principio de ejecución del contrato,distinto de principiar con la entrega de la cosa.34 Así, por ejemplo, si el comprador hapagado la primera cuota del precio, no hay inconveniente en que cualquiera de laspartes se retracte del contrato.



24El Contrato de Compraventa – Juan Andrés Orrego Acuña

35 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1917, Tomo I, Nº 88, p. 112.36 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1917, Tomo I, Nºs 88-91, pp. 112-114.37 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1917, Tomo I, Nº 96, p. 117.38 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1917, Tomo I, Nº 92, p. 115.

g) Las arras.
g.1) Concepto.En el párrafo de las formalidades del contrato de compraventa, la ley tambiénse ocupa de las arras (arts. 1803 a 1805). Al decir de Alessandri, debieronreglamentarse al tratarse de las obligaciones en general, porque pueden tener cabidaen todo contrato, como en una promesa de venta.35

Se llama “arras” la cantidad de dinero o cosas muebles que una de las partesentrega a la otra en prenda de la celebración o ejecución del contrato, o como partedel precio o en señal de quedar convenidas.Como refiere Alessandri, en el Derecho romano, las arras, originalmente,servían de prueba o señal de la celebración del contrato, y consistían en cierta sumade dinero o en la entrega de otra cosa mueble, usualmente un anillo. La sumaentregada por el comprador, daba cuenta entonces de un anticipo del precio. En laépoca del emperador Justiniano, se introdujo una modificación a la institución,estableciéndose la facultad recíproca de las partes de retractarse del contrato. De estaforma, “en vez de ser un signo de conclusión definitiva del contrato pasaron a ser unmedio de retractación”. Este doble objeto de las arras se mantuvo en el Derechoespañol medieval, recogiéndose en la Partida V. Ésta fue la fuente de las normas denuestro Código Civil.36

g.2) Clases de arras.Pueden darse:i.- En prenda de la celebración o ejecución del contrato: rigen los arts. 1803 y 1804.Dispone el art. 1803: “Si se vende con arras, esto es, dando una cosa enprenda de la celebración o ejecución del contrato, se entiende que cada uno de loscontratantes podrá retractarse; el que ha dado las arras, perdiéndolas; y el que las harecibido, restituyéndolas dobladas”.Se critica la redacción del artículo, en la parte que habla de “la celebración oejecución del contrato”, por cuanto habría sido suficiente que aludiera a una u otracosa, o al menos a la primera, pues “la ejecución” no es más que una consecuencia dela “celebración”.37
Establece el art. 1804: “Si los contratantes no hubieren fijado plazo dentro delcual puedan retractarse, perdiendo las arras, no habrá lugar a la retractación despuésde los dos meses subsiguientes a la convención, ni después de otorgada escriturapública de la venta o de principiada la entrega”.En este caso, las arras operan como una garantía. Se llaman también“penitenciales”. Tienen la virtud de dar a cada una de las partes el derecho aretractarse del contrato que han celebrado.Alessandri denomina a esta primera clase de arras como “arras-señal”, porque,en realidad, son entregadas como señal de que el contrato puede llegar a celebrarse.38
Como destaca Alessandri, cuando se dan las arras en el caso del artículo 1803,surge una interrogante: ¿Se perfecciona el contrato desde que se entregan las arras oéste no nace aún?
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39 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1917, Tomo I, Nº 98, pp. 117-119.40 Escriche, Joaquín, Diccionario Razonado de Legislación y Jurisprudencia, Paris, Librería de Rosa, Bouret yCía., 1852, edición facsimilar de Editorial Jurídica Conosur, Tomo I, p. 226.41 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1917, Tomo I, Nº 92, p. 115.

Dos opiniones hay en la doctrina. Para unos, las arras suponen siempre uncontrato perfecto, concluido definitivamente. Las arras suponen un contrato yaformado; si así no fuera, las partes no estarían ligadas y mal podrían necesitar dearras para desligarse de un vínculo que jurídicamente no se ha formado. La entrega delas arras penitenciales entraña entonces una condición resolutoria ordinaria, pues siuna de las partes se retracta, el contrato se entiende resuelto, sin que haya mediadoincumplimiento de las obligaciones. Para otros (entre quienes se incluye Alessandri),las arras dadas en este carácter impiden que los efectos del contrato se produzcaninmediatamente, es decir, el contrato aún no está perfecto, lo que implica sostener quese ha celebrado sujeto a una condición suspensiva y negativa, a saber, que endefinitiva las partes no usen el derecho de retractación.39
Escriche, adhiere a esta última doctrina, señalando: “Danse pues las arras, obien con el objeto de comprometerse los contrayentes a la conclusión y ejecución deun contrato proyectado por el temor a perderlas el que las ha dado o de restituirlasdobladas el que las ha recibido, o bien con el fin de tener una señal o prueba de laconclusión y perfección del contrato, in signum et argumentum contractus facti, parano dejar lugar al arrepentimiento de ninguna de las partes”.40
Tal derecho de retractación podrá ejercerse por el plazo que las partes hubierenpactado y si nada estipularon al efecto, en el término de dos meses, contados desde lacelebración de la convención.No habrá derecho a retractarse cuando hubiere comenzado la entrega de lacosa, o se hubiere otorgado escritura pública de compraventa, cuando así proceda o lodispongan las partes.Pero si bien las partes adquieren por medio de las arras el derecho aretractarse, la ley dispone que si el que se retracta es el que dio las arras, las perderá,y si es el que las recibió, deberá restituirlas dobladas.ii.- Como parte del precio o en señal de quedar convenidas las partes: art. 1805.Consigna esta norma: “Si expresamente se dieren arras como parte del precio,o como señal de quedar convenidos los contratantes, quedará perfecta la venta; sinperjuicio de lo prevenido en el artículo 1801, inciso 2.º. / No constando alguna deestas expresiones por escrito, se presumirá de derecho que los contratantes sereservan la facultad de retractarse según los dos artículos precedentes”.En este caso, las arras se dan para dejar constancia de que las partes hanquedado definitivamente convenidas. Son, en realidad, un anticipo del precio. No hayen este caso derecho a retractarse.Alessandri denomina a esta clase de arras como “arras-prueba” o “parte deprecio”.41
Para que estemos en esta hipótesis, es necesario que en la escritura pública oprivada se haya expresado que las arras se dan como parte del precio o en señal dequedar convenidas las partes. A falta de este requisito (es decir, si ninguna de estasexpresiones consta por escrito), se presumirá de derecho que las arras dan a laspartes el derecho a retractarse, entendiéndose que se han dado como garantía.Naturalmente que si la compraventa debe celebrarse por escritura pública, elcontrato no queda perfeccionado por la sola entrega de las arras como parte del precioo en señal de quedar convenidas las partes. Del tenor de los arts. 1803, 1804 y 1805,resulta que sólo tienen aplicación cabal cuando la compraventa es consensual y no asíen las compraventas solemnes.
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Las arras también se reglamentan en el Código de Comercio, pero sus normasson inversas a las del Código Civil: es decir, por regla general, en materia comercial lasarras se dan como parte del precio, y solamente por excepción dan a las partes elderecho de retractarse. Dispone el art. 107 del Código de Comercio: “La dación dearras no importa reserva del derecho de arrepentirse del contrato ya perfecto, a menosque se hubiere estipulado lo contrario”. Por su parte, establece el art. 108 del mismoCódigo: “La oferta de abandonar las arras o de devolverlas dobladas no exonera a loscontratantes de la obligación de cumplir el contrato perfecto o de pagar daños yperjuicios”.
h) Los gastos de la compraventa.

Dispone el art. 1806 que serán de cargo del vendedor, salvo pacto en contrario.Cuando se trata de una escritura de compraventa de un inmueble, conviene entoncesestipular que los gastos de escritura serán soportados en partes iguales y los deinscripción serán de cargo del comprador. Así suele estipularse, pero si nada sehubiere dicho al efecto en el contrato de compraventa, todos los gastos notariales y delConservador de Bienes Raíces serán de cargo del vendedor (por lo demás, respecto dela inscripción, es lógico que así sea, pues con ella se cumple la obligación de entregajurídica o legal del inmueble, que pesa sobre el vendedor).
8.2. La cosa vendida.

Es el segundo requisito esencial de la compraventa. No puede faltar la cosavendida, pues de otra manera faltaría el objeto de la obligación del vendedor ycarecería de causa la obligación del comprador: no habiendo objeto y causa para loscontratantes, no hay contrato o éste adolece de nulidad absoluta.
a) Requisitos que debe reunir la cosa vendida.
a.1) Debe ser comerciable y además enajenable.a.2) Debe ser determinada o determinable y además singular.a.3) Debe existir o esperarse que exista.a.4) No debe pertenecer al comprador.
a.1) Debe ser comerciable y además enajenable.Este requisito se desprende del 1461, inc. 1º en relación al art. 1810.Dispone el primer precepto: “No sólo las cosas que existen pueden ser objetos de unadeclaración de voluntad, sino las que se espera que existan; pero es menester que lasunas y las otras sean comerciables, y que estén determinadas, a lo menos, en cuantoa su género”.Recordemos que una cosa es comerciable, cuando puede ser objeto de unarelación jurídica, cuando puede radicarse en el patrimonio de una determinada personay originarse sobre ella un derecho en favor de cierta persona.Por regla general, las cosas comerciables son también enajenables, peroexcepcionalmente, puede ocurrir que la cosa, no obstante su carácter comerciable, apesar de estar incorporada al patrimonio de una persona, no pueda transferirse. Talacontece, desde ya, con los derechos personalísimos.Pero no basta con lo anterior. Para que una cosa comerciable pueda venderse,deberá también ser enajenable.Sobre el particular, el art. 1810 dispone que “Pueden venderse todas las cosascorporales o incorporales, cuya enajenación no esté prohibida por la ley”.
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42 La Ley Nº 20.868, publicada el 28 de octubre de 2015, modificó el Decreto Ley Nº 2.833, del Ministerio deJusticia, promulgado y publicado el año 1979, de la siguiente forma: a) Intercálase el siguiente artículo 5º,nuevo, pasando el actual a ser artículo 6º: “Artículo 5º.- Las prohibiciones de gravar, enajenar y celebraracto o contrato alguno que importe cesión de uso y goce de la vivienda, sea a título gratuito u oneroso, sinprevia autorización del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo, que se hubieren establecido en razónde haberse adquirido o construido una vivienda con aplicación de un subsidio habitacional, haya sidotransferida directamente por el SERVIU o un tercero, se entenderán canceladas por el solo ministerio de laley una vez transcurrido el plazo por el cual se hubieren constituido, debiendo efectuarse las cancelaciones yanotaciones correspondientes y otorgarse los certificados que acrediten dicha circunstancia, de oficio o arequerimiento de cualquier persona, rigiendo para estos efectos lo dispuesto en el inciso segundo del artículo3º”.

En efecto, puede ocurrir que la cosa no pueda venderse, a pesar de no ser underecho personalísimo, por encontrarse su enajenación prohibida por la ley. Pero altenor del art. 1810, debiéramos agregar otro caso: aquél en que la ley, si bien noprohíbe la enajenación, permite a las partes estipular dicha prohibición. En este últimocaso, la venta tampoco podrá celebrarse, pues el vendedor se verá imposibilitado deefectuar la tradición.Impide la ley la enajenación, en el caso previsto en el art. 1881, en cuanto al derechodel vendedor para recobrar la cosa, si se hubiere estipulado un pacto de retroventa.Tal derecho es intransferible (art. 1884). Otro ejemplo encontramos en el artículo 39°del Decreto Supremo N° 1 de 6 de junio de 2011, del Ministerio de Vivienda yUrbanismo, en virtud del cual el propietario que hubiere sido beneficiario de subsidiohabitacional, no podrá, durante el plazo de cinco años contados desde la entregamaterial del inmueble, celebrar acto o contrato alguno que importe cesión de uso ygoce de la vivienda adquirida, sea a título gratuito u oneroso, sin previa autorizaciónescrita del Serviu (Servicio de Vivienda y Urbanización).42 De igual manera,encontramos otro caso en el art. 17, inc. 1º del Decreto Ley Nº 2.695 de 1979,respecto de los inmuebles que hayan sido objeto de un proceso de regularización anteel Ministerio de Bienes Nacionales: “Los poseedores de inmuebles inscritos con arregloa esta ley no podrán gravarlos durante el plazo de dos años, contado desde la fecha dela inscripción. Para enajenarlos, el plazo será de cinco años, contado desde la mismafecha”.De igual manera, aunque el derecho no sea personalísimo ni su enajenaciónesté prohibida por la ley, tampoco podrá venderse si se le ha impuesto a su titular talprohibición, como ocurre en los casos previstos en las normas de la propiedadfiduciaria (art. 751), en el usufructo (art. 793, inc. 3º), en los legados (art. 1126) y enel contrato de donación (art. 1432, Nº 1). En estos casos, el constituyente delfideicomiso o del usufructo o el testador o el donante, pueden prohibirle al propietariofiduciario, al usufructuario, al legatario o al donatario, enajenar la cosa que se adquierefiduciariamente, o el derecho de usufructo o legada o donada.En síntesis, no se podrán vender, a pesar de su carácter comerciable:i.- Los derechos personalísimos.ii.- Los derechos o cosas que, sin ser personalísimos, su enajenación está prohibida porla ley.iii.- Los derechos o cosas que sin ser personalísimos ni estar su enajenación prohibidapor la ley, no pueden transferirse a otro por voluntad del constituyente o causante ocontratante de quienes se adquieren.Recordemos también que se ha discutido si el art. 1810 se aplica a los casoscontemplados en los números 3 y 4 del art. 1464, o sólo a los casos de los números 1y 2 del mismo precepto. A juicio de una parte de la doctrina, los primeroscorresponderían a normas imperativas de requisito y los últimos a normas prohibitivas.En consecuencia, podría venderse una cosa embargada, por ejemplo, sin autorizacióndel juez ni el consentimiento del acreedor, sin perjuicio que mientras subsista el
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43 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 247.44 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 247.

embargo, no podrá verificarse la tradición, a menos que se otorgue dicha autorizacióno se preste tal consentimiento (tesis de Eugenio Velasco Letelier).Con todo, otro ha sido el criterio de la jurisprudencia. En efecto, un fallo de 29de noviembre de 1960 de la Corte de Santiago concluye que hay objeto ilícito en laventa del inmueble embargado por decreto judicial hecha sin la autorización del juez oel consentimiento del acreedor, como quiera que si bien el contrato de compraventa notransfiere por sí solo el dominio de la cosa vendida, constituye un acto de enajenación.El legislador, al emplear el término “enajenación” en el art. 1464 del CC., no lo hace enel sentido estricto de transferencia de dominio.43 Sin embargo, en nuestra opiniónpuede formularse desde ya la siguiente crítica a esta conclusión: es cierto que en elart. 1464 la palabra “enajenación” esté empleada en su sentido amplio, pero talsentido no comprende la compraventa, sino que la transferencia del dominio o laconstitución de gravámenes sobre la cosa (como por ejemplo una hipoteca o unusufructo). Pero resulta excesivo incluir en tal sentido “amplio” la compraventa de lacosa. En la misma línea, un fallo de 3 de agosto de 1962 de la Corte Suprema,enfatiza que es cierto que la enajenación y la venta son jurídicamente conceptosdistintos, pues en tanto aquélla constituye la transferencia a cualquier título deldominio u otros derechos reales y se efectúa, tratándose de bienes raíces, por lainscripción del título en el Registro Conservatorio respectivo, la venta es sólo uncontrato generador de obligaciones que impone al vendedor la de entregar la cosavendida al comprador, sin envolver la transferencia de ella. Pero tal distinción acercadel alcance y significado de la expresión “enajenación” empleada en el art. 1464 delCódigo Civil, no tiene importancia tratándose de una compraventa, ya que cualquieraque sea su alcance, al disponer el art. 1810 del mismo cuerpo de leyes que no puedenvenderse las cosas corporales cuya enajenación esté prohibida por la ley, haceextensivo el objeto ilícito a la compraventa de las cosas embargadas por decretojudicial que se efectúa sin la autorización del juez o el consentimiento del acreedor.44
Disentimos de la jurisprudencia citada, porque se desconoce en ella la diferenciafundamental existente entre venta y enajenación, y el carácter de norma imperativa yno prohibitiva, de los números 3 y 4 del art. 1464. Con todo, la prudencia aconsejaincorporar en las compraventas la comparecencia del acreedor consintiendo en laventa y enajenación subsecuente; o si la venta fuere forzada, obtener la autorizaciónjudicial pertinente, antes de celebrar el contrato.

a.2) Debe ser determinada o determinable y además singular.La cosa, en primer lugar, debe ser determinada o determinable. Se trata de laaplicación de las reglas generales en materia de obligaciones, específicamente en loque respecta al objeto de las mismas.Si la cosa que se vende fuere indeterminada, no habrá contrato, porque nohabrá una cosa sobre la que recaiga la obligación del vendedor. Puede tratarse de unaespecie o cuerpo cierto o de una cosa determinada sólo por su género. Ladeterminación mínima de la cosa debe ser a lo menos en cuanto a su género.En cuanto a la cantidad –si se trata de una cosa determinada sólo por sugénero-, también se aplican las reglas generales relativas al objeto de toda obligación,contenidas en el art. 1461, inc. 2º: la cantidad debe ser determinada o determinable, yen este último caso, a partir de reglas o datos contenidos en el contrato por acuerdode las partes, y que sirvan para determinarla. Así, por ejemplo: i) Una sociedad mineracelebra un contrato de compraventa en virtud del cual se obliga a entregar al
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45 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 249.46 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 249.

comprador, en el plazo de seis meses, un total de cinco kilos de oro de cierta “ley” ydensidad, lo que será determinado por un laboratorio que las partes de común acuerdodesignan; ii) Se celebra una compraventa de acciones de “Vapores”, por el cual elcomprador paga cincuenta millones de pesos, obligándose el vendedor a entregar elnúmero de acciones que corresponda a dicha suma, en el plazo de tres meses, segúnel valor que hayan tenido los títulos en la Bolsa de Comercio de Santiago el día de laentrega.La cosa vendida debe ser también singular: art. 1811. La ley no acepta que sevenda una universalidad jurídica, vale decir todos los bienes de una persona, presenteso futuros, ya se venda el total o una cuota, porque no hay transferencias a títulouniversal. Así, no podría una persona convenir con otra que le vende “todo su activo”,o “un treinta por ciento del activo de su patrimonio”, sin señalar qué bienes integrandicho activo o sobre qué bienes recae tal cuota o porcentaje.Puede sí una persona vender todo lo que tiene o lo que espera tener, peroenumerando sus bienes, y desde ese momento, estamos ante una venta a títulosingular. Tres son los requisitos que deben concurrir en la venta de todos los bienes deuna persona:i.- Deben especificarse los bienes vendidos;ii.- La especificación debe hacerse en escritura pública; yiii.- No pueden comprenderse en la venta objetos ilícitos.La jurisprudencia ha precisado que otras figuras jurídicas que implican cesión decuotas en una universalidad, pero de un tercero, no configuran la hipótesis del art.1811. En tal sentido, un fallo de la Corte de Talca, de 17 de marzo de 1914, puntualizaque en la venta de las acciones y derechos que en la sucesión del marido tenga lamujer, debe entenderse que lo vendido consiste en las acciones y derechos que a éstacorresponden en la sucesión de aquél en calidad de cónyuge sobreviviente. Estainterpretación es la única que conduce a dar eficacia al contrato de compraventa, elque carecería de todo efecto si se pretendiera comprender la universalidad de losbienes presentes de dicha mujer, sin haberse particularizado en la forma que indica elart. 1811.45
En el mismo sentido, una sentencia de la Corte de Concepción de 3 de abril de1954, afirma que el art. 1811 del Código Civil, por ser de carácter prohibitivo (enverdad, se trata de una norma imperativa de requisito), debe aplicarserestrictivamente, esto es, al caso contemplado en ese precepto, que no es sino el de laventa de todos los bienes que una persona tiene o pueda tener, de modo que no puedeafectar al contrato mediante el cual la mujer sólo enajena la cuota de gananciales quele corresponde en la disuelta sociedad conyugal.46
Los arts. 1409, a propósito de las donaciones, y 2056 en relación a la sociedad,constituyen normas similares a la del art. 1811. Dispone el art. 1409: “Las donacionesa título universal no se extenderán a los bienes futuros del donante, aunque éstedisponga lo contrario”. Establece el art. 2056: “Se prohíbe toda sociedad a títulouniversal, sea de bienes presentes y venideros, o de unos u otros. / Se prohíbeasimismo toda sociedad de ganancias, a título universal, excepto entre cónyuges. /Podrán con todo ponerse en sociedad cuantos bienes se quiera, especificándolos”.El art. 1812, por su parte, permite vender la cuota en la cosa común: “Si lacosa es común de dos o más personas proindiviso, entre las cuales no intervengacontrato de sociedad, cada una de ellas podrá vender su cuota, aun sin elconsentimiento de las otras”.
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47 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 249. ¿Puede un heredero vender y enajenarla cuota que tiene en un inmueble hereditario, sin que intervengan los demás herederos? La Corte Suprema,en un fallo de fecha 13 de agosto de 2007, autos Rol número 2.579-2006, concluye en términos positivos,sobre la base de lo dispuesto en el art. 1812, descartando que debe aplicarse el art. 688 Nº 2, pues ésteúltimo, conforme a la interpretación de la sentencia, sólo exige la actuación de consuno de los herederos,cuando se enajene el inmueble materialmente considerado. Por el contrario, algunos entienden que de nomediar una partición parcial, que radique el inmueble en el patrimonio de un heredero, éste no podría cederla cuota en tal inmueble, considerando que al efectuar la partición, y en el evento de adjudicársele el predioa otro heredero, aquél que cedió la cuota habría cedido algo que no tenía (artículos 718 y 1344 del CódigoCivil). Cfr. nuestro trabajo “Alcances de la frase ‘podrán los herederos disponer de consuno de los inmuebleshereditarios’”, en carpeta “Trabajos publicados”, y nuestro apunte “Sucesorio 1”, en carpeta Apuntes, enwww.juanandresorrego.cl. La Corte Suprema ha reiterado el criterio expuesto en el fallo del año 2007, en lasentencias de 14 de marzo de 2018, Rol Nº 33.770-2017. Otro tanto ocurren en la sentencia de 12 de juniode 2019 de la Corte de Apelaciones de Temuco, Rol Nº 1.068-2018.48 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 251.

Sobre el particular, la jurisprudencia ha dejado en claro que la facultad delcomunero para vender su cuota, puede ejercitarse no sólo en el caso de indivisión deuna cosa singular, sino también cuando ella recae en una cosa universal (Corte deConcepción, 3 de abril de 1954).47
Cabe consignar que en este caso, si el acto se celebra entre dos comuneros, nohay adjudicación, sino compraventa entre éstos. Se trata por ende de un títulotraslaticio y no declarativo, como ocurriría si se tratase de una partición (Corte deSantiago, 2 de octubre de 1915).48
Los tribunales también se han pronunciado, ante el caso de una venta en la cualel comunero vende no sólo su cuota en el bien común, sino toda la cosa, sinconsentimiento de los demás comuneros. En tal hipótesis no hay nulidad, sinoinoponibilidad, pues estaremos ante una venta de cosa ajena (en lo que concierne alas cuotas de los restantes comuneros). Los comuneros que no participaron en la ventade la cosa común realizada por uno solo de ellos, tienen derecho a entablar la acciónreivindicatoria por su cuota, de conformidad al art. 892 del Código Civil.

a.3) La cosa vendida debe existir o esperarse que exista.Se aplica aquí la regla general del art. 1461, inciso 1°: “No sólo las cosas queexisten pueden ser objetos de una declaración de voluntad, sino las que se espera queexista; pero es menester que las unas y las otras sean comerciables, y que esténdeterminadas, a lo menos, en cuanto a su género”.A partir del tenor de los arts. 1813 y 1814 del Código Civil, cabe hacer lasiguiente distinción: si la cosa vendida no existe pero se espera que exista (art. 1813),y si existe pero deja de existir en todo o en parte antes de celebrar el contrato (art.1814). Revisemos primero las reglas del art. 1814:i.- Si la cosa ha dejado de existir al tiempo de celebrar el contrato, no puede naceréste por falta de objeto sobre que recaiga la obligación del vendedor y por falta decausa sobre que recaiga la obligación del comprador.Así, por ejemplo, las partes celebran un contrato de compraventa de un caballode carrera, suscribiendo al efecto una escritura pública a las 12.15 horas., en unaNotaría del centro de Santiago, ignorando que dicho animal cayó muerto en la pista delClub Hípico, mientras entrenaba, a las 12.05 horas.Dispone al efecto el art. 1814, inc. 1º: “La venta de una cosa que al tiempo deperfeccionarse el contrato se supone existente y no existe, no produce efecto alguno”.¿Qué alcance debemos darle a la frase “… el contrato (…) no produce efectoalguno”? Hay dos posibles respuestas, según la doctrina a la que se adscriba: oentender que estamos ante una hipótesis de inexistencia, o que el contrato nace, pero

http://www.juanandresorrego.cl
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49 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1917, Tomo I, pp. 248-250.50 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 253.51 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 254.52 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1917, Tomo I, p. 250, publicado en la Gaceta de 1912, tomo II, p. 201, sentencia863.

adolece de nulidad absoluta. Una u otra, producen efectos procesales distintos. Sientendemos que se trata de un caso de inexistencia, el “comprador” (que en verdad nolo es) que hubiere pagado el precio (que en realidad no es tal), simplemente podrádemandar la restitución del pago de lo no debido. Si nada ha pagado, por cierto quedebe abstenerse de hacerlo y el supuesto “vendedor” no podrá exigirle el supuesto“precio”. Si entendemos en cambio que estamos ante un caso de nulidad absoluta, lademanda ha de ser precisamente para que se declare tal nulidad, y con su mérito, elvendedor demandado sea condenado a la restitución del precio, de haberse pagado.Alessandri afirma que en este caso, el contrato no existe: “Nuestro Código, máslógico que el francés y el italiano, no empleó la palabra nulidad para determinar elefecto que producía la venta de una cosa inexistente, porque, en realidad, el contratono es nulo, ni aun absolutamente; es mucho más que nulo, es inexistente, es la nada.El contrato, en el caso que estudiamos, ‘no tiene objeto posible y no puede formarse’.El contrato es nulo cuando tiene existencia jurídica, pero adolece de un vicio más omenos grave. Cuando le falta un requisito esencial para su formación, no es nulo, esinexistente. La nulidad supone la existencia del contrato, aunque viciada. Lainexistencia no supone sino la nada; en este caso no hay contrato de ninguna especiey no procede acción alguna. La inexistencia se deja sentir por sí sola sin necesidad deuna declaración judicial, porque el contrato no ha tenido vida en ningún momento”.49
Como subraya un fallo de 22 de noviembre de 1933, de la Corte de Valdivia, laventa de cosas que no existen no produce efecto alguno, porque la obligación de dardinero en cambio de la cosa inexistente carece de causa; no hay ni puede habermotivo en este caso que induzca a celebrar el contrato.50
La Corte de Talca, por su parte, en un fallo de 5 de agosto de 1915, precisa querealizada la partición de una herencia, debe considerarse borrada e inexistente laindivisión surgida entre los herederos después de la muerte del causante; por tanto, laventa que hace uno de éstos de los derechos que puedan corresponderle en esaherencia, no produce efecto alguno. En efecto, el derecho real de herencia se extingueuna vez hecha la partición.51
En otro fallo citado por Alessandri, de la Corte de Santiago, se declara que laventa de un terreno de sales potásicas no produce efecto alguno si se establecefehacientemente que aquéllas no han existido jamás, porque en tal caso la ventacarece de objeto.52

ii.- La cosa sólo existe en parte al tiempo del contrato.La hipótesis anterior supone falta total del objeto. Pero puede ocurrir que falteuna parte de la cosa, caso en el cual distinguimos si lo que falta es o no una parteconsiderable de ella:● Si falta una parte considerable de la cosa vendida, nace un derecho de opción para elcomprador, en cuanto desistirse o perseverar en el contrato. Dispone el art. 1814, inc.2º: “Si faltaba una parte considerable de ella al tiempo de perfeccionarse el contrato,podrá el comprador a su arbitrio desistir del contrato, o darlo por subsistente,abonando el precio a justa tasación”.Una primera cuestión que suscita la norma es aquélla que se refiere adeterminar qué se entiende por “parte considerable”. El legislador no establece uncriterio cuantitativo, de manera que será una cuestión que, en caso de conflicto,
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53 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1917, Tomo I, Nº 245, pp. 257 y 258.

deberá dirimir el juez, atendiendo a las circunstancias particulares del negocio y a loque razonablemente, en el caso concreto, puede estimarse que era “considerable”. Así,por ejemplo, si se venden 100 ovejas, pero el vendedor en realidad sólo tenía 20 almomento de celebrar y después cumplir el contrato, parece razonable concluir que losanimales que faltan califican como “parte considerable”. La palabra “considerable”,según el Diccionario de la Lengua, significa “suficientemente grande, cuantioso oimportante”. De cualquier manera, lo que parece claro es que será el comprador quiendeberá producir la prueba necesaria que le permita al juez concluir que lo que falta esefectivamente una parte considerable. Fundamentalmente, tendrá que generar laconvicción en el juez de que el comprador, de haber conocido desde el comienzo quefaltaba una parte de tal magnitud de lo que estaba comprando, simplemente no habríacelebrado el contrato. Por lo demás, el mismo criterio expresa el propio legislador en elart. 1852, inc. 4°, a propósito de la evicción parcial que pueda sufrir el comprador: “Sila evicción no recae sobre toda la cosa vendida, y la parte evicta es tal, que sea depresumir que no se habría comprado la cosa sin ella, habrá derecho a pedir la rescisiónde la venta”. La diferencia entre el caso del art. 1814 y aquél del art. 1852, consiste enque en el primero falta una parte de la cosa al momento de celebrar la compraventa,mientras que en el segundo caso el comprador recibió todo, pero posteriormente fueprivado de una parte, a consecuencia de una sentencia judicial y por una causa omotivo anterior a la compraventa y por ende atribuible al vendedor. Pero en uno y otrocaso el criterio para resolver la contienda debiera ser el mismo.De esta manera, el comprador podrá, a su voluntad (“a su arbitrio”):- “Desistir del contrato”: esto es, demandar la resolución de la compraventa (unaopinión) o no perseverar en la celebración del contrato (otra opinión) o demandar lanulidad del contrato (una tercera opinión); o- Abonar “el precio a justa tasación”: esto es, demandar una rebaja en el precio de lacompraventa, subsistiendo en tal caso el contrato.Una segunda cuestión que suscita el art. 1814 es la siguiente: ¿Qué sentido yalcance tiene la frase “desistir del contrato”? A propósito de esta expresión “podrá elcomprador a su arbitrio desistir del contrato”, Alessandri sostiene, siguiendo a parte dela doctrina francesa, que no se trata en realidad de demandar la resolución delcontrato. En su opinión, en esta hipótesis no hay aún compraventa, no porque falte elobjeto –porque lo hay aunque disminuido-, sino que por falta de consentimiento. Esteconsentimiento no se ha formado todavía. Lo anterior, porque el consentimiento delcomprador se dio sobre toda la cosa, y no sobre una parte solamente de ella. Enconsecuencia, el comprador puede optar por perseverar en el contrato o por nocontratar. De esta manera, agrega el autor, el contrato no se forma definitivamentesino cuando el comprador manifiesta que acepta la cosa tal como se halla. Antes, nohay contrato, pues el comprador “puede dejarlo sin efecto por su sola voluntad”. Si elcontrato aún no está formado, no puede haber resolución.53
Creemos que, en realidad, el derecho del comprador consiste aquí en demandarla resolución del contrato de compraventa, habida cuenta que el vendedor no dacumplimiento a su obligación de entregar toda la cosa vendida. El mismo Pothier, aludea la resolución de la venta, para referirse al derecho del comprador para desistir deella. La tesis de Pothier fue criticada por Laurent, y por quienes adhieren a la tesisque entre nosotros siguió Alessandri, conforme a lo expresado. Decía Laurent que “Laresolución supone que la venta existe, pero que la ley permite al comprador de hacerlaresolver a consecuencia de una condición resolutoria tácita que supone existir en laintención de los contratantes; mientras que el derecho de abandonar la venta significa
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54 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1917, Tomo I, N1 243, p. 258.55 León Hurtado, Avelino, El Objeto en los Actos Jurídicos, segunda edición actualizada, Santiago de Chile,Editorial Jurídica de Chile, 1983, p. 9.56 Figueroa Yáñez, Gonzalo, Curso de Derecho Civil, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, segundaedición, tomo II, 1989, p. 238.57 León Hurtado, Avelino, ob. cit., pp. 9 y 10.

que ésta no se ha formado definitivamente y que depende de la voluntad delcomprador mantenerla o no. He ahí una diferencia esencial entre la teoría del Código yla de Pothier”.54
Pero se ha planteado una tercera opinión: si falta una parte considerable de lacosa, se podría demandar por el comprador la nulidad del contrato. En tal sentido,Avelino León: “Si el objeto no ha perecido totalmente sino sólo en parte al momentode perfeccionarse el acto, habrá que considerar la magnitud de la pérdida para decidirsobre la subsistencia del contrato. Si la pérdida es de consideración, el que debe recibirla cosa podrá invocar la falta de objeto y, en consecuencia, la nulidad absoluta delacto”.55 La misma opinión formula Gonzalo Figueroa Yáñez, Gonzalo.56
El inc. 3º del art. 1814 regula a su vez las consecuencias de la mala fe delvendedor, entendiéndose por tal el conocimiento que tenía acerca de faltar total oparcialmente la cosa, en forma considerable. El contrato subsistirá (en la medida queel comprador opte por pedir que se rebaje el precio), pero el vendedor deberá resarcirlos perjuicios al comprador, siempre que éste por su parte hubiere obrado de buena fe,o sea, que no hubiere sabido que faltaba total o parcialmente la cosa. A contrariosensu, si el vendedor vendió de buena fe o si el comprador compró de mala fe, no seráprocedente indemnizar perjuicios. Dispone la norma: “El que vendió a sabiendas lo queen el todo o en una parte considerable no existía, resarcirá los perjuicios al compradorde buena fe”.Lo anterior implica –para quien acepte que el caso se debe demandar laresolución de la compraventa-, que el art. 1814 contiene una excepción a la reglageneral del art. 1489, pues en este último precepto, junto con demandar la resolución,puede exigirse una indemnización. En el caso del art. 1814, en cambio,excepcionalmente podrá reclamarse indemnización.En realidad, la indemnización a que alude el inc. 3° del art. 1814 no tienecarácter contractual -como la prevista en el art. 1489- sino que extracontractual, comoha señalado nuestra doctrina: “El que contrata a sabiendas (con o sin culpa) sobre unobjeto inexistente (o que ha perecido parcialmente en términos en términos queimpidan la formación del contrato), deberá indemnizar al contratante de buena fe,pues comete un delito o cuasidelito civil al obligarse a tal prestación (arts. 2314 y2329). Este principio lo aplica el inciso final del art. 1814, que dispone (…)”.57
Por lo tanto, en el caso de que el comprador demande simultáneamente laresolución de la compraventa y la indemnización de perjuicios, deberá invocar comofundamento de la primera las normas de la responsabilidad contractual y parareclamar la indemnización las noemas de la responsabilidad extracontractual.● Si falta una parte no considerable de la cosa vendida, sólo puede demandar elcomprador una cosa: la rebaja del precio (inc. 2º del art. 1814, interpretado acontrario sensu). También aquí estamos ante un caso que altera la regla general delart. 1489, pues el comprador no podrá demandar la resolución del contrato ni reclamarindemnización de perjuicios.Revisemos a continuación las hipótesis previstas en el art. 1813 del CódigoCivil: las partes celebran el contrato sabiendo que la cosa no existe, pero esperandoque llegue a existir. El contrato será válido, pero también debemos distinguir, según laforma en que se redacten sus estipulaciones, si estamos ante un contrato condicional opuro y simple aunque aleatorio. La regla general es el contrato condicional, y lo
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58 León Hurtado, Avelino, El Objeto en los Actos Jurídicos, ob. cit., p. 11.

excepcional el aleatorio, conforme lo expresa el art. 1813. Dispone esta norma: “Laventa de cosas que no existen, pero se espera que existan, se entenderá hecha bajo lacondición de existir, salvo que se exprese lo contrario, o que por la naturaleza delcontrato aparezca que se compró la suerte”.Se desprende entonces de esta norma, que el contrato puede asumir dosposibles formas:i.- El contrato de compraventa se celebra bajo condición suspensiva.Si lo que se vende es la cosa misma que se espera que exista, el contrato escondicional, y la condición –suspensiva en este caso-, consiste precisamente en que lacosa llegue a existir. Si así acontece, la condición se habrá cumplido y el contratosurtirá sus efectos. Si la cosa no llega a existir, la condición fallará y el contrato setendrá por no celebrado. Por ejemplo: un agricultor vende 100 quintales de trigo de supróxima cosecha, a un determinado precio por quintal, y en definitiva nada cosecha,por arruinarse los sembradíos por un fenómeno de la naturaleza.ii.- El contrato de compraventa es puro y simple, pero sí aleatorio.Pero puede acontecer a su vez que lo que se vende no sea precisamente la cosamisma que no existe pero se espera que exista, sino la contingencia de que la cosallegue a existir o no. En este caso, la compraventa no está sujeta a condición, porquelo que se ha vendido es la suerte. Estamos por ende ante un contrato aleatorio. Porejemplo, una empresa pesquera vende todo lo que puedan pescar sus embarcacionesen determinado plazo, por un precio fijado a todo evento. En este segundo caso, lacircunstancia que la cosa no llegue a existir o el que se obtenga menos de lo esperado,no afecta a la validez y existencia del contrato, sino que a la utilidad que el compradorpretendía obtener.A propósito del tenor del art. 1813, refiere León lo siguiente: “La distinción, enla práctica, entre uno y otro caso deberá hacerla el juez ateniéndose, en primer lugar,a lo estipulado por las partes (el art. 1813 así lo dispone: ‘… salvo que se exprese locontrario …’). En seguida, deberá considerar lo que ‘aparezca’ de ‘la naturaleza’ delcontrato’, es decir, buscará la intención de las partes a través de las circunstancias enque se celebró el acto y del contenido de sus cláusulas, pues se trata de una cuestiónde interpretación. Será de gran interés considerar el valor económico e importancia delas obligaciones que se contraen como contraprestación del objeto futuro y elverdadero valor e importancia de la cosa futura en el caso de llegar a existir. En laduda debe entenderse que el contrato es conmutativo: es eso lo normal; sólo porexcepción se contrata sobre la suerte. El art. 1813 así lo establece en materia decompraventa”.58

a.4) La cosa vendida no debe pertenecer al comprador.Dispone el art. 1816, inc. 1°: “La compra de cosa propia no vale: el compradortendrá derecho a que se le restituya lo que hubiere dado por ella”.Habría en este caso nulidad absoluta, por falta de causa en la obligación delcomprador.Cabe precisar que para configurarse la nulidad, el comprador debe tener undominio absoluto y pleno sobre la cosa. Por ello, es válida la venta que hace elfideicomisario al propietario fiduciario. En virtud de tal venta, el propietario fiduciariose evita cumplir la obligación de restituir la cosa al fideicomisario al cumplirse lacondición. En rigor, lo que aquí compra el propietario fiduciario es el derechocondicional del fideicomisario. Otro tanto ocurre si el usufructuario vende su derechoreal de usufructo al nudo propietario. Pero a diferencia del caso anterior, aquí se vendeun derecho actualmente existente, y no sujeto a condición.
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59 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 255.

Algunos han visto una excepción a la prohibición de comprar una cosa propia,en el artículo 2398, en la prenda, que establece: “A la licitación de la prenda que sesubasta podrán ser admitidos el acreedor y el deudor.” El deudor, es también, deordinario, el dueño de la cosa mueble que se remata. Si se adjudica la cosa, estaríaadjudicándose una cosa propia. Sin embargo, también podría estimarse que no hay enesta hipótesis compra de cosa propia, sino que el deudor, sencillamente, paga e impidecon ello la venta.
b) La venta de cosa ajena.
b.1) Solución consagrada en el Código Civil.

Dispone el art. 1815: “La venta de cosa ajena vale, sin perjuicio de los derechosdel dueño de la cosa vendida, mientras no se extingan por el lapso de tiempo”.Si por una parte la ley exige que la cosa no pertenezca al comprador, nadaestablece en cuanto a que deba pertenecer al vendedor. En efecto, la venta de cosaajena es válida, y no puede ser de otra manera en nuestro Derecho, porque el contratode compraventa sólo impone al vendedor la obligación de entregar la cosa y porquehabiendo una cosa sobre la que recaiga el consentimiento de las partes que seadeterminada (como especie o por su género) o determinable (en cuanto a su cantidad,si fuere de género) y lícita, el contrato puede formarse válidamente. La obligación delvendedor no es hacer dueño de la cosa al comprador, sino darle la posesión pacífica dela cosa. Recordemos que lo anterior es una consecuencia de haber seguido nuestroCódigo Civil el Derecho Romano Bonitario o vulgar. El Código Civil francés, en cambio,que sigue al Derecho Romano Quiritario, resta validez a la venta de cosa ajena.Pothier puntualizaba el respecto que “es en verdad de la esencia de estecontrato que el vendedor no retenga el derecho de propiedad de la cosa vendida,cuando sea su dueño, pues en tal caso deberá transferirlo al comprador; pero cuandoel vendedor no es dueño, y cree de buena fe serlo, se obliga únicamente (...) adefender al comprador contra cualquiera que intentase a obligarle a dimitir la cosa, oimpedirle disponer de ella como dueño”.Nuestra jurisprudencia también ha concluido en términos similares. Así, en unfallo de 23 de junio de 1976, de la Corte de Concepción, se enfatiza que la venta decosa ajena vale porque este contrato por su naturaleza es meramente productivo deobligaciones. El vendedor está obligado a proporcionar al comprador únicamente laposesión libre y desembarazada de la cosa. No está obligado a transferir el dominiosino a entregar la cosa a que la venta se refiere. Por lo mismo, nada impide que laspartes contraigan obligaciones respecto a una cosa ajena, como quiera que en talcontrato concurren todos los requisitos para que sea eficaz y valedero.59
Resulta de lo anterior una consecuencia que hay que tener muy presente en lapráctica: la única acción que no se puede entablar ante la venta de cosa ajena, es lade nulidad del contrato.Nadie discute que hay hipótesis de venta de cosa ajena cuando un tercero, quecarece de toda vinculación jurídica con el dueño, vende una cosa de propiedad delúltimo, como si fuera propia. En este caso, quien vende, dice ser dueño, aunque enrealidad no lo sea. Como es lógico, en la práctica estos casos estarán circunscritos a laventa de bienes muebles no registrables.Ahora bien, ¿qué ocurre si quien vende lo hace invocando la representación deldueño, pero en realidad tal representación no existe? ¿Hay venta de cosa ajena y porende el contrato es válido? O, por el contrario, ¿atendido a que falta la voluntad o
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60 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 261.61 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 261.62 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 261.63 Peñailillo Arévalo, Daniel, Los Bienes. La propiedad y otros derechos reales, Santiago de Chile, EditorialJurídica de Chile, 2007, p. 350.

consentimiento del dueño, debemos entender que el contrato es nulo, descartando eneste caso que estemos ante una hipótesis de venta de cosa ajena?La jurisprudencia no ha sido concluyente. Se ha dicho que hay venta de cosaajena, cuando el mandatario vende después de fallecido el mandante dueño del bien(el mandato expiró en este caso), Corte Suprema, sentencia de 17 de mayo de 1918;60
o en el caso de la venta de bienes de una sociedad, realizada por un socio oadministrador que carecía de facultades para celebrar tal acto jurídico, Corte deValparaíso, 9 de enero de 1948.61 Pero en otras ocasiones, la conclusión ha sidodiversa. Así, “No hay venta de cosa ajena en el caso en que una persona vende uninmueble no por sí, sino a nombre del dueño, creyéndose su apoderado sin serlo (porhaber expirado el mandato), es decir, sin tener la intención de obligarse comovendedor, por sí; y la circunstancia de que el poder haya terminado no le da al acto lacondición de venta de cosa ajena”, sentencia de la Corte Suprema, 26 de noviembrede 1942.62 Pero en el fallo de segunda instancia, de la Corte de Temuco, de 29 demarzo de 1939, se había consignado que en el caso anterior, hay venta de cosa ajenay posteriormente la Corte Suprema casó la sentencia.Ahora bien, cuando la representación invocada no se condice con la verdad,además de faltar la voluntad del dueño, estaremos ante un título injusto (no portratarse de venta de cosa ajena, pues ésta es válida y por ende el título es justo, sinoporque se trata de personas que actuaron en calidad de mandatarios, sin serlo enverdad, art. 704 Nº 2). También podríamos agregar el caso del mandatario que teníatal calidad, pero que requería actuar conjuntamente con otros mandatarios, y lo hizoindividualmente, infringiendo el pacto social. ¿Cómo resolvemos la cuestión planteada?Nos parece que en los casos de falsa representación, no puede haber venta decosa ajena. En efecto, no corresponde aplicar el artículo 1815 a este caso, pues en lahipótesis descrita en este precepto legal, quien vende, lo hace sin invocarrepresentación de otro, es decir, lo hace con la convicción de que la cosa que vende espropia. Por tanto, el artículo 1815 sólo puede aplicarse cuando quien vende es unapersona natural, o una persona jurídica que se da por dueña de una cosa, que enrealidad pertenece a otra persona, natural o jurídica. Pero ni la persona natural ni lapersona jurídica que venden invocan representación de otra. Sólo así puede conciliarseeste artículo, con los artículos 1682 y 704 del Código Civil. No se trata de haberinvocado representación de otro, pues si en tal caso la representación fuere falsa,faltará la voluntad del dueño, y por ende el contrato adolecerá de nulidad absoluta (o,si se prefiere, será inexistente pero se produce su conversión en nulo, conforme a ladoctrina del profesor Rodríguez Grez, que hemos reseñado en nuestro apunte sobre laTeoría del Acto Jurídico) y además el título será injusto. Expresa al efecto DanielPeñailillo (el énfasis es nuestro): “Si alguien vende una cosa ajena, pero como propia,actuando por sí, el título es justo (no está incluido en el N° 2 del art. 704; nitampoco en el N° 3, porque el art. 1815 dispone expresamente que la venta de cosaajena es válida), en tanto que si la vende como ajena, diciéndose representantedel dueño, el título es injusto. La diferencia parece justificarse porque en estaúltima situación el adquirente debió examinar suficientemente el poder que aducequien le ha manifestado ser representante”.63

De hecho, en la hipótesis prevista en el artículo 1815 del Código Civil, el dueño,si la cosa que otro vendió como propia no estuviere en su poder, hará valer la
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64 De la Maza Gazmuri, Íñigo y Torres Urzúa, Ricardo, ob. cit., p. 801.

inoponibilidad interponiendo directamente la acción reivindicatoria (no debe demandarla nulidad, pues el contrato fue válido, aunque inoponible al dueño). En cambio, en elcaso de falsa representación, puesto que el contrato adolece de inexistencia y porconversión de un vicio de nulidad absoluta, es necesario que en forma previa a lareivindicación, se declare tal nulidad.En efecto, en el caso previsto en el art. 704 N° 2, la inexistencia y por“conversión” la nulidad absoluta, se produce por “… la omisión de algún requisito (…)que las leyes prescriben para el valor de ciertos actos o contratos en consideración a lanaturaleza de ellos…” (art. 1682, inc. 1°). Concretamente, el requisito que falta es lavoluntad o consentimiento, a que alude el art. 1445, inc. 1°: “Para que una persona seobligue a otra por un acto o declaración de voluntad es necesario: (…) 2°. Queconsienta en dicho acto o declaración …”. Nótese que aquello que exige la ley es que lapersona que se obliga consienta en el acto. Pues bien, el problema que se presenta enel art. 704 N° 2 es que la persona que se obliga (el supuesto representado) noconsiente, pues quien actúa en su nombre no era en verdad su mandatario orepresentante legal (no puede operar por ende el art. 1448 del Código Civil). Encambio, en el caso del art. 1815, la persona que se obliga es quien vende. De ahí queel contrato sea válido, pues no falta voluntad o consentimiento. Esto demuestra que eldominio no es factor de nulidad en el contexto del art. 1815, sino, como está dicho, lapersona que se obliga.Dicho en otras palabras: para que opere la hipótesis del art. 1815, se requiereque el vendedor consienta en la venta (sea o no dueño de la cosa). Si lo hace, la ventaserá válida, pues concurre el requisito de la voluntad de la persona que se obliga,siendo irrelevante que ella sea o no dueña de la cosa que vende como propia. Encambio, si quien vende invoca una falsa representación, el vendedor no estáconsintiendo en la venta, pues debe entenderse por tal el representado. Es así, porqueel vendedor es el representado, no el representante. Por ello, en este último caso laventa será un título injusto (art. 704 N° 2) y además nulo, por omisión del requisito dela voluntad de la persona que se obliga (arts. 1445 N° 2 y 1682).Pero además del caso del falso procurador, hay otro caso en el que el contratotambién es nulo, no pudiendo aplicarse el art. 1815 del Código Civil. Es aquél en quese vende una especie que fue sustraída ilícitamente a su dueño. El art. 456 bis A delCódigo Penal, dispone en su inc. 1º lo siguiente: “El que conociendo su origen o nopudiendo menos que conocerlo, tenga en su poder, a cualquier título, especieshurtadas, robadas u objeto de abigeato, de receptación o de apropiación indebida delartículo 470, número 1º, las transporte, compre, venda, transforme o comercialice encualquier forma, aun cuando ya hubiese dispuesto de ellas, sufrirá la pena de presidiomenor en cualquiera de sus grados y multa de cinco a cien unidades tributariasmensuales”.Estaríamos –en caso de compraventa de cualquiera de estas especies-, ante unacto prohibido por la ley, y por ende adolecería de objeto ilícito (art. 1466 del CódigoCivil) y sería susceptible de nulidad absoluta.Se ha señalado que la hipótesis descrita opera tanto si el comprador sabíaacerca del origen de los bienes, cuanto si lo ignoraba, pero el vendedor sí conocíadicho origen o no podía menos que conocerlo.64
De esta manera, el caso de objeto ilícito que opera, priva de eficacia al art.1815 del Código Civil.Una sentencia de la Corte de Santiago de 3 de octubre de 2006, concluye enestos términos. En el caso, se vendieron programas computacionales falsificados. Laventa era ilícita, habida cuenta que según la Ley Nº 17.336, art. 80 b), aquellaconstituía un delito. Por ello, la Corte resolvió que “Las especies materia del contrato
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65 Citada por De la Maza Gazmuri, Íñigo y Torres Urzúa, Ricardo, ob. cit., p. 801.66 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo I, Nº 275, pp. 294 y 295.67 El antiguo art. 454 del Código Penal, disponía: “Se castigará como cómplice del robo o hurto de una cosaal que la compre o reciba a cualquier título, aun cuando ya hubiere dispuesto de ella, como igualmente alque la tenga en su poder, sabiendo el uno o el otro su origen, o no pudiendo menos de conocerlo. Sepresumirá que concurre este última requisito respecto del que comercia habitualmente en la compra y ventade especies usadas”.68 De la Maza Gazmuri, Íñigo y Torres Urzúa, Ricardo, ob. cit., p. 801.

de compraventa corresponden a CD Roms falsificados que contienen programascomputacionales cuyos derechos de autor corresponden a Microsoft Corporation,persona jurídica que es titular de tales derechos, los que recaen sobre los programascomputacionales denominados Office, Windows y Encarta, entre otros, por lo que dichacompraventa es ilícita por adolecer de objeto ilícito, no cabiendo en este caso la figurade venta de cosa ajena establecida en el artículo 1815 del Código Civil, sino que latipificación penal del artículo 80 letra b) de la ley Nº 17.366”.65
Alessandri, formulaba un distingo en la situación penal planteada. Señalaba que“La mala fe de ambas partes o la del comprador, al menos, acarrea la nulidad de laventa de cosa ajena, siempre que ésta sea el producto de un hurto o robo. Pero aquí larazón es otra. Si el comprador y el vendedor saben que la cosa es hurtada no haycontrato, porque hay objeto ilícito. En efecto, según el artículo 454 [hoy 456 bis A] delCódigo Penal, inciso 2º, el hecho de comprar a sabiendas una cosa robada es un delitopenado por la ley. Si esta compra es un delito, se trata de un acto prohibido que,según el artículo 1466 del Código Civil, constituye objeto ilícito, lo cual vicia de nulidadabsoluta el contrato, en virtud del artículo 1682 del mismo Código. Si el compradorpagó el precio, no puede repetirlo, porque no puede repetirse lo que se haya dado poruna causa u objeto ilícito a sabiendas [alusión que hace Alessandri al art. 1468 delCódigo Civil]. El comprador no puede exigir perjuicios ni aun cuando fuera evicto de lacosa por su propietario. Lo dicho se aplica también cuando el comprador es el únicoque sabe que la cosa es hurtada, porque el delito consiste precisamente en comprarlaa sabiendas que es robada. Si sólo el vendedor sabe que es robada o si ninguno losabe, la venta es válida y aquél debe indemnizar perjuicios al comprador si no puedeentregarla o si es despojado de ella por el dueño. Si pagó el precio, puede repetirlo,porque no lo dio a sabiendas del objeto o causa ilícita. Si no lo ha pagado, es claro queel vendedor no puede exigirlo”.66
El distingo que formulaba Alessandri, en cuanto a estimar que la compraventaes válida cuando el vendedor sabía que la cosa era robada o hurtada pero tal hechoera desconocido por el comprador, ha sido criticado por la doctrina reciente. En efecto,“Aparentemente, ALESSANDRI llega a esta última conclusión haciendo pie en el inciso3º del antiguo artículo 454 que, en su opinión, se refería al que compraba asabiendas una cosa robada o hurtada. Con todo, resulta curioso afirmar que lacompra es un delito pero la venta no. Como sea que fuere, la regla actualmente seencuentra en el artículo 456 bis A y su alcance resulta notablemente más amplio,67

alcanzando, sin duda (…) aquella [situación] en la que el vendedor sabe que la cosa esrobada o hurtada (…) y el comprador lo ignora”.68
Dados los términos del art. 456 bis A del Código Penal, concordamos con laconclusión de la doctrina recién citada.Sintetizando este punto, puede concluirse:i.- Si ninguna de las partes contratantes tiene conocimiento del delito que recayó en lacosa, la compraventa será válida y se le aplicará por ende el art. 1815 del Código Civil.ii.- Si cualquiera de las partes tenía o debía tener conocimiento del delito que recayóen la cosa, la compraventa adolecerá de nulidad absoluta por objeto ilícito. Los arts.456 bis A del Código Penal en relación al art. 1466 del Código Civil, impedirán queopere el art. 1815 del Código Civil.
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En este segundo caso, aquella de las partes que haya contratado a sabiendasde que el contrato adolecía de objeto ilícito, no podrá, declarada que sea la nulidad,exigir la devolución de lo que haya dado o pagado en razón del contrato (art. 1468 delCódigo Civil). En cambio, la otra parte, que contrató ignorando la existencia del vicio,aunque no podrá impedir la nulidad del contrato, sí podrá reclamar que se le restituyalo dado o pagado en razón del contrato.
b.2) Efectos de la venta de cosa ajena.

Los efectos que produce la compraventa de cosa ajena debemos analizarlosdesde dos puntos de vista: desde la perspectiva del dueño de la cosa, y desde el puntode vista de las relaciones entre vendedor y comprador.En el intertanto, y dada la validez del contrato, nacen para las partes lasobligaciones del caso: el vendedor se obliga a entregar la cosa y verá la manera decumplir tal prestación; si no la cumple, el comprador puede a su arbitrio, pedir laresolución o el cumplimiento del contrato, y en ambos casos con indemnización deperjuicios; pero si el vendedor entrega la cosa y cumple por tanto su obligación, elcomprador queda obligado a pagar el precio (en una sentencia de 28 de noviembre de1885, la Corte de Iquique deja en claro que el comprador no puede negarse a pagar elprecio alegando que la cosa vendida era ajena, pues tal venta es válida, sin perjuiciode los derechos del dueño mientras no se extingan por el lapso de tiempo;69 a su vez,en un fallo de 25 de agosto del mismo año, de la Corte de Santiago, se concluye queresulta improcedente la resolución del contrato, por la sola circunstancia de ser ajenala cosa vendida).70

i.- Efectos en relación al dueño de la cosa.El contrato no puede afectarle, porque no ha sido parte en el mismo: para eldueño, la venta es “res inter alios acta”, es un acto inoponible; y el art. 1818 loreconoce expresamente así, porque establece que la venta de cosa ajena, ratificadadespués por el dueño, confiere al comprador los derechos “de tal” desde la fecha de laventa (el texto del art. 1818 merece críticas, porque el comprador tuvo sus derechos“de tal”, desde la fecha del contrato, no de la ratificación).Dos situaciones debemos distinguir en la venta de cosa ajena, en loconcerniente a la relación entre las partes del contrato y el dueño de la cosa: si la cosaha sido o no entregada al comprador. Distinguimos entonces:1° Si la cosa no ha sido entregada al comprador y ésta no se encuentra en poder delvendedor, el último se coloca en la imposibilidad de cumplir su obligación, pudiendo elcomprador ejercer las acciones que le confieren los arts. 1489 y 1826. Como es obvio,si en este caso la cosa está en poder del dueño, éste simplemente se negará aentregársela al comprador, quien no podrá compeler al propietario a dicha entrega.2° Pero si el vendedor entregó la cosa ajena al comprador, el dueño tiene a salvo suderecho para reivindicar la cosa de manos del comprador mientras éste no la adquierapor prescripción. En este segundo caso, hay dos escenarios posibles:● Si el dueño de la cosa la reivindica antes que se extinga su derecho, el compradorestá autorizado a llamar o citar al vendedor a fin de que comparezca al juicio y asumala defensa del comprador; y si el vendedor no puede defender exitosamente alcomprador, éste tiene derecho a ser indemnizado por los perjuicios que se le originen,restituyendo la cosa al dueño (restitución que no supone pago, por parte delreivindicante, del precio que pagó el comprador derrotado, pues no hay entre el dueño
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71 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 259.72 Alcalde R., Enrique y Boetsch G., Cristián, Teoría general del contrato. Doctrina y jurisprudencia, Tomo 1,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 2021, p. 114.

y dicho comprador vínculo jurídico alguno, como se precisa en un fallo de la Corte deTemuco, de 2 de septiembre de 1936).71 Todo lo anterior, según analizaremos en elámbito de la obligación de saneamiento de la evicción.● Si el comprador logra adquirir la cosa por prescripción antes de que accione elprimitivo dueño, el último habrá perdido el dominio de la cosa definitivamente. En talcaso, se castigará la negligencia del dueño, por no accionar a tiempo.ii.- Efectos entre el comprador y el vendedor.1º La compraventa y la tradición subsecuente, no hacen dueño al comprador, puesnadie puede transferir más derechos que los que se tienen: art. 682. No obstante, elcomprador sí adquiere la calidad de poseedor, pudiendo llegar a ser dueño endefinitiva, mediante la prescripción (art. 683), que será ordinaria o extraordinaria,según si tenía posesión regular o irregular (arts. 2506, 2507, 2508, 2510, inc. 1º y2511).2º Si el vendedor no logra entregar la cosa al comprador, éste tiene derecho a exigir laresolución del contrato o su cumplimiento (lo que no será posible, probablemente), conindemnización de perjuicios.3º Si el dueño interpone acción reivindicatoria, el comprador tiene derecho a citar alvendedor para que comparezca al saneamiento de la evicción: deberá defender alcomprador en el juicio y eventualmente indemnizarlo, si se le priva total oparcialmente de la cosa. Con todo, carece el comprador del derecho a que se lerestituya el precio y las demás prestaciones que podría obtener de resultar evicto, sisabía que la cosa comprada era ajena, o si expresamente tomó sobre sí el peligro de laevicción, especificándolo, o sea, señalándose los eventuales casos de evicción (art.1852, inc. 3º).
b.3) La venta de cosa ajena y el error en una calidad esencial.

Un último aspecto de interés en relación a la venta de cosa ajena, es el que dicerelación con la posibilidad de alegar y admitir o no, la nulidad del contrato, fundando laacción en un vicio del consentimiento: error en una calidad esencial de la cosa objetodel contrato, que corresponde a una de las dos variantes del denominado “errorsubstancial” (art. 1454, inc. 1° del Código Civil). En otras palabras: ¿en qué casos esrazonable concluir que para el comprador la circunstancia de que la cosa vendidaefectivamente pertenezca al vendedor, es o no una calidad esencial de la cosa objetode la convención?Al respecto, expresan Enrique Alcalde y Cristián Boetsch: “se discute siconstituye o no calidad esencial de la cosa adquirida a título de compraventa lacircunstancia de pertenecer en dominio al vendedor, problema de gran interés,atendido que conforme el art. 1815 del Código Civil la compra de cosa ajena es válida,sin que sea posible anular el contrato por el solo hecho de no pertenecer la cosavendida al vendedor. Al efecto, parece ser que el tema debiese resolverse en base delas circunstancias concretas del caso: si, por ejemplo, la cosa es adquirida en elcomercio establecido, generando el vendedor la apariencia de ser el verdadero dueño,resulta atendible considerar que el dominio de la cosa constituye una ‘calidadesencial’”.72

c) Ratificación de la venta por el dueño: art. 1818.
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73 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 270.

Establece esta norma: “La venta de cosa ajena, ratificada después por el dueño,confiere al comprador los derechos de tal desde la fecha de la venta”.Al ratificarse la venta por el dueño, éste toma sobre sí las obligaciones delvendedor, y el contrato se entenderá como celebrado entre él y el comprador.Alessandri apunta que habría aquí de parte del primitivo vendedor una especie deestipulación por otro o de promesa de hecho ajeno.El art. 1818 está en directa relación con el art. 672, en la tradición, queestablece por su parte: “Para que la tradición sea válida debe ser hechavoluntariamente por el tradente o por su representante. / Una tradición que al principiofue inválida por haberse hecho sin la voluntad del tradente o de su representante, sevalida retroactivamente por la ratificación del que tiene la facultad de enajenar la cosacomo dueño o representante del dueño”.Los autores critican la redacción de los artículos 1818 y 672, pues deinterpretarlos literalmente, estarían en contraposición al sistema del Código. En efecto,se precisa que la ratificación no valida el contrato; éste es válido desde el momento enque se celebró, y por tanto el comprador adquiere desde ese momento los derechos detal, y no desde la ratificación. Lo que sí se logra con la ratificación del dueño, es que setransfiera el dominio, desde el momento de la tradición. Si ya había operado laentrega, se entiende que hubo tradición retroactivamente.Puede suceder que la ratificación no sea hecha por el dueño, sino por unmandatario de éste. En tal caso, se subraya por un fallo de la Corte de Concepción, de4 de marzo de 1913,73 que sólo el mandatario que tiene facultad para vender oratificar, puede ratificar la venta hecha por otro mandatario que vendió un inmueble desu mandante sin poder expreso al efecto.La ratificación podría ser expresa o tácita. Operará la última, por ejemplo, en elcaso previsto en el art. 898 inc. 2º del Código Civil, cuando el dueño, recibe delenajenador, lo que se le dio a éste por la cosa: “El reivindicador que recibe delenajenador lo que se ha dado a éste por la cosa, confirma por el mismo hecho laenajenación”.
d) Adquisición posterior del dominio por el vendedor: art. 1819.

Dispone este precepto: “vendida y entregada a otro una cosa ajena, si elvendedor adquiere después el dominio de ella, se mirará al comprador como verdaderodueño desde la fecha de la tradición. / Por consiguiente, si el vendedor la vendiere aotra persona después de adquirido el dominio, subsistirá el dominio de ella en elprimer comprador”.En la hipótesis, la tradición había operado sin intervención de la voluntad delprimitivo dueño, y por ende se trató de venta de cosa ajena. En este caso, si quienvendió llega a ser dueño después de celebrar el contrato de venta, la ley entiende quela tradición hecha en favor del primer comprador, surtió todos sus efectos, desde lafecha en que ella se efectuó, y no desde la fecha en que el vendedor llegó a ser dueño.De ahí que la última parte del precepto contenga una advertencia al vendedor:no debe intentar vender la cosa nuevamente a otra persona, pues el primer compradorya se hizo dueño de la misma.El art. 1819 constituye una aplicación del art. 682, ubicado en el título de latradición, que dispone: “Si el tradente no es el verdadero dueño de la cosa que seentrega por él o a su nombre, no se adquieren por la tradición otros derechos que lostransmisibles del mismo tradente sobre la cosa entregada. / Pero si el tradente



42El Contrato de Compraventa – Juan Andrés Orrego Acuña

74 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Tomo Primero, Soc. Imprenta-Litografía Barcelona, Santiago, 1917, números 296 y 297, pp. 317 y 318.75 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit. N° 301, p. 323.76 León Hurtado, Avelino, La Causa, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1990, N° 14, pp. 31 y 32.

adquiere después el dominio, se entenderá haberse éste transferido desde el momentode la tradición”.
8.3. El precio.
a) Consideraciones generales.

Como de manera uniforme y constante lo ha expresado nuestra doctrina másautorizada, “El tercero y último requisito esencial para la existencia tanto jurídica comomaterial del contrato de venta, es el precio. Digo material, porque el precio no sóloconstituye el contrato de venta en su aspecto jurídico, sino también el acto material decambiar una cosa por dinero. Hemos visto que es de la esencia de este contrato queuna de las partes se obligue a dar una cosa en cambio del precio que la otra, a su vez,se obliga a pagarle. Siendo, en consecuencia, el precio un requisito esencial de laventa, no puede faltar y si ello ocurre, no hay contrato de compraventa. ‘Sine pretionulla est venditio’, decía Ulpiano (…) La omisión del precio en el contrato de venta,como se ha dicho, acarrea la inexistencia del mismo. Según el artículo 1682 del CódigoCivil, el contrato adolece de nulidad absoluta, pues se trata de la omisión de unrequisito exigido en atención a su naturaleza”.74
Expresaba al efecto el autor cuya obra señera invocamos: “El precio constituyeel objeto de la obligación del comprador y es, a la vez, la causa de la obligación delvendedor. Este vende para llegar a obtener el precio que debe pagarle aquél. De aquíque el precio, como todo objeto de obligación, debe reunir ciertos requisitos tendientesa hacer de él un elemento determinante de la existencia del contrato”.75
De esta forma, se desprende claramente que la ausencia de precio en unacompraventa, implica, simultáneamente, que este contrato careció de causa para elvendedor, como asimismo, que careció de objeto para el comprador.Precisamente, como expresa Avelino León Hurtado (el énfasis es nuestro),refiriéndose a la causa en los contratos bilaterales, conforme a las antiguasenseñanzas de Jean Domat, del do ut des, “El contrato oneroso bilateral persigue lautilidad de ambos contratantes, gravándose cada uno en beneficio del otro. La causade la obligación de una de las partes es la contraprestación recíproca de la otra. Seconsideran separadamente las obligaciones que surgen del contrato y se ve entoncescual es la causa de que el deudor asume su obligación. Esta razón abstracta, jurídica,de la obligación es siempre igual en contratos de una misma especie. Es aquí dondeaparece el fundamento primero de la doctrina de la causa, ‘el principio de justiciaelemental del dando y dando’. La obligación de una de las partes tiene por fundamentola obligación correlativa o, según algunos autores, el cumplimiento o ejecución de laobligación de la otra parte. La causa debendi se haya pues en la justicia conmutativa.En estos contratos bilaterales, la causa de la obligación de cada una de las partes es laconsideración de la prestación que el obligado debe recibir al mismo tiempo de cumplirsu compromiso (pago del precio de la cosa comprada y entregada en el acto) o quedeberá hacerle después (entrega de la cosa vendida a crédito) (…) Dicho de otromodo: ‘en los contratos bilaterales cada parte se obliga teniendo como fin jurídico,como causa, el obtener la prestación consentida por la otra’. Por la misma razón, sino existe precio en la compraventa, la obligación del vendedor carece decausa”.76
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77 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., N° 301, p. 323.

b) Concepto: es el dinero que el comprador se obliga a dar por la cosa, de acuerdo alart. 1793.
c) Requisitos:c.1) Debe consistir en dinero;c.2) Debe ser real o serio; yc.3) Debe ser determinado o determinable.

En efecto, ¿cuándo entendemos que falta el precio? Citamos nuevamente alprofesor Alessandri (el énfasis es nuestro), quien a su vez seguía los planteamientosde Baudry-Lacantinerie, de Laurent y de Troplong: “las cualidades o requisitos quedebe tener el precio para desempeñar el papel que le corresponde en la compraventason tres: 1) consistir en dinero; 2) ser real; 3) ser determinado o determinable. Estostres elementos son los que caracterizan el precio en la compraventa y sonindispensables para la existencia misma del contrato, porque la omisión de uno deellos acarrea la ausencia del precio y, por consiguiente, la inexistencia de aquél”.77

Revisaremos seguidamente cada uno de estos tres requisitos.
c.1) Debe consistir en dinero.Es de la esencia de la compraventa, que el precio consista en dinero. En otrostérminos: el precio siempre debe pactarse en dinero. Pero no es esencial que,posteriormente, se pague en dinero. En efecto, después de constituida la obligación delcomprador de pagar el precio, pueden presentarse dos casos, en los que en definitivael precio no se pague en dinero:i.- La obligación consistente en pagar una suma de dinero por concepto de precio,podría ser novada, acordando las partes que se pague de otra forma. Operará aquí unanovación por cambio de objeto; oii.- Pueden las partes acordar que la obligación se cumpla dando en pago undeterminado bien. En este último caso, debe pactarse inicialmente que el precio sepagará en dinero efectivo; posteriormente, ante la imposibilidad del comprador dedisponer de la suma adeudada, podrá convenirse en que opere la dación en pago. Si sepactare desde un comienzo que el precio será satisfecho con otra cosa, estaríamosante una permuta. Lo esencial es que al momento de celebrarse el contrato, el preciose fije en dinero.Las dos situaciones anteriores deben convenirse, entonces, después de habercelebrado el contrato de compraventa.Puede ocurrir también que al momento de celebrar la compraventa, las partesconvengan que el precio se pague parte con dinero, parte con otra cosa. En este caso,habrá que aplicar el art. 1794, para determinar si hay compraventa o permuta. Si eldinero vale más que la cosa habrá compraventa, y a la inversa, permuta. Si la cosa yel dinero valen lo mismo, habrá compraventa, pues el artículo 1794 dice que parahaber permuta, la cosa debe valer “más” que el dinero. Por ende, si vale menos o valelo mismo, habrá compraventa.
c.2) Debe ser real o serio.Dice al efecto nuestra doctrina: “Que el precio sea real quiere decir que existarealmente, que haya una cantidad de dinero que se pague como precio. Este requisitoes el que los autores franceses denominan precio serio y con ello quieren manifestarque haya un precio que corresponda en parte, siquiera, al valor de la cosa, un precioque se pacte con intención de exigirse. El precio no es serio cuando es simulado o
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78 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., números 311 y 312, pp. 332 y 333.79 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., N° 313, p. 335.80 Luis Diez-Picazo, Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial IV, Las Particulares Relaciones Obligatorias,6ª edición, Thomson Civitas, Impreso en España, 2010, p. 76.81 Vodanovic H., Antonio, Derecho Civil. Parte preliminar y parte general, Explicaciones basadas en lasversiones de clases de los profesores de la Universidad de Chile Arturo Alessandri R. y Manuel Somarriva U.,redactadas, ampliadas y actualizadas por Antonio Vodanovic H., Tomo 2°, 5ª edición, Ediar Conosur Ltda.,N° 1322, p. 228.

ficticio y cuando es irrisorio. Si el precio no es real o serio, la venta es inexistente porcarecer de precio y ‘sine pretio nulla est venditio’. Habrá cualquier otro acto, unadonación tal vez, pero no venta (…) La seriedad o realidad del precio, dice Ricci, debeexistir con relación a la voluntad de las partes y con relación a la cosa de la cual es laequivalencia”.78
En otras palabras, el precio debe ser fijado de tal manera, que se manifiesteque realmente el vendedor tiene derecho a exigirlo y el comprador la obligación depagarlo. Por este motivo, no es precio real el que es simulado (cuando tiene porobjeto, por ejemplo, simular una donación); tampoco es real el precio irrisorio oridículo, aquél que por su falta de proporción con el valor de la cosa vendida, pone demanifiesto que las partes no han tenido el propósito serio de que sea exigido.Nótese cómo se advierte por la doctrina que la seriedad del precio implicarelacionar éste con “la cosa de la cual es [el precio] la equivalencia”. De ahí que seagregue: “El precio debe ser serio también con relación a la cosa de la cual es suequivalente. Esto quiere decir que entre el precio y el valor de la cosa haya ciertaproporción; de lo contrario, no existe en realidad. Cuando la desproporción es muyconsiderable, cuando la equivalencia del precio y de la cosa vendida no existe ni en laintención de las partes, siquiera, el precio es irrisorio. En una palabra, no hay precio,como ocurriría si vendiera mi casa en un peso. Es indiscutible que aquí no hay ventaporque el precio no existe, ya que no es presumible que las partes hayan mirado comoequivalente dos cosas que ni se aproximan lejanamente. El precio irrisorio se llamatambién ilusorio y como tal no puede dar vida un contrato que tiene como base laequivalencia, si no es real, al menos aparente de las prestaciones. Pothier enseñabaque si el precio no tenía ninguna proporción con la cosa vendida, no había ventaporque ese no era precio (…) El precio es el valor en que las partes estiman la cosavendida, decía, y no es de presumir que tengan la intención de estimar esa cosa en unvalor muy lejano del que en realidad tiene”.79
El precio, dice Díez-Picazo, “tiene una función de contraprestación ocorrespectivo, es decir, una función de equivalencia. Por esto, si la cantidad solicitadapor la cosa que se transfiere es ínfima o muy pequeña, el contrato hace tránsito afórmulas mixtas de compraventa y donación, que suelen situarse entre las donacionesindirectas o negocios mixtos cum donatione. Existe en ellos el ánimo de liberalidad defavorecer al adquirente, en la diferencia entre el precio convenido y el que sinespeciales dificultades se podría obtener en el mercado”.80
Lo expuesto hasta aquí, nos demuestra que si bien la lesión y en particular lalesión enorme sólo opera en ciertos casos y no constituye un vicio del consentimientode aplicación general en nuestro Derecho, no es menos cierto que la lesión sí ha de serun factor a considerar en una compraventa, por la vía de cumplir cabalmente con laexigencia acerca de que el precio debe ser real, siendo uno de sus componentes queno sea irrisorio. Recordemos que la lesión, en general, se ha definido por nuestradoctrina como “el perjuicio que una parte experimenta cuando, en un contratoconmutativo, recibe de la otra un valor inferior al de la prestación que suministra”.81
¿Qué criterio objetivo podríamos emplear para concluir que el precio en unacompraventa no es irrisorio? La pregunta es relevante, porque la doctrina aludetambién al precio vil, en oposición al precio justo. En efecto, si bien el precio debe serreal o serio, no es menester que sea justo; precio justo es el que equivale al valor de
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82 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, tomo I, Santiago de Chile,Soc. Imprenta-Litografía Barcelona, 1917, pp. 335 y 336.

la cosa, en oposición a precio vil, que no refleja tal equivalencia. La vileza del precio noobsta, por regla general, a la validez del contrato de compraventa. Sóloexcepcionalmente, en la compraventa de inmuebles, la ley exige una justicia relativaen el precio, operando la lesión enorme cuando existe una desproporción grave en lasprestaciones, es decir, en el precio y en el valor del inmueble.Ahora bien, tratándose de la compraventa de bienes muebles, aun siendo vil elprecio, no viciaría el acto jurídico. Lo que quiere decir que el precio irrisorio no debeconfundirse con el precio vil.¿Dónde podríamos trazar, con cierta objetividad, la línea que separa el preciojusto, el precio vil y el precio irrisorio? Como criterio general, y aunque resultenecesario analizar este tópico en cada caso, parece razonable lo siguiente:● El precio justo corresponde al valor comercial de la cosa. Pero la ley acepta que elprecio se mantenga dentro del rango de precio justo, en la medida en que no seainferior a la mitad del valor real o comercial de la cosa. Por cierto, estamos aplicandoaquí el criterio del Código Civil en materia de lesión enorme. Tampoco será justo elprecio, cuando excede del doble del valor real o comercial de la cosa. Obsérvese que elconcepto de precio justo opera tanto si se paga menos, como también si se paga más,de la mitad o del doble, respectivamente, del valor de la cosa. En cambio, losconceptos de precio vil y de precio irrisorio, sólo operan cuando se paga menos decierta cantidad, que intentaremos precisar seguidamente.● El precio vil será entonces aquél en que se paga menos de la mitad del valor real ocomercial de la cosa. Según el Diccionario de la Lengua, “vil”, en una de susacepciones, es lo “bajo, despreciable”. Dicho precio vil viciará el contrato sólo si setrata de la venta voluntaria de inmuebles, según estudiaremos. En cambio, si estamosante la venta forzada de inmuebles o ante la venta de bienes muebles, a pesar de quelo que se paga es una suma bastante inferior al verdadero valor de la cosa, el contratoserá válido. Alessandri, citando a Planiol, señala respecto del precio vil lo siguiente:“Hay además otro precio que, sin ser el verdadero, es decir el real, es sin embargosusceptible de dar origen al contrato de venta. Es el precio vil. Se llama precio vilsegún Planiol el precio serio que es de tal inferioridad al valor real de la cosa que elvendedor sufre una pérdida que no es proporcionada con los riesgos ordinarios de losnegocios. Esta pérdida que sufre el vendedor se llama lesión y proviene de no ser justoel precio. Según nuestro Código Civil, precio vil es el no justo, o sea aquel que, segúnel artículo 1889, constituye lesión enorme. El precio vil es un precio serio, un precioque forma el contrato de venta, aun cuando causa perjuicio al vendedor. Por estarazón la venta, en caso de tener un precio vil, existe”.82
● Sin duda, las mayores dificultades surgen cuando se trata de precisar o cuantificar elprecio irrisorio. Pero también aquí podríamos proponer como criterio general, elsiguiente: si el precio vil es aquél inferior a la mitad del justo precio, el precio irrisoriobien podría ser aquél que es menor a la mitad del precio vil. O en otras palabras:precio irrisorio podría ser aquél que no supera la cuarta parte del valor real o comercialde la cosa.Insistimos que lo expuesto previamente no debe entenderse como algo rígido niexacto, sino como un criterio general; como un punto de partida que el juez podríatener, para analizar el caso con sus propios méritos. Por cierto, la trascendencia quetiene precisar qué se puede entender por precio irrisorio, dice relación con lacompraventa de bienes muebles, inatacable a través de la acción rescisoria por lesiónenorme.En esta materia, resulta útil recordar lo que en su momento propuso el autor denuestro Código Civil, en cuanto a incorporar la lesión como norma de justicia en los
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contratos conmutativos: decía el Proyecto de 1853, en su art. 1638: “La lesión, comocausa de vicio en los contratos, es propia en los conmutativos; i para viciar uncontrato, ha de ser enorme, esto es, tal que el valor de lo que el uno de loscontratantes da al otro no llegue a la mitad del valor de lo que el otro reciba de él, noconstando haber habido intención de donar el exceso. No se entenderá haber habidotal intención sino cuando se mencionen específicamente las cosas o cantidades que sedonan”.Es cierto que finalmente la norma, así propuesta por Bello, no quedóincorporada en el texto definitivo del Código Civil, pero bien podríamos entender quese recogió en forma implícita en la exigencia acerca de que el precio debe ser real, ydentro de ella, que no sea irrisorio; además, evidencia este aspecto de su historiafidedigna un parámetro objetivo, que podría considerarse por el sentenciador paradeslindar el precio vil del precio irrisorio, sin perjuicio de las particularidades de cadacaso. Por lo demás, esto también permite afirmar que nuestro Código Civil no esajeno al principio de la justicia conmutativa en los contratos, aún admitiendo que lalesión enorme esté circunscrita a ciertos casos. El Derecho, como nadie podría rebatir,no sólo es aquél explicitado en normas, sino que dimana de la relación entre éstas ylos principios y los fines que les sirven de fundamento y de justificación. De ahí que lostribunales lo sean de justicia, y no de meros intérpretes y ejecutores de la normaescrita.En este contexto, la sanción de nulidad por un precio irrisorio también es unaconsecuencia del principio general que rige en nuestro Derecho Civil, a saber, elprincipio de no dañar a otro, expresado desde la época del Derecho romano bajo lafórmula alterum non laedere. Si este deber de omisión genérico se quebranta ycausamos daño a un tercero y si dicho daño es imputable a nuestra culpa o dolo,debemos responder. En efecto, en tal caso, la sanción que se nos aplicará llevaenvuelta la idea de reparación, expresada en el principio de que todo acto ejecutadopor una persona, con o sin la intención de producir efectos jurídicos, que causa daño aotro, crea para su autor la obligación de repararlo (art. 2314 del Código Civil). Puesbien, en la celebración de un contrato nulo, hay un ilícito civil de quienes lo celebrandolosa o culpablemente, causando daño a su contraparte. La primera vía para reparartal ilicitud, será que el acto írrito sea declarado inválido. Luego, la parte afectadapodría accionar reclamando para que se le indemnicen los perjuicios derivados de talhecho ilícito. Todo esto, porque a fin de cuentas, el Derecho Civil es uno sólo, y losprincipios que informan la responsabilidad contractual y extracontractual, en losustantivo, son los mismos. Por lo demás, declarado nulo un contrato, mal podríaalegarse que el sistema que lo rige sea uno de responsabilidad contractual, pues paratodos los efectos legales, tras esa declaración el acto se entenderá no haber existidojamás.Pero el contrato, en el caso que describimos, no sólo adolece de nulidad porcarecer de causa para una de las partes y de objeto para la otra parte, sino quetambién POR CARECER DE CONSENTIMIENTO O VOLUNTAD. En efecto, de conformidada lo previsto en el citado inciso 1° del artículo 1801 del Código Civil, “La venta sereputa perfecta desde que las partes han convenido en la cosa y en el precio”. Puesbien, como se ha razonado, al no existir en realidad precio por ser éste irrisorio, malpuede entenderse que existió consentimiento o voluntad de las partes. Y habiéndoseomitido este requisito de todo acto o contrato, debe operar lo dispuesto en el artículo1682 del mismo cuerpo legal, y declarar por ende que el instrumento impugnado esnulo de nulidad absoluta.Sobre el particular, se expresa en un fallo de septiembre de 1958, de la Cortede Santiago, que si los antecedentes del proceso prueban que el precio fijado en laescritura de compraventa fue simulado, debe concluirse que no ha habido precio real ni
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ha sido pagado y, consecuentemente, el mencionado contrato es nulo, sin que seabastante para sanear el vicio de nulidad la escritura de ratificación otorgada por elvendedor, en la cual declara haber recibido el precio total (la interpretación que fluyede esta sentencia, prueba también, en relación al art. 1700, que las partes puedenimpugnar la veracidad de las declaraciones que ellas mismas hubieren hecho en elinstrumento público).En síntesis, podríamos expresar que se pueden presentar cuatro hipótesisrespecto del precio de la compraventa:● Precio “justo”.● Precio “vil”.● Precio “irrisorio”.● Precio “simulado”.En la primera, el contrato es válido, sea que se vendan muebles o inmuebles.En la segunda, el contrato es válido en la venta de muebles, pero será nulo en la deinmuebles. En las últimas dos, el contrato es nulo, cualquiera sea la cosa que sevende. Los planteamientos que hemos formulado en los párrafos precedentes sereproducen literalmente en una sentencia de la Corte Suprema de fecha 24 deseptiembre de 2019, Rol Nº 8.593-2018.En otra sentencia del máximo Tribunal, de fecha 8 de febrero de 2023, Rol N°4.057-2021, que declara la nulidad absoluta por simulación de un contrato decompraventa de un inmueble en la que se estipuló un supuesto precio de 61 millonesde pesos, en circunstancias de que se acreditó que su valor comercial excedía de los300 millones, se indica que “el precio acordado es irrisorio, ya que dista con creces desu valor comercial -sin siquiera alcanzar la mitad de dicho valor-, y, porque además nose ha acreditado mediante prueba alguna en el proceso que dicho precio haya sidoefectivamente pagado”.Asimismo, en una sentencia de la Corte Suprema de fecha 15 de septiembre de2022, Rol N° 144.462-2020, en la que también se declaró la nulidad por simulación deuna compraventa de derechos hereditarios y de gananciales cuyo precio ascendió a$1.500.000.-, se expresa: “6°. - Que, un claro indicio de una simulación contractual seevidencia cuando el precio pactado por el bien o servicio contratado es irrisorio oridículo. Suele ser frecuente que para cumplir con el requisito legal de establecer unprecio, y pretender así dejar constancia de la concurrencia de los elementos esencialesdel contrato, este tenga un carácter vil. Y si bien en ocasiones el precio vil no essuficiente para probar la simulación, especialmente cuando es el único indicio y hayelementos facticos que podrían justificar el desajuste entre el precio pactado(simulado) y el real (disimulado), han de considerase por los sentenciadores otrascircunstancias que unidas a aquello, son demostrativo de la simulación contractual,como por ejemplo, el vínculo de familiaridad, parentesco o amistad entre las partescontratantes, la no entrega o uso del objeto o bien contratado, o bien la contrataciónbajo condiciones o circunstancias o infrecuentes o poco habituales en la materia objetodel contrato. 7°. - Que, de lo consignado en el fallo apelado y de los hechos asentadosen el proceso, según se dejó constancia en el motivo 2° que precede, es posiblesostener que el precio de venta de los derechos hereditarios que a doña Enedina (…)correspondían en la herencia quedada al fallecimiento de su cónyuge y padre de loslitigantes Enrique (…), patrimonio social constituido principalmente por el inmuebleubicado en calle (…) de la comuna de San Carlos, es manifiestamente inferior al delavalúo comercial determinado por el perito judicial designado autos, quien segúninforme agregado a folio 86 de la Carpeta Electrónica de primera instancia, lo tasó enla suma de $104.160.005.- A esto se añade que ya la propia demandada, al absolverlas posiciones en audiencia de 26 de diciembre de 2019, declaró que la propiedadantes referida tiene un valor de “25 a 30 millones de pesos”. 8°. - Que, tal como ya se
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refirió en el fallo invalidatorio, los presupuestos fácticos anotados en el fallo que serevisa y el hecho que el precio pactado es inferior al avalúo comercial, la relación defamiliaridad entre las contratantes, las circunstancias infrecuentes o poco habituales enla materia objeto del contrato, como lo son la edad de la cedente y el hecho deencontrarse bajo el cuidado de la cesionaria, quien habitaba junto a su grupo familiarcompuesto por su cónyuge y dos hijos el inmueble de la sucesión quedada alfallecimiento de don Enrique (…), según lo declaró la testigo Silvia (…), constituyen uncúmulo de circunstancias de las que cabe desprender, al tenor de lo que disponen losartículos 426 del Código de Procedimiento Civil y 1712 del Código Civil, presuncionesgraves, precisas y concordantes, suficientes a juicio de esta Corte para formar elconvencimiento legal de que el contrato de cesión de derechos hereditarios de 24 demayo de 2012 fue simulado, concertándose las contratantes para aparentar lasuscripción de una venta, en circunstancias que no existe un precio serio acordado poraquellas, de manera que efectivamente incurrieron en una disconformidad entre suvoluntad real y la declarada, existiendo plena conciencia respecto de esadisconformidad, esto es, el conocimiento de que queriéndose algo se expresa una cosadiferente, acción que tuvo como propósito que la demandada adquiriera un mayorporcentaje de derechos sobre el único inmueble de la sociedad conyugal conformadapor los padres de los litigantes, ubicado en la calle (…) de la ciudad de San Carlos,extrayéndolos del patrimonio social y perjudicando de ese modo a los actores, entantos herederos de la cedente”.
c.3) Debe ser determinado o determinable.
i.- Determinación del precio.El precio es determinado, cuando se le conoce con toda precisión, cuando sesabe exactamente a cuánto asciende. Así, por ejemplo, las partes estipulan que elprecio asciende a cincuenta millones de pesos.El precio es determinable, cuando no se indica exactamente su monto, pero sedan las bases para llegar a conocerlo, en el propio contrato: art. 1808, incisos 1º y 2º:“El precio de la venta debe ser determinado por los contratantes. / Podrá hacerse estadeterminación por cualesquiera medios o indicaciones que lo fijen”.Así, por ejemplo, al celebrar la compraventa de 10.000 acciones de ciertasociedad anónima, convienen las partes que el precio, se pagará en el plazo de 6meses, y que ascenderá su monto al equivalente a esas 10.000 acciones, según elvalor que el día de pago, hayan tenido en la Bolsa de Comercio de Santiago. O cuandose vende un terreno en el cual se desarrollará por el comprador un proyectoinmobiliario y además de la suma pagada al vendedor al tiempo de la venta, seconviene que recibirá el 10% de cada una de las ventas que lleve a cabo el comprador.Como señalan en un voto disidente los Ministros Riesco y Saavedra, de la Cortede Santiago de 21 de junio de 1894,83 “Cuando la ley exige como solemnidad laescritura pública para determinadas ventas, deben constar en el instrumento todas lascircunstancias que constituyen el contrato, pues la falta de ese instrumento no puedesuplirse por otra prueba en los contratos en que la ley requiere dicha solemnidad; delos artículos 1808 y 1809 se deduce que el precio determinable debe constar de lamisma escritura pública para la perfección de la venta; que de otro modo no sellenarían los fines de la ley y se autorizaría en forma indirecta la renuncia de derechosque la ley no permite renunciar en el contrato mismo, como sucedería con la lesiónenorme en los casos en que proceda y que es irrenunciable según el art. 1892, puesto
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que no constando de la escritura el verdadero precio y no pudiendo suplirse por otromedio esta omisión, no existiría base para el ejercicio de la acción”.A juicio de Alessandri, esta es la verdadera doctrina sobre la materia.De cualquier manera, el precio “determinable”, cuando se trata de la venta deun bien inmueble, debe encuadrarse en los límites de la lesión enorme. Pero sevisualiza una dificultad: si la determinación se produce cuando ya han transcurridomás de cuatro años contados desde la celebración de la compraventa, y en talmomento se observa que en definitiva hay lesión enorme, la parte afectada por lamisma ya carecería de acción para demandar la rescisión del contrato.Sea determinado o determinable, el precio no puede quedar al arbitrio de unosolo de los contratantes, porque es de la esencia de la compraventa que las partessepan, desde el momento de celebrar el contrato, a qué se obligan. Sabemos que laventa se reputa perfecta, por regla general, desde que las partes se han puesto deacuerdo en la cosa y en el precio. Si se deja la determinación del precio al arbitrio deuno de los contratantes, quiere decir que las partes no se han puesto de acuerdo en elmismo, y por tanto no puede haber compraventa.Pero no es un obstáculo para que exista compraventa, la circunstancia que ladeterminación del precio quede al arbitrio de un tercero, cuando las partes así lo hanconvenido.Dispone el art. 1809: “Podrá asimismo dejarse el precio al arbitrio de untercero; y si el tercero no lo determinare, podrá hacerlo por él cualquiera otra personaen que se convinieren los contratantes; en caso de no convenirse, no habrá venta. /No podrá dejarse el precio al arbitrio de uno de los contratantes”.En este caso, la venta es condicional, sujeta a la condición de que el tercerodetermine el precio. Si el tercero no hiciere tal determinación, podrá hacerla otrapersona designada por las partes; si no se designa, no habrá en definitivacompraventa. Como indica Alessandri, si el tercero fija el precio, la condición secumple y el contrato se reputa perfecto desde el día en que se celebró y no desde eldía en que aquél se fijó, porque esa fijación era una condición suspensiva que, una vezcumplida, produce efecto retroactivo. En cambio, si el tercero no fija el precio, no hayventa por falta de precio. Se extingue todo derecho y toda expectativa y se consideracomo si las partes no hubieran contratado jamás.De tal forma, pueden darse las siguientes hipótesis:1º El precio puede ser determinado por las partes;2º El precio puede ser determinado por un tercero que las partes designan de comúnacuerdo;3º Nunca podrá dejarse la determinación del precio al arbitrio de una de las partes.
ii.- Venta de cosas fungibles.Por su parte, en las ventas de cosas fungibles que se venden al precio corrientede plaza, se entenderá, según el art. 1808, inc. 3º, el precio corriente al tiempo de laentrega, a menos de expresarse otra cosa en el contrato.En este caso, el precio no se ha determinado en el contrato, pero se ha fijadouna base para su determinación. Para que se aplique la norma, deben concurrir lossiguientes requisitos:1º Debe tratarse de venta de cosas fungibles;2º Dichas cosas deben venderse expresamente al precio de plaza.El Código de Comercio, en su art. 139, establece una excepción a la reglageneral acerca del acuerdo en el precio, al establecer que se presumirá, verificada laentrega de la cosa, que las partes aceptan el precio corriente que la cosa tenga en eldía y lugar en que se hubiere celebrado el contrato; de haber distintos precios en elmismo día y lugar, el comprador deberá pagar el precio medio. De tal forma, la
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compraventa será válida, no obstante no haber convenido las partes en el precio,siempre y cuando se entregue la cosa vendida.
iii.- Venta de dos o más cosas por un precio.En relación con la determinación del precio, se ha planteado si es posible venderdos o más cosas en un mismo precio unitario, sin desglosarlo para cada una de lascosas objeto del contrato.Considerando que el art. 1808 exige que el precio sea determinado por loscontratantes o por un tercero, debiéramos concluir que pactar un precio por dos o máscosas infringiría el precepto y que la compraventa adolecería de nulidad absoluta.Aún más, si se trata de la venta de dos o más inmuebles en un solo precio, nosería posible aplicar los arts. 1888 a 1896, relativos a la rescisión por lesión enorme.Ello atentaría contra el principio que se desprende del artículo 22, inciso 1°, queconsagra el elemento lógico de interpretación de la ley. En efecto, aceptar la venta dedos o más inmuebles en un mismo precio, implicaría contradecir lo dispuesto en losartículos 1888 a 1896, no existiendo la debida correspondencia y armonía entredistintos preceptos del Código Civil (en este caso, el artículo 1808, por una parte, y losartículos 1888 a 1896, por la otra).Lo anterior pareciera tornarse indiscutible, cuando los inmuebles se vendencomo especie o cuerpo cierto, y en especial, cuando son urbanos o cuando se vendenpor un mismo contrato predios urbanos y rústicos por un precio global que no sedesglosa. En cambio, si los predios se venden en relación a la cabida y particularmentesi son rústicos y contiguos, podría “deducirse” el precio de cada uno conforme a larespectiva superficie. Con todo, igual podría resultar dudoso el solo expediente deaplicar la superficie como factor de cálculo del precio, pues los terrenos de uno y otropredio pueden ser de disímil calidad. Incluso, si se venden derechos deaprovechamiento de agua, conjuntamente con un predio, resulta aconsejable desglosarel precio, asignando una suma para el terreno y otra para las aguas.Sin embargo, también es cierto que el art. 1864 admite la posibilidad de venderdos o más cosas ajustando un precio por el conjunto: “Vendiéndose dos o más cosasjuntamente, sea que se haya ajustado un precio por el conjunto o por cada una deellas, sólo habrá lugar a la acción redhibitoria por la cosa viciosa y no por el conjunto;a menos que aparezca que no se habría comprado el conjunto sin esa cosa; comocuando se compra un tiro, yunta o pareja de animales, o un juego de muebles”.Dado que los ejemplos que proporciona el precepto recién citado sólo aluden acosas muebles, y específicamente a universalidades de hecho, podría estimarse quesólo dichas cosas podrían venderse en un mismo precio. Con todo, no debemos olvidarque los ejemplos que proporciona la ley no suponen limitar el alcance del preceptorespectivo, a dichos ejemplos, aunque no es menos cierto que el Mensaje del CódigoCivil señala que “Los ejemplos ponen a la vista el verdadero sentido y espíritu de unaley en sus aplicaciones”.Un criterio práctico aconseja desglosar el precio en las hipótesis planteadas.Por lo demás, en un fallo de la Corte de Temuco, de fecha 3 de marzo de 1980,se previene que si el contrato abarca dos o más cosas específicas, ha de fijarse elprecio de cada una de ellas. Tal punto reviste importancia para determinados efectoslegales: resolución del contrato por la mora parcial del comprador, procedencia de laacción rescisoria por lesión enorme, derechos y obligaciones de las partes en el casode que la cabida del predio vendido fuere mayor o menor que la declarada, monto arestituir por el vendedor en caso de evicción parcial, etc.84
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9.- La capacidad para celebrar el contrato de compraventa.
La regla general a este respecto, es que son capaces para celebrar el contratode compraventa todas las personas a quienes la ley no declara inhábiles para celebraréste contrato o cualquiera otro contrato en general. De lo anterior resulta que paracelebrar válidamente el contrato de compraventa, se requiere una doble capacidad:arts. 1795, 1446 y 1447.Analizaremos por ende las incapacidades especiales para celebrar el contrato decompraventa, que la ley ha establecido por razones de moral o interés general.Dichas incapacidades especiales pueden ser de dos clases: dobles o simples yabsolutas o relativas. Son dobles, cuando se prohíbe a ciertas personas, endeterminadas circunstancias, celebrar contratos de compraventa, sea con ciertaspersonas (incapacidad relativa), sea con cualquiera persona (incapacidad absoluta), enla medida que se presenten las circunstancias previstas por la ley. Son simples, cuandola prohibición sólo se refiere a vender o a comprar determinados bienes de ciertaspersonas, sea con cualquier persona (incapacidad absoluta), sea con ciertas personas(incapacidad relativa). Las incapacidades especiales pueden ser entonces para comprary vender, sólo para comprar o sólo para vender. Y en cualquiera de estos tres casos,pueden ser absolutas o relativas. Se trata de verdaderas limitaciones a la capacidad degoce, pues impiden adquirir ciertos derechos y afectan en definitiva a la facultad dedisposición y de adquisición de bienes. Se encuentran establecidas en los arts. 1796 a1800, en relación con el art. 1447, inc. final. Las revisaremos seguidamente.

1º Compraventa entre cónyuges no separados judicialmente: art. 1796.
Indica el precepto en su primera parte: “Es nulo el contrato de compraventaentre cónyuges no separados judicialmente”.La “separación judicial de los cónyuges” está regulada en los arts. 26 a 41 de laLey de Matrimonio Civil. Por cierto, la separación judicial de los cónyuges no debeconfundirse con la separación judicial de bienes. La primera es mucho más amplia quela segunda. Ésta es uno de los efectos que produce la primera. El art. 1796 no serefiere entonces al régimen patrimonial de la separación de bienes, sino al estadopersonal consistente en la separación judicial de los cónyuges.Adolece de nulidad absoluta la compraventa celebrada entre cónyuges (poraplicación del art. 1466, parte final), salvo que se encuentren judicialmente separados.Esta prohibición tiene por fundamento resguardar los intereses de los acreedores delmarido o de la mujer, que podrían verse burlados, si el marido o la mujer deudoresvendieren sus bienes más importantes a su cónyuge, sustrayéndolos así del derechode prenda general de sus acreedores. La ley pareciera presumir que la venta entrecónyuges forzosamente sería simulada. Además, la ley también prohíbe las donacionesirrevocables entre cónyuges (art. 1138 inc. 2º del Código Civil), y de permitirse entreellos la compraventa, bien podría simular tal donación, especialmente cuando se pactaa vil precio. También lo anterior explicaría, a juicio de algunos, que conforme al últimoinciso del artículo 2509 del Código Civil, “La prescripción se suspende siempre entrecónyuges”.La prohibición del art. 1796 se refiere a toda clase de compraventas, sea porescritura pública o privada, voluntaria o forzada (en tal sentido, un fallo de 24 de juniode 1920 de la Corte Suprema, deja en claro que estamos ante una norma prohibitivaabsoluta, sin distingos de ninguna especie y sin excepciones, de manera que laprohibición y la correspondiente nulidad comprenden tanto las ventas forzadas comolas voluntarias),85 y de cualesquiera clase de bienes, muebles o inmuebles, corporales
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o incorporales. Aún más, también será nula la compraventa, si por ejemplo la partevendedora fuere una comunidad hereditaria en la que forma parte la mujer o elmarido, y la parte compradora fuere el cónyuge. Como dice Alessandri, la compraventaserá nula a lo menos en la cuota del comunero marido o mujer. En el mismo sentido,un fallo de junio de 1930 de la Corte Suprema previene que es nulo de nulidadabsoluta el contrato de venta de una propiedad perteneciente a una comunidadformada por el marido y un tercero, hecha a otra comunidad formada por la mujer y elmismo tercero, si no se trata de cónyuges divorciados (a perpetuidad).86
La jurisprudencia también ha abordado las hipótesis de intervención deinterpósita persona. En un fallo de la Corte de Concepción, de 30 de junio de 1951, sepuntualiza que si el marido, como mandatario y dentro del régimen de sociedadconyugal, vende a su propia mujer lo que el mandante le ha encargado vender, esinaplicable el art. 1796, ya que de acuerdo a los principios que rigen el contrato demandato, es el mandante quien vende a la mujer (art. 1448 del Código Civil). Contodo, si no se acredita que la mujer adquirió el inmueble en el ejercicio de unaactividad comercial (o sea, en ejercicio de su patrimonio reservado), el contratoadolecerá de nulidad, más no absoluta, sino relativa, pues tal acto del marido importacomprar para sí la propiedad del mandante, porque no otra cosa significa que se lahaya vendido a su mujer en el régimen de comunidad de bienes, atendido a que esapropiedad ingresó al haber social, y no habiendo justificado el mandatario que elmandante le haya autorizado expresamente para adquirir dicho bien raíz, como lofaculta el art. 2144 del CC., ha incurrido ese mandatario en la prohibición establecidaen dicha norma, ampliada y generalizada en el art. 1800, según el cual no puede elmandatario por sí ni por interpósita persona comprar las cosas que el mandante le haordenado vender.87 Lo expuesto se explica, si tenemos presente que conforme al art.1750 del Código Civil, durante la vigencia de la sociedad conyugal se entiende que elmarido es el exclusivo dueño de los bienes sociales.Por su parte, una sentencia de 2 de diciembre de 1941, ratifica que aunque elart. 1796, nada dice de los contratos que los cónyuges celebran por interpósitapersona, debe entenderse que también son nulos, porque en el fondo el contrato locelebran los cónyuges valiéndose de un tercero que artificiosamente desempeña elcometido con el objeto de que se burle la prohibición legal. Agrega el fallo que la ley nodefine lo que debe entenderse por interpuesta o interpósita persona, por lo cual hayque tomar estas expresiones en su sentido natural y obvio, según el uso general queellas tienen, o sea, de aquellas personas que intervienen en un acto jurídico porencargo y en provecho de otra, aparentando obrar por cuenta propia. No es suficienteque aparezca un tercero comprando la propiedad a uno de los cónyuges ytransfiriéndola al otro para tenerlo como interpuesta persona, sino que es menesterestablecer además que tuvo el móvil, la intención o voluntad de servir inmediatamenteentre aquellos para que uno pudiera radicar en el otro el dominio del bien. Enconsecuencia, si el tercero tuvo la intención de adquirir el dominio del inmueble parasí, no puede considerársele como interpósita persona, aunque lo venda al otro cónyugepoco tiempo después.88
En un fallo de fecha 7 de enero de 2015, pronunciado por el 2° Juzgado deLetras de Lo Andes, autos Rol N° 257-2014, confirmado por la Corte de Valparaíso confecha 6 de mayo de 2015, Rol N° 262-2015, se declara la nulidad absoluta de tres
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89 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VI, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 26; tomo V, p. 50; y tomo VII, p. 212.

compraventas: las primeras dos, celebradas el 5 y el 18 de enero de 2010 y la tercerael 26 de febrero de 2014. Por la primera, el marido vende un inmueble a su suegro;por la segunda, éste vende el bien raíz a su hija, cónyuge del primero; por la tercera,la segunda compradora vende el inmueble a dos personas. Se concluye que lascompraventas adolecen de nulidad absoluta por objeto ilícito, existiendo unatriangulación constitutiva de fraude a la ley, hecha con el propósito de burlar losderechos hereditarios de los dos demandantes, hijos del primer vendedor, ya fallecidoal incoarse la acción de nulidad absoluta por simulación. Habiéndose interpuesto por laparte demandada casación en el fondo, ésta fue declarada inadmisible por sentencia defecha 27 de julio de 2015, autos Rol N° 7.798-2015.Ninguna influencia tendrá en esta materia el régimen de bienes que vincule alos cónyuges: sea este el de sociedad conyugal, separación de bienes o participaciónen los gananciales, la compraventa será nula.En otras legislaciones, en cambio, se permite celebrar la compraventa entrecónyuges si éstos se encontraren separados de bienes. Así, por ejemplo, ocurre en elCódigo Civil Federal mexicano: “Artículo 176. El contrato de compra-venta sólo puedecelebrarse entre los cónyuges cuando el matrimonio está sujeto al régimen deseparación de bienes”.Se trata de una incapacidad especial doble, tanto para comprar como paravender. Es también relativa, pues sólo opera entre quienes sean cónyuges.Nada impide sin embargo que los cónyuges puedan darse bienes en pago de susobligaciones recíprocas. La jurisprudencia ha sido uniforme en aceptar la dación enpago entre cónyuges. En sentencias de la Corte de Valparaíso de 9 de enero de 1934,de la Corte de Santiago de 30 de agosto de 1943 y de la Corte Suprema de 14 deenero de 1943 y 11 de julio de 1945,89 se concluye que la prohibición de lacompraventa entre cónyuges no divorciados (hoy debiéramos decir “no separadosjudicialmente”), constituye una excepción a la regla general relativa a la capacidad decontratar y como tal es de derecho estricto. No puede, por lo mismo, aplicarse a otrasconvenciones que la compraventa, como sería la dación en pago, por muy marcadaque sea su similitud. Las incapacidades no pueden hacerse extensivas, por analogía, aotros casos no considerados en la disposición excepcional, porque ello pugnaría con elprincipio de la capacidad que es la norma.A su vez, en el citado fallo de 9 de enero de 1934 de la Corte de Valparaíso, sedeja en claro que el art. 1773 demuestra que el legislador admite la dación en pagoentre cónyuges (cuando en el proceso de liquidación de la sociedad conyugal, losbienes sociales son insuficientes para satisfacer los créditos que la mujer tiene contrala sociedad conyugal, pagándose con los bienes propios del marido).Aún más, las dudas acerca de la licitud de la dación en pago entre cónyugesquedan del todo despejadas, considerando lo dispuesto en el art. 1792-22, quepermite a los cónyuges o a sus herederos convenir daciones en pago para solucionar elcrédito de participación en los gananciales. El inciso 2º de la norma deja en claro queen este caso, la dación en pago no constituye novación sino una simple modalidad depago, pues el crédito renacerá (en verdad, debió haberse dicho que no se entenderáextinguido) si la cosa dada en pago es evicta, a menos que el cónyuge acreedor hayatomado sobre sí el peligro de la evicción, especificándolo.De igual forma, en la Ley de Matrimonio Civil también se permite la dación enpago entre los cónyuges, al señalar el art. 65 N° 1, relativo a la forma de pago de lacompensación económica que pueda adeudar uno de los cónyuges al otro: “En lasentencia, además, el juez determinará la forma de pago de la compensación, para locual podrá establecer las siguientes modalidades: 1.- Entrega de una suma de dinero,
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90 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago de Chile, Soc.Imprenta-Litografía Barcelona, 1917, pp. 422 y 423.

acciones u otros bienes”. Al aludir a la entrega de “… acciones u otros bienes”,implícitamente se está permitiendo la dación en pago.Cabe consignar que la prohibición de compraventa entre cónyuges tambiénopera entre convivientes civiles, pues el art. 23 de la Ley N° 20.830, dispone que lasprohibiciones que las leyes establecen respecto de los cónyuges, se harán extensivas,de pleno derecho, a los convivientes civiles.
2º Compraventa entre el padre o la madre y el hijo sujeto a patria potestad: art. 1796.

Consigna el artículo: “Es nulo el contrato de compraventa (…) entre el padre omadre y el hijo sujeto a patria potestad”.Antes de la reforma introducida al Código Civil por la Ley Nº 19.585, el preceptose refería al “hijo de familia”, vale decir, al hijo legítimo no emancipado. Por ende, eraválida la compraventa entre el padre o madre y el hijo natural menor de edad, salvoque el padre o madre que contratare con el menor hubiere sido designado guardadordel mismo y estuviéramos ante una compraventa de inmueble, pues en tal casooperaba la prohibición del artículo 412, inciso segundo, que impide al guardadorcomprar bienes raíces del pupilo. A partir de la reforma, la prohibición se extiende atodo hijo, de filiación matrimonial o no matrimonial, que se encuentre bajo patriapotestad.¿Es válida la compraventa celebrada entre el padre o la madre y el hijo menorque actúa en ejercicio de su peculio profesional o industrial (consagrado en el art.251), sin perjuicio de obtener la pertinente autorización judicial, si se trata de bienesraíces (art. 254)? En principio, podría concluirse que no lo es, pues el artículo 1796 esnorma especial, frente a los artículos 251 y 254. Además, el primer precepto noestablece ningún distingo, no siendo lícito al intérprete distinguir.Nuestra doctrina, sin embargo, ha concluido que en este caso la compraventaes válida. Tal era la opinión de Arturo Alessandri. Señalaba que hay un caso en que elhijo menor adulto es considerado como emancipado. Es el del hijo que tiene un peculioprofesional o industrial. Aludía al antiguo artículo 246, hoy 251, que expresa: “El hijose mirará como mayor de edad para la administración y goce de su peculio profesionalo industrial, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 254”. No siendo un hijo noemancipado por lo que hace a su peculio profesional o industrial y rigiendo laprohibición del art. 1796 solamente para el hijo no emancipado, no cabe duda quepuede celebrar con su padre (o madre) el contrato de venta cuando se refiere a bienesque forman parte de este peculio. Lo mismo ocurría en el Derecho romano, expresandoUlpiano: “No se puede celebrar una venta entre el padre y el hijo, sino respecto de loque el hijo adquiera en la milicia” (Digesto, libro 18, título 1, ley 2). Lo que el hijoadquiría en la milicia era el peculio castrense, que corresponde al actual peculioprofesional o industrial. Lo mismo se permitía en el Derecho español del medioevo (Ley2ª título IV, Partida V). Agrega Alessandri que el fundamento legal para exceptuar dela prohibición al hijo titular de peculio profesional o industrial, se explica ampliamente.El padre (o la madre) no tiene el derecho de patria potestad sobre el hijo por lo quehace a este peculio, de modo que aquél y éste no forman, como en el otro caso, unamisma persona, legalmente hablando. Aquí el hijo es una persona independiente delpadre (o de la madre), que no requiere su autorización para contratar y que se yerguefrente a él con la misma independencia de acción que tiene el padre. Desaparece, porconsiguiente, el temor de la ley de que éste pueda sacrificar el deber a su interés y conello la razón de ser de la prohibición”.90
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91 Meza Barros, Ramón, Manual de Derecho Civil. De las fuentes de las obligaciones. Tomo I, Santiago deChile, Editorial Jurídica de Chile, 5ª edición, 1976, N° 151, pp. 96 y 97.92 Aunque no hemos tenido a la vista el contrato, la hipótesis del art. 1449 del Código Civil supone ausenciade representación, sea ésta legal o voluntaria. En efecto, es indispensable que el estipulante no tengaderecho para representar al tercero. Si el estipulante fuere el mandatario o representante legal del tercero,éste sería parte en el contrato. No intervendrían jurídicamente sino dos personas (Ramón Meza Barros,Manual de Derecho Civil. De las fuentes de las obligaciones. Tomo I, Santiago de Chile, Editorial Jurídica deChile, 5ª edición, 1976, N° 36, p. 32). Por ende, nos parece que este argumento de la parte demandada nodebió acogerse por la Corte, a menos que al contratar, la madre, expresamente, hubiere invocado el art.1449 y declarado que estipulaba “para su hijo”. En tal caso, estimamos que el respectivo Conservador deBienes Raíces sólo podía inscribir la compraventa una vez que el hijo ratificare lo estipulado a su favor por sumadre.

La misma opinión sustenta Ramón Meza Barros, expresando argumentossimilares a los de Alessandri.91
¿Es nula la compraventa celebrada entre cualquiera de los padres y el hijomenor de edad? ¿O sólo será nula la compraventa celebrada entre aquél de los padresque fuere titular de la patria potestad y el hijo menor de edad? En principio, parecieraque la compraventa sería nula, cualquiera que fuere el padre que contrate con el hijo,pues el artículo expresa: “… y entre el padre o madre y el hijo sujeto a patriapotestad”; no señala: “…y entre el padre o madre y el hijo sujeto a su patria potestad”.Con todo, cabe tener presente que una sentencia de fecha 15 de marzo de 2018, de laCorte de Santiago, autos Rol N° 4.080-2017, revocó el fallo de primera instancia quehabía declarado la nulidad de un contrato de compraventa celebrado entre el padre ysu hijo menor de edad, actuando representado legalmente por su madre. El padrevendió la nuda propiedad de un inmueble, reservándose el usufructo vitalicio. Lacónyuge del vendedor demandó al hijo del vendedor, con el fin de que se declarase lanulidad del contrato, fundando su acción en el art. 1796 del Código Civil. La partedemandada sostuvo que en la especie se había configurado una estipulación en favorde un tercero, contemplada en el art. 1449 del Código Civil, lo que hacía necesario quela demanda también se hubiere dirigido contra la madre del menor, y no sólo contraéste, lo que no ocurrió. En la sentencia de la Corte, ésta expresa, a propósito de esteúltimo argumento, “5°) Que en el caso que nos ocupa, la demanda se dirigió en contradel beneficiario de la estipulación, el menor (…) (que como se ha dicho, es un terceroajeno al contrato), y no en contra de la estipulante doña (…). Por esa sola razón lademanda debe ser desestimada, acogiendo las alegaciones formuladas por eldemandado en su contestación”92. Luego, agrega lo siguiente el fallo, en relación alart. 1796: “6°) Que sin perjuicio de lo precedentemente razonado, es útil señalar –y amayor abundamiento- que siendo un hecho pacífico que la patria potestad del menorbeneficiario la detentaba su madre a la época de celebración del contrato cuya nulidadse solicita –de acuerdo al inciso 1° del Art. 245 del Código Civil-, tampoco se da elsupuesto que exige el Art. 1796 del citado Código para así declararlo, puesto que dichadisposición prevé la nulidad de la compraventa celebrada entre el padre o madre y elhijo sujeto a su patria potestad. En la especie, y aun en el evento que la acción sehubiere dirigido contra quienes correspondía, se requería entonces que el padre tuvierela patria potestad del hijo para aplicar dicha sanción civil, requisito que no concurre,pues como ha quedado dicho, aquella la detentaba la madre”. Conforme a lo expuesto,la Corte rechaza la demanda de nulidad.Sin embargo, la parte demandante interpuso recurso de casación en el fondo,que fue acogido, anulándose la sentencia impugnada, por fallo de 23 de agosto de2019, Rol Nº 12.971-2018, en el que se expresa: “QUINTO: Que don Luis Claro Solarafirma que ese artículo 1449 “supone que el que estipula a favor de una tercerapersona no tiene derecho a representarla”, agregando: “En efecto, si la persona queestipula a favor de otro es su representante legal o su mandatario, la estipulación seconsidera hecha por el representado como si hubiera contratado el mismo”
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(Explicaciones de Derecho Civil Chileno y Comparado, Editorial Jurídica de Chile,Santiago, 1979, Tomo 11, N° 982, página 421). Sobre lo mismo, don René AbeliukManasevich, en su libro “Las Obligaciones”, Tomo I, Quinta Edición Actualizada, página246, dice: “Cuando en un contrato actúa un representante legal o convencional, no hayestipulación a favor de otro porque su efecto no se produce para un tercero extraño alacto; se entiende que el representado ha actuado justamente por medio de surepresentante. En la estipulación a favor de otro no hay representación; así lo señalaexpresamente el artículo 1449”. SEXTO: Que el artículo 1448 del Código Civilpreceptúa: “Lo que una persona ejecuta a nombre de otra, estando facultada por ella opor la ley para representarla, produce respecto del representado iguales efectos que sihubiere contratado el mismo”. Pues bien, sobre lo que se viene reseñando, nuestrajurisprudencia ha expresado: Esta Corte Suprema: “que si la persona procedió a lacompraventa en representación de su hija que no era a la vez su pupila, debe regirseel caso por el artículo 1448 del Código Civil que establece que lo que una personaejecuta a nombre de otra estando facultada por ella o por la ley para representarla,produce respecto del representado iguales efectos que si hubiere contratado el mismo,y no cabe aplicarle el artículo 1449 del mismo Código que contempla la situacióncontraria, en que el que estipula a favor de otro no tiene el derecho de representarlo”(RDJ, Tomo XXIV , Sección Primera, página 84). La Corte de Apelaciones de Santiago,que: “Los artículos 1449 y 1450 del Código Civil no contemplan casos derepresentación, pues el que estipula a favor de otro procede por sí, en su propionombre y no a nombre del tercero, aunque lo haga en beneficio de éste” (RDJ, TomoXLIII, Sección Segunda, página 65). SÉPTIMO: Que de lo que se viene reseñandoqueda en evidencia que los jueces recurridos, al decidir del modo que lo hicieron,rechazando una demanda a la que debieron dar lugar, infringieron los artículos 1449 y1796 del Código Civil. OCTAVO: Que, por ende, el recurso de casación deducido por laparte demandante debe ser acogido, siendo inoficioso pronunciarse sobre las otrasinfracciones de ley que señala quien recurre. Por estas reflexiones y lo dispuesto en losartículos 764, 765, 767 y 785 del Código de Procedimiento Civil, se acoge el recurso decasación en el fondo interpuesto por el apoderado de la actora, (…), por lo que seinvalida la sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago, de quince de marzo dedos mil dieciocho, escrita a fs. 141, por la que revocando el fallo de primer grado,rechazó la demanda formulada por Marcela Soto Castillo, la que se reemplaza por laque se dicta a continuación, en forma separada y sin previa vista”. La sentencia dereemplazo, confirmó el fallo de primera instancia.El fundamento de la prohibición reside en el manifiesto conflicto de interesesque se plantearía en una compraventa en la que, por ejemplo, el padre, por sí,comprase bienes a su hijo menor, actuando éste representado por el comprador.Esta prohibición también es doble, para comprar y vender, y su infracciónacarrea nulidad absoluta por objeto ilícito. Es también una incapacidad relativa, puesopera sólo entre padres e hijos no emancipados.
3º Venta por administradores de establecimientos públicos: art. 1797.

Señala esta norma: “Se prohíbe a los administradores de establecimientospúblicos vender parte alguna de los bienes que administran, y cuya enajenación noestá comprendida en sus facultades administrativas ordinarias; salvo el caso deexpresa autorización de la autoridad competente”.Expresa la doctrina que esta disposición no debió incluirse en este párrafo delCódigo Civil. Para algunos, debió ubicarse en las normas del mandato, porque no seríasino una aplicación del principio jurídico de que el mandatario no puede hacer nadaque esté fuera de los límites de su mandato.
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93 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 216.

Para otros, la norma es impropia del Código Civil, por decir relación con lasatribuciones de los funcionarios públicos, y por ende, corresponde más bien al DerechoAdministrativo. En efecto, la disposición no sería más que una aplicación del principiode Derecho Público según el cual las autoridades no tienen más facultades queaquellas que expresamente les confiere la ley.La venta de bienes fiscales está regulada en el Decreto Ley Nº 1.939, de 1977,del Ministerio de Bienes Nacionales, en su Título IV, “Disposición de Bienes del Estado”.Las principales reglas son las siguientes:i.- El Presidente de la República, a través del Ministerio de Bienes Nacionales, podrávender directamente, como asimismo mediante subasta o propuesta pública o privada,los bienes fiscales que no sean imprescindibles para el cumplimiento de los fines delEstado, a personas naturales o jurídicas de derecho público o privado (art. 84).ii.- El precio de venta de los bienes fiscales no podrá ser inferior a su valor comercial,que será fijado por una Comisión Especial de Enajenaciones, previa tasación quedeberá practicar la División de Bienes Nacionales. El precio se pagará al contado o enel plazo que se estipule (art. 85, inc. 1º).La composición de la Comisión será fijada por el Presidente de la República, aproposición del Ministerio (art. 85, inc. 4º).iii.- Si se estipula que el precio se pagará a plazo, el saldo se reajustará de acuerdo ala variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a aquel en quese celebra el contrato respectivo y el mes anterior al de su pago efectivo. Asimismo,devengará los intereses que se pacten. No obstante, el comprador podrá pagaranticipadamente el saldo con los reajustes e intereses devengados hasta entonces (art.85, inc. 2º).iv.- Se podrán fijar además en la respectiva escritura de compraventa, las condicionesy modalidades que se estimen adecuadas para cautelar el interés fiscal (art. 85, inc.3º). La venta que no cumpla con lo dispuesto en el art. 1797 y en el Decreto Ley Nº1.939, adolecerá de nulidad absoluta por objeto ilícito. Se trata de una incapacidadsimple, sólo para vender. Es también una incapacidad absoluta, en cuanto eladministrador que carezca de facultades suficientes, a nadie podrá vender los bienesbajo su administración.
4º Prohibición de comprar ciertos bienes que pesa sobre los empleados públicos: art.1798, 1ª parte.

Establece este precepto: “Al empleado público se prohíbe comprar los bienespúblicos o particulares que se vendan por su ministerio”.Para que opere esta prohibición, se requiere entonces que la venta se realicepor el funcionario público, y que se verifique por su ministerio, es decir, a través suyo,actuando en el ejercicio de sus funciones. Esta prohibición rige para toda clase deventas, voluntarias o forzadas, en pública subasta o por licitación privada.Así, por ejemplo, en un fallo de la Corte de Concepción de 10 de octubre de1882, se concluyó que es nula la compra hecha por un tesorero fiscal de un biensubastado en una ejecución, en la que intervino como representante fiscal.93
La misma prohibición se encuentra en el art. 22 del Código de Minería, queexcluye del derecho para hacer manifestaciones o pedimentos y adquirir concesionesmineras o cuotas en ellas, a funcionarios judiciales del Estado o de sus organismos yempresas y al cónyuge y parientes de los mismos. El art. 322 del Código Orgánico deTribunales dispone por su parte que los miembros de las Cortes de Apelaciones y los
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94 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 219.95 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 216 y 217.

jueces letrados en lo civil no pueden adquirir pertenencias mineras o una cuota enellas dentro de su respectivo territorio jurisdiccional. La contravención serásancionada, mientras la pertenencia o cuota esté en poder del infractor, con latransferencia de sus derechos a la persona que primeramente denunciare el hechoante los tribunales, sin perjuicio de otras sanciones administrativas.Estamos ante una prohibición simple, para comprar, cuya infracción acarreanulidad absoluta por objeto ilícito. Es también una incapacidad relativa, en cuantoinvolucra al funcionario que venda los bienes, en cuanto no podrá comprarlos para sí.
5º Prohibición a los jueces, abogados, procuradores y otras personas que sedesempeñan en el ámbito judicial: art. 1798, 2ª parte.

Consigna la norma en esta parte que se prohíbe comprar “a los jueces,abogados, procuradores o escribanos los bienes en cuyo litigio han intervenido, y quese vendan a consecuencia del litigio; aunque la venta se haga en pública subasta”.La prohibición, como puede observarse, rige aun cuando se efectúe la venta porsubasta pública.Tres requisitos deben concurrir en este caso:i.- Que quien compre, sea alguna de las personas señaladas en el precepto;ii.- Que los bienes se vendan producto de un litigio; yiii.- Que las personas que menciona la ley, hayan intervenido en el litigio.El Código Orgánico de Tribunales también trata de la materia, pero en formamás estricta aún. El art. 321 prohíbe a todo juez comprar a cualquier título para sí,para su cónyuge o para sus hijos las cosas o derechos que se litiguen en los juicios deque él conozca. Se extiende esta prohibición a las cosas o derechos que han dejado deser litigiosos, mientras no hayan transcurrido 5 años desde el día en que dejaron deserlo; la prohibición no comprende sin embargo las adquisiciones hechas a título desucesión por causa de muerte, si el adquirente tuviere respecto del difunto la calidadde heredero abintestato.El art. 1798 no impide que los abogados o procuradores adquieran los derechoslitigiosos en los juicios en que intervienen, porque lo que la ley les prohíbe comprarson los bienes que se vendan a consecuencia del litigio; en otras palabras, no prohíbela ley lo que en doctrina se llama pacto de cuota-litis o iguala, o sea, el contrato enque una de las partes, el cliente, cede una cuota o parte alícuota de sus derechoslitigiosos a su abogado o procurador, en pago de la defensa que éste se obliga aproporcionarle a fin de obtener que tales derechos sean reconocidos por los tribunalesde justicia. Si al abogado que pacta la iguala le es cedido el 25% de los derechoslitigiosos durante el pleito, y se paga de ellos mediante la adjudicación de derechos porel mismo porcentaje en la propiedad vendida con ocasión del juicio, tal acto no esreprochable ni cae bajo la prohibición establecida en el art. 1798 (sentencia de la Cortede Santiago, de 29 de abril de 1886).94
Como se afirma en un fallo de la Corte de Concepción de 10 de octubre de 1882y se reitera en una sentencia de la Corte Suprema de 11 de noviembre de 1925, unacosa puede ser litigiosa no sólo cuando se litiga sobre el dominio de ella, sino tambiéncuando se controvierte sobre cualquier otro derecho ligado a la misma cosa o quetenga relación directa de ella95 (observamos que la interpretación, en este caso, esmás amplia que la hipótesis de objeto ilícito del art. 1464 Nº 4, que discurre acerca dela enajenación de especies cuya propiedad se litiga).
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96 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago de Chile, Soc.Imprenta-Litografía Barcelona, 1917, tomo I, Nº 424, pp. 473 y 474.97 Claro Solar, Luis, Explicaciones de Derecho Civil Chileno y Comparado, De las personas, Tomo IV, Santiagode Chile, Imprenta Cervantes, 1926, Nº 2.242, p. 408.

En la misma dirección, Alessandri señala que para los efectos de la prohibicióndel art. 1798, las cosas embargadas son también “litigiosas”, tomada esta palabra noen su verdadera acepción, sino en cuanto (las cosas) constituyen el objeto de unaorden judicial, y en cuanto se refieren a juicios y procedimientos judiciales, puesto quequedan sujetas a la autoridad del juez y su venta se hará por orden de la justicia. Esaprohibición se refiere, pues, a toda clase de bienes que por cualquier motivo seanmateria de una intervención judicial o digan relación con decisiones pronunciadas porlos tribunales; en una palabra, los términos “bienes litigiosos” quieren decir: “todos losbienes que se relacionen con alguna actuación judicial”.96
Cabe señalar que los abogados y procuradores no pueden comprar los bienesque se vendan en el litigio ni aún con el consentimiento del cliente, pues el art. 1798no contempla excepciones.La infracción al art. 1798 origina nulidad absoluta por objeto ilícito. Se trata deuna incapacidad especial simple, sólo para comprar. Es también una incapacidadrelativa, en cuanto sólo afecta a quienes intervengan en el litigio en las aludidascalidades.

6º Compra de los bienes del pupilo, hecha por sus tutores o curadores: art. 1799.
Dispone este artículo: “No es lícito a los tutores y curadores comprar partealguna de los bienes de sus pupilos, sino con arreglo a lo prevenido en el título De laadministración de los tutores y curadores”.El art. 1799 se remite a lo prevenido en el título “De la administración de lostutores y curadores”.El artículo aplicable a la materia es el 412, que distingue entre bienes mueblese inmuebles. Dispone esta norma: “Por regla general, ningún acto o contrato en quedirecta o indirectamente tenga interés el tutor o curador, o su cónyuge, o cualquierade sus ascendientes o descendientes, o de sus hermanos, o de sus consanguíneos oafines hasta el cuarto grado inclusive, o alguno de sus socios de comercio, podráejecutarse o celebrarse sino con autorización de los otros tutores o curadoresgenerales, que no estén implicados de la misma manera, o por el juez en subsidio. /Pero ni aun de este modo podrá el tutor o curador comprar bienes raíces del pupilo, otomarlos en arriendo; y se extiende esta prohibición a su cónyuge, y a susascendientes o descendientes”.Dicho precepto impide la compra de bienes muebles del pupilo por el tutor ocurador, su cónyuge, parientes mencionados en el artículo o alguno de sus socios, sinla autorización de los otros tutores o curadores generales que no estén implicados dela misma manera, o por el juez en subsidio.Como refiere Claro Solar, “El fundamento de esta disposición es la de prevenirlos peligros de una situación en que el tutor o curador está colocado entre elcumplimiento de su deber de protección del pupilo y su interés personal o el interés depersonas con las cuales se halla íntimamente ligado, situación que le permitiría abusar,en perjuicio del menor, de las facultades amplias de administración si s ele dejaraabandonado a ellas solas. Por regla general, pues, el tutor o curador no puedeválidamente hacer acto alguno en que tenga un interés contrario al del pupilo”.97
Puesto que no hay distingo alguno en los arts. 1799 y 412 acerca de la clase deventas, regirán estas normas sea que se trate de ventas voluntarias o forzadas.A su vez, el inciso 2º del art. 412 prohíbe en términos absolutos al tutor ocurador comprar bienes raíces del pupilo, o tomarlos en arriendo. Se extiende la
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98 Art. 240 del Código Penal: “El empleado público que directa o indirectamente se interesare en cualquieraclase de contrato u operación en que debe intervenir por razón de su cargo, será castigado con las penas dereclusión menor en su grado medio, inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos u oficios públicosen sus grados medio a máximo y multa del diez al cincuenta por ciento del valor del interés que hubieretomado en el negocio. / Esta disposición es aplicable a los peritos, árbitros y liquidadores comercialesrespecto de los bienes o cosas en cuya tasación, adjudicación, partición o administración intervinieren, y alos guardadores y albaceas tenedores de bienes respecto de los pertenecientes a sus pupilos ytestamentarias. / Las mismas penas se impondrán a las personas relacionadas en este artículo, si en elnegocio u operación confiados a su cargo dieren interés a su cónyuge, a alguno de sus ascendientes odescendientes legítimos por consanguinidad o afinidad, a sus colaterales legítimos, por consanguinidad hastael tercer grado inclusive y por afinidad hasta el segundo también inclusive, a sus padres o hijos naturales oilegítimos reconocidos, o a personas ligadas a él por adopción. / Asimismo, se sancionará con iguales penasal empleado público que en el negocio u operación en que deba intervenir por razón de su cargo diereinterés a terceros asociados con él o con las personas indicadas en el inciso precedente, o a sociedades,asociaciones o empresas en las que dichos terceros o esas personas tengan interés social, superior al diezpor ciento si la sociedad es anónima, o ejerzan su administración en cualquiera forma”.99 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago de Chile, Soc.Imprenta-Litografía Barcelona, 1917, Tomo I, Nº 517, pp. 548 y 549.100 Claro Solar, Luis, ob. cit., N° 2.246, p. 411.

prohibición, que ni aún el juez puede levantar, al cónyuge, ascendientes odescendientes del tutor o curador.En el inciso 1º del art. 412, estamos ante una norma imperativa de requisito,cuya infracción ocasiona nulidad relativa por omisión de una formalidad habilitante,mientras que en el inciso 2º del precepto nos encontramos ante una norma prohibitiva,cuya infracción origina nulidad absoluta por objeto ilícito (art. 1466).Respecto del inc. 1°, Alessandri, preguntándose acerca de la sanción aplicable,sostiene que, considerado el problema desde el punto de vista de este precepto, lanulidad es relativa, pues se trataría de la omisión de formalidades exigidas en atenciónal estado o calidad de las personas y no a la naturaleza misma del acto. Pero agregaque “… ese artículo debe entenderse en relación con el artículo 240 del Código Penal,98
que castiga al tutor o curador que se interesa directa o indirectamente en algúncontrato relativo a los bienes del pupilo, o sea, cuando lo celebra en contravención alartículo 412 ya que si lo realiza ajustándose a él no hace sino pactar un acto permitidopor la ley.Según esto, si el tutor o curador adquiere los bienes muebles del pupiloinfringiendo ese artículo comete un delito penado por aquella. El artículo 10 del CódigoCivil dice que los actos que la ley prohíbe son nulos y de ningún valor y, como según elartículo 1466 de ese Código, hay en ello un objeto ilícito que acarrea su nulidadabsoluta, en virtud del artículo 1682, es indudable que, si aquel adquiere los bienesmuebles del pupilo sin la autorización de los demás tutores o curadores generales noimplicados o del juez, en subsidio, ejecuta un acto que es nulo absolutamente”99. Seinclina entonces por la nulidad absoluta, como sanción para la infracción de ambosincisos.Pensamos que tal conclusión es discutible, atendido el principio de laespecialidad. En efecto, el artículo que de manera directa resuelve qué sancióncorresponde aplicar, es el 1682 del Código Civil, pero en su inciso 3°: “Cualquiera otraespecie de vicio produce nulidad relativa, y da derecho a la rescisión del acto ocontrato”.Así lo entendía también Claro Solar, al señalar: “como la limitación establecida alas facultades administrativas del tutor o curador tiene como fundamento el interés delpupilo, la nulidad es relativa por naturaleza y puede ser saneada”.100

La misma opinión tienen Alcalde y Boetsch: “Hay nulidad relativa cuando laincapacidad particular se traduce, no en la prohibición absoluta de ejecutar el acto,sino en el impedimento que tiene la persona de ejecutarlo por sí misma, sin elministerio o la autorización de otra, cuyo es el caso de los actos celebrados entre
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101 Alcalde R., Enrique y Boestch G., Cristián, Teoría General del Contrato. Doctrina y jurisprudencia,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 2021, pp. 224 y 225.102 Alessandri Rodríguez, Arturo, De los contratos, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 2015, N° 73,pp. 58 y 59.103 Hoy, “liquidadores”.

curador y pupilo sin autorización de los otros curadores generales, que no esténimplicados de la misma manera, o por el juez en subsidio (art. 412 inc. 1°)”.101
Curiosamente, el mismo Alessandri, en otra obra, posterior, al referirse a lasincapacidades particulares o especiales previstas en el último inc. del art. 1447 delCódigo Civil, señala que la sanción a la infracción del art. 412, inc. 1°, es la nulidadrelativa.102
Por regla general, entonces, las infracciones a los arts. 1796 a 1800, ocasionannulidad absoluta; pero la regla tiene excepciones, y una de ellas, en nuestra opinión,es la del inciso 1º del art. 412, en relación al art. 1799.Nos encontramos ante una incapacidad especial simple, de compra. Es tambiénuna incapacidad relativa, en cuanto afecta sólo al guardador que pretenda comprarbienes de su pupilo.

7º Compra por el mandatario, liquidador o albacea: art. 1800.
Establece el artículo: “Los mandatarios, los síndicos103 de los concursos, y losalbaceas, están sujetos en cuanto a la compra o venta de las cosas que hayan depasar por sus manos en virtud de estos encargos, a lo dispuesto en el artículo 2144”.Dispone el art. 2144, en las reglas del mandato: “No podrá el mandatario por síni por interpuesta persona, comprar las cosas que el mandante le ha ordenado vender,ni vender de lo suyo al mandante lo que éste le ha ordenado comprar, si no fuere conaprobación expresa del mandante”.Cabe preguntarse qué ocurriría, si quien compra o vende fuere, por una parte elmandatario en ejecución del mandato, y por otra parte una sociedad representada porel mismo mandatario. En estricto rigor, no se trataría de una “interpósita” persona,pues el dominio se radicará en el patrimonio de la persona jurídica, y no en elpatrimonio del mandatario. Sin embargo, nos parece que habría que formular algunosdistingos. Si el mandatario no es socio o accionista de la compañía que representa, nosparece que no habría infracción al art. 2144, pues el mandatario carece en realidad deinterés en el negocio. Distinto sería el caso, si el mandatario fuere socio o accionista, yen especial si su porcentaje fuere relevante. En este caso, creemos que hay “fraude ala ley” y por ende infracción al art. 2144.Cabe señalar que la referencia que hace el art. 1800 al art. 2144, no es exactaen cuanto a los albaceas ni en lo que concierne a los liquidadores, porque en estoscasos cabe aplicar normas especiales.Respecto de los albaceas, la referencia no es exacta, porque el art. 1294somete a éstos a las mismas reglas aplicables a los tutores y curadores, y entre ellas,el art. 412.En efecto, dispone el art. 1294: “Lo dispuesto en los artículos 394 y 412 seextenderá a los albaceas”.El art. 2144 citado, establece una doble limitación:i.- No puede el mandatario comprar las cosas que el mandante le ordenó vender;ii.- No puede el mandatario vender de lo suyo al mandante, lo que éste le ha ordenadocomprar.Las limitaciones rigen, sea que el mandatario actúe personalmente o porinterpósita persona.Pero en uno y otro caso, el mandante puede autorizar expresamente que elmandatario compre para sí o venda de lo suyo, lo que el primero le ordenó vender y
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104 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 220 y 221.105 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 222.106 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VIII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 431 y 432.

comprar, respectivamente. La norma no es entonces prohibitiva, sino imperativa derequisito. Por ello, y considerando además que las limitaciones están establecidas paraproteger los intereses del mandante, su infracción produce nulidad relativa y noabsoluta.En efecto, en un primer fallo, de 23 de agosto de 1912, la Corte de Santiagosostuvo que adolecía de nulidad absoluta la compra por el mandatario de los bienesque su mandante le ordenó vender. Con posterioridad, en una sentencia de 14 deseptiembre de 1938, la misma Corte concluyó que los arts. 1800 y 2144 no sonpreceptos prohibitivos, pues autorizan la celebración de los actos a que se refieren conla aprobación expresa de los mandantes, acreedores, herederos o legatarios. Por tanto,la infracción de estos artículos acarrea la nulidad relativa. Se corrobora esa conclusióncon el hecho de no ser compatible con la nulidad absoluta la facultad que la leyacuerda a las personas que son objeto de su protección, de aprobar y ratificar loscontratos de compra celebrados por los liquidadores y mandatarios respecto de losbienes que tienen a su cargo o administran, ya que la nulidad absoluta no puedesanearse por la ratificación de las partes.104
A su vez, en un fallo de 15 de noviembre de 1888, la Corte de Talca establecióque el mandatario no está inhabilitado para comprar los bienes del mandante que se leencargó vender si dicha adquisición la hace en venta forzada por orden de la justicia,pues este caso no queda comprendido en el art. 2144 del Código Civil.105
En esta materia, cabe también preguntarse si la limitación que pesa sobre elmandatario, opera tanto si se trata de un mandato especial (en el cual no hay dudaque opera la limitación) como de un mandato general (en el cual se han planteadodudas). En tal sentido, un fallo de 29 de abril de 1986, de la Corte de Temuco, sepronuncia por la inaplicabilidad de los arts. 1800 y 2144 al mandatario con podergeneral amplio y con administración de bienes. Se afirma en la sentencia que si seconfiere poder general amplio con administración de bienes, y la mandataria, dentro deesas facultades, adquiere un automóvil de la mandante, hay un autocontrato válido.Las normas citadas no tienen aplicación en este caso, porque se trata de un poderamplio con administración de bienes y no de un mandato específico para vender ocomprar el automóvil sobre el que versó la compraventa.106
En verdad, nos parece discutible el criterio de la Corte de Temuco, salvo sidentro de la enumeración de facultades conferidas a la mandataria, estuviere la deautocontratar. En caso contrario, por general que fuere el poder, nos parece dudosoque pudiere eludirse la limitación impuesta por los arts. 1800 y 2144.Naturalmente, para que rijan las limitaciones anteriores, el mandato ha de estarvigente. Por eso, en un fallo de julio de 1886, la Corte de Santiago deja en claro quees válida la compra de los bienes del mandante por el mandatario después que éste haterminado su mandato para vender esos bienes; no hay nulidad, porque lasdisposiciones de los arts. 1800 y 2144 se refieren únicamente al mandatario en actualejercicio de sus funciones.En cuanto a los liquidadores designados en un procedimiento concursal, quetienen como cometido principal la administración y realización de los bienes deldeudor, señalamos que se rigen en la actualidad por una norma especial, que por endeprevalece por sobre el art. 2144. Conforme a esta normativa especial, los liquidadoresno pueden comprar para sí los bienes que, en su carácter de tales, deben vender paraque se paguen los acreedores del deudor sujeto al concurso. Dispone al efecto el art.
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107 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 221.108 Claro Solar, Luis, Explicaciones de Derecho Civil Chileno y Comparado, tomo Nº XVI, “De la Sucesión porcausa de muerte”, IV, Santiago de Chile, Imprenta Nascimento, 1943, 2.179, p. 413.109 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 221.110 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 221.

44, inc. 2º de la Ley Nº 20.720, sobre “Insolvencia y Reemprendimiento”: “Asimismo,los Veedores y Liquidadores no podrán contratar por sí, a través de terceros o de unapersona jurídica en la que sean socios o Personas Relacionadas, con cualquier Deudorsometido a un Procedimiento Concursal”. Puesto que la citada Ley no contemplasalvedades al respecto, la norma debe entenderse prohibitiva. Ni aún con autorizaciónde la junta de acreedores, podrían los liquidadores comprar para sí bienes delrespectivo deudor.En cuanto a los albaceas, la situación es distinta. Si bien el art. 1800 dice queestán sujetos a lo dispuesto en el art. 2144, no es menos cierto que el art. 1294, en eltítulo de los albaceas, establece que lo dispuesto en los arts. 394 y 412, se extenderáa los albaceas. Y sabemos que el art. 412 permite al tutor o curador comprar losbienes muebles del pupilo con autorización de los restantes guardadores o por lajusticia en subsidio, prohibiendo sin embargo bajo todo respecto, comprar bienesraíces. Vemos que entre los art. 2144 y 412 no hay contradicción en cuanto a laposibilidad de comprar bienes muebles, pero sí la hay en lo que se refiere a los bienesinmuebles, pues si aplicamos el art. 2144, se autorizaría a los albaceas paracomprarlos, con el consentimiento de los herederos (mandantes); en cambio, el art.412 impide, en términos absolutos, dicha compra.Ante esta discrepancia, la doctrina y la jurisprudencia han estimado que debeprevalecer el art. 412, porque el art. 1294, que se remite al primero, está contenido enel título que reglamenta los deberes y atribuciones de los albaceas. Por otra parte,mientras el art. 2144 tiene un carácter general, pues en él se permite la compra detoda clase de bienes, el art. 412 tiene un carácter especial, pues prohíbe solamente lacompra de determinada clase de bienes.Aplicando la doctrina anterior, una sentencia de la Corte de Santiago, de 17 deagosto de 1877, ratifica que es nulo el remate de una propiedad hereditaria efectuadopor un juez partidor a favor de un yerno del albacea.107
Claro Solar, comentando el alcance de los arts. 1294 y 412, observa que“aunque la venta en pública subasta está destinada a obtener el justo precio de losbienes, la ley, temerosa de los abusos que pudieran cometerse por algún albaceainescrupuloso, tiene prohibido a los albaceas y a sus parientes la adquisición aun enesta forma, de bienes de la sucesión (...) Teme la ley que el albacea, dando datosinexactos o empleando cualquier otro procedimiento doloso, haga desaparecer lagarantía de la subasta pública, alejando postores o que éstos no mejoren susposturas”.108
Al igual que lo dicho respecto del mandatario, la Corte de Talca, en sentencia de21 de marzo de 1889, consigna que es válida la compra de inmuebles de la sucesiónpor el albacea que ya había cesado en sus funciones. La circunstancia que a la fechade la celebración del contrato la cuenta del albacea no haya sido aprobada no obsta ala expiración de su cargo.109
Puede ocurrir que el albacea sea también heredero en la sucesión. En tal caso,sostiene un fallo de la Corte de Santiago de 22 de diciembre de 1882, que el albaceapuede adquirir un inmueble de la sucesión en licitación con los otros herederos; no hayen este caso compra ni venta, sino adjudicación del bien indiviso, continuación por eladjudicatario del dominio que tenía el difunto.110
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111 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 221.112 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago de Chile, Soc.Imprenta-Litografía Barcelona, 1917, Tomo I, Nº 565, p. 588.

En relación con lo anterior, es indiferente el título que da la condición deheredero. Por eso, en sentencias de la Corte de Santiago de 1 de octubre de 1861 y dela Corte de Concepción de 10 de septiembre de 1883, se concluye que el albaceapuede adquirir, por cesión, derechos hereditarios relativos a la sucesión en que ejercesus funciones.111
Alessandri, comentado el último de estos fallos, dice que la Corte está en larazón, pues lo que la ley prohíbe al albacea es adquirir los bienes que forman laherencia. Pero ninguna disposición lo incapacita para adquirir los derechos hereditariosde uno o más de los herederos, ya que estos derechos no forman parte de los bienesrespecto de los cuales aquél desempeña su misión.112
En lo que se refiere a la sanción que operaría ante la infracción a lo previsto enlos arts. 1800, 2144 y 1294 (en relación al art. 412) del Código Civil y 44 inc. 2º de laLey Nº 20.720, habría que distinguir:● Tratándose de un mandatario: sería la nulidad relativa, por omisión de unaformalidad habilitante.● Tratándose de un liquidador: sería la nulidad absoluta, pues se infringiría una normaprohibitiva.● Tratándose de un albacea, habría que subdistinguir:i.- Si compra para sí bienes muebles de la sucesión sin autorización de los herederos:la sanción será la nulidad relativa.ii.- Si compra para sí bienes raíces de la sucesión, la sanción será la nulidad absoluta.Esta última incapacidad es doble, tanto para comprar como para vender. Estambién relativa, en cuanto afecta sólo al mandatario, al liquidador o al albacea.

10.- Las modalidades del contrato de compraventa.
El contrato de compraventa puede contener las modalidades generales de todocontrato, o las especiales que se reglamentan en el título de la compraventa.A las modalidades generales se refiere el art. 1807: “La venta puede ser pura ysimple, o bajo condición suspensiva o resolutoria. / Puede hacerse a plazo para laentrega de la cosa o del precio. / Puede tener por objeto dos o más cosas alternativas./ Bajo todos estos respectos se rige por las reglas generales de los contratos, en lo queno fueren modificadas por las de este título”. Aunque el precepto no alude al modo,ciertamente que también puede incorporarse a una compraventa. Así, por ejemplo,puede estipularse que el comprador se obliga a realizar ciertas construcciones u obrasen el inmueble que adquiere, o de tal calidad constructiva o ajustándose a un ciertoestilo arquitectónico, etc.Las especiales se establecen en los arts. 1821, 1822 y 1823. Estas últimas son:

a) Venta al peso, cuenta o medida.
Se contempla esta primera modalidad en los arts. 1821 y 1822.Se trata de cosas que se aprecian según su cantidad. Dos alternativas puedenpresentarse en estos casos: que la venta se haga en bloque, o que se haga al peso,cuenta o medida.Cuando no es menester pesar, contar o medir para determinar la cosa vendidao el precio, la venta se hará en bloque; por el contrario, cada vez que sea necesariopesar, contar o medir para la determinación de la cosa vendida o el precio, la venta se
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113 El Código Civil alude, en su ejemplo, a fanegas de trigo. La palabra fanega proviene del árabe, y alude alsaco para transportar tierra u otros áridos. Una fanega equivale a 55,5 litros.114 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 273.

hará al peso, cuenta o medida. Pero distintos serán los efectos de la venta, en elúltimo caso, dependiendo si se quiere determinar la cosa vendida o el precio.Así, por ejemplo, se pueden vender ciertas cosas determinadas, que requierenpesarse, contarse o medirse para establecer el precio total: se vende toda la cosechade remolacha que se encuentra en una bodega, a $3.000.- el kilo. La venta esperfecta, ya que las partes han convenido en la cosa y en la forma de fijar el precio,que consistirá precisamente en pesar, en esta hipótesis, (o contar o medir) laremolacha vendida. En este caso, el riesgo de la cosa comprada, es decir su pérdida,deterioro o mejora, pertenece al comprador, aunque todavía no se hayan pesado,contado o medido las cosas vendidas.Dispone el art. 1821, inc. 1º: “Si se vende una cosa de las que suelen vendersea peso, cuenta o medida, pero señalada de modo que no pueda confundirse con otraporción de la misma cosa, como todo el trigo contenido en cierto granero, la pérdida,deterioro o mejora pertenecerá al comprador, aunque dicha cosa no se haya pesado,contado ni medido; con tal que se haya ajustado el precio”.Pero también puede venderse una cosa que debe pesarse, contarse o medirsepara determinarla. En este segundo caso, no se trata de pesar, contar o medir paradeterminar el precio, sino para determinar la cosa misma. Por ejemplo, se venden 10toneladas de trigo, de las contenidas en un silo, a $100.000.- la tonelada. Deberápesarse el trigo entonces, para determinar que parte de todo el trigo contenido en elsilo, corresponde a las 10 toneladas. En esta hipótesis, la venta también es válidadesde que se celebra el contrato, pero a diferencia del caso anterior, los riesgos de lacosa vendida serán de cargo del comprador SOLO desde que las cosas hayan sidopesadas, contadas o medidas.Establece el art. 1821, inc. 2º: “Si de las cosas que suelen venderse a peso,cuenta o medida, sólo se vende una parte indeterminada, como diez fanegas de trigode las contenidas en cierto granero, la pérdida, deterioro o mejora no pertenecerá alcomprador, sino después de haberse ajustado el precio y de haberse pesado, contadoo medido dicha parte”.113
Fundamental resulta en todo caso, en cualquiera de las dos hipótesis, que laspartes estipulen con toda claridad qué cosas se venden, cual es su calidad, cantidad ovolumen y cuando ha de efectuarse la operación respectiva. Por eso, un fallo de laCorte de Concepción de 22 de agosto de 1887 previene que no hay contratoperfeccionado si se estipula la venta de 350 arrobas de mosto, poco más o menos, alprecio de tres pesos el asoleado y dos el seco o sin asolear, sin dejar establecida lacantidad precisa del mosto vendido ni la de cada una de las clases o especies queentraban en la venta ni, finalmente, el día en que debía hacerse la medida y entrega.En un contrato celebrado en tales términos, no existe convenio completamenteperfeccionado ni se transfiere el dominio de la cosa vendida, por cuanto se ignoratodavía cuál es la extensión precisa de las obligaciones contraídas y de las cosasestipuladas.114
Por su parte, el art. 1822 reafirma que la operación de pesar, contar o medir noafecta a la validez del contrato, sino sólo al problema de los riesgos. Lo que el artículoseñala, en otros términos, es que del momento que el contrato tiene existenciajurídica, las partes disponen de las acciones que establece el art. 1489 a todocontratante diligente.Establece este último precepto: “Si avenidos vendedor y comprador en elprecio, señalaren día para el peso, cuenta o medida, y el uno o el otro no compareciereen él, será éste obligado a resarcir al otro los perjuicios que de su negligencia



66El Contrato de Compraventa – Juan Andrés Orrego Acuña

115 Nótese que estamos ante una remisión de la ley a la costumbre.116 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 274.

resultaren; y el vendedor o comprador que no faltó a la cita podrá, si le conviniere,desistir del contrato”.En relación al art. 1822, y al momento en que han de realizarse las operacionesde cómputo, pesaje o medición, la citada sentencia de 22 de agosto de 1887 de laCorte de Concepción expresa que, atendidas la naturaleza del contrato y la condiciónprecaria de la mercadería vendida, susceptible de pérdida y deterioro en su cantidad ycalidad con el simple transcurso del tiempo, y de variación momentánea en su preciopor las vicisitudes propias del comercio, la determinación y medida debía hacerseinmediatamente después de la estipulación, ya que no se fijó para ello un día o plazodistinto de aquél que naturalmente emanaba del contrato. Siendo la obligación depagar el precio y recibir la cosa vendida impuesta al comprador, correlativa de la deentregarla inmediatamente después del contrato que pesa sobre el vendedor, todasellas han debido cumplirse conjuntamente con la determinación y medida en la épocaindicada. Se trata por lo demás del mismo principio que se establece en el art. 1826,inc. 1º, según veremos.El art. 1822, en el supuesto que los contratantes están “avenidos” en el precio,es decir, de acuerdo en él, contempla dos efectos, si una de las partes contratantes nocompareciere el día acordado para realizar la respectiva operación de pesar, contar omedir. El contratante que sí asiste, podrá:i.- Demandar al que no concurre, para que le resarza los perjuicios que de sunegligencia resultaren.ii.- Desistirse del contrato: es decir, como se dijo, podrá demandar la resolución delcontrato.Por cierto, debe haber culpa de quien no comparece, según se aprecia de lafrase “… que de su negligencia resultaren”. Por tanto, el contratante que nocompareció, podrá acreditar que su ausencia se debió a un hecho no imputable a él.
b) Venta a prueba o al gusto.

Es también una modalidad o figura excepcional, de la que se ocupa el art. 1823,que señala: “Si se estipula que se vende a prueba, se entiende no haber contratomientras el comprador no declara que le agrada la cosa de que se trata, y la pérdida,deterioro o mejora pertenece entre tanto al vendedor. / Sin necesidad de estipulaciónexpresa se entiende hacerse a prueba la venta de todas las cosas que se acostumbravender de ese modo”.Las principales consecuencias son:1° Debe estipularse expresamente que se vende a prueba, salvo que se trate de cosasque se acostumbra vender de este modo (art. 1823, inciso 2º).115 Al respecto, unasentencia de diciembre de 1900 de la Corte suprema, concluye que implica venta aprueba la estipulación conforme a la cual el buque que se vende debe ser reconocidopor una comisión que designe la autoridad marítima a fin de que informe si el buquereúne las condiciones ofrecidas por los vendedores.2° La venta no se reputa perfecta mientras el comprador no declare que le agrada lacosa de que se trata. En tal sentido, se desprende de un fallo de la Corte de Santiago,de 11 de diciembre de 1900, que la venta da un derecho potestativo al comprador.Este no puede ser compelido a perseverar en un contrato no perfecto, salvo que claray terminantemente las partes hayan convenido en otro efecto natural e inmediato de laventa a prueba.116
3° Mientras el comprador no declare lo antes indicado, el riesgo de la pérdida o elbeneficio derivado de la mejora de la cosa, pertenece al vendedor.
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117 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., Tomo I, Nº 631, p. 643.

Cabe subrayar que mientras el comprador no declare que le agrada la cosa, elcontrato no está aún perfeccionado. Alessandri habla de un contrato “en formación”.Pero no se trata de una venta condicional, porque si así fuera, una vez que elcomprador aprobare la cosa, su declaración se retrotraería al momento en que laspartes acordaron que el comprador tendría que dar su conformidad con la cosa quepretende comprar. No hay tal efecto retroactivo. El contrato sólo existirá, a partir delmomento en que el comprador manifieste su conformidad con la cosa.Por otra parte, como refiere el mismo autor citado, lo que caracteriza a estaventa es la facultad omnipotente que tiene el comprador para declarar si le agrada ono la cosa.117
El artículo 1996 del Código Civil, en las normas del arrendamiento, tambiénestablece una hipótesis de compraventa al gusto, cuando de un contrato celebradopara la confección de una obra material, es el propio artífice quien suministra lamateria. Refiere la norma: “Si el artífice suministra la materia para la confección deuna obra material, el contrato es de venta; pero no se perfecciona sino por laaprobación del que ordenó la obra. / Por consiguiente, el peligro de la cosa nopertenece al que ordenó la obra sino desde su aprobación, salvo que se hayaconstituido en mora de declarar si la aprueba o no. / Si la materia es suministrada porla persona que encargó la obra, el contrato es de arrendamiento. / Si la materiaprincipal es suministrada por el que ha ordenado la obra, poniendo el artífice lo demás,el contrato es de arrendamiento; en el caso contrario, de venta. / El arrendamiento deobra se sujeta a las reglas generales del contrato de arrendamiento, sin perjuicio delas especiales que siguen”.Tratándose de una compraventa mercantil, el art. 130 establece que si la cosavendida “se tiene a la vista” y fuere designada sólo por su especie, no se entiende queel comprador se reserva la facultad de probarla. Pero esta norma no se aplicará a lascosas que se acostumbra comprar al gusto.Agrega el art. 131 que en el caso de haberse reservado expresamente elcomprador “de una cosa a la vista” la prueba, sin que para ello se fijare plazo, lacompra se reputa verificada bajo condición suspensiva potestativa durante el términode tres días. Dicho plazo se contará desde el día en que el vendedor requiera alcomprador para que verifique la prueba, y si el comprador no la hiciere dentro de él, setendrá por desistido del contrato.Si se trata de la venta a la vista de una cosa de las que se acostumbra compraral gusto, la reserva de la prueba se presume, y esta prueba implica la condiciónsuspensiva de si la cosa fuere sana y de regular calidad (art. 132).Si el contrato determina simultáneamente la especie y la calidad de la cosa quese vende a la vista, se entiende que la compra ha sido hecha bajo la condiciónsuspensiva casual de que la cosa sea de la especie y calidad convenidas (art. 133, inc.1°). Si al tiempo de entregarse la cosa que ha sido materia del contrato, elcomprador pretendiere que su especie y calidad no son conformes, con la especie ycalidad estipuladas, la cosa será reconocida por peritos (art. 133, inc. 2°).La compra por orden de una cosa designada sólo por su especie, y que elvendedor debe remitir al comprador, implica de parte de éste la facultad de resolver elcontrato, si la cosa no fuere sana y de regular calidad (art. 134, inc. 1°).Siendo la cosa designada a la vez por su especie y calidad, el comprador tendrátambién la facultad de resolver el contrato si la cosa no fuere de la calidad estipulada(art. 134, inc. 2°).Habiendo desacuerdo entre las partes en los dos casos propuestos, se ordenaráque la cosa sea reconocida por peritos (art. 134, inc. 3°).
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118 “Cosa de recibo”, alude a que ésta se conforma a lo convenido por las partes. Por ende, si “la cosa nofuere de recibo”, significa que ella no está conforme a lo que las partes habían estipulado.

Cuando la compra fuere ejecutada sobre muestras, lleva implícita la condiciónde resolverse el contrato si las mercaderías no resultaren conformes con las muestras(art. 135).Vendida una cosa durante su transporte por mar, tierra, ríos o canalesnavegables, el comprador podrá disolver el contrato toda vez que la cosa no fuere derecibo118 o de la especie y calidad convenidas (art. 136).Comprada y expedida por orden la cosa vendida bajo condición de entregarla enlugar determinado, se entiende que la compra ha sido verificada bajo la condiciónsuspensiva casual de que la cosa llegue a su destino (art. 137, inc. 1°).Cumplida la condición, el comprador no podrá disolver el contrato, salvo que lacosa no fuere de recibo o de la especie y calidad estipuladas (art. 137, inc. 2°).
11.- Efectos del contrato de compraventa.
11.1. Generalidades.

Los efectos del contrato de compraventa son los derechos y obligaciones queengendra para las partes, y como es un contrato bilateral, desde el momento mismode su celebración origina obligaciones a cargo de ambas partes. Para el vendedor, lasobligaciones de entregar y sanear la cosa; para el comprador, las obligaciones depagar el precio y la de recibir la cosa que le entrega el vendedor.De estas obligaciones, y de acuerdo al art. 1793, sólo son de la esencia delcontrato de compraventa la obligación del vendedor de entregar la cosa y la obligacióndel comprador de pagar el precio. Las demás son de la naturaleza del contrato, esdecir, no requieren cláusula expresa, pero las partes pueden excluirlas del contrato.Además de las mencionadas, las partes también pueden pactar obligacionesaccidentales, de acuerdo a las reglas generales.Como toda obligación es correlativa de un derecho, las obligaciones de cada unade las partes constituyen para la otra un derecho personal o crédito; estos derechosrecíprocos no pueden reclamarse sino de las personas que han contraído lasobligaciones correlativas.
10.2. Obligaciones del vendedor.

Según el art. 1824, las obligaciones del vendedor se reducen “en general” (esdecir, que usualmente contrae el vendedor, pues como veremos, la segunda obligaciónno se contrae “necesariamente” por éste) a dos: la entrega o tradición de la cosavendida y el saneamiento de la cosa vendida. Esta última se descompone a su vez endos: el saneamiento de la evicción y el saneamiento de los vicios redhibitorios.
a) Obligación de entregar la cosa vendida.
a.1) Riesgo de la cosa vendida.
a.1.1.) Regla general: riesgo de cargo del comprador.En virtud de la obligación de entrega, el vendedor no sólo debe poner la cosa adisposición del comprador, sino que si se trata de una especie o cuerpo cierto, debeademás conservarla hasta la entrega y emplear en su custodia el debido cuidado: rigenlas reglas generales contenidas en los arts. 1548 y 1549.
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119 En cambio, tratándose de una venta mercantil, dispone el art. 150 del Código de Comercio: “Mientras queel comprador no retire y traslade las mercaderías, el vendedor es responsable de su custodia y conservaciónhasta el dolo y culpa lata”.

Ahora bien, como la compraventa es un contrato que reporta beneficios a lasdos partes, el vendedor responde hasta de la culpa leve, de acuerdo al art. 1547, demanera que debe emplear en el cuidado de la cosa la diligencia de un buen padre defamilia, o sea, aquella diligencia o cuidado que los hombres emplean ordinariamenteen sus negocios propios; y es por lo tanto, responsable de los deterioros o de lapérdida de la cosa en el tiempo que media entre la celebración del contrato y laentrega, producidos por un hecho o culpa suya.119
Si la cosa vendida se pierde o deteriora a consecuencia de un caso fortuito, lapérdida o deterioro es de cargo del comprador.Establece al efecto el art. 1820: “La pérdida, deterioro o mejora de la especie ocuerpo cierto que se vende, pertenece al comprador, desde el momento deperfeccionarse el contrato, aunque no se haya entregado la cosa; salvo que se vendabajo condición suspensiva, y que se cumpla la condición, pues entonces, pereciendototalmente la especie mientras pende la condición la pérdida será del vendedor, y lamejora o deterioro pertenecerá al comprador”.Tal artículo citado repite la regla general del art. 1550, que, en los efectos delas obligaciones, dispone por su parte: “El riesgo del cuerpo cierto cuya entrega sedeba, es siempre a cargo del acreedor; salvo que el deudor se constituya en mora deefectuarla, o que se haya comprometido a entregar una misma cosa a dos o máspersonas por obligaciones distintas; en cualquiera de estos casos, será a cargo deldeudor el riesgo de la cosa, hasta su entrega”.La obligación del vendedor se extinguirá en consecuencia, subsistiendo laobligación del comprador de pagar el precio. Se requiere entonces:i.- Que la cosa vendida sea una especie o cuerpo cierto;ii.- Que la pérdida o deterioro sobrevengan por caso fortuito o fuerza mayor y no porresponsabilidad del vendedor.iii.- Que se trate de un contrato de ejecución diferida: como es obvio, el problema delos riesgos no puede presentarse en contratos de ejecución inmediata. La pérdida omenoscabo de la cosa, debe producirse en el lapso que media entre la celebración delcontrato, y el momento en que la cosa debía ser entrega al comprador.

a.1.2) Excepciones a la regla general en cuanto a la pérdida de la cosa: riesgo decargo del vendedor (tres de ellas se desprenden de los arts 1820 y 1550):● Cuando las partes expresamente han pactado que será de cargo del vendedor lapérdida o deterioro que sobrevenga aún por caso fortuito (art. 1547);● Cuando la venta es condicional (art. 1820), repitiéndose la regla general del art.1486. En este caso, la compraventa no puede formarse por falta de objeto y por lotanto el comprador no está obligado a pagar el precio;● En la venta al peso, cuenta o medida en que las operaciones de pesar, contar omedir tienen por objeto determinar la cosa vendida, la pérdida, deterioro o mejoraspertenecen al comprador solamente desde el momento en que se realizan talesoperaciones (art. 1821).● En la venta al gusto, los riesgos son del comprador desde que manifiesta que la cosale agrada. Antes, son de cargo del vendedor (art. 1823).● Cuando la cosa se destruye durante la mora del vendedor (art. 1550); y● Cuando el vendedor se obligó, por contratos distintos y no vinculados, a entregar ados o más personas una misma cosa (art. 1550).
a.1.3) Derecho del comprador a los frutos.



70El Contrato de Compraventa – Juan Andrés Orrego Acuña

120 Esto podría justificar que se compre un inmueble actualmente embargado –supuesto que adhiramos a latesis de Eugenio Velasco que admite tal hipótesis-, aunque por ahora no pueda requerirse la respectivatradición.

Regula la materia el art. 1816, incisos 2º y 3º, del siguiente tenor: “Los frutosnaturales, pendientes al tiempo de la venta, y todos los frutos tanto naturales comociviles que después produzca la cosa, pertenecerán al comprador, a menos que sehaya estipulado entregar la cosa al cabo de cierto tiempo o en el evento de ciertacondición; pues en estos casos no pertenecerán los frutos al comprador, sino vencidoel plazo, o cumplida la condición. / Todo lo dicho en este artículo puede ser modificadopor estipulaciones expresas de los contratantes”.Debemos distinguir entonces, según se trate de los frutos naturales o civiles ysegún se trate de frutos pendientes al momento de celebrar el contrato o que seproduzcan con posterioridad.En efecto, como una compensación a la norma del art. 1820 que impone alcomprador el riesgo de la cosa vendida desde el momento de la venta, el citado art.1816, inc. 2º, establece el siguiente distingo:i.- Pertenecen al comprador los frutos NATURALES de la cosa, pendientes al momentode celebrar el contrato (art. 645, inc. 1º). El art. 1829 constituye una aplicación delart. 1816.Así, por ejemplo, si al comprar un predio agrícola, existen en él árboles frutalescuyos frutos están pendientes, serán del comprador, sin que el vendedor pueda exigirun precio adicional por ellos.ii.- Pertenecen también al comprador, todos los frutos NATURALES o CIVILES queproduzca la cosa vendida, después de celebrado el contrato. Lo anterior constituye unamodificación a las reglas generales de los arts. 646 y 648, que establecen que losfrutos pertenecen al dueño de la cosa que los produce; en la compraventa, en cambio,el comprador se convierte en propietario de los frutos desde la celebración delcontrato. En tal sentido, si se trata de la compraventa de un inmueble, el compradortendrá derecho a los frutos que la cosa produzca desde la celebración de lacompraventa, aunque la escritura pública que contiene dicha compraventa aún no sehaya inscrito. Mientras no se verifique dicha inscripción, el vendedor continúa siendodueño del inmueble que ha vendido, pero ya no tendrá derecho a los frutos que éstaproduzca.Así, por ejemplo, serán del comprador todos los frutos que coseche, conposterioridad a la celebración de la compraventa (aunque la siembra se haya hechopor el vendedor antes del contrato); o las rentas de arrendamiento que se devenguencon posterioridad al mismo momento (aunque el contrato de arrendamiento se hayacelebrado antes de la compraventa).iii.- Por el contrario, los frutos civiles pendientes a la celebración del contrato -porejemplo, rentas de arrendamiento del bien vendido devengadas con antelación a lacelebración de la compraventa-, pertenecen al vendedor.Cabe subrayar, conforme lo ratifica un fallo de 28 de junio de 1902 de la Cortede Talca, que las rentas de arrendamiento devengadas después de perfeccionarse lacompraventa, pertenecen al comprador, aunque el contrato no se haya inscrito a favorde éste. En efecto, el art. 1816 no toma en cuenta la fecha de la inscripción otransferencia del dominio, sino la venta, es decir, la fecha de otorgamiento de laescritura pública.120
Tampoco desvirtúa la conclusión precedente, lo dispuesto en el art. 648, queestablece que los frutos civiles pertenecen al dueño de la cosa, por cuanto este artículoconsigna una disposición general, que puede sufrir modificaciones en casos especiales,como sucede cuando se trata de una venta, respecto de la cual prevalece la normaespecial del art. 1816.
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En efecto, del art. 1816, inc. 2º, se desprende que los frutos no perteneceránnecesariamente al dueño. Tal ocurrirá, tratándose de la compraventa de un inmueble,en el lapso que medie entre la celebración de la compraventa y el momento en queésta se inscriba, acto que podría ocurrir mucho tiempo después.Con todo, en tres casos los frutos no pertenecerán al comprador:i.- Cuando se estipuló entregar la cosa al cabo de cierto tiempo, o sea, un plazo. Eneste caso, los frutos pertenecen al vendedor hasta que venza el plazo.ii.- Cuando se estipuló entregar la cosa en el evento de cierta condición. La norma esarmónica con el art. 1488: los frutos producidos por la cosa mientras se encontrabapendiente la condición, no se deben al acreedor.En estos casos, no pertenecerán los frutos al comprador, sino vencido el plazo ocumplida la condición.iii.- Cuando las partes han acordado modificar las reglas generales, expresándolo asíen el contrato.Cabe advertir que la regla del inc. 3º del art. 1816: “Todo lo dicho en esteartículo puede ser modificado por estipulaciones expresas de los contratantes”, sóloaplica para lo concerniente a los frutos, es decir, para el inc. 2º (norma de ordenprivado), y no para el caso de compra de cosa propia, del inc. 1º (norma de ordenpúblico).
a.1.4) Venta de cosas genéricas.Si la venta es de género, se siguen las reglas generales, según las cuales lapérdida del género es para el deudor, en nuestro caso, para el vendedor. Obligado a laentrega, subsistirá su obligación, porque el género no perece (art. 1510 del CódigoCivil).
a.2) Alcance de la obligación de entrega del vendedor.

Se planteó por la doctrina si era de la esencia de la compraventa que elvendedor hiciere dueño de la cosa al comprador.En virtud de la obligación que pesa sobre el vendedor, éste está obligado aponer la cosa a disposición del comprador para que éste se sirva de ella como señor ydueño. La obligación del vendedor no concluye con la entrega sin embargo,extendiéndose al amparo que debe prestar al comprador en la posesión pacífica ytranquila de la cosa, de manera que pueda gozar de la misma en los mismos términosque el propietario. Surge aquí la cuestión de saber si es o no de la esencia del contratode compraventa que el vendedor haga dueño de la cosa vendida al comprador, o enotros términos, si es necesario que le haga transferencia del dominio. Si se respondeafirmativamente, resultaría que si el vendedor no hace transferencia del dominio alcomprador, no habría cumplido con su obligación de entregar, y el comprador podríapedir la resolución del contrato, de acuerdo con el artículo 1489.Recordemos que en el Derecho Romano Bonitario o Vulgar, la venta no estabadestinada a hacer propietario de una cosa al comprador, sino a proporcionarle el gocepacífico y tranquilo de ella, a proporcionarle la vacua possessionis. Por ello, seaceptaba como válida la venta de cosa ajena.El derecho francés no aceptó la doctrina del Derecho Romano Bonitario,regulando la compraventa como un modo de adquirir el dominio. Siendo así, secomprende que si el vendedor no es dueño de la cosa, no puede haber transferenciadel dominio, y por eso, en el derecho civil francés la venta de cosa ajena no es válida.Nuestro Código Civil, en cambio, aceptó el principio de que los contratos sólo sirven detítulo para adquirir el dominio, pero no son modo de adquirirlo, siguiendo al DerechoRomano Bonitario; y dentro de la doctrina de éste, aceptada por nuestro Código, elvendedor no estaba obligado a transferir el dominio al comprador, siendo el objeto del
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121 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 256.122 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 257.123 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 257.

contrato de compraventa el proporcionar el goce tranquilo y pacífico de la cosavendida. En otros términos, el vendedor se obliga a darle al comprador la plenitud delos derechos que él tiene sobre la cosa, y es por eso que la venta, en ciertos casos,obliga a transferir el dominio, y ello sucede cuando el vendedor es propietario de lacosa. Si el vendedor está obligado a proporcionar al comprador el goce tranquilo ypacífico de la cosa, está obligado a despojarse del dominio cuando lo tenga. Pero si elvendedor no es propietario de la cosa que vende, cumple su obligación entregando loque sobre la cosa tiene; y la prueba de lo anterior, la tenemos en el art. 1815 quevalida la venta de cosa ajena.De lo expuesto se desprende una importante conclusión: si el comprador llega asaber que el vendedor no era dueño de la cosa que le ha entregado, no tendrá por esesolo hecho acción alguna en su contra. Solamente la tendrá cuando sea despojado dela cosa por actos del dueño, en ejercicio de su dominio.Lo anterior es válido tanto para las hipótesis de nulidad, de resolución y laobligación de pagar el precio.En tal sentido, una sentencia de 25 de agosto de 1885, de la Corte de Santiago,afirma que el solo hecho de que sea ajena la cosa vendida no autoriza al compradorpara pedir la nulidad del contrato de compraventa.121 El mismo fallo descarta tambiénla resolución de la compraventa por ser ajena la cosa vendida, puntualizándose que nohay fundamento alguno para ello, si no se trata de cosa evicta o reclamada por el quees dueño.122
Por su parte, en un fallo de 28 de noviembre de 1885, de la Corte de Iquique,se establece que el comprador no puede negarse a pagar el precio, alegando que lacosa vendida era ajena, pues tal venta es válida, sin perjuicio de los derechos deldueño mientras no se extingan por el tiempo.123

a.3) Forma en que debe hacerse la entrega de la cosa vendida.
De acuerdo a lo dispuesto en el art. 1824, inc. 2º, la entrega de la cosa vendidadeberá hacerse en conformidad a las reglas de la tradición. Debemos distinguirentonces, según se trate de la entrega de bienes muebles o inmuebles:Si se trata de la entrega de bienes muebles, rige el art. 684.Si se trata de la entrega de bienes inmuebles, se efectuará mediante lainscripción del título en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raícescompetente (artículo 686). Esta regla tiene excepciones:1º Si se trata de una servidumbre, la tradición se verifica mediante la escritura públicaen la que el tradente exprese constituirla y el adquirente aceptarla: art. 698.2º Si se trata de pertenencias mineras, la tradición se verifica por la inscripción en elRegistro de Propiedad del Conservador de Minas.En cuanto a la entrega de bienes raíces, se planteó el siguiente problema:¿cumple el vendedor su obligación de entregar un inmueble haciendo la tradición oentrega legal de la cosa, o es necesario, además, que se haga entrega material delmismo? En otras palabras: ¿basta con la inscripción del título en el Registro delConservador, o es necesario que el vendedor haga entrega material del predio alcomprador?En algunos fallos aislados, como dos de la Corte de Talca, de 30 de noviembrede 1911 y 12 de enero de 1925, se concluye que es una impropiedad jurídica sostener
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124 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 276 y 277.125 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 276.126 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 284.127 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 277.128 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 277.

que el cumplimiento de la obligación de entregar que pesa sobre el vendedor no severifica sino cuando además de consumarse la inscripción, el comprador ha recibidomaterialmente la cosa que es objeto del contrato, porque, a virtud del simbolismoideado por nuestro Código, es la inscripción la que representa el elemento material dela aprehensión material de la cosa raíz (arts. 724, 728, 730 y 924 del Código Civil) y laque la sitúa bajo el dominio y posesión del comprador. Si el desarrollo de las relacionescontractuales entre comprador y vendedor no permite a aquél entrar al disfrute de lacosa juntamente con la inscripción de la venta, la ley ha puesto en sus manos lasacciones consiguientes para poner fin a esa anormalidad, como las que confieren losarts. 915 y 2195 del Código Civil.124
Sin embargo, analizando los preceptos legales que rigen esta materia, no hayduda que el vendedor está obligado a hacer ambas cosas o entregas, esto es, tanto laentrega legal que hace por medio de la inscripción, como la entrega material de la cosavendida. Si el vendedor sólo se limita a la entrega legal y no hace la material, no hacumplido cabalmente con su obligación de entrega.En efecto, en diversos fallos de las Cortes de Apelaciones de Concepción (26 deoctubre de 1885, 10 de agosto de 1905, 24 de septiembre de 1919), de Santiago (2 deseptiembre de 1912) y de la Corte Suprema (10 de mayo de 1921, 16 de marzo de1929, 6 de diciembre de 1946, 7 de julio de 1951125 y 11 de noviembre de 1976126), sedeja asentada la siguiente doctrina: la obligación de entregar del vendedor debeentenderse en un sentido amplio, que incluye tanto la entrega legal como la material.Comprende ambos actos y sólo puede entenderse satisfecha cuando, tratándose debienes raíces, se verifica la inscripción de la escritura pública del contrato y cuando elcomprador entra en posesión material del inmueble vendido. Sin la transferencia realde la cosa vendida el comprador no podría gozar y disponer libremente de ella.En el citado fallo de 11 de noviembre de 1976, se menciona el art. 1826 comofundamento de la obligación de entregar legal y materialmente.De esta manera, si falta una de esas dos entregas, háyase o no realizado laotra, el comprador tiene derecho para pedir el cumplimiento del contrato o laresolución del mismo, y en cualquiera de los dos casos con la correspondienteindemnización de perjuicios. Por lo tanto, el comprador tiene derecho a demandarejecutivamente al vendedor para que le entregue materialmente el inmueble vendido.La jurisprudencia también ha dejado en claro que la entrega ha de sercompleta. Así, en una sentencia de 13 de enero de 1920, de la Corte Suprema, seadmite la posibilidad de pedir la resolución de una compraventa que tenía por objetodos departamentos, si el comprador sólo obtiene la inscripción de uno de ellos, sin quepueda alegarse en contrario, ya que los arts. 1489 y 1824 no establecen distinciónentre la inobservancia total o parcial del contrato; son aplicables en ambos casos.127
Por su parte, en un fallo de la Corte Suprema de 26 de marzo de 1929, sesubraya que sobre el vendedor pesa la obligación de entregar o transferir al compradortodos sus derechos en la cosa vendida, y esa entrega, debe ser completa, tanto en laextensión del derecho transferido como en los accesorios de la cosa entregada, salvoestipulación en contrario.128
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En definitiva, la doctrina y la jurisprudencia mayoritaria y más recienteconcluyen que ha de efectuarse entrega legal y material, atendiendo a diversasrazones:1º La obligación de cumplir los contratos de buena fe, que impone el art. 1546, ydentro de la buena fe con que debe cumplirse el contrato de compraventa, secomprende que lo que el comprador desea es la posesión material de la cosa.2º El vendedor se obliga a entregar la cosa, y entregar, en su sentido natural y obvio,significa poner la cosa vendida a disposición del comprador, lo que no puede hacersede otra manera que por la entrega material de la cosa.3º El vendedor debe amparar al comprador en la posesión de la cosa, es decir, en elhecho de encontrarse gozando de la cosa vendida como señor o dueño, y para quepueda ampararlo, es menester que previamente lo haya puesto en posesión de la cosa.En relación a esta obligación del vendedor, el Código la regula especialmente en lasnormas del saneamiento por evicción. Pues bien, en ellas, se expresa que hay eviccióncuando el comprador es “privado del todo o parte” de la cosa (art. 1838). Resultaevidente que para ser privado de la cosa, es necesario que el vendedor previamente lahubiere entregado al comprador.4º Por último, el Código Civil habla expresamente de la entrega real de la cosa, altratar de los plazos en que prescribe la acción de saneamiento por vicios redhibitorios:señala que el plazo se contará desde la entrega real de la cosa (art. 1866). Lo mismoocurre respecto de la prescripción de las acciones cuando la compraventa de uninmueble se realizó según su cabida (artículo 1834).En síntesis, si el vendedor no cumple copulativamente con la entrega legal ymaterial de la cosa, el comprador podrá solicitar la resolución del contrato, deconformidad al art. 1489 y al art. 1826, inc. 2°.Se desprende de lo anterior la importancia que tiene, al estudiar los títulos deun inmueble, el verificar que en la última compraventa, en cuya virtud se practicó lainscripción vigente, aparezca con toda claridad que se efectuó la entrega material delpredio, a entera conformidad de la parte compradora. Si dicha declaración no constaen la escritura, debe exigirse, a lo menos, una declaración jurada ante Notario,suscrita por el comprador y actual poseedor inscrito. De lo contrario, estaremos anteuna condición resolutoria que puede destruir el contrato (arts. 1489 y 1491). Lacuestión puede ser especialmente relevante para el acreedor hipotecario, cuya cauciónpuede quedar sin efecto si se resuelve el derecho del constituyente, hecho que podríaacaecer precisamente por no haberse hecho la entrega material del inmueble alcomprador (arts. 2434 y 1491).
a.4) Momento de la entrega.
a.4.1) Venta de una misma cosa a dos o más personas, no vinculadas.Tiene importancia determinar el momento en que se ha hecho la entrega de lacosa, sobre todo cuando se ha vendido a dos o más personas, situación que contemplael art. 1817: “Si alguien vende separadamente una misma cosa a dos personas, elcomprador que haya entrado en posesión será preferido al otro; si ha hecho la entregaa los dos, aquel a quien se haya hecho primero será preferido; si no se ha entregado aninguno, el título más antiguo prevalecerá”.Este precepto es un típico ejemplo de lo que en doctrina se llama normadispositiva, esto es, aquella en que el legislador dicta una norma para resolverconflictos de interés que se presentan entre personas que no han contratado entre sí.En estos casos, el legislador compara y pesa los intereses controvertidos y sepronuncia dando la primacía a aquél que le parece más digno de protección. Estambién un ejemplo de fraude, como categoría dentro del género de la mala fe, en el
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129 Es decir, “primera inscripción, mejor derecho”.130 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 285 y 286.

que incurre aquél que después de haber vendido la cosa a cierta persona, se la vendea otra. A este respecto, hay que distinguir tres casos:1º Si se ha vendido la cosa a dos o más personas, pero se ha entregado solamente auna (sea ésta entrega real o ficta), será ésta preferida, pues la entrega le posibilitóentrar en posesión (In pari casu melior est conditio possidentis);2º Si se ha entregado a dos o más, aquél a quien se ha entregado primero, tendráderecho a quedarse con la cosa (por ejemplo, si hubiere operado tradición ficta enfavor del primer comprador, por constituto posesorio, conforme al art. 684, Nº 5, puesen tal caso se preferirá a éste, ya que fue reconocido como poseedor por el vendedor);3º Si no se ha entregado a ninguno (por ejemplo, ambos compradores quedaron deretirar la cosa en el domicilio del vendedor en determinado plazo), podrá reclamarla elprimero que la compró. Opera entonces la antigüedad del título (Qui prior est tempore,potior est jure).129
Sobre el particular, habría que formular en realidad un distingo, según si setrata de la compraventa de bienes muebles o de bienes inmuebles:i.- Compraventa de bienes muebles: aplicaremos las reglas anteriores, pudiendo haberoperado, según se dijo, una tradición real o una tradición ficta, que permita a uno delos compradores entrar en posesión de la cosa.ii.- Compraventa de bienes inmuebles: en este caso, las reglas del art. 1817 debenarmonizarse con lo dispuesto en el art. 724, en cuando se deja en claro en esteprecepto que, para adquirir la posesión de un inmueble, es imprescindible inscribirlo anombre del nuevo poseedor. De esta manera, aquél de los compradores que primeroinscriba el inmueble a su nombre, será preferido.

a.4.2) Cuándo ha de hacerse la entrega.i) La entrega de la cosa debe hacerse:• En el plazo convenido por las partes; o• Inmediatamente después de celebrado el contrato, si nada se hubiere estipulado.Dispone el art. 1826, inc. 1º: “El vendedor es obligado a entregar la cosavendida inmediatamente después del contrato, o a la época prefijada en él”.Como se indica en un fallo de 22 de marzo de 1988 de la Corte Pedro AguirreCerda (hoy de San Miguel), la obligación de entregar es un requisito de la esencia delcontrato de compraventa, imposible de eliminar, y si no se menciona en el instrumentoque da cuenta de dicho contrato, se debe entender que la entrega ha de efectuarse deinmediato, todo conforme a las disposiciones supletorias (de la voluntad de las partes)de los arts. 1824 y 1826 del Código Civil.130
ii) Si el vendedor no entrega la cosa vendida en el tiempo convenido o de no haberestipulación inmediatamente de celebrado el contrato, el comprador puede pedir laresolución o el cumplimiento del contrato, con indemnización de perjuicios: art. 1826,inc. 2º, que repite la regla general del art. 1489: “Si el vendedor por hecho o culpasuya ha retardado la entrega, podrá el comprador a su arbitrio perseverar en elcontrato o desistir de él, y en ambos casos con derecho para ser indemnizado de losperjuicios según las reglas generales”.Se trata de la recepción en la compraventa del derecho alternativo parademandar lo pactado o le resolución del contrato (en virtud de la condición resolutoriatácita, desde el punto de vista del comprador).iii) Pero, para que el comprador pueda ejercer este derecho alternativo, se ha indicadoque es necesario que haya pagado el precio, o que esté llano a pagarlo o que hayaestipulado pagar a plazo: arts. 1826, inc. 3º y 1552. Dispone el primero: “Todo lo cual
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131 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 285.132 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 285.133 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 291 y 292.134 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 292.

se entiende si el comprador ha pagado o está pronto a pagar el precio íntegro o haestipulado pagar a plazo”.Se trata de la recepción en la compraventa del principio “la mora purga lamora” o “excepción de contrato no cumplido”, consagrado en el art. 1552.En tal sentido, un fallo de 21 de octubre de 1913, de la Corte de Talca, en elque se expresa que el vendedor no está en mora para entregar la cosa vendida si porsu parte el comprador no se allana a cumplir con el pago del precio.131
Sin embargo, en una sentencia de 12 de junio de 1922 de la Corte deConcepción, se asevera que carece de base legal la afirmación de que no existe laobligación de entregar mientras no se pague el precio por el comprador. El precio debepagarse en el lugar y tiempo estipulados, o, a falta de estipulación, en el lugar ytiempo de la entrega, pero no antes que ésta.132

iv) El art. 1826, inc. 4º, establece sin embargo un derecho legal de retención, sidespués de celebrado el contrato hubiere disminuido la fortuna del comprador, enforma que el vendedor se halle expuesto a perder el precio, caso en el cual no estaráel vendedor obligado a entregar la cosa, aunque se hubiere estipulado pagar el precioa plazo, sino cuando el comprador efectivamente se lo pague o asegure su pagosuficientemente: “Pero si después del contrato hubiere menguado considerablementela fortuna del comprador, de modo que el vendedor se halle en peligro inminente deperder el precio, no se podrá exigir la entrega aunque se haya estipulado plazo para elpago del precio, sino pagando, o asegurando el pago”. Se trata, como dijimos, de uncaso en que puede invocarse –en este caso por el vendedor-, el derecho legal deretención. Nótese sin embargo que el vendedor no podría pedir al juez que se leautorice a retener la cosa, alegando que ignoraba que su comprador no tenía lasolvencia suficiente. En este caso, no estamos ante una disminución patrimonial quesobrevenga con posterioridad a la celebración del contrato; ella existía al tiempo decontratar, y la negligencia del comprador en no percatarse de esta circunstancia, no lepermite ser después oído por el juez.En la hipótesis, podría ocurrir que, tratándose de la venta de bienes raíces, sehubiere efectuado la inscripción, pero estuviere pendiente la entrega material. En unfallo de 16 de marzo de 1929, de la Corte Suprema, se admite que en tal caso, esaplicable el inciso final del art. 1826, señalándose que el precepto se refiere también ala entrega material, porque de lo contrario no tendría efecto alguno esta disposición,por la sencilla razón de que, habiéndose verificado la entrega legal por la inscripcióndel título en el Registro del Conservador de Bienes Raíces, nada se podría despuésretener o dejar de entregar.133
Con todo, en un fallo de 8 de mayo de 1860 de la Corte de Concepción, sedescarta la aplicación del inciso final del art. 1826, ante una eventual lesión enorme,concluyéndose que vendido y pagado un inmueble, el vendedor no puede negarse aefectuar la entrega so pretexto de haber lesión enorme; tal entrega debe efectuarla sinperjuicio de la reserva de su derecho respecto de la lesión para que lo use en la formaque más viere convenirle.134

a.5) Lugar de la entrega.
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135 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 282.136 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 282.137 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 282.

A falta de estipulación expresa, se seguirán las reglas generales del pago. Deesta manera:i.- Habrá que estar primero a lo que las partes hayan convenido.ii.- Si nada se convino, debemos distinguir:i) Si la cosa que se vende es una especie o cuerpo cierto, se entregará en el lugar enque existía al tiempo de la compraventa;ii) Si la venta es de una cosa determinada sólo por su género, se entregará la cosavendida en el domicilio del deudor (que es el vendedor) al tiempo del contrato (arts.1587, 1588 y 1589).
a.6) Gastos de la entrega.

Los costos que demande la entrega de la cosa son de cargo del vendedor (loque guarda armonía con el art. 1806, que dispone que los gastos de la compraventaserán de cargo del vendedor, salvo pacto en contrario), y los gastos que demande eltraslado de la cosa al lugar en que definitivamente debe quedar, son de cargo delcomprador, de acuerdo con el art. 1825: “Al vendedor tocan naturalmente los costosque se hicieren para poner la cosa en disposición de entregarla, y al comprador los quese hicieren para transportarla después de entregada”.Aplicando los principios anteriores, un fallo de 26 de marzo de 1885 de la Cortede Santiago precisa que si no hay estipulación en contrario, los gastos de la escrituradel contrato, son de cargo del vendedor.135
Una sentencia de 12 de abril de 1899 de la Corte de Talca resuelve que elvendedor está obligado a reembolsar al comprador los gastos que le originó el juiciocontra un tenedor del predio comprado, a fin de poder entrar en posesión del mismo,ya que es obligación del vendedor pagar las costas que se hacen para poner la cosavendida en disposición de entregarla.136
Asimismo, en un fallo de la Corte de Santiago de 11 de septiembre de 1879, seconcluye que incumbe al vendedor el pago del impuesto que grava una propiedad raíza la fecha de la venta, como el de los demás costos necesarios para poner el inmueblevendido en disposición de entregarlo.137

a.7) Qué comprende la entrega.
Dispone el art. 1828 que ha de entregarse “lo que reza el contrato”. Es decir, lacosa misma que es objeto de la compraventa, y si se trata de un inmueble, deberáentregarse con todos sus accesorios, que según el art. 570 y siguientes, se reputaninmuebles por destinación.Dispone el art. 1829 que “La venta de una vaca, yegua u otra hembracomprende naturalmente la del hijo que lleva en el vientre o que amamanta; pero nola del que puede pacer y alimentarse por sí solo”. Al señalar el precepto que la venta“comprende naturalmente”, quiere decir que en el silencio de las partes, se entiendeque el contrato se extiende al hijo que la hembra lleva en el vientre o al que habiendonacido, aún amamanta. Pero aquél que puede pacer –es decir comer el pasto paraalimentarse- y hacerlo además por sí solo, no queda “naturalmente” comprendido en laventa. Se requerirá entonces de cláusula expresa que así lo exprese.
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138 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 293.139 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 293.140 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 293.

Agrega el art. 1830 que se comprenden en la venta de un predio todos susaccesorios: “En la venta de una finca se comprenden naturalmente todos losaccesorios, que según los artículos 570 y siguientes se reputan inmuebles”. Estasnormas se refieren a los inmuebles por destinación, por adherencia y por naturaleza.Los preceptos anteriores guardan armonía con el principio general consagradoen las normas del pago –artículo 1568-, en virtud del cual, “El pago efectivo es laprestación de lo que se debe”.En una sentencia de 26 de noviembre de 1937, la Corte Suprema previene queel art. 1828 no confiere acción para exigir del vendedor la devolución de parte delprecio como equivalente de una parte no entregada de la cosa vendida.138
Lo que podría proceder, según deja en claro un fallo de la Corte de Valparaísode 5 de abril de 1928, es la resolución del contrato, ante el no cumplimiento de lopactado, como en el caso de la no entrega de la cosa vendida en la forma ycondiciones estipuladas.139
Puede prestarse a dificultades determinar qué es “lo que reza el contrato”.Como indica un fallo de la Corte Suprema de 13 de marzo de 1917, la determinaciónde lo que reza el contrato está comprendida en la interpretación del mismo. En lamisma dirección, en la sentencia de 26 de noviembre de 1937 del máximo tribunal, seenfatiza que la determinación de lo pactado en un contrato importa la fijación de unhecho, para cuyo establecimiento es menester recurrir a la intención de loscontratantes, que es el elemento esencial e inseparable de él, y que no cae bajo elcontrol del tribunal de casación.140

a.8) La entrega de los predios rústicos.
a.8.1) Razón de las reglas especiales.La regla de que el vendedor debe entregar lo que reza el contrato, recibeespecial aplicación en la venta de bienes raíces, y como esta reviste en concepto de laley mayor importancia, ha reglamentando en los arts. 1831 a 1836 los efectos que seproducen cuando el vendedor no entrega al comprador la extensión de terrenoseñalada en el contrato. Las reglas que se establecen en estos artículos son distintas,según que el predio se venda con relación a su cabida o como una especie o cuerpocierto.Las disposiciones de los artículos mencionados se aplican a los predios rústicosy no a los urbanos. En efecto, la historia fidedigna del establecimiento de la leycomprueba lo anterior: en los proyectos del Código Civil, el art. 1831 se refería a laventa de fincas, expresión genérica que abarca tanto a los predios rústicos comourbanos. En la revisión, se sustituyó la palabra finca por la expresión “prediosrústicos”, lo que pone en evidencia la intención de limitar a estos últimos el alcance desus disposiciones. Nuestra jurisprudencia también lo ha entendido así, después de uncomienzo dubitativo.En un fallo de 8 de octubre de 1914, la Corte de Tacna concluyó que lasdisposiciones de los arts. 1832 y 1835 se refieren a toda clase de predios, rústicos ourbanos, como asimismo la prescripción de un año establecida en el art. 1834. Pero ensentencias de 26 de junio de 1893 de la Corte de Concepción, de 12 de enero de 1915de la Corte Suprema, de 2 de julio de 1915 de la Corte de Valparaíso y de 14 de enerode 1919 de la Corte de Iquique, se concluye en contrario, afirmándose que las reglas
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141 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 298.142 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 299.

en cuestión no son aplicables a la venta de predios urbanos, no procediendo respecto aéstos la reclamación de diferencia de la cabida, fundada en los arts. 1831 ysiguientes.141
Ahora bien, si atendemos al sentido natural y obvio de las palabras, prediorústico es el que se destina a la producción de frutos naturales, o sea, el destinado alcultivo y aprovechamiento agrícola, y predio urbano es el destinado a casa-habitación,almacenes, oficinas u otros objetos análogos. Lo que caracteriza a una y otra clase depredios no es su ubicación, sino su destino: si el predio está destinado a cultivosagrícolas, es rústico, aunque esté situado dentro del radio urbano de una ciudad (contodo, no debemos olvidar que el criterio del legislador ha oscilado entre la función y laubicación del predio; así, por ejemplo, en la Ley de Reforma Agraria, el criterio esfuncional, mientras que en el DL Nº 3.516 de 1980, que regula la subdivisión de lospredios agrícolas, el criterio es espacial). Pero es menester que la destinación seapermanente.

a.8.2) Regla general acerca de la forma en que puede venderse un predio rústico.Según el art. 1831, un predio rústico puede venderse con relación A SU CABIDAo como UNA ESPECIE o CUERPO CIERTO, siendo distintas las consecuencias queresultan de una u otra fórmula.Dispone el precepto: “Un predio rústico puede venderse con relación a su cabidao como una especie o cuerpo cierto. / Se vende con relación a su cabida, siempre queésta se expresa de cualquier modo en el contrato, salvo que las partes declaren que noentienden hacer diferencia en el precio, aunque la cabida real resulte mayor o menorque la cabida que reza el contrato. / Es indiferente que se fije directamente un preciototal, o que éste se deduzca de la cabida o número de medidas que se expresa, y delprecio de cada medida. / Es asimismo indiferente que se exprese una cabida total o lascabidas de las varias porciones de diferentes calidades y precios que contenga elpredio, con tal que de estos datos resulte el precio total y la cabida total. / Lo mismose aplica a la enajenación de dos o más predios por una sola venta. / En todos losdemás casos se entenderá venderse el predio o predios como un cuerpo cierto”.La regla general es que los predios rústicos se estiman vendidos como especie ocuerpo cierto y no en relación a su cabida, porque el art. 1831, después de determinarlos diversos casos en que la venta se entiende hecha con relación a la cabida, dice ensu inciso final que en todos los demás casos se entenderá que el predio se vende comouna especie o cuerpo cierto. De lo anterior se desprende que cada vez que se vende unpredio rústico sin hacer ninguna de las enunciaciones que según el art. 1831 indicanque el predio se vende en relación a su cabida, habría que entender que se ha vendidocomo un cuerpo cierto. Este será un hecho que en cada caso determinará el juez, enatención a las circunstancias del contrato, porque se trata de una cuestión quedepende exclusivamente de la voluntad de las partes, lo que no obsta para dar la reglageneral anteriormente expuesta.En armonía con lo expuesto, un fallo de 12 de enero de 1916 de la CorteSuprema deja en claro que si el demandante pretende que el demandado vendió unpredio en relación a la cabida y no como cuerpo cierto, es carga del demandanteprobarlo.142

a.8.3) Cuándo se entiende que la venta es en relación a la cabida.
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143 En títulos más antiguos, se alude a veces a “cuadras” o “varas”. En Chile, una cuadra tiene 125 metros delongitud. Una vara, equivalía en España y en sus territorios ultramarinos, unos 80 centímetros.144 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 300.145 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 298.146 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 298.

Por “cabida”, se entiende la superficie del inmueble, normalmente expresada enhectáreas143 o en metros cuadrados, según se trata de predios rústicos o urbanos. Así,por ejemplo, se vende por cabida, cuando se estipula que se paga $ 1.000.000.- porhectárea o 10 Unidades de Fomento por metro cuadrado, siendo entoncesdeterminante la superficie del fundo o lote. Cabe precisar que aun cuando el inciso 2ºdel art. 1831 señala que la venta se hace en relación a la cabida siempre que ésta seexprese de cualquier modo en el contrato, esta aseveración no es tan exacta, pues nobasta hacer referencia a la cabida para que la venta se entienda hecha en tal forma;en efecto, del estudio del art. 1831 se desprende que la venta se hace con relación a lacabida cuando ésta ha sido determinada en el contrato, cuando además ha sido unelemento determinante en la celebración del contrato y cuando el precio se ha fijadoen relación a dicha cabida (en una sentencia de la Corte de Concepción de 27 de juniode 1887, se concluye que hay venta de un inmueble como cuerpo cierto si se vende elinmueble con señalamiento de linderos y se fija la extensión de aquél, pero sinestipularse el precio con relación a ella).144 En cambio, cuando en el contrato se haseñalado la cabida solamente por vía informativa, cuando no se ha contratado enatención a ella, sino tomando como elementos determinantes -entre otros- la ubicacióndel predio, su destinación, su cabida, etc., la venta se entenderá hecha como cuerpocierto. En síntesis, se entenderá la venta en relación a la cabida cuando concurran lossiguientes requisitos copulativos:1º Que la cabida se exprese en el contrato;2º Que el precio se fije en relación a ella; y3º Que las partes no renuncien a las acciones previstas en el evento que la cabida realsea menor o mayor a lo indicado en el contrato.Se entenderá venta como cuerpo cierto:1º Si la cabida no se expresa en el contrato; o2º Si las partes mencionan la cabida como un antecedente más, puramente ilustrativo,y entre otros que consideran.En este punto, los tribunales también se han hecho cargo del alcance de lasexpresiones “más o menos” o “aproximadamente”, que suele seguir a la indicación dela superficie del predio. Según fallos de la Corte de Talca de 23 de noviembre de 1900y de la Corte de Concepción de 25 de noviembre de 1927, si se ha expresado en elcontrato cuál es la extensión del fundo, está llenado el requisito que la ley exige paraestimarse que la venta se ha hecho en consideración a la cabida, aun cuando ésta seindique con el agregado de “más o menos”, esto es, aproximadamente.145 En sentidodiverso, la Corte de Santiago, en una sentencia de 12 de julio de 1880, asevera que lafrase “más o menos” no permite determinar la extensión real del predio vendido, ymanifiesta claramente que la intención de las partes no fue contratar con relación a lacabida fija indicada en el contrato.146 A su vez, en un fallo de 6 de diciembre de 1878de la Corte de Concepción, se reafirma que es venta, no con relación a la cabida, sinocomo especie o cuerpo cierto, aquella en que la designación de la cosa vendida se hacediciendo que es “la pequeña quinta como de cuatro y media cuadras de terreno, varasmás o menos”. Si bien -prosigue el fallo-, según la ley, debe entenderse que se vendeun predio con relación a su cabida, siempre que ésta se exprese de cualquier modo enel contrato, la disposición sólo debe referirse al caso en que la extensión de la cabida
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sea precisa, rigurosa y exacta, de manera que con cualesquiera datos que se hayaninsertado, pueda deducirse siempre una cabida total y determinada. Se deduceentonces que cuando la cabida de un predio es incierta, aunque ella se exprese en elcontrato, no se vende con relación a la cabida, sino como especie o cuerpo cierto.147

a.8.4) Situaciones que pueden presentarse en la venta en relación a la cabida.Dispone el art. 1832: “Si se vende el predio con relación a su cabida, y la cabidareal fuere mayor que la cabida declarada, deberá el comprador aumentarproporcionalmente el precio; salvo que el precio de la cabida que sobre, alcance a másde una décima parte del precio de la cabida real; pues en este caso podrá elcomprador, a su arbitrio, o aumentar proporcionalmente el precio o desistir delcontrato; y si desiste, se le resarcirán los perjuicios según las reglas generales. / Y si lacabida real es menor que la cabida declarada, deberá el vendedor completarla; y siesto no le fuere posible, o no se le exigiere, deberá sufrir una disminución proporcionaldel precio; pero si el precio de la cabida que falte alcanza a más de una décima partedel precio de la cabida completa, podrá el comprador, a su arbitrio, o aceptar ladisminución del precio, o desistir del contrato en los términos del precedente inciso”.De acuerdo al art. 1832, pueden presentarse entonces dos situaciones cuandoel vendedor no entrega el predio con la extensión y superficie que el contrato indica:1º La primera situación es que la cabida real sea MAYOR que la cabida declarada en elcontrato. Para determinar los derechos que tiene el comprador, hay que distinguirnuevamente dos casos:i.- En el primer caso, el precio que corresponde a la cabida sobrante, no excede a ladécima parte del precio de la cabida real: en este caso, el único efecto es que elcomprador está obligado a aumentar proporcionalmente el precio para pagar el exceso.Ejemplo: se vende un predio de 100 hectáreas con relación a su cabida,fijándose la suma de $1.000.000.- por hectárea, y el vendedor entrega 102 hectáreas;el comprador deberá completar el precio, porque el precio de la cabida que sobra -$2.000.000.-, no excede a la décima parte del precio que corresponde a la cabida real,esto es, $10.200.000.- Dicho en otras palabras, el precio adicional a pagar por elcomprador, no supera el 10% del precio real.ii.- En el segundo caso, el precio que debe pagarse por la cabida sobrante, excede enmás de una décima parte el precio de la cabida real: en este caso, podrá el compradoraumentar proporcionalmente el precio o desistirse del contrato, a su arbitrio; y si optapor la última alternativa, vale decir por pedir la resolución del contrato, tendrá derechoa indemnización de perjuicios.Ejemplo: el vendedor entrega 120 hectáreas, y el precio de la cabida que sobraes de $20.000.000.-, monto que excede a la décima parte del precio que correspondea la cabida real, es decir, $12.000.000.-2º La segunda situación que contempla el art. 1832, en su inc. 2º, es aquella en que lacabida real ES MENOR que la cabida declarada. También hay que distinguir dos casos:i.- En el primer caso, el precio de la cabida que falta no alcanza a la décima parte delprecio de la cabida completa: en este caso, el vendedor está obligado a completar lacabida y si esto no fuere posible (la obligación del vendedor de completar la cabida nopuede ir más allá de la entrega de terrenos limítrofes, como se indica en un fallo denoviembre de 1903, de la Corte de Santiago), o si el comprador no lo exigiere, serebajará proporcionalmente el precio a fin de que el comprador pague lo queefectivamente ha recibido.Ejemplo: si se vende un predio de 100 hectáreas, con relación a su cabida, y elprecio es de $1.000.000.- por hectárea, y el vendedor entrega solamente 98
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hectáreas, estamos en presencia del caso previsto, porque el precio de la cabida quefalta, $2.000.000.-, es inferior a la décima parte de la cabida declarada o completa, esdecir, $10.000.000.-ii.- En el segundo caso, esto es, cuando el precio de la cabida que falta alcanza a másde la décima parte del precio de la cabida completa, podrá el comprador aceptar ladisminución del precio o desistirse del contrato y pedir la correspondienteindemnización de perjuicios.Ejemplo: si en el caso anterior, el vendedor ha entregado solamente 80hectáreas, en circunstancias de que la décima parte del precio de la cabida completa odeclarada es $10.000.000.-, y el precio de la cabida que falta es de $20.000.000.-, elcomprador tendrá el derecho alternativo indicado.En cuanto al peso de la prueba, un fallo de 12 de enero de 1916 de la CorteSuprema, puntualiza que si el fundamento capital de la demanda consiste en que elpredio comprado por el demandante le fue vendido por el demandado en razón a sucabida y no como cuerpo cierto y en que la cabida real resultó menor, por lo que pidese le complete la cabida e indemnice los perjuicios, el demandante debió probar lasdos circunstancias de hecho en que se basó su acción, que la venta se hizo en relacióna la cabida y que ésta resultó menor que la pactada.148
A su vez, en una sentencia de 7 de marzo de 1916 de la Corte de Santiago, seprecisa que si resulta que el predio no tiene la cabida convenida, el comprador debereclamar en el correspondiente juicio ordinario para que ella se complete o se procedaen la forma que detallan los arts. 1831 y siguientes del Código Civil; pero no puedeoponer a la demanda en que el vendedor le exige ejecutivamente el precio adeudado,la excepción de carecer de mérito ejecutivo el título por no haber acreditado esteúltimo la entrega de los metros cuadrados a que se refiere la escritura.149
En el mismo sentido, un fallo de 17 de mayo de 1929 de la Corte Supremaconcluye que la circunstancia de que el comprador (ejecutado por partes del precio)iniciara, con anterioridad a la ejecución, juicio ordinario contra el vendedor, ejercitandola acción sobre disminución del precio por no habérsele entregado todo el terrenovendido, no puede enervar la acción ejecutiva del vendedor, tanto porque es un juicioiniciado por el ejecutado contra el ejecutante, como porque la acción en él sostenida esde lato conocimiento y se halla sub lite.150

a.8.5) Venta del predio como especie o cuerpo cierto: art. 1833.Dispone este precepto: “Si el predio se vende como un cuerpo cierto, no habráderecho por parte del comprador ni del vendedor para pedir rebaja o aumento delprecio, sea cual fuere la cabida del predio. / Sin embargo, si se vende conseñalamiento de linderos, estará obligado el vendedor a entregar todo lo comprendidoen ellos; y si no pudiere o no se le exigiere, se observará lo prevenido en el inciso 2ºdel artículo precedente”.En teoría, la situación que se produce es distinta según que la venta se haga ono con señalamiento de linderos. Si no se han señalado linderos, no habrá aumento nirebaja del precio cualquiera que sea la cabida real; pero si se han señalado loslinderos, una sentencia de la Corte de Santiago de 24 de septiembre de 1883 disponeque el vendedor estará obligado a entregar todo el terreno comprendido dentro deellos, y en caso de que no lo haga, se aplicará el inciso 2º del art. 1832, es decir, si laparte que falta es inferior a la décima parte de la cabida declarada, se rebajará el
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precio; y si excede a esa décima parte, podrá rebajarse el precio o desistirse delcontrato el comprador.151
Sin embargo, en fallos de la Corte de Concepción de 6 de diciembre de 1878 y10 de junio de 1881 y de la propia Corte de Santiago de 13 de julio de 1880, seconcluye en sentido contrario, sentándose la doctrina que si el predio se ha vendidocomo cuerpo cierto y el vendedor entrega todo el terreno comprendido en los deslindesseñalados, el comprador no tiene derecho a pedir rebaja del precio, aunque la cabidaresulte menor que la que se indicó en el contrato.152
Pero las alternativas expuestas son teóricas, porque en la práctica, siempredeben señalarse los linderos, y de lo contrario, el predio no será inscrito por elConservador de Bienes Raíces, conforme a lo previsto en el Reglamento Conservatorio,arts. 78 y 82.

a.8.6) Prescripción de las acciones.Dispone el art. 1834 que las acciones que se originan en los arts. 1832 y 1833,prescribirán en el plazo de un año, contado desde la entrega.Se trata de una prescripción de corto plazo. Por ende, no se suspende.Cabe destacar que el plazo se cuenta desde la entrega del predio, lo que resultalógico, pues sólo desde que ella se realiza puede el comprador cerciorarse de si elpredio tiene o no la cabida que le corresponde.La jurisprudencia ha puntualizado que la acción es inaplicable en caso deadjudicación de un predio en el marco de la partición de una herencia. En efecto, unfallo de 17 abril de 1931 de la Corte de Concepción señala que no importando laadjudicación una enajenación de heredero a heredero, ya que por ella no se transfiereel dominio, sino que se determina o singulariza lo que pertenecía a cada uno en launiversalidad de los bienes heredados, dominio que el adjudicatario ya había adquiridopor sucesión por causa de muerte, no son aplicables a la adjudicación los plazosespeciales fijados en la compraventa para pedir que se complete la cabida o sedisminuya el precio de lo comprado.153
Tampoco cabe oponer la excepción de prescripción fundada en el art. 1834,cuando el demandante interpone una acción reivindicatoria, y no las acciones previstasen los arts. 1832 y 1833 (fallos de 13 de septiembre de 1899 de la Corte deValparaíso, 13 de mayo de 1909 de la Corte de Santiago, 21 de julio de 1917 de laCorte de Iquique y 1 de julio de 1920 de la Corte Suprema).154 En este contexto,podría ocurrir que el vendedor hubiere entregado una extensión de terreno mayor quela vendida, entablando entonces en contra del comprador una acción reivindicatoria yno las acciones de los arts. 1832 y 1833; el demandado no puede oponer la excepciónde prescripción que contra ellas (o sea, contra las acciones que emanan de los arts.1832 y 1833) otorga el art. 1834.Recordemos también que el art. 1834 ha sido uno de los preceptos en que sebasa la doctrina y jurisprudencia para concluir que la entrega del predio ha de ser realy no solamente legal, considerando que sólo la ocupación material habilita paraapreciar lo que efectivamente se entrega.Cuatro son las acciones que prescriben en el plazo señalado:
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1º La del vendedor, para exigir un aumento del precio cuando la cabida real es mayorque la declarada (salvo que la cabida real sea de tal magnitud, que el compradorpueda desistirse del contrato).2º La del comprador, para pedir la rebaja del precio cuando la cabida real es menorque la cabida declarada (salvo que lo que falte sea de tal magnitud, que el compradorprefiera desistirse del contrato).3º La del comprador, para exigir la entrega de la cabida que falta cuando la cabida reales menor que la cabida declarada (salvo que lo que falte sea de tal magnitud, que elcomprador prefiera desistirse del contrato).4º La del comprador, para desistirse del contrato, en los casos indicados.El art. 1835 hace aplicable los arts. 1832 y 1833 “a cualquier todo o conjuntode efectos o mercaderías” (por ejemplo, si se vende un rebaño de animales en relacióna su número y fijando el precio por cabeza).El art. 1836 establece que las mencionadas acciones no impiden a las partesentablar la acción rescisoria por lesión enorme, cuando nos encontramos ante unadesproporción grave en la equivalencia de las prestaciones, tratándose de bienesraíces. El fundamento de las acciones es distinto.
b) Obligación de saneamiento.
b.1) Aspectos generales y fines de la acción de saneamiento.

Se desprende del art. 1824, que la segunda obligación que la compraventaimpone al vendedor es el saneamiento de la cosa vendida. El vendedor no cumple suobligación con la sola entrega de la cosa al comprador, sino que es necesario ademásque la entregue en condiciones tales, que el comprador pueda gozar de ella tranquila ypacíficamente, a fin de que pueda obtener la utilidad que se propuso al celebrar elcontrato.Puede suceder que después de entregada la cosa, no le sea posible alcomprador usar y gozar de la misma tranquila y pacíficamente, sea porque haypersonas que tienen derechos sobre la cosa vendida anteriores al contrato decompraventa y que de ejercerse importarían en la práctica un menoscabo o despojopara el comprador; sea porque la cosa vendida adolezca de vicios o defectos que lahagan inepta para obtener de ella la utilidad que el comprador se proponía.En cualquiera de estas circunstancias, el vendedor no habrá cumplido suobligación, porque esta, como hemos dicho, no es solamente la de entregar, sinotambién la de proporcionar al comprador la posesión útil y tranquila o pacífica de lacosa. La ley viene entonces en auxilio del comprador, y le da acción para obligar alvendedor a que le proporcione el goce útil y tranquilo o pacífico de la cosa vendida o siesto no fuere posible, para que le indemnice los perjuicios. Estamos ante la ACCIONDE SANEAMIENTO, que busca precisamente sanear una cosa de los gravámenes odefectos de que adolece.La acción, entonces, comprende dos objetos, señalados en el art. 1837, quereza: “La obligación de saneamiento comprende dos objetos: amparar al comprador enel dominio y posesión pacífica de la cosa vendida, y responder de los defectos ocultosde ésta, llamados vicios redhibitorios” (en realidad debió decir “dominio o posesiónpacífica”, según ya no notamos).De esta manera, dichos objetos o finalidades son:1º Amparar al comprador en el goce y posesión pacífica de la cosa vendida.2º Reparar los defectos o vicios ocultos de que adolezca la cosa vendida, denominadosredhibitorios.
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La acción de saneamiento viene a ser entonces el arma que la ley pone enmanos del comprador para que se defienda ante los hechos descritos, que le turban ensu posesión tranquila y útil.Fluye de lo anterior que la obligación de saneamiento no se hace exigibleinmediatamente de celebrado el contrato de compraventa, como ocurre con laobligación de entregar, sino que es exigible cuando se produce un hecho que la haganecesaria. De ahí que no se conciba una compraventa sin obligación de entregar lacosa, pero perfectamente puede concebirse una compraventa sin la obligación desaneamiento.Mientras no se produzcan alguno de los hechos que señalábamos, la obligaciónde sanear se mantiene en estado latente. Por ello se dice que la acción de saneamientoes una acción defensiva y los hechos que autorizan su ejercicio son los derechos quepretenden terceros sobre la cosa por causas anteriores al contrato, y los vicios odefectos ocultos de la cosa. Como precisa un fallo de la Corte Suprema de 10 de mayode 1955, la palabra “sanear” ha de interpretarse en un sentido jurídico, como la deamparar al adquirente de la cosa en contra de toda perturbación de la posesiónpacífica de ella, ya sea por hechos que en sí mismos no sean viciosos, como son losque dan origen a la evicción, ya sea por vicios o defectos inherentes a la cosaadquirida, como son aquellos que dan origen a la redhibición.155

b.2) Características de la obligación de saneamiento.
De lo expuesto, podemos concluir que la obligación de saneamiento tiene doscaracterísticas fundamentales:1º Es una obligación de la naturaleza del contrato de compraventa: se entiendeincorporada en ella sin necesidad de cláusula especial, pero las partes pueden excluirlao limitar su alcance, mediante estipulación expresa. La obligación de entrega, encambio, es de la esencia de la compraventa.2º La obligación de saneamiento tiene un carácter eventual, puede o no hacerseexigible, según acontezcan o no los hechos descritos. Cuando el comprador es turbadoen su posesión por actos de un tercero que pretende derechos sobre la cosa y endefinitiva una sentencia ejecutoriada reconoce tales derechos, se produce laEVICCION. Cuando se trata de defectos ocultos de la cosa, que imposibilitan alcomprador para sacar provecho de ella, hay VICIOS REDHIBITORIOS. No debemosconfundir entonces la evicción y los vicios redhibitorios, por una parte, con laobligación de saneamiento, por otra parte, porque hay entre ellos la diferencia que vade la causa al efecto. La evicción o los vicios redhibitorios son la causa que autoriza alcomprador para exigir al vendedor el saneamiento.

b.3) Saneamiento de la evicción.
b.3.1) Concepto de evicción.Dos artículos del Código Civil debemos tener en consideración: 1838 y 1839.Dispone el art. 1838: “Hay evicción de la cosa comprada, cuando el compradores privado del todo o parte de ella, por sentencia judicial”.Establece por su parte el art. 1839: “El vendedor es obligado a sanear alcomprador todas las evicciones que tengan una causa anterior a la venta, salvo encuanto se haya estipulado lo contrario”.
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156 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 314.157 Pothier, Robert, Tratado del contrato de venta, Nº 84, citado a su vez en Repertorio de Legislación yJurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición, tomo VII, Santiago de Chile,Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 314.158 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,

Del tenor de lo dispuesto en estos dos preceptos, puede definirse la eviccióncomo la privación del todo o parte de la cosa comprada que sufre el comprador, aconsecuencia de una sentencia judicial, por causa o motivo anterior a la venta.Evicción viene del latín evincere, que quiere decir derrotar, despojar o vencer aotro en un litigio; y efectivamente, la evicción es la derrota que sufre el comprador enun litigio. La evicción no es pues un derecho o una obligación, sino que un hecho queproduce consecuencias jurídicas: da al comprador el derecho a reclamar elsaneamiento e impone al vendedor la obligación de sanear.
b.3.2) Requisitos de la evicción.Tres requisitos deben concurrir:1º Que el comprador sea privado del todo o parte de la cosa comprada, a consecuenciade un derecho que reclame un tercero. La privación puede ser total o parcial; es total,en el caso de que el tercero sea dueño de toda la cosa o acreedor hipotecario del bienraíz; será parcial, cuando el tercero sea comunero de la cosa, o cuando se le reconozcatener sobre ella un usufructo, censo o servidumbre. Como puede observarse, en ciertomodo cabe afirmar que el comprador puede afrontar dos situaciones:i.- Una, en la que fuere privado materialmente del todo o de parte de lo comprado. Enotras palabras, cuando es privado total o parcialmente de su dominio.ii.- Otra, en la que, sin ser privado físicamente de la cosa, sin perder su dominio, sereconoce sobre ésta derechos reales a favor de un tercero, distintos del dominio, quesuponen un evidente perjuicio para el comprador.En relación a la hipótesis de evicción total o parcial por existir derechos sobre lacosa comprada, un fallo de la Corte de Santiago de 24 de octubre de 1911, deja enclaro que debe entenderse que el comprador es privado de una parte de la cosavendida cuando es condenado por sentencia judicial al pago de una cierta suma dedinero proveniente de unos censos que gravaban la propiedad vendida y que no fueronconsiderados en la compraventa, pues se le priva de la cosa en la partecorrespondiente al valor a que sube la condena. Por consiguiente, procede en este casola evicción, sin que se necesite para su existencia que el comprador haya sido privadode todo o parte de la cosa material comprada, pues basta para este efecto que lo seade una parte de su valor o precio que la representa.156

En la misma línea, Pothier señalaba que “Se da el nombre de evicción, no sólo ala sentencia que pura y simplemente condena a entregar una cosa, sino también a laque condena a entregar una cosa, pagar u obligarse a hacer una cosa. Por esta razón,si el comprador de una finca, en virtud de haberse interpuesto acción hipotecaria, seve obligado al pago del crédito para evitar el abandono de la misma, que vale tanto omás que el crédito del demandante, este comprador, en tal caso, sufre evicción de lacosa que se le ha vendido, que no puede conservar sino a fuerza de entregar dinero;por lo que queda el vendedor obligado a responderle de esta evicción con el reembolsode lo que pagó por él”.157
De igual forma, una sentencia de la Corte de Talca de 13 de agosto de 1921,subraya que hay evicción de la cosa comprada no sólo cuando el comprador es privadodel todo o de una parte material de ella, sino también siempre que por sentenciajudicial se declare a favor de un tercero la existencia anterior de algún derecho sobrela cosa, que limite de cualquier modo el dominio que el comprador se propusoadquirir.158
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tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 314.159 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 311.

De esta manera:i.- habrá evicción total en dos casos: (i) privación total del dominio; o (ii)reconocimiento de un derecho real en favor de un tercero que “absorbe” por completoel valor de la cosa (por ejemplo: una hipoteca que cauciona una obligación cuyo montoexcede el valor del inmueble).ii.- Habrá evicción parcial en dos casos: (i) privación parcial del dominio; o (ii)reconocimiento de un derecho real en favor de un tercero que no “absorbe” porcompleto el valor de la cosa (por ejemplo: una hipoteca que garantiza una obligaciónque sólo es equivalente al diez por ciento del valor del inmueble; o una servidumbre detránsito, que sólo afecta un cinco por ciento de la superficie aprovechable del predio).2º Que la evicción se produzca por sentencia judicial, que desposea total oparcialmente al comprador de la cosa o que reconozca la existencia de un derecho enfavor del tercero, como el de hipoteca o de servidumbre, por ejemplo.Atendiendo a este requisito, cabe destacar:i.- Que no hacen exigible la obligación de sanear, los reclamos extrajudiciales deterceros. En tales casos, el comprador no puede invocar la obligación en contra delvendedor, sin perjuicio del derecho que le confiere el art. 1872, inc. 2º (abstenerse depagar el precio al vendedor, depositándolo con autorización de la justicia).ii.- Asimismo, tampoco hace exigible la obligación de sanear, la entrega o abandonovoluntario que haga el comprador a un tercero, de la cosa comprada, por legítimos queparezcan ser los derechos de tal tercero.iii.- De igual forma, no hace exigible la obligación de sanear, las turbaciones de hechoque sufre el comprador, las que debe repeler por sí mismo (el mismo principio, en elart. 1930, en materia de arrendamiento). En este caso, el comprador puede recurrir ala acción de protección, consagrada en la Constitución Política de la República.También podrá el comprador invocar el art. 1872, inc. 2º, ya citado.En otras palabras, el vendedor sólo está obligado a responder por lasturbaciones de derecho, cuando terceros interponen acciones judiciales en contra delcomprador.Ratifica lo anterior un fallo de 11 de marzo de 1936, de la Corte de Temuco,que enfatiza que el vendedor sólo responde de las turbaciones de derecho, pero no delas vías de hecho, pues en ese caso el comprador encuentra amparo suficiente en laprotección general de la ley. La turbación de derecho debe exteriorizarse por lainterposición de una acción judicial en que se demande la cosa comprada, por causaanterior a la venta.159
En una hipótesis, sin embargo, puede darse el caso de que se produzca laevicción, sin mediar una sentencia judicial, conforme al art. 1856 en relación con elartículo 1845. El caso es aquel en que el vendedor, citado al juicio, se allana a laspretensiones del tercero. Asumiendo el vendedor la responsabilidad que le cabe por laevicción, y aceptando el comprador igualmente el mejor derecho del tercero, restituyedicho comprador a dicho tercero la cosa. En todo caso, se requiere siempre unproceso.3º Que la privación que sufra el comprador tenga una causa o motivo anterior a laventa: art. 1839.Se comprende esta exigencia, porque de otra manera el despojo o la privaciónque sufre el comprador no puede ser imputable a culpa o hecho del vendedor. El art.1843, inc. 1º, reitera lo indicado en el art. 1839.

b.3.3) Deberes del vendedor en caso de evicción.
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160 Como se advierte en el inciso final del artículo, ciertamente no está circunscrito a las comunidadeshereditarias, pudiendo aplicarse a otras comunidades, de distinto origen. Así, por ejemplo, los vendedorespudieron formar una comunidad cuando compraron pro-indiviso un inmueble que después venden, sufriendoevicción su comprador.

Para que la evicción se produzca, es necesario que exista un litigio, al queponga término una sentencia, sin perjuicio de lo indicado respecto del art. 1856.Cabe determinar entonces en qué momento se hace exigible la obligación desanear la evicción.La obligación de sanear que pesa sobre el vendedor no sólo le impone el deberde indemnizar al comprador cuando ha sido despojado de la cosa comprada, sinotambién el de ampararlo para evitar que el despojo se produzca.Así, la obligación de sanear la evicción comprende para el vendedor dos fases, opuede descomponerse en dos obligaciones que recaen sobre objetos distintos y quedeben cumplirse en oportunidades diversas.A estas dos etapas de la obligación de sanear la evicción alude el art. 1840, delsiguiente tenor: “La acción de saneamiento es indivisible. Puede por consiguienteintentarse insólidum contra cualquiera de los herederos del vendedor. / Pero desde quea la obligación de amparar al comprador en la posesión, sucede la de indemnizarle endinero, se divide la acción; y cada heredero es responsable solamente a prorrata de sucuota hereditaria. / La misma regla se aplica a los vendedores que por un solo acto deventa hayan enajenado la cosa”.160
En primer término, debe prestar amparo al comprador para que obtenga unresultado favorable en el juicio iniciado en su contra. Y si a pesar de ello pierde eljuicio, debe indemnizarle de todo el daño que sufra el comprador a consecuencia delfallo. Entonces, dentro de la obligación general de sanear la evicción, vancomprendidas en realidad dos obligaciones específicas:1º Una obligación DE HACER, la de amparar o defender al comprador en el juicio que eltercero ha iniciado, haciendo cesar toda turbación o embarazo; este es el objetoprincipal de la obligación de sanear; esta primera obligación, siendo de hacer esINDIVISIBLE y puede intentarse, si los vendedores fueren dos o más, contra cualquierade ellos, o contra cualquiera de los herederos del vendedor, si éste falleciere;2º Terminada la primera etapa y resuelto el litigio en forma desfavorable para elcomprador, la obligación de hacer se transforma en una obligación DE DAR, la que setraduce en una obligación de pago de la evicción, en indemnizar al comprador losperjuicios que ha experimentado por la pérdida de la cosa. Esta obligación esDIVISIBLE y por ende cada uno de los herederos del vendedor responde solamente desu cuota, o si son varios los vendedores, cada uno responde a prorrata en el dominioque tenía sobre la cosa vendida.

b.3.4) Citación de evicción.b.3.4.1) Concepto.Interpuesta la demanda por el tercero en contra del comprador, naceinmediatamente para el vendedor la obligación de amparar al comprador en laposesión y goce de la cosa, amparo que se traduce en la intervención personal ydirecta del vendedor en el juicio, asumiendo el rol del demandado. A fin de que estaintervención se efectúe, el art. 1843 establece que el comprador a quien se demandala cosa vendida por causa anterior a la venta, deberá citar al vendedor para quecomparezca a defenderlo.La citación de evicción es entonces el llamamiento que en forma legal hace elcomprador a su vendedor, para que comparezca a defenderlo al juicio.Como se indica en una fallo de la Corte Suprema de 12 de junio de 1978, lacitación de evicción es la acción del comprador de una cosa que es demandado por untercero que (por causa anterior a la venta) pretende derechos que perturban su
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161 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 322.162 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 324.

dominio y posesión pacífica de lo adquirido, a fin de que el vendedor comparezca alpleito a defenderla.161
b.3.4.2) Necesidad de un juicio civil.En la citada sentencia de 12 de junio de 1978, se precisa que la citación deevicción es una acción esencialmente civil y relacionada de modo preciso con unademanda civil de cualquier naturaleza que sea, pero siempre civil. El compradorperturbado en su dominio por una resolución dictada en un proceso criminal, en el queno es ni puede ser parte, no tiene posibilidad de valerse de la citación de evicción. Si laespecie vendida es incautada al comprador y retirada de su poder en virtud de unaorden judicial dictada en un proceso penal en que se investiga la sustracción deaquélla, obvio es que el comprador no puede ejercitar en ese proceso acción civil ymenos citar de evicción.b.3.4.3) Importancia.Mediante la citación de evicción, el vendedor tiene conocimiento de la acciónque el tercero ha entablado contra el comprador, y a partir de dicha citación se haceexigible la obligación del vendedor de amparar al comprador.La citación de evicción, entonces, es de tal relevancia, que si el comprador laomitiere, el vendedor no será obligado al saneamiento. En efecto, si el comprador no lehace saber la existencia del juicio, no puede culpársele de que no haya defendido alcomprador. La negligencia, en tal caso, es del último.b.3.4.4) Forma y oportunidad.El Código Civil se remite al Código de Procedimiento Civil, rigiendo al efecto losarts. 584 a 586.Tales reglas se sintetizan en los términos siguientes:1º Debe solicitarla el comprador, acompañando los antecedentes que hagan aceptablesu solicitud.2º La citación debe hacerse antes de la contestación de la demanda.3º Ordenada la citación, el juicio se suspende por 10 días, o por un término mayor, deacuerdo a la tabla de emplazamiento.4º Vencido el plazo anterior, si el demandado (o sea, el comprador) no ha practicado lacitación, el demandante podrá solicitar que se declare caducado el derecho paraefectuarla, o que se le autorice para efectuarla, a costa del demandado.5º Efectuada la citación, el vendedor tiene el término de emplazamiento quecorresponda, para comparecer al juicio, suspendiéndose mientras tanto el proceso.b.3.4.5) Procede en cualquiera clase de juicio.La citación de evicción es posible en cualesquiera clase de juicios, como loprueba la historia fidedigna del establecimiento de la ley, pues en el proyecto deCódigo de Procedimiento Civil, la citación de evicción figuraba en los trámites del juicioordinario, y la Comisión Revisora optó por colocarla entre los procedimientosespeciales, dejando constancia en las actas que se procedió de esta forma, porque lacitación de evicción no es un trámite exclusivo de los juicios ordinarios, sino de todojuicio. La jurisprudencia también lo ha ratificado. Así, en un fallo de 28 de agosto de1980, de la Corte de Santiago, se afirma que el vendedor está obligado a sanear laevicción cualquiera que sea la naturaleza o el procedimiento a que se sujete el juicioen que se dicte la sentencia en que se produce. Así, la acción que el tercero dirigecontra el comprador no sólo puede ser la reivindicatoria, sino también una de nulidaddel contrato (que de acogerse, servirá de fundamento para una posterior acciónreivindicatoria).162
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163 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 319.164 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 319 y 320.165 Somarriva Undurraga, Manuel, Las obligaciones y los contratos ante la jurisprudencia, Santiago de Chile,Editorial Jurídica de Chile, 1984, 2ª edición actualizada por Ramón Domínguez Benavente, Nº 279, p. 213.166 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 320.

b.3.4.6) A quién puede citarse de evicción.Cabe preguntarse, al tenor del art. 1841, si el comprador puede citar deevicción a cualesquiera de los antecesores de su vendedor o solamente al antecesorinmediato del último.Dispone este precepto: “Aquel a quien se demanda una cosa comprada podráintentar contra el tercero de quien su vendedor la hubiere adquirido, la acción desaneamiento que contra dicho tercero competería al vendedor, si éste hubiesepermanecido en posesión de la cosa”.La tendencia de la jurisprudencia ha experimentado un cambio sobre elparticular, al interpretar el art. 1841.Inicialmente, la Corte Suprema concluyó que el art. 1841 era limitativo y que elcomprador podía dirigirse solamente contra su vendedor y contra el antecesor directo einmediato de su vendedor. Dicho en otras palabras: el actual poseedor de la cosa teníaacción, conforme a esta doctrina, sólo contra dos personas: contra quien le vendió lacosa y contra aquél que a su vez había vendido la cosa al anterior. O sea, contra elpenúltimo y contra el antepenúltimo de los poseedores o tenedores de la cosa.Así, en fallos de 12 de julio de 1921 y 5 de mayo de 1926 del máximo tribunal,se asienta la siguiente doctrina: el art. 1841 faculta al comprador para subrogarse a suvendedor, ejercitando la acción que a éste competería si hubiera permanecido enposesión de la cosa; pero este último precepto fija el límite del derecho del compradoren cuanto a que sólo puede saltar a uno de sus antecesores en el dominio de la cosapara la citación de evicción. En consecuencia, el último comprador y actual poseedorde la cosa no puede citar de evicción a un vendedor que es, con relación a él, el cuartoantecesor en el dominio y posesión de la cosa que se quiere sanear. Del mismo modo,el comprador no puede citar de evicción a uno de los anteriores vendedores si medianentre ambos dos vendedores que no han sido citados.163
Aún más, en una sentencia de la Corte de Valparaíso de 22 de agosto de 1913,se afirma que el comprador sólo puede citar de evicción a su vendedor y no al quevendió a éste, conforme lo dispone expresamente el art. 1843.164
Manuel Somarriva Undurraga, discrepando de esta doctrina, expone en su obraLas obligaciones y los contratos ante la jurisprudencia, publicada en 1939, que “al art.1841 no puede atribuírsele carácter limitativo. Además, cabe observar que elcomprador de una cosa adquiere todos los derechos que tenían sus antecesores, yentre estos derechos está la acción de saneamiento de cada comprador contra suvendedor. El último comprador reúne estas acciones y puede ejercitarlas contracualquiera de sus antecesores”.165
La doctrina de Manuel Somarriva, ya se había formulado en realidad en unasentencia de la Corte Suprema de 21 de septiembre de 1933, y se ratificó en fallos de6 de diciembre de 1944 y 11 de agosto de 1949, también de la Corte Suprema.166
De esta manera, se modificó la tendencia inicial de la jurisprudenciamayoritaria, que limitaba los alcances del art. 1841.Así las cosas., se sostiene ahora que el art. 1841 reconoce el principio de que elcomprador puede citar de evicción a una persona distinta del vendedor directo, y notiene el alcance de limitar o restringir este principio al caso que considera como el demás ordinaria ocurrencia, ni menos el de consagrar una prohibición relativamente a lacitación de evicción de los vendedores anteriores a aquellos a que se refiere
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expresamente. El art. 1841, aunque emplee el singular al decir que el compradorpuede intentar la acción de saneamiento “contra el tercero de quien su vendedor lahubiere adquirido”, no hizo la limitación a una sola persona, o sea, al vendedor de suvendedor, cuando la causa de la evicción o del peligro de la evicción puede serocasionado por un vendedor anterior, como sucede en la venta de cosa parcialmenteajena realizada por el vendedor del vendedor. Innecesario sería que cada compradorfuera citando de evicción a su vendedor en una serie sucesiva de contratos y estederecho no se le puede negar a cada uno de los compradores, ya que van adquiriendotodos los derechos de su vendedor y, entre ellos, el de citar de evicción a su respectivocomprador, subrogándose cada uno de éstos en los derechos de su vendedor en cadacontrato de la serie. El comprador puede oponer la excepción de saneamiento no sólo asu vendedor o al vendedor de quien éste hubo la cosa, sino a cualquiera de losvendedores anteriores hasta el que aparezca como responsable de la evicción.b.3.4.7) Efectos de la citación de evicción.Citado el vendedor, puede asumir dos actitudes: comparecer a defender alcomprador o eludir su obligación. Analizaremos su conducta y responsabilidad duranteel juicio y una vez dictada la sentencia definitiva.1º Durante el juicio.● No comparece a defender al comprador: el vendedor será responsable, en principio,de la evicción.Dispone el art. 1843: “El comprador a quien se demanda la cosa vendida, porcausa anterior a la venta, deberá citar al vendedor para que comparezca a defenderla./ Esta citación se hará en el término señalado por el Código de Enjuiciamiento. / Si elcomprador omitiere citarle, y fuere evicta la cosa, el vendedor no será obligado alsaneamiento; y si el vendedor citado no compareciere a defender la cosa vendida, seráresponsable de la evicción; a menos que el comprador haya dejado de oponer algunadefensa o excepción suya, y por ello fuere evicta la cosa”.Pero como nadie responde de las culpas ajenas, puede suceder que, el juicio sehaya perdido por culpa del comprador, que dejó de oponer en defensa suya algunaexcepción que sólo él podía deducir. En tal evento, el vendedor no será responsable,aunque no haya comparecido a defender al comprador. Así, por ejemplo, si elcomprador, habiendo poseído la cosa el tiempo suficiente o agregando a su posesión lade sus antecesores, puede invocar la prescripción adquisitiva y no lo hace (art. 1843,inc. 2º).● El vendedor comparece a defender al comprador: se seguirá en su contra el litigio,sin perjuicio que el comprador pueda seguir actuando en el proceso, como partecoadyuvante, en defensa de sus intereses.Establece el art. 1844: “Si el vendedor comparece, se seguirá contra él solo lademanda; pero el comprador podrá siempre intervenir en el juicio para la conservaciónde sus derechos”.Cabe señalar que el comprador no sólo podrá sino que deberá intervenir en eljuicio si cuenta con excepciones que sólo él puede oponer, puesto que si no lo hace, elvendedor quedará exento de responsabilidad.Al comparecer el vendedor, puede asumir dos actitudes: allanarse o no alsaneamiento de la evicción.Expresa el art. 1845: “Si el vendedor no opone medio alguno de defensa, y seallana al saneamiento, podrá con todo el comprador sostener por sí mismo la defensa;y si es vencido, no tendrá derecho para exigir del vendedor el reembolso de las costasen que hubiere incurrido defendiéndose, ni el de los frutos percibidos durante dichadefensa y satisfechos al dueño”.Si el vendedor estudia la demanda y reconoce que el tercero tiene la razón yque es inútil seguir el juicio porque no reportará sino gastos, se allanará a la demanda.El comprador puede a su vez adoptar dos actitudes:
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i.- Concordar con el vendedor y dar por terminado el juicio, restituyendo la cosa altercero demandante y siendo debidamente indemnizado por el vendedor; o,ii.- No conformarse con la actitud del vendedor y optar por seguir el juicio por supropia cuenta. En el último caso, si la evicción se produce en definitiva, el vendedorestá obligado a indemnizar al comprador, pero como no es justo hacerle responder porlos gastos del juicio que quiso evitar, ni hacerle pagar los frutos devengados durante eljuicio que el comprador se vio obligado a restituir, se exime al vendedor de responderpor tales conceptos.2º Una vez dictada la sentencia.Esta puede resolver en favor del comprador o en favor del tercero que demandala cosa.En el primer caso, la defensa del vendedor o del comprador ha sido eficaz y lademanda ha sido rechazada. No hay evicción y no le cabe al vendedor responsabilidadalguna, salvo en cuanto la demanda fuere imputable a hecho o culpa del vendedor.Dispone el art. 1855: “Si la sentencia negare la evicción, el vendedor no seráobligado a la indemnización de los perjuicios que la demanda hubiere causado alcomprador, sino en cuanto la demanda fuere imputable a hecho o culpa del vendedor”.¿En qué circunstancia la demanda que el tercero interpuso contra el compradorpudo ser “imputable a hecho o culpa del vendedor”? Por ejemplo, si se hubiereproducido el caso previsto en el art. 1817, cuando el dueño de la cosa se la vendió pordistintos contratos a dos personas. Uno de estos compradores demandó al otro de loscompradores. Finalmente, la demanda fue rechazada, porque las reglas del art. 1817amparaban al comprador demandado. Pero no hay duda que en este caso la demandadel tercero se debió a un hecho fraudulento del vendedor. Entre los perjuicios, desdeya, habría que incluir las costas en las que debió incurrir el comprador demandado,cuando el demandante no fuere condenado a pagárselas. También podría reclamarlucro cesante el comprador que fue demandado, si prueba que la cosa ya la teníavendida a un tercero en un mayor precio, pero dicho negocio fracasa a raíz del juicioque el primero enfrentaba.En el segundo caso, esto es, cuando el comprador es evicto o derrotado, cuandoel juicio se resuelve en favor del tercero demandante, y el comprador es despojado detodo o parte de la cosa vendida, habiendo sido ineficaz la defensa del comprador o delvendedor, la primitiva obligación del vendedor (de hacer), se transforma en unaobligación de dar (art. 1840).Los perjuicios que el vendedor debe abonar serán distintos, sin embargo, segúnque la evicción sea TOTAL o PARCIAL.Como cuestión previa, cabe señalar que si el vendedor se allana buenamente apagar los perjuicios, concluye allí toda controversia y dificultad; pero lo más frecuenteserá que el vendedor no se allane a indemnizar al comprador el daño sufrido, o queexista entre las partes discrepancia acerca de la cuantía de los perjuicios. El compradordeberá entablar entonces en contra del vendedor una nueva demanda, para obtenerque se condene al segundo al pago de los perjuicios y se determine su cuantía.
b.3.5) Indemnizaciones en caso de evicción total.El art. 1847 señala los diversos aspectos que el vendedor debe indemnizar alcomprador, en caso de evicción total, vale decir, cuando es despojado íntegramente dela cosa.Establece el precepto:“El saneamiento de evicción, a que es obligado el vendedor, comprende:1º. La restitución del precio, aunque la cosa al tiempo de la evicción valga menos;2º. La de las costas legales del contrato de venta que hubieren sido satisfechas por elcomprador;
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3º. La del valor de los frutos, que el comprador hubiere sido obligado a restituir aldueño; sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1845;4º. La de las costas que el comprador hubiere sufrido a consecuencia y por efecto de lademanda; sin perjuicio de lo dispuesto en el mismo artículo;5º. El aumento de valor que la cosa evicta haya tomado en poder del comprador, aunpor causas naturales o por el mero transcurso del tiempo.Todo con las limitaciones que siguen”.De esta manera, las prestaciones de cargo del vendedor son las siguientes:1º Debe restituir el precio, aunque la cosa al tiempo de la evicción valga menos. Salvoque la disminución del valor de la cosa se deba a deterioros causados por el compradory de los cuales haya reportado beneficios (por ejemplo, cuando el comprador, mientrastuvo un predio forestal en su poder, taló parte de los bosques y vendió la madera, demanera que el inmueble, al producirse la evicción, vale menos), deterioros cuyo valorserá descontado en la restitución del precio, de acuerdo al principio de que nadiepuede enriquecerse a costa ajena.El art. 1848 dispone al efecto: “Si el menor valor de la cosa proviniere dedeterioros de que el comprador ha sacado provecho, se hará el debido descuento en larestitución del precio”.2º Debe pagar las costas legales del contrato de venta que hubieren sido satisfechaspor el comprador (por ejemplo, lo que se le hubiere pagado al notario público queautorizó la venta de un inmueble; o el impuesto al valor agregado que se hubierepagado tratándose de la venta de un inmueble construido por el propio vendedor, delgiro inmobiliario, o en la venta de muebles nuevos o el impuesto a pagar en la ventade un automóvil).3º Debe pagar el valor de los frutos, que el comprador hubiere sido obligado a restituiral dueño, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 1845, que reza: “Si el vendedor noopone medio alguno de defensa, y se allana al saneamiento, podrá con todo elcomprador sostener por sí mismo la defensa; y si es vencido, no tendrá derecho paraexigir del vendedor el reembolso de las costas en que hubiere incurrido defendiéndose,ni el de los frutos percibidos durante dicha defensa y satisfechos al dueño”.Vale decir, cuando el vendedor se allanó a la demanda y el comprador optó porseguir el juicio, caso en el cual el comprador carece de derecho para exigir al vendedorque le restituya el valor de los frutos, percibidos a partir de la defensa asumida por elcomprador.Cabe indicar que la obligación del comprador frente al tercero demandante enorden a restituirle los frutos, se rige por las normas generales de las prestacionesmutuas, siendo la obligación más o menos onerosa, según haya estado el compradorde mala o buena fe. Recordemos que el poseedor de buena fe no está obligado a larestitución de los frutos percibidos antes de la contestación de la demanda (arts. 904 ysiguientes).4º Debe pagar las costas judiciales que el comprador hubiere sufrido a consecuencia ypor efecto de la demanda, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 1845. Se trata tantode las costas procesales como personales.5º Debe pagar el aumento de valor que la cosa evicta haya tomado en poder delcomprador, aun por causas naturales o por el mero transcurso del tiempo.Pero la ley establece limitaciones, tanto en lo concerniente al aumento de valorpor causa del hombre como en lo relativo a causas naturales.En cuanto al aumento de valor que haya experimentado la cosa por mejoras, elvendedor tiene mayor o menor responsabilidad según hubiere estado de mala o buenafe. Dispone el art. 1849: “El vendedor será obligado a reembolsar al comprador elaumento de valor, que provenga de las mejoras necesarias o útiles, hechas por elcomprador, salvo en cuanto el que obtuvo la evicción haya sido condenado a
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abonarlas. / El vendedor de mala fe será obligado aun al reembolso de lo que importenlas mejoras voluptuarias”.De esta manera, cabe distinguir:● Si estaba de buena fe, el vendedor debe reembolsar al comprador el valor de lasmejoras necesarias y útiles, siempre que ellas no hubieren sido pagadas por eldemandante (en realidad, la indemnización se reducirá en este caso al reembolso delas mejoras útiles, pues las necesarias tienen que haber sido reembolsadas por eltercero reivindicante, conforme a las normas de las prestaciones mutuas, queconfieren tal derecho aún al poseedor vencido de mala fe).● Si estaba de mala fe, el vendedor debe abonar al comprador incluso las mejorasvoluptuarias, a menos que el segundo hubiere retirado los materiales que incorporó alhacer la mejora.Tratándose del aumento de valor por causas naturales o por el transcurso deltiempo, también será determinante la buena o mala fe del vendedor.Establece el art. 1850: “El aumento de valor debido a causas naturales o altiempo, no se abonará en lo que excediere a la cuarta parte del precio de la venta; amenos de probarse en el vendedor mala fe, en cuyo caso será obligado a pagar todo elaumento de valor, de cualesquiera causas que provenga”.De esta forma, el distingo aquí sería el siguiente:● Si el vendedor estaba de buena fe: abonará hasta la cuarta parte que excediere elprecio de venta. Así, por ejemplo, si una valiosa obra de arte se vendió en sesentamillones de pesos, pero en el período en que estuvo en manos del comprador su valorse elevó a cien millones de pesos, el vendedor, además de devolver los sesentamillones de pesos que recibió, deberá abonar al comprador quince millones de pesos(que corresponden a un cuarto de sesenta millones de pesos).● Si el vendedor estaba de mala fe: abonará todo el aumento de valor, cualquiera seasu causa. En el ejemplo anterior, el vendedor deberá abonar al comprador los cienmillones de pesos (devolverá los sesenta millones que se le pagaron y además loscuarenta millones que corresponden al aumento del valor de la cosa).El art. 1850 es claro en cuanto a que debe “probarse en el vendedor mala fe”.Esto significa que es el comprador quien tiene esta carga probatoria. La regla es lógica,si consideramos que es la buena fe la que se presume, por regla general. Aunque elart. 1849 no contiene una regla semejante a la del art. 1850, es razonable aplicar elmismo criterio.¿Puede demandar el comprador que sufriere evicción total, además,indemnización por daño moral? No vemos inconveniente en ello, conforme a losprincipios generales. Pero deberá acreditarlo. Por lo demás, el art. 1853, en el caso deevicción parcial, permite demandar “todo otro perjuicio que de la evicción resultare alcomprador”. Aquí, podría reclamarse indemnización por daño moral. Y si es procedenteen caso de evicción parcial, con mayor razón lo sería si se trata de evicción total.Cabe consignar que en las VENTAS FORZADAS, esto es, las que se hacen porintermedio de la justicia y a petición del acreedor y en las que el juez es elrepresentante legal del tradente, la indemnización de la evicción se limita a larestitución del precio que haya producido la venta, conforme al art. 1851.Se indica en esta norma: “En las ventas forzadas hechas por autoridad de lajusticia, el vendedor no es obligado, por causa de la evicción que sufriere la cosavendida, sino a restituir el precio que haya producido la venta”.Lo anterior obedece a una razón de equidad, ya que el vendedor se vio obligadoa enajenar, contra su voluntad.En este último caso, el legislador restringe la indemnización sólo a la restitucióndel precio. Por ende, en nuestra opinión el comprador evicto no podría tampocoreclamar indemnización por daño moral.
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b.3.6) Indemnizaciones en caso de evicción parcial.La situación es distinta, según sea la magnitud de la evicción:1° Si la evicción parcial es de tal magnitud que de haber sido conocida por elcomprador, éste no habría celebrado el contrato, nace en su favor un derechoalternativo:● Pedir la resolución del contrato (el Código dice “rescisión”, impropiamente); o● Pedir el saneamiento parcial, con arreglo al art. 1847.Establece el artículo 1852, inc. 4º: “Si la evicción no recae sobre toda la cosavendida, y la parte evicta es tal, que sea de presumir que no se habría comprado lacosa sin ella, habrá derecho a pedir la rescisión de la venta”.El inciso citado resulta por lo demás concordante con lo dispuesto en el artículo1814, inc. 2º, al que ya nos referimos, cuando falta una parte “considerable” de lovendido.Si se opta por la primera alternativa, recaerá en el comprador la carga deprobar que la parte evicta era esencial para contratar.En relación a los antecedentes que demostrarían que la parte evicta fuedeterminante en la compra, expresa un fallo de la Corte de Talca de 13 de agosto de1921, que en términos generales, esos antecedentes no pueden ser otros que losconstituidos por circunstancias relativas a la naturaleza de la cosa comprada, al fin aque ella fuere destinada y a los propósitos que hayan movido al comprador a celebrarel contrato, manifestados por actos coetáneos o posteriores a la celebración delcontrato.El art. 1853 reglamenta las relaciones entre comprador y vendedor, en el casoque el primero opte por pedir la resolución del contrato: “En virtud de esta rescisión, elcomprador será obligado a restituir al vendedor la parte no evicta, y para estarestitución será considerado como poseedor de buena fe, a menos de prueba contraria;y el vendedor además de restituir el precio, abonará el valor de los frutos que elcomprador hubiere sido obligado a restituir con la parte evicta, y todo otro perjuicioque de la evicción resultare al comprador”.De esta forma:● El comprador debe restituir al vendedor la parte no evicta;● Para esta restitución, el comprador será considerado como poseedor de buena fe, amenos de prueba en contrario (interesa este punto, a los efectos de lo previsto en lasprestaciones mutuas, artículos 904 y siguientes);● El vendedor, por su parte:i.- Debe restituir el precio;ii.- Debe abonar el valor de los frutos que el comprador hubiere sido obligado arestituir con la parte evicta; yiii.- Deberá indemnizar todo otro perjuicio que de la evicción resultare al comprador.2° Si la evicción parcial no es de tanta magnitud, de manera que sin la parte evicta elcomprador igual hubiere contratado, sólo habrá derecho a pedir el saneamiento de esaevicción parcial en la forma señalada en el art. 1847.Establece al efecto el art. 1854: “En caso de no ser de tanta importancia laparte evicta, o en el de no pedirse la rescisión de la venta, el comprador tendráderecho para exigir el saneamiento de la evicción parcial con arreglo a los artículos1847 y siguientes”.En este caso, no tiene el comprador derecho a pedir la resolución del contrato,pero sí a ser indemnizado.
b.3.7) A quiénes corresponde y quiénes pueden pedir el saneamiento por evicción.La obligación de sanear la evicción pesa:i.- En primer término, sobre el vendedor (entendido como todos los vendedoresprecedentes, dada la actual interpretación del art. 1841);
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ii.- En segundo término, sobre sus herederos y sus cesionarios, o sea, las personas aquienes el vendedor transmitió o transfirió sus obligaciones.A su vez, el derecho de exigir el saneamiento de la evicción corresponde:i.- En primer lugar, al comprador;ii.- En segundo lugar, a las personas a quienes aquél transmite o transfiere susderechos.
b.3.8) Extinción de la acción de saneamiento de evicción.

Se extingue la acción por renuncia, por prescripción o por casos especialesprevistos por la ley.
b.3.8.1) Extinción de la acción por renuncia del comprador.La obligación de sanear la evicción no es de la esencia del contrato decompraventa, sino de su naturaleza, de manera que las partes pueden convenir que semodifiquen sus efectos e incluso excluirla por completo. En diversas normas seconsigna lo anterior:● Art. 1839, en la frase “salvo en cuanto se haya estipulado lo contrario”.● Art. 1842, que exige en todo caso buena fe de parte del vendedor: “Es nulo todopacto en que se exima al vendedor del saneamiento de evicción, siempre que en esepacto haya habido mala fe de parte suya”.Si el vendedor está de mala fe, el pacto por el cual se le exime de la obligaciónde saneamiento de la evicción, será nulo. Se entiende por mala fe, a este respecto, elconocimiento que el vendedor tenga de las causas de la evicción (se trataría de uncaso de dolo negativo por parte del vendedor).Por regla general, la renuncia del saneamiento de la evicción, esto es, laestipulación acerca de que si la evicción se produce, el vendedor no estará obligado asanearla, no exime al vendedor de la obligación de restituir el precio; únicamentelibera al vendedor de la obligación de abonar todos los demás perjuicios que se indicanen el art. 1847. No puede ser de otra manera, porque si el comprador fuere despojadode la cosa y no pudiere exigir que al menos se le restituya el precio que pagó por ella,habría para el vendedor un enriquecimiento sin causa. Esta obligación de restituir elprecio íntegro existe aunque se haya deteriorado la cosa o disminuido de cualquiermodo su valor, aún por hecho o negligencia del comprador, salvo en cuanto éste hayarecabado provecho del deterioro.Establece el art. 1852, incisos 1º y 2º: “La estipulación que exime al vendedorde la obligación de sanear la evicción, no le exime de la obligación de restituir el preciorecibido. / Y estará obligado a restituir el precio íntegro, aunque se haya deteriorado lacosa o disminuido de cualquier modo su valor, aun por hecho o negligencia delcomprador, salvo en cuanto éste haya sacado provecho del deterioro”.Sólo en dos casos queda exonerado el vendedor de su obligación de restituir elprecio, conforme al art. 1852, inc. 3º: “Cesará la obligación de restituir el precio, si elque compró lo hizo a sabiendas de ser ajena la cosa, o si expresamente tomó sobre síel peligro de la evicción, especificándolo”.Son tales casos:● Si el que compró lo hizo a sabiendas de ser ajena la cosa o que ella soporta ungravamen.Cabe advertir que en este caso, un fallo de 9 junio de 1884 de la Corte deSantiago concluye que si el vendedor se obliga expresamente al saneamiento, deberesponder de él no obstante conozca el comprador el gravamen respecto del cual éste
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167 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 337.168 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 337.169 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 337.170 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., Nº 1.376, p. 211.171 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 336.172 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 336.

pide a aquél dicho saneamiento.167 En otras palabras, sólo en el silencio de las partes,operará la excepción que exonera al vendedor de la obligación de restituir el precio.Aún más, en una sentencia de la Corte de Santiago de 13 de julio de 1880 seafirma que para que el vendedor quede exonerado, ello debe estipularse expresamenteen el contrato. No sería suficiente el silencio de las partes y el conocimiento delcomprador acerca de que la cosa es ajena.168
Cuestión dudosa es la relativa al conocimiento de los gravámenes que pesansobre la cosa vendida. Los fallos han sido contradictorios.En una sentencia de 14 de mayo de 1888 de la Corte de Santiago, se asienta lasiguiente doctrina: el vendedor está obligado al saneamiento y debe responder por elcenso, aunque este se halle inscrito, si la escritura de venta y la del antecesor de suvendedor no mencionan dicho gravamen y el comprador lo ignoraba. No se puedecalificar de negligencia grave del comprador el hecho de no haber examinado elregistro para percatarse si la propiedad tenía o no dicho gravamen, dado que en lasescrituras que tuvo a la vista, el censo en referencia no aparecía gravando la propiedadvendida.169
Alessandri, manifestando su acuerdo con el fallo, afirma que se requiere unconocimiento real y efectivo del comprador, de manera que la inscripción de unaservidumbre, hipoteca u otro derecho semejante en el Registro del Conservador deBienes Raíces no autoriza para suponer que el comprador haya conocido esasevicciones, ya que bien pudo no haber visto tales inscripciones y para presumir eseconocimiento por el hecho de existir la inscripción sería menester una ley queestableciera la presunción y ésta no existe.170
En la posición contraria, un fallo de 20 de octubre de 1879 de la Corte deSantiago sostiene que no se puede pedir la resolución de una compraventa basándoseen que el inmueble comprado está afecto a una hipoteca de que no se teníaconocimiento, pues ese gravamen debió ser conocido por el comprador en virtud deestar inscrito en el Registro del Conservador de Bienes Raíces.171

● Si el comprador expresamente tomó sobre sí el peligro de la evicción,especificándolo.En este segundo caso, no es suficiente que se estipule en términos generales lairresponsabilidad del vendedor.Como se indica en un fallo de la Corte de Santiago de 30 de septiembre de1889, aunque en el contrato de compraventa se establezca una cláusula según la cualla tradición del inmueble vendido ha de hacerse sin responsabilidad de ningún géneropara el vendedor, ello no exime a éste de la obligación de restituir el precio en caso deevicción, si expresamente y especificándolo, el comprador no tomó sobre sí laresponsabilidad de una evicción.172
Cabe considerar que la expresión “especificar” exige describir el eventual peligrode evicción en el contrato, señalar, por ejemplo, que cierto tercero reclama derechossobre una parte del predio por tal causa.
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En estos dos casos, el comprador en la práctica ha comprado la contingencia deconservar o no la cosa en su poder, y en atención a esa contingencia, se ha fijado elprecio de la venta, usualmente más bajo que el convenido en circunstancias normales.
b.3.8.2) Extinción por prescripción de la acción de saneamiento.A este respecto, hay que distinguir entre el derecho que el comprador tienepara citar de evicción a su vendedor cuando es perturbado en la posesión tranquila ypacífica de la cosa, y el derecho del comprador para exigir del vendedor, una vezproducida la evicción, que lo indemnice con arreglo al art. 1847.Dispone el art. 1856 del Código Civil: “La acción de saneamiento por evicciónprescribe en cuatro años; mas por lo tocante a la sola restitución del precio, prescribesegún las reglas generales. / Se contará el tiempo desde la fecha de la sentencia deevicción; o si ésta no hubiere llegado a pronunciarse, desde la restitución de la cosa”.De esta forma, el derecho de citar de evicción al vendedor NO PRESCRIBE: esdecir, mientras exista el peligro o posibilidad de que el comprador pueda serperturbado en la posesión tranquila y pacífica de la cosa, existe también la posibilidadde poder citar de evicción al vendedor. Así como la denuncia de obra ruinosa noprescribe mientras exista el peligro de que se produzca un daño, así también elderecho de citar de evicción al vendedor no se extingue mientras haya peligro de quela evicción se produzca. Por otra parte, sabemos que la exigibilidad de la obligaciónnace cuando el comprador es perturbado en la posesión de la cosa. Por ello, el derechono puede prescribir mientras no se produzca una causa de evicción. Con todo, sí puedecaducar el derecho para citar de evicción, si el comprador no ejerce este derechodentro del término de emplazamiento, conforme a lo estudiado.No es pues a este derecho de citar de evicción al vendedor, al que se refiere elart. 1856 cuando dice que la acción de saneamiento por evicción PRESCRIBE ENCUATRO AÑOS. Dicho artículo se refiere al derecho que tiene el comprador para exigirdel vendedor que le sanee la evicción una vez producida; en otras palabras, se refierea la acción que el comprador posee para exigir las prestaciones que indica el art. 1847.La prescripción se vincula entonces a la OBLIGACION DE DAR que caracteriza lasegunda fase del saneamiento de la evicción. En cambio, la OBLIGACION DE HACER,propia de la primera fase, no prescribe: cualquiera que sea la época en que elcomprador sea perturbado en la posesión de la cosa, podrá ejercitar su derecho decitar de evicción.El plazo de cuatro años se aplica para todas las prestaciones del art. 1847,excepto en lo que respecta a la restitución del precio, que prescribe en conformidad alas reglas generales, esto es, en tres años si el título es ejecutivo y en cinco años si setrata de una acción ordinaria (art. 2515).El plazo de prescripción corre desde la fecha en que quede ejecutoriada lasentencia que produce la evicción, o si esta no se ha producido por sentencia, desde larestitución de la cosa (art. 1856). El último caso alude a la situación prevista en el art.1845, es decir, cuando el vendedor se allana al saneamiento o las partes convienenuna transacción.A su vez, el plazo de prescripción de cuatro años, por ser de corto tiempo, nopodrá suspenderse (art. 2524). En cambio, tratándose del plazo de cinco años, sípodrá suspenderse su cómputo (arts. 2509 y 2520). Lo anterior tendrá relevancia,cuando falleciere el vendedor y dejare herederos menores de edad.
b.3.8.3) Extinción de la acción por disposición de la ley.En algunos casos, la ley libera al vendedor completamente de la obligación desaneamiento, y en otros, sólo parcialmente.* Casos de extinción parcial:
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173 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 332.174 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., Tomo II, Nº 1.394, p. 231.

1º En las ventas forzadas, puesto que la indemnización se limita solamente a ladevolución del precio: art. 1851.2º En el caso que el vendedor se allane a la demanda y por ende al saneamiento, peroel comprador prosiga por su cuenta el juicio y a la postre sea derrotado. El vendedorno responde por las costas del juicio ni por el valor de los frutos percibidos durante elmismo y que el comprador debió restituir al demandante (art. 1845).* Casos de extinción total:1º Si a pesar de no haber comparecido el vendedor al juicio después de citado, elcomprador sin embargo no opuso alguna defensa o excepción que sólo a élcorrespondía, y por ello fuere evicta la cosa: art. 1843, inc. 3º.Así, por ejemplo, sólo el comprador puede alegar la prescripción adquisitiva,conforme al principio de que nadie puede ser obligado a adquirir el dominio de unacosa. Si el comprador no la alega, perderá el litigio por un hecho imputable a él.2º Si el comprador y el demandante, sin consentimiento del vendedor, se someten aljuicio de árbitros, y éstos fallen contra el comprador: art. 1846 Nº 1.Conforme a un fallo de 23 de agosto de 1878 de la Corte de Santiago, auncuando se haya sometido la resolución a juicio de árbitro, sin consentimiento delvendedor, éste no se encuentra excluido de pagar los gastos cuando el fallo ha sidofavorable, según se deduce del art. 1846.173
Alessandri, a diferencia de lo concluido en esta sentencia, señala que elvendedor tampoco está obligado a pagar las costas del juicio si los árbitros fallaren afavor del comprador, no sólo en virtud del art. 1855, sino del mismo art. 1846, porquesi en el caso de ser evicto el comprador aquél no las abona, mucho menos las abonaráno siéndolo, ya que para él cesa entonces toda responsabilidad.174

3º Si el comprador perdió la posesión de la cosa por su culpa y de ello se siguió laevicción: art. 1846 Nº 2. Se justifica que en este caso, no sea exigible el saneamientode la evicción, pues no se ha cumplido el tercer requisito de la misma, a saber, que laprivación que sufra el comprador, tenga una causa anterior a la venta.
b.3.9) Contratos respecto de los cuales procede el saneamiento de la evicción. Reglageneral y excepciones.
i.- Regla general.La doctrina y la jurisprudencia ha concluido que el saneamiento de la evicciónsólo procede, por regla general, en los contratos onerosos, aun cuando el legislador lahaya tratado al reglamentar la compraventa, el arrendamiento (arts. 1930 y 1931) y lasociedad (art. 2085).Es razonable que el saneamiento de la evicción sea connatural a loscontratos onerosos, porque en ellos quien recibió la cosa lo hizo a cambio de un unpago o reconocer al tradente un derecho o en general después de incurrir en unsacrificio pecuniario. En efecto, lo anterior resulta lógico y guarda relación con losobjetivos y alcances de la acción de saneamiento, esto es, de amparar a losadquirentes que al ser privados de la cosa tradida han sufrido gastos y perjuicios, todavez que en virtud de la tradición han dado un contravalor a cambio de la cosa recibida.Esto no ocurre por lo general en los contratos gratuitos, salvo en los casosexpresamente contemplados por el legislador, como ocurre en las donacionesremuneratorias o con causa onerosa en las que el donatario incurre en perjuiciorespecto de la evicción de la cosa que el donante se propuso remunerarle por servicios
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recibidos o cuando el donatario ha contraído una obligación a cambio de la tradición deuna cosa ajena a sabiendas (fallo de la Corte de Santiago, 27 de enero de 1987)175.
ii.- Excepciones.Por excepción, procede en los contratos gratuitos. En una sentencia de la Cortede Santiago, de 23 de abril de 1980, se afirma que la obligación de saneamiento vaenvuelta naturalmente en todo contrato oneroso y también en algunos títuloslucrativos. Las excepciones son las siguientes:● Cuando expresamente se ha pactado el saneamiento.● Cuando el adquirente ha tenido que soportar gastos con motivo de la tradición.● Donaciones remuneratorias (art. 1435).● Las donaciones con causa onerosa (es decir, con cargas modales) en los casosparticulares del art. 1423 del Código Civil:i) Cuando el donante ha dado una cosa ajena a sabiendas; yii) Cuando el donatario ha invertido sumas de dinero para cubrir los gravámenespecuniarios o apreciables en dinero impuestos a consecuencia de la donación.176

b.4) Saneamiento de los vicios redhibitorios.
b.4.1) Justificación de la obligación de saneamiento.Las cosas se adquieren para proporcionar a su adquirente alguna utilidad, seamaterial o moral. El comprador que adquiere una cosa lo hace entonces en elentendido de que le ha de prestar la utilidad a que la cosa está destinada. De talforma, para que el vendedor cumpla su obligación, no debe limitarse a entregar la cosaal comprador y a proporcionarle la posesión pacífica, sino también la POSESION UTILde la cosa vendida. Puede suceder que el vendedor no entregue la cosa en lascondiciones señaladas en el contrato, y si bien proporciona al comprador la posesiónpacífica de la cosa, no proporciona la posesión útil de ella, porque la cosa no sirve parael objeto al cual, según su naturaleza, se la destina.En este caso, el vendedor no ha cumplido su obligación y el comprador vedefraudadas sus expectativas. La ley concurre entonces en amparo del comprador y leda los medios para obtener del vendedor el saneamiento de los vicios de la cosa,interponiendo la ACCION REDHIBITORIA.Dispone el art. 1857: “Se llama acción redhibitoria la que tiene el compradorpara que se rescinda la venta o se rebaje proporcionalmente el precio por los viciosocultos de la cosa vendida, raíz o mueble, llamados redhibitorios”.
b.4.2) Concepto de vicios redhibitorios y ámbito de aplicación.El Código Civil no los ha definido, pero sí ha indicado las características quedeben reunir los vicios para ser considerados redhibitorios.Establece el art. 1858: “Son vicios redhibitorios los que reúnen las calidadessiguientes:1a. Haber existido al tiempo de la venta;2a. Ser tales, que por ellos la cosa vendida no sirva para su uso natural, o sólo sirvaimperfectamente, de manera que sea de presumir que conociéndolos el comprador nola hubiera comprado o la hubiera comprado a mucho menos precio;3a. No haberlos manifestado el vendedor, y ser tales que el comprador haya podidoignorarlos sin negligencia grave de su parte, o tales que el comprador no haya podidofácilmente conocerlos en razón de su profesión u oficio”.
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De este artículo, puede formularse la siguiente definición de vicios redhibitorios:consisten en los vicios o defectos que existiendo en la cosa vendida al tiempo de laventa, y siendo ocultos, esto es, no conocidos por el comprador, hacen que ella nosirva para su uso natural o sólo sirva imperfectamente.Como se indica en una sentencia de 10 de marzo de 1988 de la Corte deSantiago, se refieren estos vicios a defectos físicos de la cosa, a su mala calidad, queimpide o dificulta su uso natural, y no a los defectos jurídicos relacionados con posiblesprohibiciones legales para contratar o vicios del consentimiento sancionados con otrosremedios jurídicos, como la acción ordinaria de nulidad.177
En tal sentido, la jurisprudencia ha concluido que los vicios redhibitorios sólopueden existir en las cosas corporales, pero no en los derechos (Corte de Santiago, 7de abril de 1879); en la cesión de créditos personales, en que no se transfiere unacosa material susceptible de uso, sino el derecho de cobrar una suma a un tercero y laexpectativa eventual de percibirla, no cabe la acción de saneamiento por vicios ocultosque la hagan inadecuada para su uso, vicios que se hacen consistir en que algunos deesos créditos resultaron incobrables (Corte Suprema, 17 de septiembre de 1926); ennuestra legislación, una hipoteca jamás puede ser un vicio oculto: los gravámeneshipotecarios, por su misma naturaleza, no pueden constituir impedimentos para que elinmueble hipotecado sirva para su uso natural, y aun en el supuesto de que elvendedor no manifieste la hipoteca al tiempo de la venta, el comprador ha debidoconocerla con mediana diligencia, por constar en un registro público (Corte de Temuco,29 de octubre de 1934 y 11 de marzo de 1936, Corte de Santiago, 23 de junio de1928).178
En relación a los últimos fallos, eventualmente podría configurarse la obligaciónde sanear la evicción; recordemos que existen fallos disímiles acerca de si se podría ono exigir por el comprador el saneamiento de la evicción, si el vendedor no le dionoticia de la existencia del gravamen que pesaba sobre un inmueble, considerando queen tal hipótesis, el vendedor podría alegar que el comprador, no pudo dejar de saberque existía dicho gravamen, inscrito en un registro público.La jurisprudencia francesa, por el contrario, aplica la regla general a la venta decosas incorporales, considerando como un vicio de ellas la causa capaz decomprometer la utilización del derecho adquirido. Alessandri, inspirándose en esajurisprudencia, afirma que no hay razón para negar la acción redhibitoria en la ventade una cosa incorporal. Agrega que si se venden valores de bolsa que estén sujetos aun litigio que priva al comprador de percibir los dividendos que producen, es evidenteque adolecen de un vicio redhibitorio u oculto que los hace impropios para su uso uobjeto.Relacionado con lo anterior, el aludido fallo de la Corte de Santiago de 10 demarzo de 1988 resuelve que si se vende un automóvil internado ilegalmente (sin queel comprador conociera esta anomalía), no puede valerse de la acción rescisoria paraanular el contrato alegando la existencia de un vicio redhibitorio. Porque el vicioredhibitorio consiste en un defecto físico, oculto, inherente a la cosa misma yrelacionado con su calidad. La internación ilegal de la cosa no constituye, pues, unvicio de esa clase.179
La palabra redhibitorio no es sinónimo de “oculto”, aunque hoy en día se aludaindistintamente a uno y otro término. Según su etimología, redhibitorio viene de dosvoces latinas, red y habere. En el Derecho romano, estos vicios se llamaban
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redhibitorios porque daban derecho a un redhibitio, o sea, a devolver la cosa alvendedor, para que éste a su vez devolviera el precio. Como los vicios en cuestióndaban lugar a redhibitio, se llamó acción redhibitoria a la que producía este efecto, yvicios redhibitorios a los que autorizaban su ejercicio.La acción de saneamiento por vicios redhibitorios puede tener cabida tanto en laventa de bienes muebles como inmuebles, según lo deja en claro el art. 1857, siendodistinta la prescripción de la acción en uno y otro caso, como veremos.
b.4.3) Distinción entre error sustancial y vicios redhibitorios.A fin de determinar adecuadamente la verdadera fisonomía jurídica de los viciosredhibitorios, cabe precisar las diferencias que existen entre el error en la sustancia ylos vicios redhibitorios, distinción que tiene importancia, porque los efectos de uno yotro son distintos.De conformidad al art. 1454, el error sustancial ocasiona nulidad relativa. Así,por ejemplo, si un individuo compra un reloj de oro y el relojero le vende uno de metalinferior, habrá error sustancial; pero si el relojero le entrega un reloj de oro que nofunciona adecuadamente, habrá vicios redhibitorios. De tal forma, mientras el errorsustancial vicia el consentimiento porque mediante ese error las partes no se hanpuesto de acuerdo sobre una calidad esencial o sobre la sustancia de la cosa, pudiendodeclararse nulo el contrato, los vicios redhibitorios no vician el consentimiento,estableciendo la ley sanciones particulares.Pero en otros casos la frontera que separa el error sustancial (en su variante deerror en una calidad esencial) y los vicios redhibitorios es más difusa, pudiendo elcontratante afectado optar por una u otra acción.180

b.4.4) Requisitos de los vicios redhibitorios.Del art. 1858, se desprende que para que un vicio sea redhibitorio y de lugar ala acción redhibitoria definida en el art. 1857, deben concurrir tres requisitoscopulativos: que el vicio exista al tiempo de la venta, que sea grave y que sea oculto.
1º El vicio debe existir al tiempo del contrato.Vale decir, debe existir en el momento en que las partes se ponen de acuerdoen el precio y en la cosa, si la venta es consensual, o en el momento de otorgarse larespectiva escritura pública, si la venta es solemne.Es natural que los vicios deban existir al tiempo de la venta, porque sólo así sonimputables al vendedor. Si hubieran aparecido después del contrato no podríaresponsabilizarse al vendedor, a menos que hubieran existido en germen al tiempo dela venta, y se manifestaren con posterioridad en toda su gravedad (en un fallo de 19de agosto de 1884, de la Corte de Santiago, se establece que puede declararse la“rescisión” de la compraventa de un caballo si éste, al celebrarse el contrato, tiene unaenfermedad incurable que, aunque no lo inhabilita durante cierto tiempo para prestarlos servicios a que está destinado, lenta y fatalmente lo inutilizará).181

No es por lo tanto necesario que los vicios existan en toda su integridad alcelebrarse el contrato.
2º El vicio debe ser grave.Tiene tal carácter, según el art. 1858, cuando por él la cosa vendida no sirvepara su uso natural o sólo sirve imperfectamente, de modo que sea de presumir que
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conociéndolo, el comprador no la hubiere comprado o la habría comprado a un precioinferior.Así, por ejemplo, en una sentencia de la Corte de Santiago de 17 de abril de1861, se concluye que constituyen vicios redhibitorios los defectos de un piano queprovienen de la madera verde con que fue construido.182
La ley ha exigido que los vicios tengan los caracteres de gravedad que en esteartículo se señalan, porque de otra manera no habría vendedor seguro de que no se leentablare la acción de saneamiento por vicios redhibitorios, ya que en la práctica todaslas cosas adolecen de algún vicio o defecto, por pequeño que sea. De ahí que la leysólo autoriza el ejercicio de la acción redhibitoria cuando el vicio es grave. Y como noes posible dejar entregada la calificación del vicio al criterio del tribunal, la ley dionormas que sirvieran de pauta para saber cuando el vicio es grave.Por uso natural de la cosa, se entiende aquel al cual ordinariamente se ladestina; cada vez que la cosa vendida no sirva para su uso natural, aunque sirva paraotros, habrá vicios redhibitorios.

3º Que el vicio sea oculto.Esta es sin duda la característica principal del vicio redhibitorio. Que el vicio seaoculto, quiere decir que el comprador no lo haya conocido al tiempo de celebrar elcontrato. Si lo conoce y a pesar de eso compra la cosa, quiere decir que no le atribuyeimportancia al defecto. De ahí que los vicios aparentes, o sea los visibles de maneraostensible, no son vicios redhibitorios.Del número 3 del art. 1858, se desprende que el vendedor que sabe que la cosaadolece del vicio, debe manifestarlo al comprador, y si no lo hace, el vicio será oculto,y por lo tanto, redhibitorio. Pero no basta que el vicio no sea manifestado al compradorpara que sea oculto; es menester, además, que el comprador no lo haya conocido, sinnegligencia grave de su parte, o que los vicios sean tales que no los haya podidoconocer fácilmente en razón de su profesión u oficio. Si el comprador ha puesto alcomprar la cosa el cuidado que ordinariamente se pone en estos casos, no habríanegligencia grave de su parte. Si a pesar de lo anterior no conoció los vicios, estosserán redhibitorios, puesto que no resaltaban al momento de hacer el examen queordinariamente se hace al comprar una cosa.Pero si el comprador, en razón de su profesión u oficio, pudo conocer el vicio sinnecesidad de haber hecho un examen muy acucioso o detenido, habrá negligenciagrave de su parte en ignorarlo y no podrá después pedir la resolución del contrato. Así,por ejemplo, si un mecánico compra un motor y a este la falta una pieza de vitalimportancia que a un mecánico no le puede pasar desapercibida con sólo mirar elmotor, no habrá vicio redhibitorio; o un abogado que compra una colección completade códigos, en la que sin embargo falta el Código Civil (en este último caso, el vicio encambio sí será redhibitorio, si al Código Civil le faltan algunas páginas).Por eso, la Corte de Apelaciones de Santiago, en un fallo de 28 de junio de1881, declaró que la no existencia de un camino en el fundo vendido no puedeconsiderarse como vicio redhibitorio, porque no es un hecho oculto y es de talnaturaleza que el comprador no ha podido ignorarlo sin grave negligencia de suparte.183
En cambio, la misma Corte concluye en un fallo de 22 de junio de 1887 que lasimperfecciones de los ajustes de diversas piezas, mal estado de otras y defectos deconstrucción de una máquina trilladora, que le impiden su correcto funcionamiento,son vicios que el comprador ha podido ignorarlos sin negligencia grave de su parte.
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Aún más, aunque el comprador haya recibido la máquina comprada previo examen deun mecánico de su confianza, hay vicio redhibitorio si, según el informe de un perito, elmal resultado de ella en el trabajo proviene de los defectos de construcción que elcomprador ha podido ignorar.184
De igual forma, el comprador, que carece de conocimientos especiales, hapodido ignorar, sin negligencia grave de su parte, la existencia de una enfermedad enun caballo, si éste, al tiempo de la venta, sólo presentaba una rasmilladurainsignificante (Corte de Santiago, 19 de agosto de 1884).185
A la inversa, no es verosímil que el dueño de una panadería no conozca lacalidad de harina que compra para dedicarla a su industria o que, no conociéndola, nola someta a prueba antes de utilizarla (Corte de Santiago, 26 de julio de 1881).186
Por su parte, una sentencia desestima la demanda deducida por el compradorde un vehículo motorizado, tanto porque no se acreditó la existencia del vicio al tiempodel contrato, como también porque el comprador incurrió en un descuido manifiesto yexcesivo. Expresa el fallo respecto de este punto: “Tercero: Que, sin perjuicio de loindicado, en lo atinente a la cualidad de oculto del vicio que se aduce, debe recordarseque, según lo prescrito en el citado artículo 1858, ello supone -en la situaciónpertinente- que el vendedor no lo dé a conocer al comprador y que éste, siendo lego ono experto para la apreciación del vicio (como es el caso), no haya podido ignorarlo singrave negligencia suya; Cuarto: Que, en tal sentido, cabe poner de relieve que, a laépoca del contrato, el vehículo tenía una antigüedad cercana a los cuatro años , con unrecorrido superior a los 100.000 kilómetros; que en su demanda de fojas 6 el actorseñala que decidió la compra con los antecedentes que le proporcionó un dependientede la empresa propietaria del mismo; que de lo señalado por el demandante en laabsolución de posiciones de fojas 107 se infiere que, al tiempo de la venta, el vehículofue objeto de revisión en el ‘Automóvil Club de Chile’, arguyendo a ese respecto que élno pidió esa revisión y que la misma no fue acuciosa; que en el contrato acompañadoen el primer otrosí de fojas 6, el ahora demandante ‘de profesión abogado’ declaróconocer el estado del vehículo y que renunciaba a todo reclamo posterior; Quinto: Quela consideración de tales antecedentes unido a la circunstancia de que, tratándose dela compraventa de vehículos de esa índole, lo usual es que los compradores haganpracticar una revisión por especialistas de su confianza, cuestión que, por lo demás,era razonablemente exigible en este caso, conducen a la conclusión de que, aun en lahipótesis de que el vicio hubiera existido al tiempo del contrato, lo cierto es que nocabe asignarle la calidad de oculto, de momento que el actor sólo pudo ignorarlo porun descuido manifiesto y excesivo de su parte, es decir, por su falta de empeño en laobservación de la cosa vendida; Sexto: Que, consecuentemente, la acción deducida defojas 6 no puede prosperar, en ninguno de sus extremos. Específicamente, cabedesestimar también la solicitud de indemnización de perjuicios, toda vez que ellaquedó supeditada a la rescisión o resolución del contrato, que no ha sido aceptada”(Corte de Santiago, 18 de julio de 2006, Rol N° 3.531-2001).En otra sentencia de la misma Corte, se confirma el fallo de primera instanciaque acogió la demanda y declaró la rescisión de la compraventa de un vehículomotorizado y ordenó al demandado la restitución del precio. Cabe señalar que, en estecaso, el comprador del vehículo era de profesión mecánico, pero se concluyó que no seencontraba en condiciones de haber conocido fácilmente el vicio que afectaba a la cosaobjeto del contrato: “Cuarto: Que las argumentaciones vertidas por la apelante (…) no
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logran desvirtuar las consideraciones contenidas en el fallo que se revisa y que estaCorte estima se ajustan al mérito de la prueba rendida y al Derecho llamado a decidirel conflicto. Sin perjuicio de lo anterior, la prueba rendida en segunda instanciatampoco justifica alterar la conclusión que antecede, pues si bien la documentalacompañada a fojas 182 permitiría afirmar que el actor es mecánico de profesión y queha sido propietario de diversos vehículos, no logra demostrar aquello que pretende elrecurrente, esto es, que el comprador debió haber conocido fácilmente los vicios quetenía la cosa vendida en razón de su profesión u oficio. En efecto, de acuerdo al N° 3del artículo 1858 del Código Civil para que los vicios de la cosa puedan calificarse deredhibitorios es necesario, entre otras exigencias, que no hayan sido manifestados porel vendedor y ser tales que el comprador haya podido ignorarlos sin negligencia gravede su parte o tales que el comprador no haya podido fácilmente conocerlos en razón desu profesión u oficio. Como se destaca de la transcripción del precepto, la norma utilizala voz fácilmente y del peritaje evacuado en la causa y que rola a fojas 93 no apareceque los defectos de la cosa comprada sean de tal evidencia que haya resultado simplepara un mecánico advertirlos” (Corte de Santiago, 19 de mayo de 2014, Rol N° 4.509-2013). En resumen, el vicio no es oculto:i.- Cuando el vendedor lo dio a conocer al comprador (lo que deberá probar elvendedor);ii.- Cuando el comprador no experto lo ha ignorado por grave negligencia suya; yiii.- Cuando el comprador experto pudo fácilmente conocerlo, en razón de su profesiónu oficio.
b.4.5) Vicios redhibitorios objetivos y subjetivos.Según el art. 1863, “Las partes pueden por el contrato hacer redhibitorios losvicios que naturalmente no lo son”.De esta forma, “Los contratantes pueden crear, a su arbitrio, los vicios queestimen convenientes, en cuyo caso el vendedor responderá de ellos aunque no reúnanlos requisitos que señala el artículo 1858. En virtud de esta facultad las partesconvienen, de ordinario, en que la cosa tenga tal o cual cualidad, de modo que sicarece de ella, el comprador puede exigir el saneamiento por vicios redhibitorios,porque aun cuando no son tales, según el artículo 1858, tienen ese carácter por lavoluntad de las partes (…) En uso de esta facultad el vendedor puede obligarse a quelos caballos vendidos sean mansos y no chúcaros, a que no tengan tal o cual maña, aque el reloj marche sin descomponerse durante dos años, a que un vestido no sedestiña con el lavado, a que un piano no se descomponga con el clima frío, etc. Todosestos vicios que, sin una estipulación especial de las partes, no obligan al vendedor alsaneamiento, porque la carencia de esas cualidades, provenientes casi siempre deluso, no hacen impropia o inadecuada la cosa para el fin a que está destinada ni existenal tiempo de la venta, pasan a ser redhibitorios por la voluntad de los contratantes ysu existencia en la cosa vendida da origen a la acción redhibitoria”.187

Discrepamos sí en un punto de lo señalado por Alessandri: el vicio que laspartes hacen redhibitorio, debe haber existido al tiempo de la venta. De lo contrario,no estaríamos ante un vicio redhibitorio, sino más bien ante una suerte de garantíaque el vendedor ofrece acerca del buen funcionamiento del bien que vende, comoocurre en las ventas mercantiles. Otra cosa es que ese vicio, de no haber mediado lacláusula, no habría otorgado acción redhibitoria, porque no reúne el requisito degravedad necesario.Lo anterior quiere decir que hay vicios redhibitorios que objetivamente tienental condición, y otros que serían más bien subjetivos, por estipulación de las partes.
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Los primeros no requieren cláusula pero sí prueba (de haber existido al tiempo delcontrato y de su carácter grave). Los segundos requieren tanto cláusula como prueba(pero sólo de haber existido al tiempo del contrato). En efecto, la diferencia entre unosy otros radica en que, tratándose de los objetivos, será el comprador quien debaacreditar que se cumplen los tres requisitos que debe reunir el vicio para serconsiderado redhibitorio, y particularmente su carácter grave y que el vicio existía eltiempo del contrato. En cambio, en el caso de los vicios subjetivos, el comprador sólodebe probar que el vicio existía al menos en germen al tiempo del contrato. No debeprobar la gravedad del vicio, porque esto se desprende de lo estipulado en el contrato.Tampoco se debe probar, en ninguno de los dos casos, el desconocimiento del vicio,porque los hechos negativos, por regla general, no se prueban.
b.4.6) Efectos de los vicios redhibitorios.Pero sean los vicios ocultos por disposición de la ley o por voluntad de laspartes, ellos dan al comprador el derecho alternativo de ejercitar la acción redhibitoriao interponer la acción quanti minoris, establecidas en los artículos 1857 y 1860.Dispone este último precepto: “Los vicios redhibitorios dan derecho alcomprador para exigir o la rescisión de la venta o la rebaja del precio, según mejor lepareciere”. De esta manera, podría el comprador:● Pedir la resolución del contrato: los arts. 1857 y 1860 hablan de “rescisión”, peroen verdad, ha dicho la doctrina mayoritaria, no hay nulidad relativa, sinoincumplimiento de la obligación de entrega, y por ende, una hipótesis de resolucióndel contrato; curiosamente, en los proyectos de Código Civil, previos al definitivo, eincluso en el aprobado, decía “resolución”, pero Bello escribió “rescisión” en lacorrección final. Con todo, podría plantearse otra solución: habría efectivamente unahipótesis de nulidad relativa, si el vendedor sabía de la existencia de los viciosredhibitorios y nada dijo al comprador. Tal conducta podría entenderse constitutiva dedolo negativo, y susceptible por ende de ser sancionada por la vía de la nulidadrelativa. Si el vendedor, en cambio, desconocía la existencia del vicio redhibitorio, laacción en su contra no podría ser de nulidad relativa, sino de resolución. Tomar uno uotro camino origina consecuencias diversas:i.- Trae efectos en el ámbito probatorio, pues si se demanda la nulidad, el demandantedebería probar el dolo del vendedor (es decir, que conocía la existencia del vicio y sugravedad), mientras que, si se demanda la resolución, basta acreditar la existencia delvicio al momento del contrato.ii.- Según veremos a continuación, en el primer caso, además, el vendedor deberáindemnizar perjuicios, no así en el segundo.iii.- También podría sostenerse que las prescripciones difieren: si se deduce la acciónresolutoria en base a los vicios redhibitorios, la acción prescribirá en 6 meses o en unaño, según veremos; si se interpone la acción de nulidad relativa, la acción debieraprescribir en el plazo de cuatro años, contado desde la fecha del contrato.iv.- En fin, si se trata del plazo de cuatro años de la nulidad relativa, éste podríasuspenderse (art. 1691). En cambio, los plazos previstos en las normas de los viciosredhibitorios no admiten suspensión (art. 2524).La cuestión podría ser discutible, sin embargo, pues bien podría sostenerse quela regla de prescripción contemplada en el art. 1866, por ser especial, debe prevalecerpor sobre aquella regla de prescripción general, contemplada en el art. 1691. Talpareciera ser la conclusión de la jurisprudencia, ratificada por Alessandri, segúnveremos más adelante.● Pedir la rebaja del precio: acción quanti minoris.Pero no todos los vicios redhibitorios autorizan al comprador para ejercitaralternativamente uno u otro derecho: únicamente le dan esta facultad los vicios quereúnen las calidades indicadas en el Nº 2 del art. 1858, esto es, los vicios graves.
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188 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 347.

Dispone el art. 1868: “Si los vicios ocultos no son de la importancia que se expresa enel número 2º del artículo 1858, no tendrá derecho el comprador para la rescisión de laventa sino sólo para la rebaja del precio”.Por otra parte, el art. 1861 hace más gravosa la responsabilidad del vendedor,cuando conoció los vicios o debió conocerlos en razón de su profesión u oficio (porejemplo, un agricultor que vende trigo descompuesto o un mecánico que vende unautomóvil cuyo motor estaba a punto de fundirse): además de la resolución delcontrato o de la rebaja del precio, el comprador puede pedir indemnización deperjuicios. En otras palabras, en contra del vendedor de mala fe o que haya incurridoen culpa grave, el comprador tiene además acción de indemnización de perjuicios.Establece el artículo: “Si el vendedor conocía los vicios y no los declaró, o si losvicios eran tales que el vendedor haya debido conocerlos por razón de su profesión uoficio, será obligado, no sólo a la restitución o la rebaja del precio, sino a laindemnización de perjuicios; pero si el vendedor no conocía los vicios ni eran tales quepor su profesión u oficio debiera conocerlos, sólo será obligado a la restitución o larebaja del precio”.El fundamento de esta mayor responsabilidad será el dolo negativo o la culpagrave en el que incurrió el vendedor. Sobre el particular, un fallo de 13 de enero de1944 de la Corte Suprema establece que el dolo o malicia del vendedor va unido alcontrato de un modo intrínseco, está envuelto en él para ampliar la responsabilidad delvendedor; pero no crea una nueva acción de indemnización de perjuicios que puedavivir por sí sola y ejercitarse separadamente de la rescisión de la venta o de la rebajadel precio.188
La acción tendiente a impetrar indemnización de perjuicios que incumbe alcomprador en el caso de dolo o engaño del vendedor por no manifestarle el verdaderoestado de la cosa, no es paralela a la que tiene con el fin de pedir la rescisión de laventa o la rebaja del precio, de modo que pueda elegir una de las tres, sino que esaccesoria a la de rescisión de la venta o a la acción quanti minoris.Pero, por el contrario, si el vendedor vendió la cosa de buena fe, esto es,ignorando el vicio que afectaba a la cosa, no indemnizará al comprador, limitándose arestituir el precio de la cosa o a soportar la rebaja en el precio, según si la acciónintentada por el último fue la redhibitoria o la quanti minoris. En el primer caso,estaremos ante una excepción a la regla general contemplada en el art. 1489 delCódigo Civil, en cuanto el contratante diligente, además de obtener la resolución delcontrato, tiene derecho a obtener una indemnización de perjuicios.Una sentencia de la Corte de Santiago de fecha 3 de abril de 2018, autos Rol N°8.724-2017, acoge la demanda interpuesta por el comprador, ordenando al vendedorla restitución de $500.000.- a consecuencia de los defectos que presentaba elautomóvil objeto del contrato: “5°) Que a fojas 29 declaró el testigo señor Rafael (…),mecánico automotriz, quien aseguró haber estado reparando el automóvil de la actoray saber por ello que dicho bien mueble presentaba varias fallas y que estaba en tanmalas condiciones que su reparación costaría más cara que el auto, afirmando que elkilometraje del auto estaba adulterado pues marca 85.000 kilómetros y tiene, enrealidad, entre 300.000 a 400.000 kilómetros, agregando que su revisión técnica es“legal pero sacada de mala forma”, esto es, “comprada”, detallando que el móvil hasido pintado en su totalidad, que presenta problemas en la caja de cambio, que elmotor está podrido interiormente y su estado de oxidación no permite reparación.Refiere, finalmente, que tales vicios son visibles sólo para un profesional y no para unusuario que no tiene conocimiento del tema y que el auto no tiene valor y sólo sirve dechatarra. 6°) Que la declaración del señor (…), señalada en el motivo anterior, de
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189 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., números 1.476 a 1.478, pp. 334-337.

acuerdo a la regla 1ª del artículo 384 del Código de Procedimiento Civil, al ser hechapor un testigo que esta Corte entiende imparcial y verídico, constituye una presunciónjudicial cuyo mérito probatorio es apreciado en conformidad al artículo 426 del mismotexto y, precisamente, de acuerdo al inciso segundo de esta última disposición, se laconsiderará -la presunción- como plena prueba pues a juicio del tribunal tienecaracteres de gravedad y precisión suficientes para formar su convencimiento. Así, setendrán como hechos de la causa: a) que el automóvil comprado por la actoraefectivamente tenía, al tiempo de celebrar el contrato, los defectos que detalla eltestigo; b) que dichos defectos son graves, esto es, que por ellos la cosa vendida nosirve o sólo sirve imperfectamente, de manera que puede entenderse queconociéndolos la compradora no la hubiere comprado o la hubiera comprado a muchomenor precio; y c) los defectos estaban ocultos, por no haberlos manifestado elvendedor y ser de tal naturaleza que la compradora pudo ignorarlos sin negligencia oque la compradora no ha podido fácilmente conocerlos en razón de su profesión uoficio (contadora auditora). 7°) Que, en consecuencia, cumpliéndose las citadasexigencias, sólo queda acoger la quantis minoris deducida y reducir proporcionalmenteel precio de la cosa, lo que se hará en $500.000, es decir, de $2.030.000 se lorebajará a $1.530.000. No se dará lugar a la indemnización de perjuicios solicitadapues, como se dijo, el artículo 1861 del Código Civil contempla este resarcimiento sólocontra el vendedor de mala fe que conocía los vicios y no los declaró o que aquelloshayan sido tales que el vendedor ha debido conocerlos por razón de su profesión uoficio, sin que se haya rendido prueba acerca del conocimiento de dichos vicios porparte del vendedor ni de su actividad profesional. 8°) Que no se mandará pagarreajustes ni intereses por no haberse solicitado”.A su vez, el Código se pone en el caso de que la cosa objeto de la compraventaperezca después de celebrado el contrato. El art. 1862 dispone: “Si la cosa viciosa haperecido después de perfeccionado el contrato de venta, no por eso perderá elcomprador el derecho que hubiere tenido a la rebaja del precio, aunque la cosa hayaperecido en su poder y por su culpa. / Pero si ha perecido por un efecto del vicioinherente a ella, se seguirán las reglas del artículo precedente”.Dos hipótesis, contempla la norma:● En la primera, la cosa que contiene el vicio perece después de perfeccionado elcontrato, pero por caso fortuito o incluso por culpa del comprador: éste no tendráderecho a pedir la rescisión (más bien la resolución) del contrato, pero sí a demandarla rebaja del precio. En este caso, dice Alessandri, el comprador sólo puede pedir larebaja del precio y no la rescisión (resolución) de la venta, porque la cosa vendidaperece sin culpa del vendedor. Pero dado que el comprador pagó más por la cosa,puesto que ésta adolecía de un vicio que disminuía su valor, es justo que el vendedorpueda ser demandado para obtener una rebaja en el precio, pues recibió un exceso. Enconsecuencia, “la rebaja del precio de que habla el artículo 1862 no es sino ladiferencia que existe entre el valor de la cosa con el vicio y el precio que pagó por ellael comprador. Esa diferencia debe serle restituida por ser el perjuicio que sufrió con elvicio. Supongamos que compro en $1.000 un caballo que a causa de una enfermedadde que adolecía no vale sino $600 y que a los pocos días de comprado es muerto porun tren. ¿Sería justo que perdiera los $1.000? De ninguna manera, porque aunque elcaballo no hubiera perecido, siempre había tenido derecho a la rebaja del precio”.189
Siguiendo con el ejemplo, supóngase que el caballo tiene tendinitis equina y porende es propenso a sufrir esguinces reiterados. Pero el animal finalmente fallece no aconsecuencia de esa enfermedad, sino que arrollado por un tren. Aun así, el compradorpodrá demandar, como si el caballo todavía viviere, pero sólo por la rebaja del precio.En el inc. 1º del art. 1862 se otorga entonces, sólo la acción quanti minoris.
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190 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo 2º, p. 333.191 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 349.

● En la segunda, la cosa “ha perecido por un efecto del vicio inherente a ella”. En estecaso, “se seguirán las reglas del artículo precedente”. Por ende, distinguimos:i.- Si el vendedor no conocía el vicio o si dicho vicio no era de aquellos que el vendedordebió conocer por razón de su profesión u oficio: el comprador podrá pedir laresolución del contrato y con ello obtener la restitución del precio o podrá demandar larestitución de parte del precio. En otras palabras, podrá interponer, según sea el caso,la acción redhibitoria o la acción quanti minoris, pero sin derecho a reclamarindemnización.ii.- Si el vendedor conocía el vicio y guardó silencio (dolo negativo), o si el vicio era talque el vendedor debió conocerlo por razón de su profesión u oficio (culpa grave): elcomprador podrá pedir la resolución del contrato y con ello obtener la restitución delprecio o podrá demandar la restitución de parte del precio, y, además, en amboscasos, la pertinente indemnización de perjuicios.En el inc. 2º del art. 1862, se otorga entonces, tanto acción redhibitoria oacción quanti minoris, según los casos.En esta segunda hipótesis, expresa Alessandri, la norma “se justifica fácilmentesi se considera que esta pérdida es imputable al vendedor, puesto que la cosa perecepor un vicio inherente a ella que debió haber evitado. El comprador debe probar que lacosa pereció a consecuencia de un vicio que existía al tiempo de la venta y del cual notuvo conocimiento”.190
Siguiendo con el ejemplo, el caballo padecía, al momento de la compraventa–aunque ello no era perceptible-, de la bacteria de tétanos (clostridium tetani), quesuele encontrarse en los establos, y que fue contraída por el animal al sufrir unarasmilladura en una de sus patas, que, a las pocas semanas, le causa la muerte.

b.4.7) Situación cuando el objeto vendido se compone de varias cosas: art. 1864.● Primera regla: no habrá acción redhibitoria por el conjunto, sino sólo por la cosaviciosa;● Segunda regla: habrá acción redhibitoria por el conjunto, cuando aparezca que ésteno se habría comprado, de faltar la cosa que adolece del defecto. Como señala un fallode 30 de mayo de 1953 de la Corte Suprema, el “conjunto de cosas” de que trata elart. 1864 supone una agrupación o porción de cosas determinadas de una mismaespecie, o género, o calidad o características, que forman ese conjunto objeto delcontrato de compraventa191 (por ejemplo, comprar novillos para la crianza y engorda,de una misma edad y mestizaje, conjunto que no se habría comprado sin un númeroelevado de ellos que muere a consecuencia de una enfermedad que los afectaba, puestal circunstancia destruye la unidad del lote y lo hace inepto para el fin que seperseguía; o tratándose de un juego de muebles, y algunos de ellos están afectadospor termitas).Recordemos que este precepto ha sido citado también para fundamentar lavalidez de la venta de dos o más cosas en un mismo precio, sin desglosarlo.
b.4.8) Extinción de la acción de saneamiento por vicios redhibitorios.Cesa por renuncia, por disposición de la ley (en los casos de ventas forzadas) ypor prescripción.Revisaremos cada causal en el mismo orden.1º Por renuncia.Al igual que el saneamiento por evicción, el saneamiento de los viciosredhibitorios es de la naturaleza del contrato de compraventa, pudiendo las partesrenunciar al mismo, es decir, estipular que el vendedor no responderá de los vicios
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192 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 350.193 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 350 y 351.194 En el marco de la Ley Nº 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de losconsumidores, dispone el artículo 20 (modificado por la Ley N° 21.398 publicada en el Diario Oficial de 24 de

ocultos de la cosa. Pero aún en el caso de renuncia, el vendedor estará obligado alsaneamiento, si estaba de mala fe, es decir, cuando conocía los vicios y no los declaró.Establece el art. 1859: “Si se ha estipulado que el vendedor no estuvieseobligado al saneamiento por los vicios ocultos de la cosa, estará sin embargo obligadoa sanear aquellos de que tuvo conocimiento y de que no dio noticia al comprador”.La solución tiene lógica, pues si bien la ley admite condonar un dolo si yaacaeció, ésta condonación debe ser hecha con pleno conocimiento de parte delafectado (art. 1465).
2º Por disposición de la ley, en el caso de las ventas forzadas.También cesa la obligación en este caso, por las mismas razones expuestas altratar del saneamiento de la evicción.Pero al igual que en la renuncia, si hay mala fe del vendedor, estará obligado alsaneamiento y a la indemnización de perjuicios, y se entenderá que estaba de mala fe,cuando conocía los vicios y no los declaró a petición del comprador.Dispone el art. 1865: “La acción redhibitoria no tiene lugar en las ventasforzadas hechas por autoridad de la justicia. / Pero si el vendedor, no pudiendo o nodebiendo ignorar los vicios de la cosa vendida, no los hubiere declarado a petición delcomprador, habrá lugar a la acción redhibitoria y a la indemnización de perjuicios”.Nótese la diferencia entre lo expuesto en el art. 1851, cuando hay evicción, yen el art. 1865. En el primero, se restituye el precio. En el segundo, nada se podráreclamar en principio.Una sentencia de 2 de agosto de 1865, de la Corte de Santiago, precisa que ladisposición citada, se aplica sólo a las ventas forzadas hechas por la autoridad de lajusticia; pero no a las ventas voluntarias que tienen lugar en subasta pública, asolicitud o por determinación del dueño, como en el remate pedido por los albaceas dela sucesión de éste con una tasación presentada por ellos mismos.192

En otro fallo, de la misma Corte, de 23 de septiembre de 1879, se concluye quesi en el remate, realizado dentro de un juicio ejecutivo, una persona compra para sí ypara su hermano, sabiendo el vicio de que adolecía la cosa, este hermano no puedealegar su ignorancia del vicio si aceptó tácitamente lo obrado a su nombre.193

3º Por prescripción de las acciones que originan los vicios redhibitorios.A este respecto, tenemos que distinguir entre la acción redhibitoria y la acciónde rebaja del precio o quanti minoris.La primera, esto es, la que tiene por objeto la resolución del contrato de venta(o “rescisión”, como señala el Código), prescribe en 6 MESES, tratándose de cosasmuebles, y en UN AÑO tratándose de inmuebles.Dispone el art. 1866: “La acción redhibitoria durará seis meses respecto de lascosas muebles y un año respecto de los bienes raíces, en todos los casos en que leyesespeciales o las estipulaciones de los contratantes no hubieren ampliado o restringidoeste plazo. El tiempo se contará desde la entrega real”.La acción de rebaja del precio o quanti minoris prescribe en UN AÑO si la cosaes mueble y en 18 MESES si la cosa es inmueble.Establece el art. 1869: “La acción para pedir rebaja del precio, sea en el casodel artículo 1858, o en el del artículo 1868, prescribe en un año para los bienesmuebles y en dieciocho meses para los bienes raíces”.194
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diciembre de 2021) que sin perjuicio de la indemnización por los daños ocasionados, el consumidor podráoptar entre la reparación gratuita del bien o, previa restitución, su reposición o la devolución de la cantidadpagada, “Cuando la cosa objeto del contrato tenga defectos o vicios ocultos que imposibiliten el uso a quehabitualmente se destine”. El derecho de opción, conforme al art. 21 de la misma ley, deberá ejercerse anteel vendedor dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que se haya recibido el producto.195 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 351.196 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.508, pp. 363 y 364.

La referencia a los arts. 1858 y 1868, debe entenderse, según si el vicio reúnelos tres requisitos que señala el primero de estos preceptos, o si el vicio, si bien reúnedos de estos requisitos, no es grave sin embargo.El art. 1867 agrega que la acción quanti minoris subsiste después de prescritala acción redhibitoria: “Habiendo prescrito la acción redhibitoria, tendrá todavíaderecho el comprador para pedir la rebaja del precio y la indemnización de perjuiciossegún las reglas precedentes”.El citado fallo de 13 de enero de 1944, de la Corte Suprema, precisa que el art.1861 no discrimina la existencia de los vicios ocultos de la intención dolosa delvendedor con el objeto de fijar plazo más largo para que prescriban las acciones yexcepciones relativas a la indemnización de perjuicios que el señalado para la rescisiónde la venta (art. 1866) o rebaja del precio (art. 1868). Los perjuicios son un accesorio,en caso de vicios redhibitorios, de las acciones principales, que no pueden subsistir siéstas se encuentran extinguidas por la prescripción, porque le faltaría su antecedentejurídico.195
Como señala Alessandri, la acción para pedir la indemnización de perjuicios porlos vicios redhibitorios prescribe en el mismo tiempo que las acciones que se danrespeto a éstos: “¿En qué tiempo prescribe la acción para pedir la indemnización deperjuicios por los vicios redhibitorios? Formando parte esta indemnización delsaneamiento a que por los vicios redhibitorios está obligado el vendedor yprescribiendo la acción para exigir aquél en los plazos ya señalados, nos parece que laacción para exigir esta indemnización también prescribe en ellos. Las accionesredhibitorias persiguen, a más de la restitución del precio o de su rebaja, laindemnización de los perjuicios, cuando proceden; de modo que en ellas secomprenden ambas prestaciones. Al establecer la ley la prescripción de estas accionesha tenido que referirse a todo su contenido”.196
La regla que establece un año para la prescripción de la acción quanti minoristratándose de los bienes muebles, tiene una excepción en el art. 1870, cuando se tratade la remisión de la cosa a lugar distante.Expresa el art. 1870: “Si la compra se ha hecho para remitir la cosa a lugardistante, la acción de rebaja del precio prescribirá en un año contado desde la entregaal consignatario, con más el término de emplazamiento, que corresponda a ladistancia. / Pero será necesario que el comprador en el tiempo intermedio entre laventa y la remesa haya podido ignorar el vicio de la cosa, sin negligencia de su parte”.En este caso, el año se cuenta desde la entrega al consignatario, más el términode emplazamiento que corresponda. Advierte el precepto que la acción existirá en lamedida que el comprador, en el tiempo intermedio entre la venta y la remesa, hayapodido ignorar el vicio de la cosa, sin negligencia de su parte.Los plazos anteriores pueden ser ampliados o restringidos por la voluntad de laspartes, y comienzan a correr en todo caso desde la entrega real de la cosa (artículo1866), y no desde la entrega legal. Recordemos que esta circunstancia ha sido una delas que sirve de argumento para demostrar que la venta impone al vendedor laobligación de efectuar la entrega material de la cosa inmueble además de la entrega“legal” (inscripción del título en el Registro de Propiedad del Conservador de BienesRaíces competente). Así las cosas, los contratantes pueden modificar los plazos, perono su forma de computarlo: siempre se contará el plazo desde la entre real de la cosa.
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Como lo habíamos anticipado, los plazos de prescripción de las accionesconsagradas en los arts. 1866 y 1869, no admiten suspensión, pues se trata deprescripciones de corto tiempo (art. 2524).
11.3. Obligaciones del comprador.

Las obligaciones del comprador también son dos: la de pagar el precio y la derecibir la cosa vendida. El art. 1871 sólo se refiere a la primera, pero eso no excluye laexistencia de la segunda, ya que del mismo tenor del artículo queda en claro que elcomprador tiene otras obligaciones. Establece el art. 1871: “La principal obligación delcomprador es la de pagar el precio convenido”.En efecto, la segunda obligación del comprador –recibir la cosa-, se estableceen el art. 1827, según veremos seguidamente.A estas dos obligaciones las partes pueden agregar otras. Así, por ejemplo,incorporar alguna obligación modal para el comprador (por ejemplo, que el inmuebleobjeto de la compraventa deberá mantener un destino educacional por al menoscincuenta años).
a) Obligación de recibir la cosa comprada.

Esta obligación es la contrapartida a la obligación del vendedor de entregar lacosa vendida. Consiste en hacerse cargo de la cosa, tomando posesión de la misma.Sólo una disposición alude a esta obligación, el art. 1827, que señala los efectos quese producen cuando el comprador está en mora de recibir la cosa.Expresa esta norma: “Si el comprador se constituye en mora de recibir, abonaráal vendedor el alquiler de los almacenes, graneros o vasijas en que se contenga lovendido, y el vendedor quedará descargado del cuidado ordinario de conservar la cosa,y sólo será ya responsable del dolo o de la culpa grave”.Desde el momento que el precepto alude a la posibilidad de que el compradorpueda constituirse “en mora de recibir”, queda en claro que se trata de una obligación.Del artículo y demás normas del Código Civil, se desprende que se producentres efectos, cuando el comprador está en mora:i.- El comprador debe abonar al vendedor el alquiler de los almacenes, graneros, etc.,en que se contenga lo vendido: es decir, en general, debe abonar al vendedor todoslos perjuicios que se derivan de la mora. Aunque el art. 1827 sólo alude al abono del“alquiler”, nos parece que su interpretación ha de ser extensiva, y que podría reclamarel comprador la indemnización de otros perjuicios, que pueda estar en condiciones deacreditar.ii.- Se atenúa la responsabilidad del vendedor, pues queda descargado del cuidadoordinario de la cosa, y sólo será responsable del dolo o de la culpa grave (se modificanpor tanto las reglas de los arts. 1547, 1548 y 1549). La misma solución se contemplaen el art. 1680, en las normas de la pérdida de la cosa debida: “La destrucción de lacosa en poder del deudor, después que ha sido ofrecida al acreedor, y durante elretardo de éste en recibirla, no hace responsable al deudor sino por la culpa grave odolo”. La expresión “retardo” debe entenderse que alude más bien a la “mora”.iii.- El art. 1827 no excluye en todo caso la posibilidad para el vendedor, de pedir laresolución o el cumplimiento forzado del contrato, con indemnización de perjuicios. Siopta por el cumplimiento forzado, podrá recurrir a las reglas del pago por consignación(arts. 1598 y siguientes). Para tal efecto, podrá solicitarse al juez que nombre undepositario que reciba la cosa (art. 1601, inc. 2°).
b) Obligación de pagar el precio.
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197 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 355.198 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo V, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 281.199 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.534, p. 399.

Es la principal obligación del comprador (art. 1871). Se trata de una obligaciónde la esencia del contrato.
b.1) Lugar y época del pago del precio.De conformidad a las reglas generales del pago, arts. 1587 y 1588, éste debehacerse en el lugar acordado en la convención y a falta de estipulación, distinguimos:● tratándose de una obligación de especie o cuerpo cierto: el pago debe hacerse en ellugar en que dicha especie existía al momento de constituirse la obligación;● Si la obligación es de género: el pago se hará en el domicilio del deudor.En la compraventa, el art. 1872 regula la materia, con algunas variantesmínimas: “El precio deberá pagarse en el lugar y el tiempo estipulados, o en el lugar yel tiempo de la entrega, no habiendo estipulación en contrario. / Con todo, si elcomprador fuere turbado en la posesión de la cosa o probare que existe contra ella unaacción real de que el vendedor no le haya dado noticia antes de perfeccionarse elcontrato, podrá depositar el precio con autoridad de la justicia, y durará el depósitohasta que el vendedor haga cesar la turbación o afiance las resultas del juicio”.De esta manera, el pago del precio debe hacerse:i.- En el lugar y tiempo convenidos; yii.- En defecto de la estipulación en el lugar y tiempo de la ENTREGA.De lo cual se deduce que el pago del precio sería posterior, siquiera un instante,a la entrega de la cosa.En tal sentido, fallos de 11 de junio de 1907, de la Corte de Valparaíso, de 2 deseptiembre de 1912 y de 5 de junio de 1918, de la Corte de Santiago, puntualizan queen la compraventa, el pago del precio se halla subordinado a la entrega de la cosavendida, y mientras esta entrega no se produce, el comprador no incurre en mora porfalta de pago del precio y el vendedor no puede pedir la resolución del contratobasándose en esta circunstancia.197

En relación a la excepción de contrato no cumplido o “la mora purga la mora”,una sentencia de la Corte Suprema de 2 de diciembre de 1947 deja en claro que losarts. 1826, 1872 y 1873 establecen reglas especiales en la compraventa, que debenaplicarse con preferencia a la disposición general del art. 1552, conforme a lopreceptuado al art. 13 del Código Civil.198
Alessandri concuerda con la jurisprudencia, señalado que el vendedor es quienen estricto derecho debe comenzar por dar cumplimiento al contrato, entregando lacosa (así se puede desprender del art. 1826, inc. 1º). Una vez efectuada esta entrega,el comprador debe pagar el precio. No se crea -advierte Alessandri- que al decir estoqueremos indicar que ambas obligaciones no son correlativas ni simultáneas, pues unay otra deben cumplirse en un mismo acto y con simultaneidad. Lo que queremos decires que en ese acto único, en el momento que ambas deben cumplirsesimultáneamente, la entrega debe preceder al pago del precio.199
Sin embargo, el comprador está autorizado a RETENER EL PRECIO, cuandofuere turbado en el goce de la cosa o tuviere noticias de alguna acción real que pesesobre ella, y de que el vendedor no le ha dado conocimiento: art. 1872, inc. 2º.Vemos por tanto que, así como la ley autoriza al vendedor para retener la cosacuando existe el riesgo de que el comprador no le pague el precio (art. 1826, inc. 4°),como justa contrapartida autoriza también al comprador para retener el precio, cuandocorre el riesgo de no obtener el goce pleno de la cosa comprada.
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200 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 358 y 359.201 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.566, p. 431.202 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 365.

Dos son entonces las causales que autorizan al comprador para retener elprecio:1º Si fuere turbado en la posesión de la cosa;2º Si prueba que existe contra la cosa una acción real de que el vendedor no le hayadado noticia antes de perfeccionarse el contrato.Se justifican ambos casos, porque podrían desembocar en evicción finalmente.En relación a la última causal, se ha discutido si la existencia de un gravamenhipotecario de que no se dio conocimiento al comprador, importa una acción real queda derecho a éste para exigir la cancelación y entretanto el depósito del precio.Sentencias de 18 de mayo de 1904 de la Corte de Santiago y 4 de septiembre de 1926de la Corte de Talca, concluyen positivamente. Conforme al segundo fallo, del hechode que la hipoteca sobre la cosa vendida se encuentre inscrita, no puede deducirse queel comprador tuviere de ella la noticia anterior al perfeccionamiento del contrato que leinhabilitaría para impetrar el depósito del precio, en virtud de que el conocimiento aque se refiere la ley es el positivo y verdadero, derivado de un hecho cierto y tangible,como sería si el comprador hubiera visto las inscripciones o los títulos de dondearranca el derecho real en que funda su gestión para alcanzar la retención del precioen los términos previstos en el art. 1872. En voto disidente, se sostiene que en virtudde la inscripción, el hecho de la existencia del gravamen es un hecho público, conocidode todos y, por lo mismo, también del comprador. Si éste afirmara ignorarlo,equivaldría a reconocer no haber querido saberlo, haber cerrado los ojos para no verese gravamen inscrito en el Registro Conservatorio.200
Alessandri, consecuente con su posición a propósito de la evicción, dice que elconocimiento del comprador en cuanto a la existencia del derecho real debe serpositivo y efectivo, como el que se obtiene viendo la inscripciones, los títulos, etc., sinque pueda presumirse que adquirió ese conocimiento por la circunstancia de estarinscrito ese derecho, ya que, a pesar de eso, puede ignorarlo.201
Pero ni una ni otra causal permiten al comprador retener PARA SÍ el precio:debe DEPOSITARLO, con autorización de la justicia, depósito que durará hasta que:1º El vendedor haga cesar la turbación; o2º Afiance (caucione) las resultas del juicio.

b.2) Sanción por el incumplimiento del comprador de su obligación de pagar el precio.Se ocupa de la materia el art. 1873, que no hace sino consignar para lacompraventa, el principio general del art. 1489.Dispone el primero: “Si el comprador estuviere constituido en mora de pagar elprecio en el lugar y tiempo dichos, el vendedor tendrá derecho para exigir el precio ola resolución de la venta, con resarcimiento de perjuicios”.Podrá entonces el vendedor exigir el pago del precio, entablando la respectivaacción ordinaria o ejecutiva, según la naturaleza del título, o podrá pedir la resolucióndel contrato (a través de la pertinente acción ordinaria).Si los vendedores fueren dos o más, se plantea si deben demandar todos ocualquiera de ellos. Un fallo de la Corte de Santiago de 13 de noviembre de 1911concluye que cualquiera de los vendedores puede entablar la acción resolutoria delcontrato de compraventa; carece de importancia el hecho de no concurrir a lademanda todos ellos.202
Sin embargo, la tendencia mayoritaria de la jurisprudencia se pronuncia en elsentido de exigir la actuación de todos los vendedores, de consuno. Como se indica en
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203 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 365.

una sentencia de 16 de septiembre de 1960, de la Corte Suprema (reiterando lofallado por la Corte de Talca en sentencias de 11 de junio de 1896 y 9 de noviembrede 1907), siendo muchos los vendedores, la acción de resolución del contrato derivadadel no pago del precio debe ser deducida por todos; ni puede, tampoco, uno de losvendedores exigir por sí solo el pago de todo el saldo del precio de venta.203
Este tema se vincula directamente con la característica de ser divisible oindivisible la acción resolutoria, que estudiamos a propósito de las obligacionescondicionales.Lo más razonable, parece ser concluir que se trata de una acción indivisible.Elegida la resolución y pronunciada esta por sentencia judicial, se producen losefectos propios de toda condición resolutoria cumplida, señalados en el art. 1875, perocon una importante modificación en lo tocante a los frutos.Establece el art. 1875: “La resolución de la venta por no haberse pagado elprecio, dará derecho al vendedor para retener las arras, o exigirlas dobladas, y ademáspara que se le restituyan los frutos, ya en su totalidad si ninguna parte del precio se lehubiere pagado, ya en la proporción que corresponda a la parte del precio que nohubiere sido pagada. / El comprador a su vez tendrá derecho para que se le restituyala parte que hubiere pagado del precio. / Para el abono de las expensas al comprador,y de los deterioros al vendedor, se considerará al primero como poseedor de mala fe, amenos que pruebe haber sufrido en su fortuna, y sin culpa de su parte, menoscabostan grandes que le hayan hecho imposible cumplir lo pactado”.b.2.1) Efectos de la resolución de la venta, entre las partes:La resolución confiere los siguientes derechos al vendedor y al comprador.● Derechos del vendedor:i.- El vendedor tiene derecho para retener las arras o exigirlas dobladas.ii.- El vendedor tiene derecho para exigir que se le restituyan los frutos percibidos porel comprador o que éste debió percibir, en el período en que la cosa estuvo en supoder, ya en su totalidad si ninguna parte del precio se le hubiere pagado, ya en laproporción que corresponda a la parte del precio que no hubiera sido pagada.Entendemos que si los frutos fueron consumidos por el comprador, éste deberá suvalor. En este punto, el art. 1875 es una excepción a la regla general del art. 1488,según la cual, verificada una condición resolutoria, no se deberán los frutos percibidosen el tiempo intermedio (en realidad, la excepción de la compraventa nos remite a laregla general de la condición resolutoria cumplida, en cuanto se retrotrae a las partesal estado anterior al del contrato, art. 1487); frente a dicha regla, el art. 1488 es unaexcepción y el art. 1875 una contra-excepción, que nos lleva de vuelta a la reglageneral).Así, por ejemplo, si se vende un inmueble en 210 millones de pesos, pagaderoen cierto plazo, y durante el período de tres años en que estuvo en poder delcomprador generó rentas de arrendamiento por 18 millones de pesos, éste deberá elmonto íntegro de estas rentas, si nada pagó del precio. En cambio, si hubiere pagadosólo un tercio del precio -70 millones de pesos-, deberá dos tercios de las rentas, esdecir, 12 millones de pesos.iii.- Tiene derecho el vendedor a exigir que se le restituya la cosa objeto del contrato, ysus accesorios. Aquí, debemos tener presente la regla del art. 905, inc. 1º, cuando setrata de un predio rural: “En la restitución de una heredad se comprenden las cosasque forman parte de ella, o que se reputan como inmuebles por su conexión con ella,según lo dicho en el título De las varias clases de bienes. / Las otras no seráncomprendidas en la restitución, si no lo hubieren sido en la demanda y sentencia; peropodrán reivindicarse separadamente”.
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iv.- Tiene derecho el vendedor a que el comprador le indemnice los deteriorosproducidos a la cosa, considerándose al comprador, para estos efectos, como poseedorde mala fe, aplicándose el art. 906 inc. 1º del Código Civil (se trata, por ende, de unapresunción simplemente legal de mala fe): “El poseedor de mala fe es responsable delos deterioros que por su hecho o culpa ha sufrido la cosa”.Lo anterior, a menos que el comprador pruebe haber sufrido en su fortuna (ensu patrimonio) y sin culpa de su parte, menoscabos tan grandes que le hayan hechoimposible cumplir con lo pactado (en alguna medida, podría estimarse que hay aquí,una tímida recepción de la teoría de la imprevisión). En este segundo caso, se aplicaráel art. 906, inc. 2º: “El poseedor de buena fe, mientras permanece en ella, no esresponsable de estos deterioros, sino en cuanto se hubiere aprovechado de ellos; porejemplo, destruyendo un bosque o arbolado, y vendiendo la madera o la leña, oempleándola en beneficio suyo”.v.- Tiene derecho el vendedor a demandar la indemnización de todos los perjuicios queel incumplimiento del contrato por el comprador, le hubiere ocasionado, conforme a lasreglas generales (arts. 1489 y 1873). Por ejemplo, el vendedor podrá exigir alcomprador el pago de la suma que corresponda a gastos comunes que el segundoadeudare a la comunidad de la que formare parte el inmueble.● Derechos del comprador:i.- Tiene derecho el comprador para que se le restituya la parte que hubiera pagadodel precio. En la práctica, sin embargo, es posible que se decrete por el juezcompensación total o parcial con alguna de las prestaciones que le debe al vendedor(por ejemplo, por concepto de frutos y gastos comunes).ii.- Tiene derecho el comprador a que se le abonen las mejoras, pero también se leconsiderará como poseedor de mala fe (presunción simplemente legal de mala fe), conla salvedad que pruebe haber sufrido en su fortuna y sin culpa de su parte,menoscabos tan grandes que le hayan hecho imposible cumplir con lo pactado (comolo señalamos, habría aquí una recepción de la teoría de la imprevisión). Por tanto, elvendedor debe abonarle las mejoras necesarias pero no las útiles y menos lasvoluptuarias. El comprador podrá llevarse los materiales de dichas expensas, siempreque puedan separarse sin detrimento y que el vendedor se niegue a pagarle el precioque tales materiales tendrían una vez separados (artículos 908 y 913 del Código Civil).b.2.2) Efectos de la resolución de la venta, respecto de terceros.Con respecto a los terceros que hayan adquirido la cosa del comprador o encuyo favor se hayan constituido derechos reales, tendrán aplicación los arts. 1490 y1491, conforme lo dispone el art. 1876, inc. 1º: “La resolución por no haberse pagadoel precio no da derecho al vendedor contra terceros poseedores, sino en conformidad alos artículos 1490 y 1491”.En otras palabras, la resolución del contrato no afecta a los terceros de buenafe. Cabe también tener presente que los terceros que hubieren adquirido la cosaque fue objeto de la compraventa cuya resolución demandare el vendedor, podrándefenderse alegando haber adquirido el dominio de la misma a través de laprescripción, si hubiere transcurrido el plazo para ello. En efecto, en el evento que elvendedor demandare la resolución de la compraventa y al mismo tiempo reivindicareel inmueble, él o los terceros adquirentes podrán interponer demanda reconvencionalcon el objeto de que se declare en su favor la prescripción adquisitiva sobre el bien deque se trate. De esta manera, frente a la acción personal, la resolutoria, dirigida sólocontra el comprador, éste estará en condiciones de oponer a la demanda la excepciónperentoria de prescripción extintiva. A su vez, el tercero o los terceros que fuerenactuales poseedores del bien al momento en que se interpusiere la acción real, es decirla reivindicatoria, estarán en condiciones de interponer una demanda reconvencionalcon el fin indicado.
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204 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.803, pp. 879 y 880.205 Meza Barros, Ramón, Manual de Derecho Civil. De las fuentes de las obligaciones. Tomo I, Santiago deChile, Editorial Jurídica de Chile, 5ª edición, 1976, N° 232, p. 150.

b.3) Declaración de haberse pagado el precio.El art. 1876, inc. 2º, niega a las partes el derecho de probar que lasdeclaraciones contenidas en la escritura en orden a que el precio ha sido pagado nocorresponden a la realidad.Establece el precepto: “Si en la escritura de venta se expresa haberse pagado elprecio, no se admitirá prueba alguna en contrario sino la de nulidad o falsificación de laescritura, y sólo en virtud de esta prueba habrá acción contra terceros poseedores”.La ley ha querido así proteger los intereses de los terceros que contraten con elcomprador. Cabe señalar que los casos que según el art. 1876, 2º permiten probar locontrario, no constituyen excepciones al principio general, porque si la escriturapública es nula o falsificada, no es tal escritura pública, y entonces ya no consta en eltítulo que el precio ha sido pagado.Se ha discutido si el art. 1876, inc. 2º rechaza en absoluto toda pruebacontraria a la declaración de haberse pagado el precio, tanto respecto a terceros comoentre las partes. Esto es, si sólo rige cuando se trata de entablar acciones contraterceros o si también cuando se entabla entre las partes una acción resolutoria.Alessandri está por el alcance absoluto de la disposición, criticando algunosfallos que han acogido la doctrina que admite la prueba, cuando la cuestión estácircunscrita a las partes (aceptando tales fallos que por medio de la confesión delcomprador, se destruya el contenido de la escritura pública): “Rechazamos en absolutoesta doctrina y los fallos que la consagran por considerarlos violatorios del artículo1876 que, en nuestro modesto criterio, niega la prueba contra esta declaración [dehaberse pagado el precio] tanto entre las partes como respecto de terceros. Eseartículo es terminante en el sentido de no admitir prueba alguna contra esa declaraciónsin distinguir si es entre las partes o respecto de terceros. Si la ley no distinguetampoco nosotros podemos distinguir. La ley no admite ninguna prueba en contra deesa declaración y al decir alguna manifiesta que rechaza aún la propia confesión delcomprador, si con ella se pretende destruir lo dicho en el contrato”.204
Ramón Meza Barros, en cambio, estima que no rige entre las partes,argumentando:1º Del contexto de los arts. 1875 y 1876, aparece de manifiesto que se refieren,respectivamente, a los efectos de la resolución del contrato entre las partes y respectode terceros.2º El art. 1876, en su inciso 1º establece las condiciones generales en que laresolución del contrato afecta a los terceros, y en el inciso 2º se ocupa de la situaciónde esos mismos terceros frente a la declaración de haberse pagado el precio.3º La disposición no se justifica sino como una medida de protección a los tercerosante una posible colusión de las partes.4º Finalmente, la interpretación absoluta conduciría al absurdo, al no permitir nisiquiera, como prueba en contrario, la confesión del comprador en orden a no habersepagado en realidad el precio. Concluye Meza Barros que, si el comprador hiciera talconfesión, sería insensato negar al vendedor la acción resolutoria, a pretexto de queno es admisible otra prueba que la nulidad o falsificación de la escritura.205
Algunos fallos admiten que el inciso 2º del art. 1876 no es aplicable cuando elbien materia del contrato no ha pasado a manos de terceros poseedores (fallos de laCorte de Santiago, julio de 1881, julio de 1884, mayo de 1892, de la Corte deConcepción de mayo de 1896 y de la Corte de Valparaíso de mayo de 1906). En igualsentido, un fallo de septiembre de 1958 de la Corte de Santiago expresa que si se daen escritura pública por pagado el precio de venta de un bien raíz, no es admisible
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206 Somarriva Undurraga, Manuel, Las obligaciones y los contratos ante la jurisprudencia, ob. cit., Nº 276, p.211.207 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 380.

prueba alguna para destruir esa declaración, a menos que la escritura sea nula ofalsificada. Los terceros adquirentes quedan a salvo de toda acción real en el caso deque se trata; pero esto no significa que las partes contratantes no puedan, entre ellos,probar su falta de veracidad, como podría suceder en el supuesto de celebrarse uncontrato simulado o de no ser efectivo el pago. Por su parte, se afirma en unasentencia de la Corte Suprema de 4 de mayo de 1955 y en otra de la Corte deSantiago de 11 de septiembre de 1958, que el art. 1876 está destinado a proteger alos terceros adquirentes de la cosa vendida y no al comprador de ella. Enconsecuencia, admiten la prueba del vendedor en orden a no haber recibido el precio,a pesar de que en la escritura declaró otra cosa, aduciendo que dicha escritura lasuscribió engañado por el comprador.206
La jurisprudencia tradicional, sin embargo, se ha inclinado mayoritariamentepor la tesis de Alessandri. Así, en numerosas sentencias de la Corte de Concepción (13de agosto de 1877, 21 de mayo de 1879, 12 de noviembre de 1879, 27 de abril de1881, 2 de julio de 1909, etc.), de la Corte de Talca (19 de mayo de 1900, 27 de abrilde 1909), de la Corte de Valparaíso (27 de junio de 1904), de la Corte de Santiago (17de julio de 1913 y 25 de noviembre de 1922) y de la Corte Suprema (14 de octubre de1911, 17 de julio de 1914 y 26 de marzo de 1936), se establece que no cabe sostenerque el inciso 2º del art. 1876 no se aplica cuando la falta de pago es cuestióncontrovertida directamente entre vendedor y comprador; sino cuando el bien materiadel contrato ha pasado a manos de terceros, porque la prohibición establecida en elart. 1876 no permite hacer distinción entre las partes directamente contratantes y losterceros, pudiendo todavía agregarse que ese precepto mantiene una debidacorrespondencia con el art. 1700, que dispone que hacen plena fe contra losotorgantes las declaraciones que hayan hecho los interesados en un instrumentopúblico.207
Más recientemente, una sentencia de la Corte de Santiago de fecha 14 demarzo de 2024, Rol N° 3.072-2021, retoma la doctrina en virtud de la cual sí esposible que las partes demuestren que la declaración de haberse pagado el precio nocorrespondió a la verdad. Expresa este fallo: “Octavo: Que, de conformidad a loprescrito en el artículo 394 del Código de Procedimiento Civil, atento a la inasistenciaen el segundo llamado de la demandada a la absolución de posiciones, se hizo efectivoel apercibimiento teniéndola por confesa de aquellos hechos categóricamenteafirmados. Y, del respectivo pliego de posiciones, es posible tener por confesa a lademandada de los siguientes hechos: a) que no pagó ninguna parte del precio delinmueble conforme a la cláusula tercera del contrato; b) que la demandada celebró elcontrato con el demandante que es su padre, sólo con el objeto de obtener -sin pagarel precio- el único inmueble que su padre tenía a la sazón. Noveno: Que, así,evidenciándose que no se ha dado cumplimiento a las obligaciones correlativas porparte de la demandada, sin que además esta hubiera rendido prueba con el objeto dedemostrar lo contrario, resulta procedente acoger la acción de resolución de contrato,debiendo así declararse. (…) Undécimo: Que, habiendo prosperado la acción deresolución de contrato, y advirtiendo que la tradición del inmueble se concretó y quefigura a nombre de la demandada inscrita a fojas (…) del Registro de Propiedad del año2020 del Conservador de Bienes Raíces de Santiago, y teniendo presente el efecto quetiene la resolución de contrato, que es retrotraer a las partes al estado anterior a la desu celebración, se dispondrá la cancelación de la aludida inscripción dominical anombre de la demandada”.
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208 Vodanovic H., Antonio, Nº 1.697, Derecho Civil. Parte Preliminar y Parte General, tomo II, Santiago deChile, Ediar Conosur Ltda., 1991, p. 440.

En el contrato, se había declarado que el precio, ascendente a $5.000.000.-, sehabía pagado y pagaría de la siguiente manera: a) Con $3.000.000.- pagados conanterioridad; b) Con $1.000.000.- en el acto de celebración del contrato; y c) El saldode $1.000.000.- en diez cuotas mensuales. La sentencia parcialmente transcrita,declara sin embargo “que no pagó ninguna parte del precio”.Recordemos que los instrumentos públicos pueden impugnarse por tres vías:por vía de nulidad, por falta de autenticidad y por falsedad de las declaraciones de laspartes. El tema que nos ocupa incide en esta tercera vía de impugnación. Surge lasiguiente interrogante al respecto: ¿pueden LAS PARTES impugnar las declaracionesque ellas mismas hicieron en el instrumento público? Algunos autores y ciertassentencias responden negativamente, fundándose en el tenor del inciso 1º del art.1700: el instrumento público hace plena fe contra los declarantes, en cuanto a laverdad de las declaraciones que en él hayan hecho. Para llegar a tal conclusión hanrelacionado el art. 1700 con el inciso 2º del art. 1876.Otros autores, Somarriva entre ellos, piensan lo contrario, o sea, las propiaspartes pueden impugnar las declaraciones que formularon en el instrumento público,porque si bien este constituye plena prueba, nada impide que se rinda otra plenaprueba en contrario, confesión de parte por ejemplo, correspondiendo en definitiva aljuez apreciar soberanamente la prueba rendida. Y confirma lo anterior -agregaSomarriva-, el propio inciso 2º del art. 1876, puesto que se trata de una REGLAEXCEPCIONAL y no de un principio general: en efecto, si el legislador dijo que EN ELCASO del inciso 2º del art. 1876 las partes no pueden probar contra la declaraciónhecha en la escritura de haberse pagado el precio, es porque POR REGLA GENERAL laspartes sí pueden probar en contra de lo declarado por ellas en un instrumentopúblico.208
Además, si el art. 1876 fuese la regla general, no tiene sentido haberlo incluidoexpresamente en el contrato de compraventa.Así, por ejemplo, podría el comodatario que declaró en escritura pública haberrecibido en préstamo la cosa, probar después, cuando se le exige la restitución, que enrealidad no la recibió.En todo caso, recordemos que por testigos no podrá probarse en contra de lodeclarado en el instrumento público, conforme lo dispuesto en el art. 1709, inc. 2º,salvo los casos de excepción del art. 1711.

b.4) Cláusula de no transferir el dominio, sino por el pago del precio.Los proyectos del Código establecían que mientras no se verificara el pago o seasegurase a satisfacción del vendedor, la tradición de la cosa no transferiría eldominio, salvo que se estipulase un plazo para cumplir con dicha prestación.Esta fórmula, como explica Alessandri, tenía como antecedente la soluciónadoptada en el Derecho romano, en el que, efectivamente, para que se transfiriera eldominio de la cosa vendida, era necesario pagar el precio, además de la tradición, amenos que el vendedor le diere al comprador un plazo para pagarlo, o caucionaradicho pago, casos en los cuales, se transfería el dominio desde la entrega. Estasolución, consagrada en la Ley de las Doce Tablas, se mantuvo hasta la codificaciónordenada por Justiniano (Ley 19, Título I del Libro 18 del Digesto). No cambió loanterior durante el Derecho medieval, pues la ley 46 del Título V de la Partida Vreprodujo exactamente el mismo principio. De ahí a que, al redactarse nuestro Código,todavía dominaba el aludido principio romano, en virtud del cual en la venta no era latradición la que transfería el dominio, sino el pago del precio. En el Proyecto de 1853,Bello introdujo la siguiente norma: “En la venta, además de lo dicho, no se transfiere
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el dominio mientras no se paga el precio, a menos que se asegure su pago asatisfacción del vendedor, o se venda a plazo” (art. 821 del Proyecto, en las reglas dela tradición). A su vez, en otra norma del mismo Proyecto, se expresaba: “La cláusulade no transferirse el dominio sino en virtud de la paga del precio, no producirá otroefecto que el de dicha demanda alternativa; y pagando el comprador el precio,subsistirán las enajenaciones que se hubieren hecho de la cosa, o los derechos que sehubieren constituido sobre ella, en el tiempo intermedio” (art. 2052, en las reglas de lacompraventa, que corresponde al actual art. 1874).De esta manera, el art. 821 dejaba en claro que, si la cosa se vendía a plazo,operaría de inmediato la transferencia del dominio con la tradición. Dicha transferenciano quedaba supeditada a que el comprador pagare el precio. Luego, en el art. 2052, sereiteraba la regla del art. 821, advirtiéndose que, aún en el caso de que las partesestipularen que la transferencia del dominio no se produciría mientras no se pagase elprecio, esta transferencia igual debía entenderse verificada. Lo anterior, en elentendido que el art. 2052 alude a una venta a plazo, es decir, dándole al compradorun plazo para pagar el precio.¿Cómo se explicaban y armonizaban estas normas? Alessandri indica quedebían entenderse de la siguiente manera:i.- La regla general, era la del art. 821, según la cual el dominio no se transfería sinopagando el precio. Por tanto, en toda venta debía subentenderse una condiciónsuspensiva, para que operase la transferencia del dominio. Dicho hecho futuro eincierto consistía en el pago del precio.ii.- Una de las excepciones a la regla general del art. 821, era la venta a plazo, caso alque se refiere precisamente el art. 2052. Operaba esta excepción, entonces, cuandolas partes convenían que el comprador, pagaría el precio en un cierto plazo. Ahorabien, siendo así, aun cuando las partes estipularen, además, expresamente, que eldominio no se transfería sino pagando el precio (que es lo mismo que se consagrabaen la regla general del art. 821), dicha estipulación no produciría tal efecto. En otraspalabras, esa estipulación ya no produciría los efectos de la regla general del art. 821(dejar suspenso el traspaso del dominio), sino los de una condición resolutoria tácita.Es decir, el dominio se entendía transferido igual, a pesar de lo estipulado, sin perjuiciode que el comprador adquiría un dominio susceptible de extinguirse si el vendedor,ante el no pago del precio, interponía la acción resolutoria y ésta en definitivaprosperaba.La regla del art. 2052, reiteramos, debía entenderse en el sentido que, si seestipulaba plazo para el pago del precio, el dominio se transfería de inmediato con latradición, a pesar de que las partes estipularen lo contrario. Esta estipulación no podíasurtir efectos, porque iba contra lo expresado en el art. 821, parte final.Así las cosas, agrega Alessandri, “En el Proyecto, ambos artículos consignabandos casos muy diversos. Si no se estipulaba nada al respecto, el dominio no setransfería sino una vez pagado el precio. Si se estipulaba esa cláusula, el dominio seadquiría en el acto bajo condición resolutoria. En una palabra, la estipulación expresade una condición suspensiva la transformaba en resolutoria”.Seguidamente, señala Alessandri: “La razón de esta diferencia entre amboscasos no puede ser otra que la lucha entre dos principios opuestos que impidió al señorBello desenvolverse libremente dentro de uno de ellos. La regla romana, en efecto, ibacontra la regla general del Proyecto según la cual por la tradición se transfería eldominio en todo caso, no obstante cualquiera reserva, desde que la inscripción en losinmuebles daba ese dominio por el solo hecho de efectuarse. El artículo 821 no podíatener aplicación en esos bienes y a fin de evitar su derogación en la práctica y sucontradicción con los demás preceptos del Proyecto se facultó a las partes paramodificar el alcance de esa regla con sólo el hecho de estipularla. Así se conciliaban
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209 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.698, pp. 638 y 639.210 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.698, p. 641.211 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.698, p. 642.

dos principios opuestos, que luchaban, uno, el romano, por subsistir y el otro, el delProyecto, por expulsarlo. El artículo 2052 no puede tener otra explicación”.209
En verdad, nos parece que la subsistencia del art. 821, después 680 en elproyecto definitivo de 1855, no logra explicarse bien, a pesar del esfuerzo quedespliega Alessandri. El propio Bello modificó el tenor del art. 821, estableciendo laregla inversa a la primitiva. Aún más, veremos que Alessandri califica de inútil el pactodel art. 680. Creemos que debió zanjarse la cuestión, dada la decisión tomada,omitiendo derechamente todo resabio de la solución del antiguo Derecho romano.En efecto, la fórmula del Derecho romano y español medieval, se abandonó enel proyecto definitivo, como queda de manifiesto en el tenor del art. 680, inc. 2º, enlas normas de la tradición: “Verificada la entrega por el vendedor, se transfiere eldominio de la cosa vendida, aunque no se haya pagado el precio, a menos que elvendedor se haya reservado el dominio hasta el pago, o hasta el cumplimiento de unacondición”.Como puede observarse de este precepto, se requiere EXPRESA RESERVA paraimpedir que con la tradición se transfiera el dominio. En cambio, en el Proyecto de1853, no era necesario pactarlo. La ley lo declaraba (regla general del art. 821 delProyecto de 1853).Pero en el ámbito de la compraventa, y de acuerdo con el art. 1874, tal reservaes inocua en lo que a la transferencia del dominio se refiere, la que siempre se verifica,habiendo tradición.En efecto, dispone este precepto: “La cláusula de no transferirse el dominio sinoen virtud de la paga del precio, no producirá otro efecto que el de la demandaalternativa enunciada en el artículo precedente; y pagando el comprador el precio,subsistirán en todo caso las enajenaciones que hubiere hecho de la cosa o los derechosque hubiere constituido sobre ella en el tiempo intermedio”.De esta manera, de no verificarse después el pago, el vendedor podrá recurrir alas acciones que le concede el art. 1873, manifestación del art. 1489. Por ende, el art.680 se excluye de la compraventa, entendiéndose que el art. 1874 es norma especialfrente al primero.Alessandri lo explica en los siguientes términos: “El dominio de la cosa vendidase transfiere por su entrega, aunque no se pague el precio, sin necesidad de que así seestipule, de modo que el comprador se hará dueño desde que se le entregue mediantela tradición, aun cuando no pague aquél. Si el vendedor estipula que se reserva eldominio de la cosa hasta el pago, o sea, que éste no se transferirá sino pagando elprecio, no debiera transferirse por la entrega, según el artículo 680. Pero entonces elartículo 1874 sale al paso y dice: No, señor; usted sienta una regla general, pero yoreglamento el caso especial y señalo expresamente los efectos de esa estipulación, porlo que prevalezco sobre usted. Los efectos de esa cláusula en la venta no son los queusted señala, sino los que yo indico, o sea, dar al vendedor el derecho de pedir laresolución o el cumplimiento del contrato si el comprador no paga el precio”.210
La conclusión de Alessandri acerca de la cláusula de reserva de dominiocontemplada en el art. 680, es finalmente la siguiente: “Esa cláusula o reserva notiene en el hecho ninguna importancia y por eso no vale la pena estipularla”.211

b.5) Pago del precio por el comprador, después de incoarse la acción resolutoria por elvendedor.Tal como se estudió en materia de Obligaciones, específicamente en lacondición resolutoria tácita, se discute en la doctrina si el comprador puede o noenervar la acción resolutoria que dirija en su contra el vendedor, pagando el primero al
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212 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 370.213 Cfr. Ramos Pazos, René, De las obligaciones, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1999, pp. 172a 174.214 Cfr. “Concepto y clasificación de las obligaciones”, en www.juanandresorrego.cl

segundo durante la secuela del juicio, recurriendo al procedimiento de pago porconsignación.En efecto, se afirma en algunas sentencias, que aún después de serdemandado, el comprador podrá pagar el precio, enervando la acción resolutoria. Talcomo enfatizan, entre otros, fallos de la Corte de Valparaíso de 5 de mayo de 1899, dela Corte de Santiago de 2 de septiembre de 1912, de la Corte Suprema de 15 dediciembre de 1926, de la Corte de Concepción de 28 de noviembre de 1952,212 y de laCorte Suprema de 14 de enero de 2010, Rol Nº 5.431-2008, el art. 1874 corroboraque el comprador puede enervar la acción resolutoria pagando durante el juicio. Enefecto, el derecho del vendedor a la demanda alternativa nace después delincumplimiento del comprador, y si a éste se le otorga la facultad de pagar el precio,es para que pueda hacerlo antes de la sentencia de término. La disposición señaladacarecería de objeto si el comprador no pudiera purgar la mora sin el consentimientodel vendedor antes de que se declare resuelto el contrato de venta. Por otra parte,originando la demanda de resolución de la venta por falta de pago de precio un juiciodeclarativo de lato conocimiento, no sería lógico suponer que el comprador quedara enpeor condición que el demandado en juicio ejecutivo, en el cual, no obstante tratarsedel cumplimiento de lo juzgado o de hacer efectivas obligaciones acreditadas portítulos que traen aparejada ejecución, puede el ejecutado poner término al juicio yrescatar los bienes embargados hasta el momento del remate pagando el capitaladeudado, intereses y costas. La anterior es la doctrina que podríamos denominar“tradicional”.Más recientemente, se ha planteado otra opinión: el demandado de una acciónresolutoria no podría pagar después de haber sido emplazado en el juicio, pues si bienes cierto que el artículo 310 del Código de Procedimiento Civil autoriza para oponer laexcepción de pago durante la secuela del juicio, hasta la citación para oír sentencia enprimera instancia y hasta antes de la vista de la causa en segunda instancia, ellopodría ocurrir siempre y cuando el pago mismo se hubiere realizado antes de lanotificación de la demanda.213 Tal es el planteamiento de René Ramos Pazos y deDaniel Peñailillo, y de algunas sentencias, como por ejemplo de 17 de abril de 2017 dela Corte de Concepción, autos Rol Nº 109-2017, y de 15 de mayo de 2014 de la CorteSuprema, autos Rol Nº 291-2013. Nos remitimos en este punto a lo que estudiamos apropósito de la condición resolutoria tácita, en materia de Obligaciones.214

12.- Pactos accesorios del contrato de compraventa.
12.1. Enumeración.

Las partes pueden agregar al contrato de compraventa diversos pactosaccesorios, siempre que sean lícitos.Dispone el art. 1887: “Pueden agregarse al contrato de venta cualesquiera otrospactos accesorios lícitos; y se regirán por las reglas generales de los contratos”.Se trata de una manifestación del principio de la autonomía de la voluntad y delsubprincipio de la libertad contractual.El Código Civil reglamenta tres de estos pactos accesorios en el título de lacompraventa:a) Pacto comisorio.b) Pacto de retroventa.

http://www.juanandresorrego.cl
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215 En el Derecho comparado, se consagra el pacto en términos similares. Dispone el art. 1163 del CódigoCivil y Comercial argentino: “Pacto de retroventa. Pacto de retroventa es aquel por el cual el vendedor sereserva el derecho de recuperar la cosa vendida y entregada al comprador contra restitución del precio, conel exceso o disminución convenidos. / El contrato sujeto a este pacto se rige por las reglas de lacompraventa sometida a condición resolutoria”. El art. 1586 del Código Civil peruano, lo define por su parteen los siguientes términos: “Por la retroventa, el vendedor adquiere el derecho de resolver unilateralmenteel contrato, sin necesidad de decisión judicial”.

c) Pacto de retracto.
12.2. Pacto comisorio.

Puede definirse este pacto como la condición resolutoria de no pagarse elprecio, expresada en el contrato: art. 1877.Rigen las reglas generales del pacto comisorio, que puede ser simple ocalificado, ya estudiadas.
12.3. Pacto de retroventa.
a) Definición.

“Art. 1881. Por el pacto de retroventa el vendedor se reserva la facultad derecobrar la cosa vendida, reembolsando al comprador la cantidad determinada que seestipulare, o en defecto de esta estipulación lo que le haya costado la compra”.215
El Código también denomina a este pacto como “pacto de retrovendendo”.En teoría, se trata de reversar la venta: el vendedor le vende la cosa alcomprador y éste después se la vende al primer vendedor, que ahora asume el rol decomprador.En el Derecho Romano, el pacto de retroventa era un contrato de compraventaenteramente distinto e independiente del anterior contrato, celebrado en sentidodiverso. En las legislaciones modernas no se ha seguido la doctrina romana: no setrata de un contrato enteramente distinto del anterior, aunque opere una nuevatransferencia de dominio.En nuestra legislación, al igual que en la francesa, el pacto de retroventa es lisay llanamente UNA CONDICION RESOLUTORIA, que afecta por ende a la extinción delcontrato. De tal manera, la transferencia de la cosa del comprador al vendedor, operaa consecuencia de una condición resolutoria cumplida, que extingue el derecho delcomprador.Así lo confirma el art. 763, N° 2, cuando enumera las causales de extinción delfideicomiso: “El fideicomiso se extingue: (…) 2°. Por la resolución del derecho de suautor, como cuando se ha constituido el fideicomiso sobre una cosa que se hacomprado con pacto de retrovendendo, y se verifica la retroventa”.Se trata de una condición resolutoria ordinaria puramente potestativa,porque no supone el incumplimiento de una obligación y porque dependeexclusivamente de la voluntad del acreedor, en este caso el primer vendedor.Señala Alessandri: “¿Qué clase de condición resolutoria encierra el pacto deretroventa? A nuestro juicio, una condición resolutoria ordinaria, pues no emana delartículo 1489 ni consiste en la inejecución del contrato por alguna de las partes.Emana, por el contrario, de su voluntad expresa y consiste en un hecho enteramenteajeno a ese incumplimiento, y aún contradictorio con él, ya que la retroventa suponeque el contrato se ha cumplido con lo que se excluye su falta de ejecución. Siendo unacondición resolutoria expresa u ordinaria no cabe aplicarle las reglas de la condiciónresolutoria tácita sino de las de la condición resolutoria ordinaria, o sea, las de los arts.1479 y 1487 del Código Civil. Al mismo tiempo, es una condición potestativa, porque
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216 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.878, p. 972.217 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.917, p. 1.016.

depende de la voluntad del vendedor. Para que se cumpla es necesario que éstemanifieste o declare su voluntad, que ejercite la facultad que se reservó en el contrato.Puesto que esta condición es una facultad del vendedor, éste podrá ejercitarla o no asu arbitrio, sin que el comprador pueda obligarlo a ello. Ejercitada oportunamente, lacondición se cumple y el contrato se resuelve. En caso contrario, se reputa fallida”.216
Cabe preguntarse cuándo se resolverá la compraventa. Creemos que elloocurrirá en el momento en que el vendedor, ejerciendo su facultad, notifique sudemanda exigiendo la restitución de la cosa al comprador. Lo anterior, bajo elentendido que el demandante haya consignado el precio recibido o el montoestipulado, en la cuenta corriente del Tribunal (atendida la expresión “reembolsando”).Tal es la “acción de retroventa”, a la que alude el inc. 1º del art. 1885. Se trataentonces de una acción restitutoria.Tal es la conclusión a la que llega Alessandri, quien señala al respecto: “Si estepacto importa una condición resolutoria ordinaria se cumplirá cuando el vendedor hagauso de esa facultad, sin necesidad de que una sentencia judicial declare resuelto elcontrato. La resolución se produce en ese momento, de pleno derecho, ipso-iure, y enese instante nace también para el vendedor la acción que el artículo 1487 del CódigoCivil otorga al acreedor una vez cumplida la condición resolutoria. El vendedor nonecesita que el juez declare resuelto el contrato, ni pedir su resolución, puesto que seoperó de pleno derecho por el solo ejercicio de la facultad que se reservó en él. Laacción que el vendedor deducirá en su demanda no será, en consecuencia, la deresolución del contrato, ni la sentencia que dicte el juez versará sobre la concesión orechazo de esa resolución”.217

b) Ventajas e inconvenientes del pacto.
Se trata de un pacto que presta servicios muy útiles en el campo de losnegocios, tanto para el vendedor como para el comprador.i.- Es útil para el vendedor, porque mediante tal pacto puede obtener dinero de unacosa sin los trámites de una hipoteca o prenda.ii.- Es útil para el comprador, porque mediante la hipoteca o la prenda no puedequedarse con la cosa sino después de una acción judicial de desposeimiento, mientrasque, en virtud de este pacto, puede quedarse con la cosa sin trámite alguno, si elvendedor no le reembolsa el precio.Pero el pacto también presenta inconvenientes:i.- Sirve para ocultar préstamos usurarios o para disfrazar figuras jurídicas que la leyno admite, como la prenda pretoria (llamada también pacto comisorio, que nodebemos confundir con aquél que estudiamos en materia de Obligaciones), en la que elacreedor prendario puede quedarse con la cosa prendada por el solo hecho de nopagarle el deudor, sin mediar acción judicial alguna. El art. 2397, aplicable también ala hipoteca, prohíbe la estipulación de una cláusula de esta naturaleza en la prenda,que los romanos llamaban lex comisoria.ii.- El deudor, puesto que vende y realiza la tradición, se desprende del dominio, ypara recuperarlo, usualmente deberá pagar una suma mayor que aquella que recibióde su acreedor-comprador.

c) Requisitos para que opere el pacto de retroventa:
c.1) El vendedor debe reservarse la facultad de recobrar la cosa vendida en el propiocontrato de compraventa.
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218 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.887, p. 984.219 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 393.220 En realidad, no se trata de un derecho personalísimo, pues si bien es cierto el vendedor no puede cedersu derecho, en caso de fallecer sí podrá transmitirlo.

Esta exigencia emana no sólo de los términos del art. 1881, sino de lanaturaleza del pacto, que constituye, según dijimos, una condición resolutoria de lacual depende la extinción del derecho del comprador, siendo menester por tanto que,al nacer este derecho, esté afectado por tal condición.Si se pacta con posterioridad al contrato, podría tratarse de una promesa decompraventa o de un contrato innominado, pero no estaríamos ante un pacto deretroventa, y en todo caso no podría afectar los derechos de terceros (art. 1707).
c.2) Reembolso del precio por el vendedor.Al ejercer la acción del pacto de retroventa, el vendedor debe reembolsar alcomprador:i.- El precio estipulado (que puede ser, por ende, distinto de aquél que recibió elvendedor); oii.- A falta de estipulación, lo que el comprador pagó por la cosa.Este reembolso debe hacerse en el momento mismo de ejercerse el derecho porel vendedor. Así opina Alessandri.218

En efecto, este reembolso debe hacerse en el momento mismo de ejercitar laacción que emana del pacto de retroventa, según lo da a entender el art. 1881, alemplear la expresión “reembolsando”, que indica acción simultánea.En sentido diverso, un fallo de la Corte de Santiago de 29 de agosto de 1876afirma que las disposiciones del Código Civil no exigen, tratándose de la retroventaconvencional, que el vendedor consigne el precio de la cosa para llevar a efecto elpacto; basta que se ofrezca la devolución del precio convenido.219
Cabe notar que las partes podrían convenir que el vendedor deberá restituir unasuma mayor a la que recibió del comprador, que exceda el reajuste correspondiente.Este es un punto delicado, porque como señalábamos, podría servir para concretarprácticas abusivas que se vinculan con la usura. Por ello, algunos códigos prohíben unaestipulación de esta índole. Así, por ejemplo, el art. 1587, inc. 2º del Código Civilperuano, dispone: “es nula, en cuanto al exceso, la estipulación que obliga al vendedora devolver, en caso de resolución del contrato, una suma adicional que no sea ladestinada a conservar el valor adquisitivo del precio”.En relación al precio estipulado para el caso de que el vendedor decida ejercitarla acción de retroventa, Pablo Rodríguez se plantea si podría existir o no lesiónenorme: “¿Cabe la lesión enorme en el pacto de retroventa de un bien raíz, si lacantidad determinada que se estipula excede en más de la mitad del justo precio de lacosa? (…) A nuestro juicio, en este evento no tiene cabida la lesión enorme, por lassiguientes razones: i) el pacto de retroventa no da lugar a un nuevo contrato decompraventa, el vendedor no recompra la especie vendida, sino que ‘recobra’pagando una suma estipulada o restituyendo lo que ha recibido; ii) el derecho delvendedor, dice el artículo 1883, consiste en que se le ‘restituya’ la cosa vendida consus accesiones naturales y a que se le indemnicen los deterioros imputables a hecho oculpa del comprador; iii) el vendedor está obligado a pagar las expensas necesarias,pero no las invertidas en mejoras útiles o voluptuarias que se hayan hecho sin suconsentimiento; y iv) se trata de un derecho personalísimo que no es susceptible decesión.220 De estos efectos se sigue que el vendedor no ‘recompra’ la cosa vendida,sino que el contrato se resuelve como consecuencia de operar una condiciónresolutoria ordinaria que consiste en la manifestación de voluntad de enterar la sumaestipulada o restituir el precio percibido. Lo anterior queda de manifiesto si se tiene en
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221 Rodríguez Grez, Pablo, Responsabilidad contractual, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 2021(reimpresión), N°s. 103-105, pp 66 y 67.222 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 393.223 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 396.224 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 396.225 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,

consideración que se aplica en este caso, por disposición del artículo 1882, lo previstoen los artículos 1490 y 1491 del Código Civil, que regulan los efectos de la resoluciónde un contrato. (…) Si, como piensan algunos, se celebra un nuevo contrato decompraventa, no tendría sentido que se ordenara ‘restituir’ la cosa vendida, sino‘entregarla’; ni que se impusiera al comprador la obligación de indemnizar losdeterioros causados en la cosa (puesto que habrían sido provocados por el dueño de lamisma); y que el vendedor estuviera obligado a pagar las expensas necesarias y no loinvertido en mejoras útiles y voluptuarias que se hayan hecho sin su consentimiento.Todo ello es absolutamente incompatible con la celebración de un nuevo contrato decompraventa. En consecuencia, no es posible invocar en este caso la lesión enorme,porque no existe contrato de compraventa que permita invocar los artículos 1888 ysiguientes del Código Civil”.221

c.3) Que el vendedor haga valer judicialmente su derecho.No es suficiente que el vendedor requiera privadamente al comprador, en unagestión extrajudicial, dentro del plazo estipulado o legal. Es necesario que intente unaacción judicial. Por cierto, lo anterior supone una hipótesis de conflicto, pues si elvendedor y el comprador están de acuerdo y el segundo se allana a efectuar larestitución, no será necesario recurrir a la justicia.En el ámbito de la doctrina y jurisprudencia francesa, por el contrario, se haconcluido que sería suficiente que el vendedor, dentro del plazo, hiciere unrequerimiento privado al comprador, aunque la acción judicial se ejercitara conposterioridad.Inicialmente, nuestra jurisprudencia se inclinó por la fórmula francesa,concluyendo que no era necesario que el vendedor ejerciera judicialmente la acciónpara hacer efectivo el pacto de retroventa; bastaba una exigencia extrajudicial (fallosde 29 de agosto de 1876, de la Corte de Santiago,222 y de 11 de junio de 1908, de laCorte de La Serena223).Posteriormente, nuestra jurisprudencia ha resuelto que resulta necesarioaccionar judicialmente. En efecto, a la luz de nuestro Código Civil, la solución francesaes inadmisible, porque la expresión “intentar la acción” que emplea el art. 1885, segúnse ha interpretado, significa en su acepción forense deducir o proponer una acción enjuicio. De otro modo, no hay requerimiento legal y nada valen las exigencias privadaso extrajudiciales, establecidas con prueba testimonial (fallo de 23 de noviembre de1916 de la Corte Suprema y de 6 de agosto de 1946 de la Corte de La Serena).224
Pero establecido lo anterior, no existe unanimidad en cuanto a la vía judicialidónea. Según se expresa en el citado fallo de 6 de agosto de 1946 de la Corte de LaSerena, y en otra sentencia de 19 de marzo de 1908 de la Corte de Santiago, la ley noobliga al vendedor o retro-comprador a efectuar el requerimiento con fórmulas oprocedimientos sacramentales al retro-vendedor, para que pueda entenderse que sólode esa manera ejercita aquél eficazmente su derecho. La ley no impone al retro-comprador entablar una demanda contra el comprador en que pida condenar a éstepara retrovender. Basta cualquier gestión judicial en que el vendedor manifieste supropósito de comprar de nuevo lo que vendió con pacto de retroventa (por ejemplo,una gestión de pago por consignación efectuada por el retro-comprador).225



127El Contrato de Compraventa – Juan Andrés Orrego Acuña

tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 396 y 397.226 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.917, pp. 1.106 y 1.017.227 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.919, pp. 1.018 y 1.019.228 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,

Alessandri no concuerda con esta interpretación tan amplia, señalando que debededucirse demanda formal, concretamente, una acción restitutoria, y además en juicioordinario o en juicio ejecutivo, según el título de que disponga al vendedor: “Si no esla acción resolutoria la que ejercita el vendedor y si, a pesar de haberse resuelto elcontrato de pleno derecho, es menester entablar una demanda, ¿cuál es entonces laacción que en ella debe hacerse valer? La que nace de toda condición resolutoria unavez cumplida: la acción de restitución de la cosa entregada bajo tal condición.Habiéndose operado la resolución del contrato de venta por el ejercicio de la facultaddel vendedor, nace para éste la de restitución de la cosa vendida, que es la queentablará en su demanda. En ésta pedirá que el comprador le restituya la cosa que levendió con la condición de que se la devolviera cuando así lo solicitara. Esta peticiónde retroventa es la que constituye, en buenas cuentas, el cumplimiento del pacto”.226
En cuanto al procedimiento judicial al que puede recurrir el vendedor, señalaAlessandri que “será comúnmente el ordinario, sin perjuicio de que también puedapedir la restitución de la cosa por la vía ejecutiva. No se trata aquí de la declaración deun derecho, sino del cumplimiento de un contrato, de obtener la ejecución de un acto aque puede ser obligado el comprador en virtud de un derecho que existejurídicamente. Luego tiene cabida el juicio ejecutivo, cuyo objeto es obtener elcumplimiento de obligaciones que emanan de derechos no discutidos o plenamenteestablecidos. En consecuencia, si el título es ejecutivo, como si consta por escriturapública con arreglo al Nº 2 del art. 455 (hoy 434) del Código de Procedimiento Civil, elvendedor puede exigir la restitución de la cosa por la vía ejecutiva, pues la obligaciónes actualmente exigible ya que es tal desde el momento mismo en que el vendedorentabla su acción. La acción ejecutiva se tramitará con arreglo al procedimientoestablecido para las obligaciones de hacer, si se trata de inmuebles, ya que tiende alotorgamiento de una escritura pública; y con arreglo al de las obligaciones de dar, si setrata de muebles. Esta acción versará sobre la restitución de la cosa únicamenteporque respecto de las demás restituciones será menester discutirlas en un juicioordinario”.227

c.4) La acción debe ejercerse oportunamente.Regula la materia el art. 1885 del Código Civil, que dispone:“El tiempo en que se podrá intentar la acción de retroventa no podrá pasar decuatro años contados desde la fecha del contrato. / Pero en todo caso tendrá derechoel comprador a que se le dé noticia anticipada, que no bajará de seis meses para losbienes raíces ni de quince días para las cosas muebles; y si la cosa fuere fructífera, yno diere frutos sino de tiempo en tiempo y a consecuencia de trabajos e inversionespreparatorias, no podrá exigirse la restitución demandada sino después de la próximapercepción de frutos”.Es necesario que la acción que nace del pacto se ejerza dentro del términofijado por las partes o en su defecto por la ley. El plazo fijado por las partes no podráexceder de 4 años (art. 1885). Este plazo no es propiamente un plazo de prescripción,sino lo que en derecho se denomina un término de CADUCIDAD, porque el derecho seextingue por la sola llegada del plazo, sin que sea necesario que la otra parte lo aleguey una declaración judicial que así lo establezca. Se trata de un plazo fatal, como ocurretratándose de plazos de caducidad (art. 49).En todo caso, en un fallo de la Corte Suprema de 3 de diciembre de 1964, sepreviene que aún cuando el plazo no fuere de caducidad, se trataría de unaprescripción de corto tiempo, que corre contra toda persona, o sea, no se suspende.228
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tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 397.229 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 397 y 398.230 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 398.

Las partes podrían estipular que el derecho a ejercer la acción emanada delpacto de retroventa quede subordinado al cumplimiento de una condición. En estecaso, se previene en una sentencia de la Corte de Santiago de 28 de noviembre de1951, que la condición adicional debe cumplirse dentro del plazo máximo de 4 años.De lo contrario, sería fácil eludir el mandato del art. 1885.229
En relación con este punto, puede ocurrir que las partes estipulen que la cosaquede en poder del vendedor hasta el vencimiento del pacto de retroventa, y que elderecho conferido por éste, caduque en definitiva. En tal caso, subraya un fallo de laCorte de Tacna de 3 de mayo de 1913, que el vendedor no estará obligado al pago deintereses o de arriendo, salvo que así se hubiere convenido; pero sí debe responder encuanto a los frutos producidos por la cosa desde el día en que venció el plazo paraejercer el derecho de retroventa estipulado hasta la efectiva entrega de la cosa.230

c.5) Que se dé el correspondiente aviso: art. 1885, inc. 2º.El vendedor debe dar un aviso previo al comprador, con 6 meses deanticipación se si trata de bienes raíces y de 15 días si se trata de bienes muebles. Contodo, si la cosa fuere fructífera y no diere frutos sino de tiempo en tiempo, y aconsecuencia de trabajos e inversiones preparatorias, no podrá exigirse la restitucióndemandada sino después de la próxima percepción de frutos.Nótese que, en este último caso, el comprador tendrá derechos a los frutos quela cosa produzca después de resuelto el contrato. Se trata de una excepción a la reglageneral que emana, a contrario sensu, del artículo 1488: se deben los frutos a partirde la resolución del contrato. Pero, para que opere la excepción, es necesario que secumplan los dos requisitos señalados en el inciso 2° del artículo 1885: i) Que se tratede una cosa que sólo de frutos “de tiempo en tiempo”; y, ii) Que tales frutos seobtengan “a consecuencia de trabajos e inversiones preparatorias”. Sin duda, el casoes el de los predios agrícolas.
d) Efectos del pacto de retroventa.

Tenemos que distinguir si el vendedor ha ejercitado o no dentro del plazo legalo convencional la acción que emana del pacto de retroventa.Si no lo hubiere hecho, quiere decir que la condición ha fallado y el contratoquedará como puro y simple, haciéndose irrevocable el dominio del comprador. Enotras palabras, caducan los derechos del vendedor, consolidándose definitivamente losdel comprador.Si el vendedor ejercita la acción dentro del término legal o estipulado, seproducen los efectos inherentes a toda condición resolutoria ordinaria. Recordemos queel pacto de retroventa no es más que una condición puramente potestativa quedepende de la sola voluntad del acreedor (el vendedor). Cumplida esta condición alejercitarse oportunamente la acción, se resuelve el contrato y las partes deben serrestituidas al estado en que se encontraban antes de su celebración.Diferentes serán los efectos entre las partes y respecto de terceros:1º Efectos entre las partes: se deben prestaciones mutuas: arts. 1881 y 1883. Se tratade los efectos propios de toda condición resolutoria cumplida, con algunas variantes:● El vendedor debe restituir el precio que se haya estipulado o a falta de estipulación,lo que se haya pagado por la cosa.
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231 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.917, p. 1.017.

● El comprador debe devolver la cosa con todas sus accesiones naturales. La expresión“accesiones naturales” debe entenderse referida al aumento de la superficie de uninmueble, a consecuencia de accesiones del suelo (aluvión, por ejemplo). ¿Qué ocurrecon los frutos? Según expresamos, el comprador, por regla general, no puede retenerlos frutos que la cosa produzca a partir de la resolución del contrato, la que seproduciría, en nuestra opinión, al notificarse la demanda. Respecto de los frutos que lacosa produjo antes de la resolución del contrato, el comprador podrá retenerlos.También tendrá derecho a los frutos que la cosa produzca después de la resolución delcontrato, en el caso del art. 1885, inc. 2°, es decir, si la cosa produce frutos “sino detiempo en tiempo y a consecuencia de trabajos e inversiones preparatorias”. En estepunto, no hay pues una variante con la regla general del art. 1488 del Código Civil,conforme a la cual habiendo operado la resolución, no se deben los frutos que la cosaprodujo en el tiempo que media entre la celebración del contrato y el momento en quese produjo la resolución. Pero una vez resuelto el contrato, sí se deben los frutos quela cosa produzca a partir de ese momento, salvo en el caso excepcional del inc. 2° delart. 1885.¿Cómo opera la devolución de la cosa objeto de la compraventa? Alessandriexpresa que “Para que la cosa vuelva al dominio del vendedor se requiere, por razonesde orden económico, si se trata de inmuebles, que se otorgue una escritura en que elcomprador la venda, mediante la cual obtiene éste que se cancele la inscripción deldominio del inmueble a favor de aquél y se haga la inscripción del mismo a su nombre,a fin de radicar el dominio en su poder. La manera que tiene el vendedor de recobrarel inmueble vendido es, por consiguiente, obteniendo que el comprador le otorgue unaescritura de reventa. Luego, su acción de retroventa consiste aquí en pedir que seobligue al comprador a que se le otorgue la respectiva escritura de retroventa, bajoapercibimiento de que si así no lo hace, en el plazo que fija la sentencia, la subscribiráel juez en su representación, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 558 [hoy 532]del Código de Procedimiento Civil. La acción de retroventa, tratándose de inmuebles,engendra para el comprador una verdadera obligación de hacer que consiste en elotorgamiento de esa escritura, ya que sólo en esa forma puede el vendedor recobrar lacosa vendida. Vemos, pues, que una acción que, en doctrina, crea una obligación dedar, se convierte, en la práctica, en una obligación de hacer. Si se trata de muebles,como éstos no necesitan escritura pública para ser vendidos, la acción de retroventaconservará su fisonomía propia, o sea, no tendrá por objeto pedir el otorgamiento deuna escritura, sino lisa y llanamente la entrega de la cosa por el comprador”.231
No estamos de acuerdo del todo con esta doctrina. En efecto, desde ya, nosparece incorrecto aludir a “una escritura en que el comprador la venda [la cosainmueble] al vendedor”. No se trata de que se otorgue una nueva escritura decompraventa. Adherimos por tanto a los planteamientos del profesor Pablo Rodríguez,ya referidos al tratar del pacto de retroventa y la eventual lesión enorme, quedescarta. Creemos que el título en virtud del cual el Conservador de Bienes Raíces –siaquello que se vendió fue un inmueble- pueda proceder a cancelar la inscripción queen su momento realizó a nombre del comprador, será la sentencia que así se loordene, al acoger la acción restitutoria. Operará en este caso la tercera hipótesis delart. 728 del Código Civil. Además, también discrepamos de otra afirmación deAlessandri, en cuanto “se haga la inscripción del mismo a su nombre [del vendedor]”.Creemos que constatando la sentencia la resolución de la compraventa, y ordenandocancelar aquella inscripción hecha a nombre del comprador, recobra su vigencia lainscripción primitiva a nombre del vendedor. No correspondería hacer una nuevainscripción, porque el efecto de la resolución es que las partes vuelvan atrás. Por lodemás, en el sistema del art. 728 del Código Civil, cuando la cancelación se verifica en
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virtud de un decreto judicial (tercera hipótesis del artículo), no corresponde llevar acabo una nueva inscripción. Es decir, creemos que la acción tiene un mismo objetivo,sea que la cosa vendida haya sido un inmueble o un mueble: la restitución de la cosaal vendedor, fundada en la resolución que ya operó con la sola presentación de lademanda, y en el primer caso (o también si se trata de un mueble sujeto a registro),que además la sentencia ordene cancelar la inscripción vigente a nombre delcomprador.Si la cuestión no llegó a judicializarse, las partes, debieran otorgar una escriturapública, en la que declaren que habiendo el vendedor ejercitado su derecho emanadodel pacto de retroventa, la compraventa respectiva se ha resuelto de pleno derecho enla fecha de la escritura. Con el mérito de esta escritura, el Conservador de BienesRaíces debe proceder a cancelar la aludida inscripción, recobrando su vigencia aquellaque existía a nombre del vendedor, todo ello conforme a la primera hipótesis del art.728. Cabe advertir que, en este último caso, no estamos ante una resciliación de lacompraventa, pues ésta es una convención, que exige el acuerdo de las voluntades. Encambio, en el caso de operar un pacto de retroventa, lo que acontece es un actojurídico unilateral, en este caso del vendedor, sin perjuicio que se deja constancia delmismo en una escritura suscrita por ambas partes. Además, los contratos se extinguenpor una sola causal: la resolución en este caso y no la resciliación.● El comprador debe indemnizar al vendedor los deterioros imputables a hecho o culpasuya (regla similar a la contenida a propósito de las prestaciones mutuas en el artículo906, considerándose por ende al comprador como poseedor de mala fe).● El vendedor deberá reembolsar al comprador por las expensas o mejoras necesarias,pero no las útiles y menos las voluptuarias, salvo que se hubieren hecho con elconsentimiento del vendedor (regla similar a la contenida a propósito de lasprestaciones mutuas en el art. 908, considerándose por ende al comprador comoposeedor de mala fe).2º Respecto de los terceros: rigen las reglas generales de los arts. 1490 y 1491, segúnlo dispone expresamente (y en verdad innecesariamente) el art. 1882.
e) Carácter intransferible del derecho emanado del pacto de retroventa.

De conformidad al art. 1884, el derecho que nace del pacto de retroventa esintransferible, sin perjuicio que sí puede transmitirse por causa de muerte (no es, portanto, un derecho personalísimo).¿Por qué el derecho del vendedor es intransferible? Se explica esto, siconsideramos que de ejercerse, quedará resuelta la compraventa, retrotrayéndose laspartes al estado anterior al de la celebración del contrato. Por ende, en taleventualidad, mal podría ejercer el derecho una persona ajena al vendedor.
12.4. Pacto de retracto.

Llamado también adictio in diem, es aquél en que las partes acuerdan que seresolverá la venta si en un plazo determinado, que no puede pasar de UN AÑO, sepresenta un nuevo comprador que mejore el precio pagado.Se consagra en el art. 1886: “Si se pacta que presentándose dentro de ciertotiempo (que no podrá pasar de un año), persona que mejore la compra se resuelva elcontrato, se cumplirá lo pactado; a menos que el comprador o la persona a quien éstehubiere enajenado la cosa, se allane a mejorar en los mismos términos la compra. / Ladisposición del artículo 1882 se aplica al presente contrato. / Resuelto el contrato,tendrán lugar las prestaciones mutuas, como en el caso del pacto de retroventa”.
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232 El art. 26 de la Ley Nº 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero y otras obligaciones de dinero,dispone que lo dispuesto en los artículos 2º (definición de interés), 8 (si el interés pactado excede al máximoconvencional, el interés se reducirá al corriente) y 10º (pago anticipado) del mismo cuerpo legal, serátambién aplicable a las obligaciones de dinero constituidas por saldos de precio de compraventa de bienesmuebles o inmuebles.

Estamos nuevamente ante una compraventa sobre la que pende una condiciónresolutoria ordinaria, pero a diferencia del pacto de retroventa, podríamos concluirque se trata de una condición mixta (art. 1477 del Código Civil), pues no implicaincumplimiento del contrato (por eso es ordinaria) y depende de la voluntad de untercero -que ofrece un mejor precio- y del comprador -que no iguala esa mejor oferta-(por eso es mixta).El comprador o su causahabiente -cesionario o heredero-, podrían evitar laresolución, sin embargo, allanándose a mejorar el precio en los mismos términos queel nuevo comprador. Basta que igualen la nueva oferta, para hacer prevalecer suderecho.Los efectos del pacto de retracto, tanto respecto de las partes como en relacióna terceros, son análogos a los del pacto de retroventa (art. 1886, incisos 2º y 3º).Cabe preguntarse en qué momento debe entenderse resuelto el contrato decompraventa. Nada dijo el Código Civil al efecto. Está claro, como cuestión previa, quepara que se produzca dicha resolución, es necesario:i.- Que, dentro del plazo máximo de un año, o menor si así se pactare, se presente untercero “que mejore” la compra, es decir, que ofrezca un mayor precio.ii.- Ocurrido lo anterior, que el comprador o su causahabiente, “se allane a mejorar enlos mismos términos la compra”, es decir, que ofrezca una suma adicional, que igualela oferta del tercero.Desde ya, resulta obvio concluir que el comprador o su causahabiente deben sernotificados de la mejor oferta formulada por el tercero. A falta de norma sobre elparticular, creemos que dicha notificación debiera hacerse en forma personal por unreceptor judicial, previa orden del tribunal.Luego, ¿qué plazo tiene el comprador o su causahabiente para manifestar siiguala o no la oferta del tercero? Nos parece que a falta de norma o de cláusula en elcontrato, el juez debiera fijarle un plazo prudencial (podría ser el del término deemplazamiento). En otros términos, en virtud de la equidad natural, y conforme al art.24 del Código Civil, no pudiendo aplicarse las reglas consagradas en los arts. 19 a 23,cabe recurrir al art. 24, interpretando el art. 1886 conforme a la equidad natural.Así las cosas, el contrato debiera entenderse resuelto ipso facto, al expirar elplazo fijado por el juez.Una última cuestión habría que considerar respecto de este pacto: ¿cuántasveces, dentro del año que indica la ley, puede presentarse un tercero que “mejore lacompra”? En nuestra opinión, sólo una vez, pues el art. alude en singular a “personaque mejore la compra” y no a “personas”. Adicionalmente, nos parece razonable estaconclusión, habida cuenta de la seguridad jurídica.
12.5. Otros pactos accesorios.

Las partes, en aplicación del principio de la autonomía de la voluntad y de lalibertad contractual, pueden incorporar a la compraventa otros pactos accesorioslícitos. Así, por ejemplo, las partes pueden estipular que el saldo de precio devengaráintereses.232
Las partes sólo están limitadas por la ley, la moral y las buenas costumbres.En el Código Civil y Comercial argentino, se contemplan dos pactos que, si bienno están consagrados en nuestro Código, podrían convenirse por los contratantes. El
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primero es el pacto de reventa, definido por el art. 1164: “Pacto de reventa. Pacto dereventa es aquel por el cual el comprador se reserva el derecho de devolver la cosacomprada. Ejercido el derecho, el vendedor debe restituir el precio, con el exceso odisminución convenidos. / Se aplican las reglas de la compraventa bajo condiciónresolutoria”. Como puede observarse, se trata de un pacto inverso al pacto deretroventa. El segundo es el pacto de preferencia, definido en el art. 1165: “Pacto depreferencia. Pacto de preferencia es aquel por el cual el vendedor tiene derecho arecuperar la cosa con prelación a cualquier otro adquirente si el comprador decideenajenarla. El derecho que otorga es personal y no puede cederse ni pasa a losherederos. El comprador debe comunicar oportunamente al vendedor su decisión deenajenar la cosa y todas las particularidades de la operación proyectada o, en su caso,el lugar y tiempo en que debe celebrarse la subasta. / Excepto que otro plazo resultede la convención, los usos o las circunstancias del caso, el vendedor debe ejercer suderecho de preferencia dentro de los diez días de recibida dicha comunicación. / SEaplican las reglas de la compraventa bajo condición resolutoria”. El art. 1167 estableceun límite temporal para ambos pactos, así como también para el de retroventa:“Plazos. Los pactos regulados en los artículos precedentes pueden ser convenidos porun plazo que no exceda de cinco años si se trata de cosas inmuebles, y de dos años sise trata de cosas muebles, contados desde la celebración del contrato. / Si las partesconvienen un plazo mayor se reduce al máximo legal. El plazo establecido por la ley esperentorio e improrrogable”.
13.- Rescisión de la venta por lesión enorme.
13.1. Concepto de lesión enorme.

Como indica el art. 1888, el contrato de compraventa puede rescindirse enciertos casos por lesión enorme.Se entiende por lesión, en términos generales, el perjuicio pecuniario que de uncontrato conmutativo puede resultar para una de las partes.Pero no basta que haya lesión, sino que ésta debe ser enorme, es decir, debeexistir una desproporción grave en las prestaciones de las partes.
13.2. Requisitos para que se rescinda una compraventa por lesión enorme.
a) Que haya lesión enorme en los términos del art. 1889.

Establece el art. 1889: “El vendedor sufre lesión enorme, cuando el precio querecibe es inferior a la mitad del justo precio de la cosa que vende; y el comprador a suvez sufre lesión enorme, cuando el justo precio de la cosa que compra es inferior a lamitad del precio que paga por ella. / El justo precio se refiere al tiempo del contrato”.El precepto enfoca la lesión enorme tanto desde el punto de vista del vendedorcomo del comprador.El vendedor sufre lesión enorme, “cuando el precio que recibe es inferior a lamitad del justo precio de la cosa que vende”. Así, por ejemplo, si la cosa valía$50.000.000.-, y recibió $24.999.999.-A su vez, el comprador sufre lesión enorme “cuando el justo precio de la cosaque compra es inferior a la mitad del precio que paga por ella.” Así, por ejemplo, si lacosa valía $50.000.000.-, y pagó $100.000.001.- Nos parece una fórmula más sencillapara enunciar el segundo caso, la siguiente: “cuando paga más del doble del justoprecio de la cosa que compra”.Cabe señalar que el justo precio que debe tomarse en cuenta para determinar sihay o no lesión enorme, es aquél que tenía la cosa al tiempo del contrato, y puesto
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233 Pothier, Robert, Tratado del contrato de compra y venta, Barcelona, Imprenta y Litografía de J. Roger,1841, pp. 182 y 183.234 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 405.

que ésta sólo tiene cabida, en lo que se refiere a la compraventa, tratándose de laventa de bienes inmuebles, habrá que estar al justo precio que tenía la cosa al tiempode otorgar la escritura pública respectiva.Entendemos por justo precio el que corresponde al valor comercial de la cosa,determinado por la ley de la oferta y la demanda. En un juicio, será pruebaconcluyente, usualmente, la tasación que practique un perito. También por las ofertaspor inmuebles similares en la misma época o el avalúo fiscal incrementado en un ciertoporcentaje (usualmente el avalúo comercial corresponde al triple del avalúo fiscal deun inmueble).Como es fácil comprender, el inmueble puede tener, según las circunstancias,precios que se mueven entre un rango mínimo, medio o máximo. Por ejemplo, porinmuebles similares se ha pagado 100 en algunos casos y en otros 80. Siendo así, eljuez de la causa debe determinar el precio justo en el rango medio, que en el ejemplosería 90. Así lo deja en claro Pothier: “Como en el justo precio se distinguen el pretiumsummum, médium, infimum ¿bastará para que tenga lugar la acción rescisoria que laheredad haya sido vendida por menos de la mitad del pretium summun? ¿O bien seránecesario que se haya vendido por menos de la mitad del pretium infimum? Pongamosun caso: si el justo precio de una heredad era de dieciocho a veinte mil pesos, yhubiese vendido por nueve mil quinientos, ¿podrá el vendedor entablar la acciónrescisoria, habiéndose vendido la cosa por menos de la mitad de los veinte mil pesosque son el pretium summum?, ¿o bien se le denegará esa acción, porque el precio quese dio no es menor de la mitad de los dieciocho mil pesos que son el pretium infimum?Podrá parecer que el precio debe ser de menos de la mitad del pretium infimum,porque siendo este un justo precio, menor de su mitad, deberá ser el que se da paraque tenga lugar la rescisión. A pesar de esto Domat y algunos otros autores piensanque basta que la lesión haya sido en más de la mitad del pretium summum, porqueesta rescisión es muy favorable. Tal vez fuera más exacto decir que el justo precio deque la ley habla, es el pretium médium, siendo este con más rigor el justo, como elcentro de los demás”.233
Como establece una sentencia de 8 de junio de 1983, de la Corte de Santiago,el vendedor que demanda la rescisión de un contrato de compraventa de un inmueblepor lesión enorme debe acreditar dos hechos sustanciales: el justo precio del bien raízvendido al tiempo del contrato, y que el precio que ha recibido es inferior a la mitaddel mismo.234
Lo mismo vale, si quien alega lesión enorme es el comprador.Cabe consignar que todo lo expuesto en este párrafo, ha de entenderse sobre labase de haber vendido o comprado la propiedad plena del inmueble. Distinto es el casosi el objeto de la compraventa fuere la nuda propiedad, pues resulta evidente que eljusto precio no puede ser el mismo, habida cuenta de la existencia de un usufructo,que, por un determinado plazo, radica el uso y goce en el patrimonio de un tercero. Lamateria está resuelta en el art. 6 de la Ley N° 16.271 de Impuesto a las Herencias,Donaciones y Asignaciones, en virtud del cual, cabe distinguir tres situaciones:i.- Si el usufructo es por tiempo determinado, debe deducirse un décimo de la cosafructuaria por cada cinco años o fracción que el usufructo comprenda (así, por ejemplo,si el usufructo se constituyó por veinte años, debemos deducir un 40% del valor delinmueble);ii.- Si el usufructo es por tiempo indeterminado, por estar sujeta su extinción acondición, debemos deducir la mitad del valor de la cosa fructuaria; y
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iii.- Si el usufructo fuere vitalicio, debemos deducir la fracción de la cosa fructuaria queresulte de aplicar la siguiente escala, según sea la edad del usufructuario: 9/10 si fueremenor de 30 años; 8/10 si fuere menor de 40 años; 7/10 si fuere menor de 50 años;5/10 si fuere menor de 60 años; 4/10 si fuere menor de 70 años; 2/10 si tuviere 70 omás años. Las reglas anteriores, bien pueden aplicarse a la determinación del justovalor del inmueble cuya nuda propiedad se vende, a falta de norma que regule lamateria de otro modo en el contrato de compraventa.Con todo, debemos advertir que, en algunas ocasiones, la jurisprudencia hafallado sosteniendo que una compraventa de la nuda propiedad de un inmueble nopodría rescindirse por lesión enorme, sobre la base de que estaríamos ante un contratoaleatorio y no ante un contrato conmutativo, operando la institución de la lesiónenorme sólo en la segunda clase de contratos. Así, por ejemplo, lo sostiene un fallo dela Corte de Valparaíso de 31 de julio de 1935 (Revista de Derecho y Jurisprudencia, t.33, secc. 2ª, p. 65) y, más recientemente, una sentencia del 2° Juzgado Civil de SanFelipe de 31 de mayo de 2006, Rol N° 19.553-2006, confirmado por fallo de la Cortede Valparaíso de 8 de enero de 2007, Rol N° 2.200-2006. La actora dedujo casación enel fondo, pero ésta fue desestimada por sentencia de fecha 8 de septiembre de 2008,Rol N° 1.391-2007, por no haberse invocado la infracción de la ley en la calificación dealeatoria de la compraventa, sin pronunciarse la Corte Suprema sobre el fondo. Enefecto, señala el considerando 8° de la sentencia de la Corte Suprema: “OCTAVO: Queen lo que respecta a la acción rescisoria subsidiaria por lesión enorme, lo que larecurrente reprocha al fallo consiste, en síntesis, en no haber fijado el justo precio delbien raíz vendido, en circunstancias que tanto la prueba pericial como testimonialproducida daban cuenta de un valor superior al duplo del pagado por él. Resultaevidente que en un juicio en que se ejerce la acción a que se refiere el párrafo 13 delTítulo XXIII del Libro IV del Código Civil, es indispensable, en principio, que lasentencia establezca el justo precio del predio vendido, pues únicamente de esta formapodrá concluirse si se da, en el caso concreto, la desproporción a que se refiere elartículo 1889 del citado cuerpo legal. Sin perjuicio de lo anterior, la determinación deljusto precio no será relevante si, no obstante ejercerse la acción rescisoria por lesiónenorme, la sentencia determina que la compraventa de que se trata no es susceptiblede ser resuelta por esta causa. Ahora bien, la situación antes descrita es,precisamente, la acaecida en el caso de autos. En efecto, al haber los magistradoscalificado de aleatoria la compraventa impugnada, estimaron que no resultaba posiblerescindirla por lesión enorme -pues, según indican, no existiría conocimiento exacto delas prestaciones de las partes- y, por lo mismo, omitieron referirse a la prueba pericialy testimonial de la actora, que no puede ir dirigida sino al establecimiento del justoprecio, toda vez que la calificación de una convención onerosa de conmutativa oaleatoria es una cuestión de derecho, que se resuelve al tenor del artículo 1441 delCódigo Civil, luego de fijar, como hecho de la causa, en qué consisten las prestacionesa que se obligaron cada una de las partes. Es por lo anterior que si la recurrentepretendió discutir sobre el justo precio del predio vendido debió, en primer término,atribuir infracción de ley al fallo, precisamente, en la calificación de aleatoria de lacompraventa y, sin embargo, no lo hizo. En tales condiciones, el recurso, en esteaspecto, no puede prosperar”.En la sentencia de primer grado, se expresa por su parte: “… tal como se hafallado por nuestra Iltma. Corte de Apelaciones de Valparaíso, No procede la acciónrescisoria por lesión enorme si en la compraventa se pactó además un usufructo sobrela propiedad vendida, quedando el comprador de nudo propietario y el vendedor deusufructuario, ya que, no habiéndose pactado plazo en el usufructo -que por lo tantoes por toda la vida del usufructuario-, se ha introducido un elemento aleatorio en elcontrato, que conduce a una disyuntiva, o el comprador pagó no sólo el precioconvenido en dinero, sino también con el usufructo, pactado a cierto día, pero



135El Contrato de Compraventa – Juan Andrés Orrego Acuña

indeterminado, y en tal caso al precio en metálico debería agregarse el valor delusufructo en dinero, lo que es imposible determinar, o el comprador sólo adquirió lanuda propiedad, quedando privado del uso y goce de la cosa durante un lapso deimposible determinación y, en tal evento se debería rebajar del valor real de la cosavendida la estimación en dinero de ese uso y goce, lo que también es de imposiblefijación. De modo que resulta imposible fijar el precio efectivo pagado o el valor real delo vendido y en tal forma no puede aplicarse el precepto del artículo 1889 (C. deValparaíso, 31 de julio de 1935, RDJ, t. 33, sec. 2°, p. 85). De esta forma, al habersereservado el vendedor el usufructo vitalicio de la propiedad, no siendo posibleestablecer con certeza cuándo iba a ocurrir su muerte, toda vez que, aun cuandopadecía de un cáncer en fase terminal, no existía a la fecha de la suscripción delcontrato forma alguna de establecer hasta qué día iba a vivir, el contrato tenía elcarácter de aleatorio y en este tipo de contratos no cabe la lesión enorme, toda vezque no existe conocimiento exacto acerca de las prestaciones de las partes, por lo quela demanda de rescisión no podrá ser acogida” (Considerando 17° del fallo de primergrado).Alejandra Aguad Deik, en un comentario crítico a este fallo, manifiesta losiguiente: “A nuestro juicio, no nos parece razonable sostener que por el solo hecho deque el contrato de compraventa recaiga sobre la nuda propiedad del inmueble, elcontrato deba ser calificado de aleatorio. En efecto, en todo contrato onerosoconmutativo existe un cierto aleas, un umbral de incertidumbre respecto de laganancia o pérdida que el negocio reportará a las partes y por lo mismo, el legisladorse cuida de hablar de ‘conmutatividad’ ahí donde existen prestaciones que ‘se mirancomo equivalentes’ (art. 1441 del Código Civil). Ocurre que [en] el caso sublite existenantecedentes suficientes que permiten establecer que las prestaciones a que las partesrecíprocamente se obligaron debían estimarse como equivalentes, habida cuenta de laprevisibilidad del resultado económico del negocio. Lo que distingue a ambos tipos decontratos es que en los conmutativos, al momento de la formación del consentimiento,las partes están en condiciones de pronosticar los beneficios que el contrato les puedereportar. El hecho de que este pronóstico resulte desacertado no priva al contrato delcarácter de conmutativo. En los contratos aleatorios, en cambio, ningún pronóstico ocálculo es posible respecto de las consecuencias económicas que el contrato producirá.El destino del contrato aleatorio queda supeditado al azar. De esta manera, si elvendedor y usufructuario es una persona de avanzada edad (ochenta y dos años en elcaso sublite) y que padece de un cáncer en su fase terminal, es perfectamente posiblepronosticar el resultado económico del contrato, es decir, la utilidad o pérdida que elmismo producirá para las partes, por lo que el mismo debió calificarse comoconmutativo. Por otro lado, tampoco resulta imposible fijar el precio efectivo pagado oel valor real de lo vendido, como lo sostuvo el sentenciador de primer grado, En efecto,resulta evidente que si en un mismo acto el vendedor se reserva para sí el usufructodel inmueble, entonces la compraventa y el precio acordado por las partes recaeexclusivamente sobre la nuda propiedad. Ahora bien, para determinar el justo valor dela nuda propiedad de un inmueble puede utilizarse la tabla que para efectos del pagode impuesto de herencia establece el art. 6° de la ley N° 16.271 y que es comúnmenteutilizada en las transacciones de este tipo. Así, en el caso sublite, el valor de la nudapropiedad correspondería, al menos, al 80% del justo precio del inmueble. Aplicadoeste porcentaje al precio del inmueble determinado por el peritaje evacuado en elproceso, habría que concluir que el justo valor de la nuda propiedad, a la fecha de lacompraventa, ascendía, aproximadamente, a la cantidad de $171.500.000.-, lo querepresenta más de cuatro veces el precio pagado por la compradora. Aún de estimarseque el contrato de compraventa celebrado deba ser calificado de aleatorio, creemos,como lo hace alguna doctrina francesa, que frente al silencio del legislador, la lesiónenorme debe ser aceptada en aquellos contratos aleatorios donde para una de las
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235 En realidad, se trata del año 1976.236 Aguad Deik, Alejandra, “Obligaciones. Compraventa de nuda propiedad. Contrato aleatorio y lesiónenorme (Corte Suprema, 8 de septiembre de 2008), en Revista Chilena de Derecho Privado, N° 11, pp. 147-151 [diciembre 2008].

partes no hay posibilidad de pérdida y para la otra falta la posibilidad de ganancia(Véase Luis MOISSET DE ESPANÉS, ‘La lesión’, legislación de América del Sur, en Anuariode Derecho Civil, tomo XXIX, Madrid, 1996235, p. 115, quien agrega que esta soluciónes compartida por la mayor parte de la doctrina argentina). Tal es el caso del fallo quecomentamos. Atendido el bajo precio pactado por la nuda propiedad y la edad delvendedor, ni aun estando éste en óptimas condiciones de salud habría podido obtener-por la vía del usufructo vitalicio- una ventaja patrimonial de la compraventacelebrada, siendo, entonces, necesariamente cierto que a la compradora reportarátodo el provecho del negocio. En otras palabras, no hay posibilidad de ganancia para elvendedor ni posibilidad de pérdida para la compradora. En suma, a nuestro juicio, seaque el contrato de compraventa celebrado debe ser calificado de conmutativo oaleatorio, la institución de la lesión enorme, aun en los términos estrechos en que seencuentra recogida por nuestro ordenamiento jurídico, debió recibir aplicación al casosublite”.236
Concordamos con los planteamientos de la profesora Aguad. En el caso, debiórescindirse la compraventa de la nuda propiedad del inmueble por lesión enormesufrida por el vendedor. Lamentablemente, en el caso, la casación en el fondo nodenunció la infracción al art. 1441 del Código Civil, decisivo en la materia.En cuanto a la venta del derecho real de usufructo constituido sobre uninmueble, revisaremos la materia en el literal siguiente.

b) Debe tratarse de aquellas ventas en que la ley admite lesión enorme: art. 1891.
Dispone este precepto: “No habrá lugar a la acción rescisoria por lesión enormeen las ventas de bienes muebles, ni en las que se hubieren hecho por el ministerio dela justicia”.Se infiere de esta norma que la demanda rescisoria por lesión enorme sólo esprocedente tratándose de la compraventa voluntaria de bienes inmuebles.Por cierto, en la expresión bienes inmuebles debe entenderse comprendidotanto el caso en que se vende un inmueble materialmente considerado, como tambiénaquel en que se venden derechos o cuotas sobre un inmueble, porque tales derechos ocuotas tienen carácter inmueble (art. 580 del Código Civil) y porque el art. 1891 noformula distingos (salvo entre ventas voluntarias y forzadas), de manera que se aplicatanto a los inmuebles corporales (inmuebles materialmente considerados) como a losincorporales (derechos o cuotas sobre inmuebles). Este último caso es el que se sueledenominar en la práctica forense como “cesión de derechos”, como si se tratare de unacto jurídico distinto de la compraventa, pero ello es un error, pues el contrato es unacompraventa (si media pago del precio), y la palabra “cesión” alude a la tradiciónsubsecuente de los derechos o cuotas. En otras palabras, no existe el “contrato decesión”, sino que ésta corresponde a la enajenación que debe operar una vezcelebrado el contrato de compraventa.La posibilidad de demandar la rescisión por lesión enorme en la venta dederechos o cuotas sobre un inmueble ha sido refrendada por la jurisprudencia (así, porejemplo, sentencia de la Corte Suprema de fecha 22 de septiembre de 2011, autos RolN° 8.018-2010; sentencia de la Corte de Talca de fecha 25 de agosto de 2020, autosRol N° 918-2018).Otro tanto ocurre en la doctrina. Arturo Alessandri Rodríguez se pronunciacategóricamente a favor de la posibilidad de demandar la rescisión la venta de cuotasen inmuebles: “Un punto muy debatido entre los autores franceses y que entre
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237 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.971, pp. 1.087 y 1.088.238 Silva Segura, Enrique, Acciones, actos y contratos sobre cuota, 3ª edición actualizada, Santiago de Chile,Editorial Librotecnia, 2020, N° 140, pp. 306-308.

nosotros no presenta la misma dificultad es el relativo a saber si pueden rescindirsepor lesión enorme las ventas de bienes inmuebles incorporales, es decir, de losderechos o acciones inmuebles, como usufructo sobre inmuebles, censo, herencia,servidumbre o acciones reivindicatorias de bienes raíces, etc. Creemos, por nuestraparte, que estas ventas son rescindibles por lesión enorme, porque siendo la reglageneral que toda venta sea rescindible por esta causa, salvo las excepciones que la leyenumera y no figurando la venta de esos bienes entre los exceptuados por el Código,es lógico decidir que quedan incluidas en esa regla. Además, estos derechos o accionesson bienes inmuebles, según el artículo 580 del Código Civil, puesto que se ejercitansobre bienes raíces y si la lesión enorme tiene cabida en las ventas de inmuebles, engeneral, es indudable que comprende tanto las ventas de inmuebles corporales comolas de inmuebles incorporales. Los autores franceses se pronuncian en el mismosentido”.237
Dos alcances, sin embargo, cabe formular a lo expuesto por Alessandri: i) Encuanto a la venta del derecho real de usufructo constituido sobre un inmueble,haremos algunas precisiones un poco más adelante; ii) En cuanto a la venta de una“herencia”, debemos entender que el autor quiso aludir a la venta de derechos ocuotas sobre un inmueble hereditario, y a no a la venta de la cuota sobre la herenciaconsiderada como universalidad, pues el mismo Alessandri descarta que en esta últimahipótesis sea admisible la rescisión por lesión enorme, según veremos.Enrique Silva Segura, en la misma línea argumental, después de aludir al tenordel art. 1891, expresa lo siguiente: “De este artículo se infiere que solamente respectode los bienes inmuebles, sean corporales o incorporales, procede esta acción. Así loreconoce la doctrina. Siendo esto así, se puede sostener que la venta de una cuotaindivisa que se tenga en un bien raíz es rescindible por lesión enorme”. En cuanto a lanecesidad de determinar el justo precio de la cosa, señala el mismo autor: “En general,podemos decir que siempre una cuota determinada e indivisa en una cosa inmuebletiene un valor que se puede apreciar al tiempo del contrato, y permite hacer lacomparación entre el justo precio de la cosa y el dinero que se pagar por ella. En todocaso, esta es una cuestión de hecho que resolverá el juez apreciando la pruebarendida. En la jurisprudencia nunca se ha rechazado esta acción por considerarse quela cuota indivisa no sea inmueble. Pero se ha rechazado, porque no se ha probado eljusto precio o se ha estimado que ‘en las convenciones de esta clase es improcedentela citada acción, ya porque los derechos adquiridos llevan consigo las cargas comunesa que está afectada la totalidad de los bienes de que ellos forman parte, ya porque ensu distribución puede corresponder una porción menor en la cosa comprada que la quereza el respectivo contrato. Como vemos, el problema se reduce más bien a unacuestión de hecho que de derecho. En cada caso será necesario analizar el proceso yver si es posible hacer la comparación entre el valor de la cuota indivisa vendida y elprecio pagado por ella. No obstante, no será necesario, como se sostiene en lasúltimas sentencias citadas, esperar una probable partición para saber el justo precio dela cuota indivisa vendida, pues esta es una cosa incorporal distinta de la cuota divisaen que se puede transformar por la partición. Por esta razón, otras sentencias,probado el justo precio de la cuota y concurriendo los demás requisitos legales, hanacogido demandas de rescisión por lesión enorme en venta de cuota indivisa en bienesraíces. Podemos terminar sosteniendo que siempre, concurriendo los demás requisitoslegales, es posible rescindir por lesión enorme la venta de una cuota indivisainmueble”.238
Lo anterior, sin perjuicio, como advierte Silva Segura, de acreditar cuál era eljusto precio de los derechos o cuotas al momento de la venta. En tal sentido, una
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239 Silva Segura, Enrique, ob. cit., N° 140, p. 308.
240 Silva Segura, Enrique, ob. cit., N° 8, pp. 39 y 40, quien cita a su vez a Luis Claro Solar, Explicaciones deDerecho Civil Chileno y Comparado, Tomo 8, p. 297, números 1.121 y 1.122.241 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 1.982, p. 1.102.

sentencia de la Corte Suprema citada por el mismo autor, de fecha 4 de diciembre de2014, autos Rol N° 23.180-2014, aceptó la procedencia de la rescisión en la venta deuna cuota inmueble, pero rechazó la demanda, porque no se probó el justo precio.239
¿Es rescindible la venta del derecho real de usufructo constituido sobre un bieninmueble? Como cuestión previa, es conveniente aclarar que en realidad no es elderecho real de usufructo el que puede venderse, pues éste se extinguiráirremediablemente con la muerte de su titular. Lo que en verdad puede vender elusufructuario, es su facultad de usar la cosa y de percibir los frutos que produzca lacosa sobre la que recae el usufructo. En otras palabras, el usufructuario no puededesprenderse de su derecho, aunque sí de las facultades de uso y de goce.240 Lasituación no deja de ser curiosa, sin embargo, pues en los hechos, el derecho deusufructo quedará vaciado de su contenido, no será más que una “cáscara” desprovistade sustancia. Pero no es posible concluir otra cosa, porque de lo contrario, por la víade vender las facultades, se podría llegar a burlar la prohibición de constituirusufructos sucesivos o alternativos (art. 769 del Código Civil). Precisado lo anterior, yrespondiendo a la interrogante formulada, Alessandri no es del todo claro, perofinalmente termina admitiendo la eventual rescisión: “Cuando lo que se vende es unusufructo la venta es incierta desde el punto de vista del valor de la cosa, ya que aquélpuede durar sólo unas cuantas horas o un gran número de años. En tal caso no esposible determinar su justo precio por cuyo motivo no puede saberse si hay lesiónenorme, porque si se conoce el precio de venta se ignora el otro término decomparación. Pero si de los hechos del proceso resulta que, aun colocándose en elmejor de los casos, una de las partes se ha perjudicado en más de la mitad o en másdel doble del justo precio, la venta es rescindible por lesión enorme, pues entonces sesabe exactamente que una se perjudicará en esa proporción. De ahí que los jueces nopuedan declarar a prima facie improcedente esta acción en la venta de unusufructo”.241
Nos parece que la solución es la misma que planteamos a propósito de la ventade la nuda propiedad: la respuesta debemos buscarla, por analogía, en lo dispuesto enel art. 6 de la Ley N° 16.271. Esta Ley fue publicada el 10 de julio de 1965 y derogó asu vez al Decreto Ley N° 364, publicado en el Diario Oficial de fecha 3 de agosto de1932 (cuyo art. 5 establecía una norma semejante a la contenida en el art. 6 de la LeyN° 16.271). Ninguno de estos cuerpos legales existía cuando Alessandri publicó suobra acerca de la compraventa. De esta manera, aplicando lo previsto en la Ley N°16.271, es posible determinar cuál es el justo precio de la nuda propiedad y delderecho de usufructo, respectivamente, cuando una y otro recaen sobre un mismoinmueble.Se excluye la posibilidad de demandar la rescisión por lesión enorme, encambio, en los siguientes casos:i.- Venta de bienes muebles.La exclusión de la lesión enorme en la venta de muebles se explica por razoneshistóricas, al establecerse así en el Código francés, en una época en que la base de lafortuna era la propiedad raíz.El punto, sin duda, resulta muy cuestionable.ii.- Ventas mercantiles.En efecto, lo anterior implica también que tampoco se admite en las ventasmercantiles, que siempre recaen sobre cosas muebles, disponiéndose en todo casoexpresamente que no tiene cabida, en el art. 126 del Código de Comercio.
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242 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 422.243 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 422.244 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, p. 422.245 Somarriva Undurraga, Manuel, Las obligaciones y los contratos ante la jurisprudencia, ob. cit., Nº 280, p.214.246 Art. 532 del Código de Procedimiento Civil: “Si el hecho debido consiste en la suscripción de uninstrumento o en la constitución de una obligación por parte del deudor, podrá proceder a su nombre el juezque conozca del litigio, si, requerido aquél, no lo hace dentro del plazo que le señale el tribunal”.247 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 422 y 423. Con todo, debe advertirse queeste fallo sí admite la posibilidad de que en el juicio ejecutivo, el demandado pueda oponerse a la pretensióndel actor, alegando la ineficacia del contrato prometido y con ello impedirá que la promesa se cumpla. Véaseesta materia cuando tratamos del contrato de promesa.

iii.- Venta o permuta de concesiones mineras o de una cuota de la concesión o de unaparte material de ellaAsí lo establece el artículo 170 del Código de Minería.iv.- Ventas forzadas de inmuebles.En efecto, no todas las ventas de inmuebles pueden rescindirse por lesiónenorme: se excluyen las que se efectúan por el ministerio de la justicia, cuando setrata de ventas forzadas en el marco de un juicio ejecutivo, o en un juicio deliquidación y partición, e incluso las ventas en pública subasta en los actos dejurisdicción voluntaria que exigen tal trámite, por ejemplo (sentencias de la CorteSuprema de 25 de agosto de 1949).242 Recordemos que en estos casos, la venta debeefectuarse en pública subasta, y los postores podrán pugnar libremente en ladeterminación del precio.En cambio, no se trata de ventas hechas por el ministerio de la justicia, aquellasen que ésta se limita a ordenar que se extienda la escritura pública de compraventapor negativa del prometiente vendedor a otorgarla. Tratase aquí de un contratolibremente acordado por las partes y ordenado cumplir por sentencia ejecutoriada, yno de una venta cuya generación sea propiamente obra de la justicia. En consecuencia,si se dan los requisitos de la lesión enorme, no puede rehusarse la correspondienteacción rescisoria al vendedor que, en la escritura del contrato, figura representado porel juez a causa de su rebeldía (Corte Suprema, fallos de 27 de junio de 1968243 y 16 deabril de 1980244).En efecto, expresa Manuel Somarriva Undurraga,245 (que parece adheririmplícitamente a esta doctrina), “Si el contrato de compraventa ha sido precedido porun juicio ejecutivo para obtener que el promitente vendedor suscriba la escriturapública de compraventa prometida, que da por resultado que el juez suscriba elinstrumento, en cumplimiento del artículo 532 del Código de Procedimiento Civil,246 noes venta hecha por ministerio de la justicia y es susceptible de ser rescindida por lesiónenorme, si es procedente”.Con todo, este criterio no es unánime en la jurisprudencia. Un fallo de la Cortede Concepción de 28 de marzo de 1967 (y que habíamos citado en el estudio delcontrato de promesa), concluye que, puesto que el art. 1891 del Código Civil nodistingue, las ventas que se hubieren hecho por el ministerio de la justicia, y que porende, no pueden rescindirse por lesión enorme, comprenden: a) Las ventas forzadas ovoluntarias como las hechas en pública subasta en un juicio ejecutivo o de partición debienes o en una gestión voluntaria o no contenciosa; y b) Las ventas en que el juez,que también actúa como representante legal del vendedor, suscribe la escrituradefinitiva de compraventa por negativa o repulsa de aquél, como ocurre cuando elpromitente vendedor no cumple sus obligaciones y es demandado por el otrocontratante, en juicio ejecutivo de obligación de hacer.247
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248 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, 3ª edición,tomo VII, Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 1997, pp. 402 y 403.

De esta manera, la diferencia entre uno y otro criterio jurisprudencial, radica enque la primera doctrina, admite la posibilidad de demandar la rescisión por lesiónenorme, cuando la venta se celebró en cumplimiento de un contrato de promesa,actuando el juez como representante legal de una de las partes. En cambio, para lasegunda doctrina, ello no será posible, porque esta venta también queda comprendidaen aquellas realizadas “por el ministerio de la justicia”.v.- Venta del derecho real de herencia.La jurisprudencia mayoritaria y la doctrina ha concluido por su parte que nocabe lesión enorme en la venta de derechos hereditarios, aunque la herenciarespectiva comprenda bienes raíces. Se señala en numerosos fallos que la acciónrescisoria por lesión enorme no procede en la cesión de derechos hereditarios hecha atítulo oneroso, aunque en ella se comprendan bienes raíces; la especificación de éstosno tiene otro valor que el de indicar los bienes inmuebles comprendidos en la herencia.Razones:1º Dicha cesión no es una venta de bienes raíces. Lo que se vende es la cuota que unapersona tiene en una cosa universal, llamada “herencia”.2º El que cede un derecho de herencia a título oneroso sin especificar los efectos (losbienes) de que se compone sólo responde de su calidad de heredero (art. 1909).3º No es posible determinar el valor del derecho cedido a la fecha del contrato, pues lacuantía de las cargas y obligaciones que afectan a aquel derecho depende de unaliquidación futura; adicionalmente, al no ser la herencia una cosa mueble o inmueble,sino que una universalidad, deben aplicársele las reglas generales, que son las quecorresponden a los bienes muebles, y en la venta de esta clase de bienes no puedeexistir lesión enorme (Corte de Concepción, 2 de noviembre de 1875, 10 deseptiembre de 1883; Corte de Santiago, 24 de mayo de 1878, 27 de mayo de 1892,Corte de Talca, 25 de noviembre de 1896, 30 de octubre de 1912; Corte Suprema, 12de mayo de 1950).248 Más recientemente, han confirmado estos criterios, por ejemplo,sentencia de la Corte de Valparaíso de fecha 17 de abril de 2018, Rol N° 3.044-2017(“Primero: Que la demanda pretende la rescisión por lesión enorme respecto de doscontratos de cesión de derechos hereditarios, pero se basa para ello en el supuestoprecio justo de dos bienes inmuebles, no reparando en que lo cedido son sólo losderechos que el cedente tenía en la herencia que comprendía esos bienes. Segundo:Que, adicionalmente, tampoco se sabe si el causante de la herencia en que el cedentefue heredero, era propietario exclusivo de esos bienes y de hecho se sabe que almenos respecto de uno, no lo era); sentencia de la Corte de San Miguel de fecha 23 deabril de 2018, Rol N° 29-2018 (“3°) Que, en el caso de autos, aun cuando pudieraestimarse que la cesión de derechos hereditarios celebrada entre las partes es uncontrato de compraventa, lo cierto es que la herencia es una universalidad jurídicadistinta de los bienes que la componen, razón por la cual se rige por las reglasgenerales relativas a los bienes muebles. 4°) Que en ese sentido y teniendo presenteque de conformidad al artículo 1891 del Código Civil no hay lugar a la acción rescisoriapor lesión enorme en las ventas de bienes muebles, no es posible declarar la nulidadde la referida cesión de derechos hereditarios por dicha causal objetiva”; sentencia dela Corte Suprema de fecha 13 de octubre de 2011, autos Rol N° 5.982-2010.La doctrina mayoritaria, concluye en igual sentido.Arturo Alessandri Rodríguez señala que “Cuando lo que se vende es un derechode herencia sin especificar los efectos de que se compone, el cedente no se haceresponsable, dice el artículo 1909 del Código Civil, sino de su calidad de heredero, porlo que el vendedor sólo confiere al comprador un derecho para tener participación enlos bienes hereditarios, pero no a un derecho a tales o cuales bienes determinados y
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249 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., Tomo II, Nº 1.984, p. 1.103.250 Somarriva Undurraga, Manuel, Las obligaciones y los contratos ante la jurisprudencia, ob. cit., Nº 280, p.214.251 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., Tomo II, Nº 2.038, p. 1.162.252 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, Nº 2.038, pp. 1.162 y 1.163.

no podría conferírselo de ninguna manera puesto que no se sabe a cuánto asciende lacuota cedida. No se conoce, por lo tanto, el valor que tiene el derecho que se cede,faltando así el término de comparación llamado justo precio, lo que hace imposibledeterminar si hay o no lesión enorme. De ahí que esta acción no procede en la cesiónde derechos hereditarios”.249
Manuel Somarriva Undurraga, expresa que esta doctrina es correcta, porque “lalesión enorme sólo procede en la venta de inmuebles según el artículo 1891 del CódigoCivil y los derechos hereditarios no tienen este carácter”.250
Recordemos por su parte, lo que indicamos al tratar del contrato de promesa,materia en la que nos remitimos al apunte pertinente.

c) Que la cosa no se haya perdido (perecido) en poder del comprador: art. 1893, inc.1º.
Dispone este precepto: “Perdida la cosa en poder del comprador no habráderecho por una ni por otra parte para la rescisión del contrato”.Lo anterior es lógico, puesto que, si la cosa pereció en manos del comprador, setornaría imposible la restitución al vendedor.Como una justificación de esta norma, Alessandri señala que “El vendedor notiene por qué quejarse de la extinción de su derecho en este caso, pues ha hecho unbuen negocio, aunque haya recibido menos del justo valor del inmueble, pues si no lohubiera vendido, nada habría tenido actualmente, ya que sin la venta no habríarecibido el precio y la pérdida de la cosa habría sido para él. De ahí que estadisposición beneficie al vendedor. Pero si se justifica a su respecto, no hay nada que laexplique por lo que hace al comprador, sino una razón de equidad. El legislador haquerido que esta acción se extinga para ambos contratantes por unos mismos hechos,pues no sería justo que se extinguiera para uno y subsistiera para el otro”.251
La pérdida del inmueble debe ser total. En efecto, si fuere sólo parcial, “subsisteel objeto de la obligación del vendedor y éste puede restituirlo. El artículo 1894 habla,además, de que el comprador no es responsable de los deterioros que sobrevengan enla cosa, lo que demuestra que el vendedor está obligado a aceptarla aun con ellos yque si la cosa se deteriora o perece parcialmente, subsiste esta acción, pues de otromodo no se justificaría la obligación del vendedor de soportar esos deterioros. Porconsiguiente, el artículo 1893 al decir que la pérdida de la cosa extingue la acciónrescisoria tanto del vendedor como del comprador se refiere a su pérdida totalúnicamente”.252
La pérdida debe haberse producido por caso fortuito. Por ejemplo, porque operóuna avulsión o se inundó el predio o producto de un cataclismo se hundió el terrenodesapareciendo o quedó sepultado bajo la lava al producirse la erupción de un volcán.Así ha concluido la doctrina, aunque el precepto no formula tal distinción. Comoexpresa Alessandri, es un principio de derecho que nadie puede sufrir el daño ajeno yque la pérdida culpable de la cosa impone responsabilidades al que la causa. Así seestablece en los arts. 1506 (obligaciones facultativas), 1550 (riesgo por la pérdida delcuerpo cierto) y 1672 (extinción de la obligación por pérdida del cuerpo cierto). “Estasdisposiciones –señala el autor-, a nuestro juicio, no han sido derogadas por el artículo1893, ya que se aplican en todo caso y no es de creer tampoco que el legislador hayaprescindido de ellas al establecer este precepto. Por otra parte, no sería justo privar al
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253 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, Nº 2.039, p. 1.163.254 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, Nº 2.039, p. 1.164.255 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, Nº 2.044, p. 1.166.256 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 425.257 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 425.258 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, Nº 2.045, p. 1.166.

vendedor de esta acción cuando la cosa pereciera por culpa del comprador ya que siasí fuera, le bastaría a éste destruirla para matar el derecho de aquél y la ley no puedesancionar los abusos”.253
Por cierto, si la cosa pereciere por culpa del comprador, el único que tendráacción será el vendedor. Como el inmueble ya no existirá, el vendedor sólo podráexigir su precio y la indemnización de perjuicios (art. 1672 del Código Civil).254
También podría encontrarse en esta situación, la pérdida de la cosa porprescripción que hubiere operado a favor de un tercero, que hubiere entrado enposesión de la cosa, en desmedro del comprador. Pero en este caso, la pérdida sehabría producido por la negligencia del comprador, que dejó que un tercero se hicieradueño, por prescripción. En este caso, podría sostenerse la procedencia de una accióndel vendedor para obtener indemnización de perjuicios, pero ello choca contra lasiguiente evidencia: tal acción estaría prescrita, pues a lo menos, deben habertranscurrido cinco años para haber perdido la posesión del inmueble, lo que, a su vez,implica que también ha prescrito la acción indemnizatoria del vendedor.

d) Que la cosa no haya sido enajenada por el comprador: art. 1893, inc. 2º.
Dispone este precepto: “Lo mismo será si el comprador hubiere enajenado lacosa; salvo que la haya vendido por más de lo que había pagado por ella; pues en talcaso podrá el primer vendedor reclamar este exceso, pero sólo hasta concurrencia deljusto valor de la cosa, con deducción de una décima parte”.En efecto, si el comprador enajena la cosa, no podrá pedirse la rescisión de lacompraventa que adolece de lesión enorme. Observamos aquí una excepción a losefectos generales de la nulidad judicialmente declarada, que siempre da acción contraterceros (art. 1689).255
La enajenación implica que tanto el vendedor como el mismo comprador queenajenó el inmueble, queden privados de la acción rescisoria.Como se indica en un fallo de la Corte de Talca de 8 de abril de 1915, el fin delart. 1893, inc. 2º, es amparar los derechos de terceros que podrían ser perjudicados sise diera lugar a la rescisión del contrato; en efecto, ésta podría declararse aun porcolusión entre el primer vendedor y el comprador, produciendo su efecto contraterceros poseedores, en conformidad al art. 1689 del Código Civil; pero obsta a ello laexcepción del art. 1893.256
En cuanto al momento en que se entiende consumada la enajenación,previenen las sentencias de la Corte de Concepción de 23 de octubre de 1878 y de laCorte de Santiago de 28 de diciembre de 1883, que para que se extinga la acciónrescisoria por la enajenación que de la cosa comprada hace el comprador a un terceroes preciso que el título de esa enajenación, el contrato de compraventa, se inscriba enel Conservador de Bienes Raíces; antes de esa inscripción no hay traslación de dominiode los bienes raíces y la acción rescisoria subsiste.257 Alessandri concuerda con estaconclusión.258
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259 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, pp. 425 y 426.260 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, Nº 2.047, pp. 1.167 y 1.168.261 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 425. Esta sentencia se publicó en laRevista de Derecho, Jurisprudencia y Ciencias Sociales, t. 48, secc. 1ª, p. 553.

En el fallo de 23 octubre de 1878, se agrega que la enajenación del compradordebe hacerse antes de la demanda. Sin embargo, en sendos fallos de la Corte deConcepción de 8 de mayo de 1885 y de la Corte de Talca de 27 de noviembre de 1907y 8 de abril de 1915, se concluye que la enajenación del comprador extingue la acciónrescisoria aunque se haga durante el juicio de rescisión.259 Alessandri también estáconteste con la última doctrina. Se indica sobre el particular que el art. 1893 nodistingue en cuanto al momento en que debe efectuarse la enajenación.260 Para evitareste efecto, el demandante debiera pedir que se decrete la medida precautoria deprohibición de celebrar actos y contratos.¿Se extingue la acción del vendedor que sufrió lesión enorme, si la enajenaciónposterior del inmueble hubiere operado en el marco de un procedimiento ejecutivo ode un procedimiento concursal seguido contra su comprador? Dicho en otros términos:¿El precepto se refiere tanto a una enajenación voluntaria cuanto a una de carácterforzada? En principio, atendiendo a su tenor literal, podría entenderse que la acciónrescisoria sólo se extinguiría si hubiere sido el comprador quien voluntariamenteprocedió a enajenar el inmueble (“… si el comprador hubiere enajenado…”). Sinembargo, creemos que la acción se extingue en ambos casos. Cuatro razones al menospodrían esgrimirse:i.- La primera, en cuanto la norma no distingue el tipo de enajenación de que se trata.Por tanto, debiéramos comprender a las dos clases de enajenación.ii.- La segunda, en cuanto la enajenación forzada ha de entenderse que igualmente fueconsentida por el dueño del inmueble, en el momento en que contrajo su obligación yquedó por tal razón expuesto al derecho de prenda general de su acreedor (arts. 2465y 2469 del Código Civil).iii.- La tercera, porque el precepto tiene como finalidad proteger al tercero que hayaadquirido el inmueble de manos del primer comprador. Tal protección debe darse altercero, sin distinguir si adquiere el inmueble por una enajenación que directamente lehizo su deudor, o por una enajenación hecha por el juez en calidad de representantelegal del deudor.iv.- Finalmente, el tenor del inc. 3º del art. 671 del Código Civil, en cuanto expresaque en las ventas forzadas la persona cuyo dominio se transfiere es el tradente (eldeudor) y el juez su representante legal.¿Se extingue la acción rescisoria si el comprador enajena derechos o una cuotasobre el inmueble? En otras palabras, ¿se extingue la acción tanto si el inmueble fuereenajenado completamente o parcialmente? Una sentencia de la Corte de Concepciónconcluye que la acción también se extingue en el caso que el comprador hubiereenajenado una cuota (en el caso, el 50% de las acciones y derechos sobredeterminado fundo).261 La conclusión nos parece al menos discutible. Bien podríasostenerse que, si el comprador enajena derechos sobre la cosa, subsistiría la acciónrescisoria por aquellos derechos que haya conservado en su patrimonio el comprador.De seguir la primera conclusión, el comprador podría enajenar derechos equivalentesal 1% en el dominio del inmueble, y con ello, alegar que el vendedor ya no puededemandar la rescisión. No parece una conclusión justa ni lógica.Con todo, el inc. 2º del art. 1893 contempla una salvedad: si el compradorvendió la cosa en un precio mayor del que había pagado, el primer vendedor podrá
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262 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, Nº 2.048, pp. 1.169 y 1.170.263 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 430.

reclamar la diferencia, pero sólo hasta el justo valor de la cosa, con una deducción deuna décima parte.Por lo tanto, la regla general en virtud de la cual si el comprador enajena lacosa el vendedor quedará privado de acción en contra del primero, se altera si dichocomprador: i) Vende la cosa; y, ii) Lo hace a un mayor precio.Por ende, esta acción de cobro de pesos que la ley le confiere al vendedor estácircunscrita a un solo caso: cuando el comprador venda la cosa. Por lo tanto, si setrata de cualquier otro título de enajenación, el vendedor nada podrá demandar.Revisemos un ejemplo: Pedro vende un inmueble a Verónica en $20.000.000.-y el justo precio ascendía a $80.000.000.- Por su parte, Verónica vende en$90.000.000.- En este caso, Pedro recibirá de Verónica la cantidad de $52.000.000.-(la diferencia entre ambas ventas, hasta concurrencia del justo precio, con ladeducción indicada en la ley). La décima parte no se calcula sobre la cantidad que sedebe pagar sino sobre el justo precio, deduciendo de él esa décima parte. De ahí quese deduzcan $8.000.000.-, pues corresponden a la décima parte de $80.000.000.-Como puede observarse, esta segunda acción que se origina por la lesiónenorme no tiene naturaleza rescisoria. Se trata aquí de demandar una suma de dinero.Además, obviamente, a diferencia de la acción rescisoria, esta segunda acción sólo lecompete al vendedor que sufrió lesión enorme.Se pregunta Alessandri qué ocurriría si el segundo comprador paga menos deljusto precio. En tal caso, ¿a qué suma tiene derecho el primer vendedor? Afirma que,si bien el Código Civil no resuelve el punto, por analogía, y en vista del motivo de estadisposición, el vendedor podría demandar todo el exceso (por sobre lo que él recibió)con deducción de la décima parte sobre el valor que pagó el segundo comprador, pueséste debe reputarse como justo precio, ya que no hay constancia de otro.262
Así, por ejemplo, Juan vende a Cecilia un inmueble en $200.000.000.-, perocuyo justo precio era de $500.000.000.- Acto seguido, Cecilia vende el inmueble aFrancisco en $300.000.000.- En este caso, Juan podría demandar por $70.000.000.-(diferencia entre ambas compraventas de cien, menos décima parte de lo pagado porFrancisco, que corresponde a treinta=setenta).

e) Que la acción rescisoria se entable oportunamente: art. 1896.
Dispone la norma: “La acción rescisoria por lesión enorme expira en cuatro añoscontados desde la fecha del contrato”.Se trata de una prescripción de corto tiempo y además especial.Como prescripción de corto tiempo, no se suspende. El art. 2524 del CódigoCivil, deja en claro que “Las prescripciones de corto tiempo a que están sujetas lasacciones especiales que nacen de ciertos actos o contratos, se mencionan en los títulosrespectivos, y corren también contra toda persona; salvo que expresamente seestablezca otra regla”.Así lo ha ratificado la jurisprudencia (Corte de Santiago, 3 de diciembre de1879; misma Corte, 3 de diciembre de 1913; Corte de Valparaíso, 14 de enero de1931).263
No se aplicaría en este caso la suspensión a que alude el artículo 1691 delCódigo Civil para la nulidad en general, pues no hay una norma similar en el título dela lesión enorme. La misma opinión sostiene Alessandri Besa: “En consecuencia,aunque el contrato de compraventa haya sido celebrado por un menor u otro incapazcon la concurrencia de todos los demás requisitos legales, si hay lesión enorme la
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264 Alessandri Besa, Arturo, La nulidad y la rescisión en el Derecho Civil Chileno, Santiago de Chile, EditorialJurídica de Chile, 2008, 3ª edición actualizada por Jorge Wahl Silva bajo la supervisión del autor, Tomo II, p.239.265 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, Nº 2.058, pp. 1.174 y 1.175.266 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 429.267 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 427.

nulidad que de ella proviene se sanea transcurridos cuatro años desde la fecha en quese celebró el contrato, o sea, desde el día en que se otorgó la respectiva escriturapública”.264
Ciertamente, se interrumpe, como toda prescripción. ¿Se producirá lainterrupción con la notificación de la demanda o con la sola interposición de la misma?La mayoría de la doctrina y también la jurisprudencia mayoritaria, concluyen que lainterrupción sólo se produce con la notificación de la demanda. En tal posición,Alessandri, quien expresa que ella guarda armonía con lo dispuesto en el art. 2523 delCódigo Civil, que señala en su Nº 2 que se interrumpe la prescripción de corto tiempode las acciones presuntivas de pago, “Desde que interviene requerimiento”. Agregaque “La interrupción de la prescripción se verifica con la notificación legal de lademanda: si no se hace, no la hay, aunque el demandado sepa extrajudicialmente queexiste el juicio, pues las exigencias legales no pueden suplirse por otros actos a loscuales la ley no ha atribuido el efecto que se pretende conferirles”.265
Con todo, debe advertirse que hay fallos en sentido contrario, y entre elloscuatro sentencias recientes de la Corte Suprema (2016, Rol Nº 6.900-2015; 2017, RolNº 7.407-2016; 2021, Rol Nº 4.310-2021; y 2023, Rol N° 7.852-2023), en las que seha concluido que la interrupción civil de la prescripción se produce por la solainterposición de la demanda.La jurisprudencia, por otra parte, ratificando el claro tenor de la ley, haseñalado que la acción debe ejercerse dentro de 4 años, contados desde la fecha delrespectivo contrato, y no contados desde la fecha de la inscripción en el Registro delConservador, porque el contrato es una cosa y la tradición otra (Corte de Talca, 9 deenero de 1896). Para estos efectos, será indiferente que hubiere precedido a lacompraventa un contrato de promesa. Los 4 años se contarán desde la fecha de lacompraventa (Corte de Santiago, 24 de diciembre de 1883).266
La fecha del contrato será la de la escritura pública que lo contiene.En el caso de la acción prevista en el inciso 2º del art. 1893, cabe consignar quenada dijo el Código Civil acerca de su prescripción. Hay opiniones divergentes. Unasentencia de la Corte de Santiago de 6 de diciembre de 1933 puntualiza que el plazode prescripción de la acción de pago del exceso de precio no se cuenta desde la fechade la primera compraventa, en que se produjo la lesión, sino desde la fecha de lasegunda compraventa, en virtud de la cual el comprador enajena posteriormente lacosa al tercero, por un mayor precio. Razones:i.- Porque sólo desde que se consuma este segundo contrato nace la acción del art.1893. Antes no hay ningún derecho que exista.ii.- Porque, de contarse el plazo de 4 años desde el primer contrato de compraventa,se seguiría la consecuencia inadmisible que dicho plazo sería verdaderamente ilusorio,ya que, verificándose la segunda compraventa después de la primera, la acciónaprovecharía sólo del residuo restante, incurriendo así la ley en la contradicción de darun plazo de 4 años y de no darlo prácticamente, pues su ordenación sólo recibiría cabalcumplimiento en un ejemplo muy rebuscado como sería el de que ambascompraventas se verificaran en el mismo día.267
Otra era la opinión de Alessandri, sin embargo. Señalaba al efecto: “Siendo estaacción una variante de la acción rescisoria, nacida de la situación especial creada por la
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268 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, N° 2.060, p. 1.176.269 Rodríguez Grez, Pablo, Inexistencia y nulidad en el Código Civil Chileno. Teoría bimembre de la nulidad,Santiago de Chile, Editorial jurídica de Chile, reimpresión 2015, pp. 292 y 293.

enajenación de la cosa y prescribiendo esta última en cuatro años, creemos que debeprescribir en el mismo plazo y que a ambas se refiere el artículo 1896, al hablar deacción rescisoria, tanto más cuanto que emanan de la misma causa y tienen, en elfondo, el mismo objeto, ya que su diversidad de fines no es consecuencia del hechoque las genera, sino de las circunstancias en que se ejercitan. Por lo demás, si sedecidiera que esta acción prescribe en un plazo mayor, se crearía para el vendedor unasituación mucho más ventajosa que la que tiene cuando no se produce el caso que nose contempla en el artículo 1893, es decir, cuando pide lisa y llanamente la rescisiónde la venta; y esto no es posible, porque la acción que concede ese artículo es una fazde la rescisoria y, por consiguiente, debe amoldarse a sus peculiaridades. De ahí queseamos de opinión que la acción que concede el artículo 1893 citado prescribe encuatro años contados desde la fecha del contrato de venta celebrado entre losprimitivos vendedor y comprador”.268
Pablo Rodríguez Grez, por su parte, plantea una solución semejante a la deAlessandri en cuanto al momento desde el que debe computarse el plazo, pero distintaen cuanto a la extensión del mismo. Para este autor, la acción prescribirá en cincoaños, contados desde la celebración de la primera compraventa: “Se ha discutido enqué plazo prescribe esta acción indemnizatoria: si en el plazo de cuatro años contadosdesde la celebración del contrato (artículo 1896); en el plazo de cuatro años contadosdesde que el comprador enajena la cosa en una suma mayor a la que pagó enadquirirla; o en el plazo de cinco años en que prescriben las acciones ordinarias(artículo 2515). A nuestro juicio, esta acción no prescribe en el plazo de cuatro años,porque el artículo 1896 se refiere a ‘la acción rescisoria por lesión enorme’ y resultaindiscutible que ésta no es una acción rescisoria, puesto que no apunta a la nulidadrelativa del contrato, sino a una reparación pecuniaria que nace de prestacionesinequitativas. El plazo de que dispone el vendedor debe contarse a partir de lacelebración del contrato que él celebró, porque sus derechos nacen de dichaconvención, no de la que se celebra posteriormente por su comprador. Dichaenajenación no es más que un mero presupuesto de la acción indemnizatoria. Porconsiguiente, la acción referida prescribe en el plazo de cinco años conforme a la reglageneral consagrada en el artículo 2515. Podría contraargumentarse en el sentido deque si el plazo de cinco años se cuenta desde la celebración del contrato original y nodel contrato mediante el cual el comprador enajena la cosa adquirida, el plazo siempreserá ‘residual’ porque el segundo contrato necesariamente será posterior al primero.De modo que el vendedor original no tendrá nunca un plazo de cinco años, sinosiempre uno menor. Lo señalado es cierto, pero con una salvedad importante. Estederecho indemnizatorio es sustitutivo del derecho principal a pedir la nulidad delcontrato por lesión enorme. El vendedor tendrá, por lo mismo, cuatro años parademandar la nulidad (si el inmueble sigue en poder del comprador) y cinco años parareclamar el exceso del precio pagado a su comprador, ambos plazos contados desde eldía de celebración del contrato original. La interpretación propuesta deja a salvo elderecho del vendedor para demandar la nulidad y para perseguir la reparación de losperjuicios cuando el inmueble se vende antes del vencimiento del plazo de cuatro añosa que se refiere el artículo 1896 citado”.269
En esta polémica, admitiendo que el punto es discutible, a falta de norma que loresuelva, nos inclinamos por la primera tesis, pero con una variante en cuanto al plazo.Se trata en verdad de dos acciones del todo diversas, que si bien se fundan en unmismo hecho (la lesión enorme que afectó a uno de los contratantes), como diceAlessandri, tienen diferentes presupuestos y persiguen distintos objetivos. El
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presupuesto de la primera es únicamente el vicio de nulidad relativa. El presupuesto dela segunda es tanto dicho vicio, cuanto la celebración de una segunda compraventa enla que se obtiene un precio mayor. El objetivo de la primera es la declaración denulidad del contrato. El objetivo de la segunda es condenar al demandado al pago deuna suma de dinero, tendiente a reparar la lesión ocasionada al demandante.Adicionalmente, el tenor de la ley no viene en apoyo de la tesis de Alessandri, pues elart. 1896 expresa que aquella acción que expira en cuatro años contados desde lafecha del contrato es la “acción rescisoria”. Discrepamos sin embargo del plazo. Ennuestra opinión, el plazo sería el de cinco años, contados desde la fecha de la segundacompraventa. En efecto, no vemos por qué deba aplicarse el plazo de cuatro años,propio de la acción rescisoria. Estaríamos ante una obligación de carácter legal,consistente en pagar el demandado la suma que resulte de aplicar lo dispuesto en elart. 1893 del Código Civil. Dicha obligación legal nace con la celebración de la segundacompraventa. Ahora bien, en cuanto al plazo de prescripción de la acción que tiene elprimer vendedor para hacer efectiva esta obligación legal, y no existiendo una normaespecial, consideramos que habría que aplicar las reglas generales previstas en losarts. 2514 y 2515 del Código Civil: es decir, la acción prescribiría en cinco años,contados desde la celebración de la segunda compraventa. Transcurrido este plazo sinque el primer vendedor hubiere accionado, el primer comprador quedará a salvo deindemnizar. Lo anterior, en el entendido que al deducir la demanda indemnizatoria, nohaya transcurrido el plazo de diez años, contado desde la celebración de la primeracompraventa, pues éste es el plazo máximo admitido en el sistema del Código Civil,para deducir alguna acción emanada de un contrato.Ahora bien, si se trata de un plazo de cinco años, la prescripción podríasuspenderse, de conformidad a lo previsto en los arts. 2509 y 2520 del Código Civil.De esta manera, habría que distinguir:i.- Tratándose de la acción destinada a pedir que se declare la rescisión de lacompraventa: el plazo de cuatro años se contará, desde la celebración del contrato.ii.- Tratándose de la acción destinada a reclamar la diferencia de precio obtenida por elcomprador, cuando éste a su vez vendió, no hay doctrina pacífica: a juicio de algunosel plazo se contará desde la celebración de la segunda compraventa, o sea, aquella enla que el primer comprador, vendió el inmueble a un tercero, en un precio mayor alpagado en el primer contrato. Dicho plazo sería el de cuatro años, según la citadadoctrina jurisprudencial, o de cinco años, según la opinión de quien escribe. A juicio deAlessandri, tanto la acción rescisoria como la que concede el art. 1893 deben prescribiren el mismo plazo contado desde el mismo hecho: la lesión enorme que se produjo enel contrato de compraventa. En opinión de Rodríguez Grez, si bien el plazo debecomputarse desde la primera compraventa, no sería de cuatro años sino que de cincoaños.
13.3. Irrenunciabilidad de la acción rescisoria por lesión enorme.

En la doctrina chilena, todos están de acuerdo en que la renuncia de la acciónrescisoria por lesión enorme hecha en el mismo contrato de compraventa adolece denulidad, atendido lo que expresa el art. 1892 del Código Civil: “Si se estipulare que nopodrá intentarse la acción rescisoria por lesión enorme, no valdrá la estipulación; y sipor parte del vendedor se expresare la intención de donar el exceso, se tendrá estacláusula por no escrita”.Se trataría de nulidad absoluta por objeto ilícito, pues la norma citada prohíberenunciar a la acción (art. 1466 del Código Civil, parte final, en relación con el art.1682, inc. 1º).Se discute sin embargo sobre la validez de la renuncia hecha en acto posterior.Hay opiniones en ambos sentidos, según veremos a continuación.
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270 Alessandri Besa, Arturo, La nulidad y la rescisión en el Derecho Civil Chileno, Santiago de Chile, EditorialJurídica de Chile, 2008, 3ª edición actualizada por Jorge Wahl Silva bajo la supervisión del autor, Tomo II, p.269.271 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, Nº 2.032, pp. 1.156 y 1.157.

Alessandri Besa cree que ella es eficaz, señalando que si bien la lesión enormeen la compraventa se rige por reglas propias, no por eso deja de ser causal de nulidadrelativa. En consecuencia, le sería aplicable lo dispuesto en los artículos 1693 ysiguientes del Código Civil acerca de la confirmación de los actos rescindibles. Por otraparte, el citado artículo 1892 es impreciso, pues no dice bien claramente si lo que seprohíbe es sólo la renuncia anticipada de la acción rescisoria o también la que se hagacon posterioridad al contrato. ¿Qué razón habría para considerar que una compraventarescindible por lesión enorme no admite confirmación cuando ésta procede respecto decualquiera otra causa de nulidad relativa? No vemos ni esa razón ni este fundamento,ni creemos tampoco que el artículo 1892 del Código Civil se aplique tanto a la renunciaanticipada, es decir coetánea con la celebración del contrato, como a la hecha conposterioridad a él. El artículo 1892 del Código Civil no hace sino repetir lo dispuesto enel artículo 1469 del mismo Código, sin otra diferencia con éste que la de no señalarcon toda precisión el momento en que se puede renunciar la acción de nulidad; por lotanto, no constituye una excepción al artículo 1469, y como no dice expresamente quetambién se prohíbe la renuncia hecha con posterioridad al contrato, dentro de ladebida correspondencia y armonía con que deben interpretarse las diversas partes deuna ley, lógico es concluir que debe dársele el mismo alcance que tiene el artículo1469, o sea, que la única renuncia prohibida es la anticipada, es decir la que se haga altiempo del contrato”.270
Alessandri Rodríguez piensa lo contrario, y observa que, si la renuncia de larescisión por lesión enorme hecha en otro acto puede estimarse válida en el códigocivil francés, que se refiere a la renuncia expresa en el contrato mismo, no lo puedeser en el chileno, pues el art. 1892 no distingue entre renuncia formulada en elcontrato y renuncia manifestada en otro acto, posterior o separado. Por tanto, elintérprete no puede distinguir donde la ley no lo hace.271
Este último autor no admite una renuncia a la acción, sea ésta expresa o tácita.Respecto de la última, indica que “En términos generales, podemos decir que laratificación tácita del contrato de venta mediante la renuncia tácita de la acciónrescisoria no es posible, porque si la ley prohíbe renunciarla expresamente con igualrazón debe prohibir su renuncia tácita. El único acto que pudiera mirarse como talrenuncia sería dejar transcurrir el plazo señalado por la ley para ejercitarla, sin hacerlavaler. Pero esto es más bien la extinción de la acción rescisoria por la prescripción queuna renuncia de la misma. Algunos creen que el hecho de que el contratante lesionadoconozca la lesión al tiempo del contrato importa renuncia de la acción rescisoria.Rechazamos esta opinión porque aquél, como vimos, puede hacerla valer, aunqueconozca la existencia de la lesión. La ratificación tácita es la ejecución voluntaria de laobligación contraída. De ahí que se haya sostenido que si el vendedor o el compradorlesionado ejecuta su obligación voluntariamente, ratifica el contrato. Pero cabepreguntarse con Laurent, ¿puede decirse que el vendedor o comprador que ejecuta elcontrato entregando la cosa y recibiendo el precio y viceversa, confirme la venta yrenuncie a su acción rescisoria? ‘No, evidentemente, porque la ejecución, por su parte,como lo expresa ese autor, no es voluntaria en el sentido que exige la ley para quehaya ratificación tácita. Para que sea voluntaria es preciso que el vendedor haya tenidola intención de renunciar a su derecho de pedir la nulidad de la venta; si entrega lacosa, es porque así debe hacerlo para recibir el precio; y si recibe éste, es porque esconstreñido a ello por la necesidad que lo ha forzado a vender sufriendo lesión enorme.De modo que la ejecución de parte del vendedor lesionado no es jamás voluntaria y,
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272 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, Nº 2.034, pp. 1.159 y 1.160.273 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, p. 1.176.

en consecuencia, no puede ser considerada como una ratificación’. Lo mismo podemosdecir respecto del comprador”.272
Se agrega que la primera interpretación abre campo a los abusos, puescontratantes inescrupulosos podrían exigir la renuncia unilateral de la acción en unacto inmediatamente posterior al contrato de compraventa, presionando con el nopago del precio o de los saldos pendientes.Buscando una salida práctica al problema, algunos han estimado que podríacelebrarse una transacción, en virtud de la cual las partes, precaviendo un litigioeventual, se otorguen pleno finiquito respecto de la compraventa. Ello aminoraría elriesgo, aunque en todo caso, en dicha transacción no podría renunciarse a la acción encuestión. Otra fórmula podría consistir en la cesión de las acciones, hecha por elvendedor o comprador que se cree perjudicado con la lesión enorme pero que no tieneinterés en demandar a un tercero propuesto por la contraparte en el contrato decompraventa. Quedaría de esta forma “clausurada” la posibilidad de accionar.En cuanto a la posibilidad de renunciar o no a la segunda acción vinculada conla lesión enorme, es decir, la que se entabla para demandar la diferencia de los valorespagados en las dos compraventas sucesivas, hasta concurrencia del justo valor de lacosa con deducción de una décima parte, nada dijo el Código. ¿Podría entoncesrenunciarse a la acción por parte del vendedor? Parece dudoso, pues como diceAlessandri, la acción que concede el art. 1893 “es una faz de la rescisoria y, porconsiguiente, debe amoldarse a sus peculiaridades”.273

13.4. Efectos de la rescisión por lesión enorme.
La finalidad de la acción rescisoria es invalidar el contrato de compraventa. Enconsecuencia, sus efectos son los de toda nulidad: el vendedor recobrará la cosa y elcomprador el precio pagado por ella.Pero en la compraventa, la rescisión por lesión enorme varía, pues se funda enla manifiesta desproporción en las prestaciones, y propende al restablecimiento delequilibrio de estas prestaciones.En efecto, si el perjudicado por la lesión enorme ha sido el vendedor, podrá elcomprador hacer subsistir el contrato aumentando el precio; a la inversa, si el afectadoha sido el comprador, el vendedor puede hacer uso de este mismo derecho,restituyendo parte del precio excesivo.En consecuencia, los efectos serán distintos según si el demandado que resultavencido en el juicio (vendedor o comprador) opta por aceptar que la compraventa serescinda, o por el contrario, opta por perseverar en ella.Dispone al efecto el art. 1890 del Código Civil: “El comprador contra quien sepronuncia la rescisión, podrá a su arbitrio consentir en ella, o completar el justo preciocon deducción de una décima parte; y el vendedor en el mismo caso, podrá a suarbitrio consentir en la rescisión, o restituir el exceso del precio recibido sobre el justoprecio aumentado en una décima parte. / No se deberán intereses o frutos sino desdela fecha de la demanda, ni podrá pedirse cosa alguna en razón de las expensas quehaya ocasionado el contrato”.En una sentencia de la Corte de Santiago, de 20 de agosto de 1890, se afirmaque conforme al art. 1890, la consecuencia legal que trae entre los contratantes ladeclaración de nulidad por causa de lesión enorme se reduce a una obligaciónalternativa, al arbitrio del comprador, de restituir la propiedad, conformándose con la
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274 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 416.275 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, pp. 1.128 y 1.129 y 1132.276 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, p. 1140.

rescisión del contrato o de sanear la venta, completando el justo precio de la cosavendida con deducción de una décima parte.274
Alessandri Rodríguez señala que no estamos ante una obligación alternativa,sino que ante una obligación facultativa. Sus argumentos principales, basados en eltenor de los arts. 1890 y 1893 del Código Civil, son los siguientes:a) La opción que concede el art. 1890 es una facultad que sólo tiene el demandado. Eldemandante, en cambio, sólo puede exigir que se declare la rescisión de lacompraventa, pudiendo el demandado aceptarla o evitarla. No hay, desde el punto devista del demandante, ninguna alternativa. No hay dos opciones, sino sólo una. Encambio, es el demandado quien está facultado para que el contrato siga en pie o serescinda. Por tanto, sostiene Alessandri, se trataría más bien de una obligaciónfacultativa, pues es el demandado quien está facultado para perseverar en el contratoo resignarse a su nulidad: “En efecto, la rescisión impone al demandado la obligaciónde restituir lo que recibió. Esa es su obligación y ese es el objeto de ésta. Pero eldemandado goza de la facultad de cumplirla en otra forma, o sea, dando otra cosa,que es el exceso del precio recibido o el suplemento que falta para completar el justoprecio. Es el tipo de obligación facultativa de que habla el artículo 1505 del CódigoCivil”.b) El carácter facultativo de este derecho del comprador o del vendedor demandado–prosigue Alessandri-, aparece de manifiesto en el art. 1893 del Código Civil. Enefecto, este artículo niega la acción rescisoria al afectado con la lesión enorme cuandola cosa ha perecido. Ahora bien, precisamente es lo que ocurre en una obligaciónfacultativa. En efecto, según el art. 1506 del mismo Código, si la única cosa debidaperece sin culpa del deudor, la obligación se extingue. El acreedor nada podráreclamar. En cambio, si la obligación fuere alternativa, y una de las cosas debidasperece pero subsiste la otra cosa que alternativamente se debía, el acreedor podráexigir la otra cosa que subsista.275

a) El demandado opta por perseverar en el contrato.
i.- El demandado es el comprador.El comprador demandado que ha optado por insistir en el contrato, puedeenervar la acción de rescisión, completando el justo precio con deducción de unadécima parte.Alessandri advierte que la décima parte no se calcula sobre la cantidad que sedebe pagar para evitar la rescisión sino sobre el justo precio, deduciendo de él esadécima parte. Así lo ha reconocido también la jurisprudencia de nuestros tribunales.276

Así, por ejemplo, supongamos que el comprador pagó cien millones por elinmueble, en circunstancias de que el predio tenía un justo precio de trescientosmillones. En tal caso, el comprador deberá pagar una suma adicional de ciento setentamillones (doscientos millones para completar el justo precio, menos treinta millones,que corresponden a la décima parte del justo precio=ciento setenta millones). El preciofinal del contrato será de doscientos setenta millones de pesos.ii.- El demandado es el vendedor.Ahora, si el vendedor es el demandado, por haber recibido un precio excesivo yquisiere perseverar en el contrato, deberá restituir dicho exceso sobre el justo precio,aumentado en una décima parte.
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277 Alessandri Rodríguez, Arturo, De la compraventa y de la promesa de venta, Santiago, Sociedad Imprenta-Litografía Barcelona, año 1918, Tomo II, p. 1.136.278 Rodríguez Grez, Pablo, Inexistencia y nulidad en el Código Civil Chileno. Teoría bimembre de la nulidad,Santiago de Chile, Editorial jurídica de Chile, reimpresión 2015, pp. 293 y 294.279 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 419.

Así, por ejemplo, el comprador pagó trescientos millones, por un inmueble cuyojusto precio sólo ascendía a cien millones. En tal caso, el vendedor deberá restituirciento noventa (el exceso corresponde a doscientos millones, pero se calcula sobre unjusto precio aumentado en una décima parte, es decir, como si hubiere ascendido aciento diez millones. Por tanto, doscientos millones menos diez=ciento noventamillones). El precio final del contrato será de ciento diez millones de pesos.Observamos que la ley es más rigurosa con el vendedor que recibe más de loque podía, que con el comprador que paga menos de lo que debía.Cabe destacar que las facultades del comprador y del vendedor para consentiren la rescisión o para evitarla, puede ejercerlas en forma discrecional, ya que el art.1890 emplea la expresión “a su arbitrio”.A su vez, el demandante únicamente puede pedir la rescisión del contrato, pueses el demandado a quien la ley le concede la facultad de elegir, y no al actor.iii.- Momento en que nace el derecho de opción del demandado.El derecho de opción que tiene el comprador o vendedor demandado, sólo naceuna vez que queda ejecutoriada la sentencia que acoge la demanda rescisoria (Cortede Chillán, junio de 1943; Corte de Santiago, septiembre de 1948; Corte Suprema, 17de febrero de 2016, autos Rol N° 11.792-2015).Alessandri concuerda con esta conclusión, porque mientras proceda en contradel fallo algún recurso no se sabe si hay o no rescisión, ya que puede ser alterado; ycomo es la existencia de la lesión enorme la que da nacimiento a este derecho, esevidente que mientras no se establezca de un modo inalterable ese hecho, eldemandado no está en situación de ejercitarlo.277
Rodríguez Grez, por su parte, señala sobre este particular que el legislador optapor hacer prevalecer el acto jurídico, y que por ende “llegó al extremo de sobrepasar lacosa juzgada, ya que declarada la nulidad y ejecutoriado el fallo respectivo, puede elcomprador o el vendedor, en su caso, consentir en ella o enervarla, enterando el justoprecio o restituyendo el exceso con deducción o aumentado en un diez por ciento (…)Para nosotros se trata de un caso de limitación del efecto deslegitimador de lanulidad”.278
Como se indicó, la ley ha determinado la cantidad que el demandado debeagregar o restituir para evitar la rescisión, relacionándola con el justo precio,aumentándose o disminuyéndose en un 10%, según el caso.Nada dice el Código acerca del plazo dentro del cual el demandado debeagregar o restituir la suma correspondiente, para evitar la rescisión. La sentencia de laCorte Suprema de fecha 17 de febrero de 2016, autos Rol N° 11.792-2015, expresaque aquél debe ejercer el derecho “en la etapa correspondiente al cumplimiento”, seentiende, de la sentencia debidamente ejecutoriada.El justo precio debe fijarse en la sentencia que declara la rescisión por lesiónenorme, y en base al mismo, acoger la demanda. Si el fallo no señala cuál es el justoprecio del inmueble vendido, mal puede dar lugar a la rescisión del contrato. A su vez,al ejercer el demandado el derecho que le otorga el art. 1890, debe atenerse a lacantidad regulada en la sentencia (Corte Suprema, 22 de julio de 1972).279
Cabe señalar que el vendedor, para evitar la rescisión, además de restituir elexceso recibido sobre el justo precio aumentado en una décima parte, debe pagar al
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280 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 421.281 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 421.282 A diferencia de la regla general consignada en el artículo 907 del Código Civil, en las normas de lasprestaciones mutuas, que alude a la contestación de la demanda como el momento a partir del cual elposeedor de buena fe debe al reivindicante los frutos.283 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 428.

comprador intereses legales (corrientes) sobre esa suma desde la fecha de la demanda(Corte de Talca, 15 de mayo de 1911). 280
Por su parte, el comprador que opta por completar el justo precio debe hacerlocon los intereses legales producidos desde la fecha de la demanda de lesión enorme(Corte de Chillán, 8 de junio de 1943).281
Estas conclusiones de la jurisprudencia, se desprenden de lo dispuesto en el art.1890, inc. 2º: “No se deberán intereses (…) sino desde la fecha de la demanda…”. La“fecha de la demanda” corresponde a la de su notificación.

b) El demandado opta por aceptar la rescisión del contrato.
La rescisión de la venta por lesión enorme, en general, como toda nulidad,confiere el derecho a las partes a ser restituidas al mismo estado en que se hallarían sino hubieren celebrado el contrato rescindido (art. 1687 del Código Civil). Pero conrespecto a la rescisión por lesión enorme, observamos las siguientes modalidades:i.- Restitución del precio y de la cosa.El vendedor deberá restituir el precio y el comprador la cosa, con intereses (elprecio) y frutos (la cosa), pero sólo aquellos devengados o percibidos desde lanotificación de la demanda correspondiente282: art. 1890, inc. 2º.El precepto alude a “la fecha de la demanda”, pero debe entenderse por tal,según lo que ya expresamos, la fecha en que ésta se notifica.Los intereses deben adicionarse al precio. Los frutos, a la cosa.Como expresa una sentencia de la Corte de Concepción de 22 de noviembre de1897, rescindida la compraventa por lesión enorme sufrida por el vendedor, elcomprador no está obligado a restituir el inmueble mientras el vendedor, por su parte,no le devuelva el precio o se allana a su devolución.283 Se trata de una aplicación delprincipio “la mora purga la mora”, consagrado en el art. 1552 del Código Civil.ii.- Deterioros en la cosa que deben indemnizarse.El vendedor, conforme al art. 1894, no podrá pedir cosa alguna en razón de losdeterioros que haya sufrido la cosa, excepto en cuanto el comprador hubiereaprovechado de ellos (norma similar a la del art. 906).El comprador, entonces, se considera poseedor de buena fe, durante el tiempoen que se produjo el deterioro de la cosa, a menos que se hubiere aprovechado delmenoscabo.iii.- Subsistencia de las hipotecas y otros gravámenes.El comprador, que debe restituir la cosa, previamente está obligado a purificarlade las hipotecas u otros derechos reales constituidos sobre el inmueble: observamosotra excepción respecto de los efectos generales de la nulidad frente a terceros(artículo 1895).Se trata de una obligación de hacer que recae en el comprador, que tiene suorigen en la ley (porque ya no hay contrato de compraventa).Si el comprador no cumpliere con esta obligación, el vendedor tiene doscaminos: o bien demandar el cumplimiento de la misma, o aceptar que se le restituyael inmueble gravado, pero descontando del precio que debe restituir al comprador la
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284 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 2.023, p. 1.148.285 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas. Código Civil y Leyes Complementarias, Tomo VII,Santiago de Chile, Editorial Jurídica de Chile, 3ª edición, 1997, p. 428.286 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 2.023, p. 1.151.287 Alessandri Rodríguez, Arturo, ob. cit., tomo II, Nº 2.022, pp. 1.147 y 1.148.

cantidad que a su vez deba pagarle al acreedor hipotecario o al titular de otro derechoreal.284
Curiosamente, una sentencia de la Corte de Santiago de 24 de julio de 1912,ignorando el claro tenor de la ley, concluye que las hipotecas constituidas por elcomprador sobre la cosa objeto de la venta que se rescinde por lesión enorme,caducan por el solo efecto de la rescisión, a virtud de lo dispuesto en el art. 2416 delCódigo Civil.285
Alessandri precisa que dicha sentencia desconoce el verdadero aspecto de lacuestión, pues la resuelve por el art. 2416, que no tiene aplicación en este caso por serla rescisión por lesión enorme una nulidad especialísima que se rige por lasdisposiciones especiales establecidas al respecto, entre las cuales figura la del art.1895, que deja subsistentes esas hipotecas aun después de pronunciada. Lo dicho seaplica también a todos los demás derechos reales que el comprador haya constituidosobre la cosa, como usufructos, censos, servidumbres, etc. Unos y otros no caducanpor el solo efecto de la rescisión, sino que subsisten, en tanto el comprador no loshaga desaparecer.286

iv.- Gastos del contrato.Las partes no están obligadas a pagar las expensas que haya ocasionado elcontrato (artículo 1890, parte final). Se refiere la disposición a los gastos ocasionadospor la celebración del contrato.v.- Abono de las mejoras.Nada dijo el Código Civil acerca de esta materia el regular los efectos de larescisión de la venta por lesión enorme. Por tanto, expresa Alessandri, debemosaplicar las reglas generales (art. 1687 en relación con los arts. 908 a 911). Elcomprador de buena fe tendrá derecho a que se le abonen las mejoras necesarias yútiles, y a retirar los materiales empleados en las mejoras voluptuarias, siempre queno ocasione detrimento en el inmueble. El comprador de mala fe sólo podrá reclamarel reembolso de las mejoras necesarias, sin perjuicio de retirar los materiales usadosen las mejoras útiles y voluptuarias, en la medida que no se cause daño en la cosa.287
En principio, debe aquí entenderse que el comprador estaba de buena fe (arts. 1894 y707).
14.- Algunos aspectos tributarios de la compraventa de inmuebles.

El Decreto Ley N° 825, “Ley Sobre Impuesto a las Ventas y Servicios” (LIVS,que regula el IVA), se aplica para algunos casos de compraventas de inmuebles.Asimismo, en esta materia debe tenerse presente lo dispuesto en la Circular N°37, de 20 de mayo de 2020, del Servicio de Impuestos Internos.El art. 2, N° 1, del DL N° 825, señala qué se entiende por “venta” para losefectos de estas normas: “Para los efectos de esta ley, salvo que la naturaleza deltexto implique otro significado, se entenderá: 1°) Por "venta", toda convenciónindependiente de la designación que le den las partes, que sirva para transferir a títulooneroso el dominio de bienes corporales muebles, bienes corporales inmueblesconstruidos, de una cuota de dominio sobre dichos bienes o de derechos realesconstituidos sobre ellos, como, asimismo, todo acto o contrato que conduzca al mismofin o que la presente ley equipare a venta. Los terrenos no se encontrarán afectos alimpuesto establecido en esta ley”.
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El N° 3 del mismo art. 2 define lo que se entiende por “vendedor”: “3°) Por"vendedor" cualquier persona natural o jurídica, incluyendo las comunidades y lassociedades de hecho, que se dedique en forma habitual a la venta de bienes corporalesmuebles e inmuebles, sean ellos de su propia producción o adquiridos de terceros.Corresponderá al Servicio de Impuestos Internos calificar la habitualidad. Con todo, nose considerará habitual la enajenación de inmuebles que se efectúe como consecuenciade la ejecución de garantías hipotecarias así como la enajenación posterior deinmuebles adjudicados o recibidos en pago de deudas y siempre que exista unaobligación legal de vender dichos inmuebles dentro de un plazo determinado; y losdemás casos de ventas forzadas en pública subasta autorizadas por resoluciónjudicial”.El art. 10 define quién es el “sujeto del impuesto”: “El impuesto establecido enel presente Título afectará al vendedor, sea que celebre una convención que esta leydefina como venta o equipare a venta”.Los arts. 16 y 17 establecen cómo se determinará la “base imponible”.Dispone el art. 16: “Artículo 16°- En los casos que a continuación se señalan, seentenderá por base imponible: (…) g) En el caso de venta de bienes corporalesinmuebles, en cuya adquisición no se haya soportado impuesto al valor agregado,realizada por un vendedor habitual, la base imponible será la diferencia entre losprecios de venta y compra. Para estos efectos deberá reajustarse el valor deadquisición del inmueble de acuerdo con el porcentaje de variación que experimente elíndice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al dela adquisición y el mes anterior a la fecha de la venta. / Con todo, en la determinaciónde la base imponible a que se refiere el párrafo anterior deberá descontarse del preciode compra y del precio de venta, el valor del terreno que se encuentre incluido enambas operaciones. Para estos efectos, el vendedor deberá deducir del precio de ventael valor comercial de éste a la fecha de la operación. Efectuada esta deducción, elvendedor deberá deducir del precio de adquisición del inmueble una cantidadequivalente al porcentaje que representa el valor comercial del terreno en el precio deventa. / El Servicio podrá tasar el valor asignado al terreno, de conformidad con lodispuesto en el artículo 64 del Código Tributario”.Establecen los incisos 2°, 3° y 4° del art. 17: “Tratándose de la venta de bienesinmuebles gravados por esta ley, deberá deducirse del precio estipulado en el contratoel monto total o la proporción que corresponda, del valor de adquisición del terrenoque se encuentre incluido en la operación. (…) Para estos efectos, deberá reajustarseel valor de adquisición del terreno de acuerdo con el porcentaje de variaciónexperimentado por el índice de precios al consumidor en el período comprendido entreel mes anterior al de la adquisición y el mes anterior al de la fecha del contrato. / Noobstante, en reemplazo del valor de adquisición del terreno podrá rebajarse el avalúofiscal de éste, o la proporción que corresponda, cuando el terreno se encuentre incluidoen la operación. / Para estos efectos, el contribuyente podrá solicitar una nuevatasación, la cual se sujetará a las normas de la ley N° 17.235, sin perjuicio de lavigencia que tenga el nuevo avalúo para los efectos del Impuesto Territorial, perodeberán excluirse las construcciones que den derecho a crédito fiscal. El Servicio fijarámediante resolución el procedimiento para solicitar esta nueva tasación”.De las normas transcritas y de lo que expresa la Circular N° 37, se desprende:i.- “Para que se configure el hecho gravado con IVA, tratándose de venta deinmuebles, la respectiva operación debe recaer sobre un inmueble construido” (1.1. deCircular N° 37).Sin embargo, si el terreno cuenta con obras de urbanización, debe entenderseque se trata de un “inmueble construido”: “Al respecto, cabe tener presente que lasurbanizaciones constituyen la construcción de un bien corporal inmueble, por lo que laventa de un sitio urbanizado efectuada por el vendedor, conforme a lo que debe
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entenderse por tal según lo dispuesto en el artículo 2°, N° 3, de la LIVS, se encuentragravada con el tributo en comento, por tratarse, de acuerdo a lo señaladoprecedentemente, de la transferencia de un bien corporal inmueble construido. Sinembargo, cabe aclarar que para que la venta de terrenos se encuentre gravada conIVA producto de una urbanización, las obras de pavimentación, luz, etc., debenencontrarse comprendidas, al menos en parte, en los terrenos que se venden, esto es,el comprador tiene que hacerse dueño de éstas, o codueño, si las obras están enespacios comunes” (1.1. de Circular N° 37).ii.- En cambio, la venta no estará afecta a IVA si se trata de un terreno eriazo, es decircarente de construcciones y sin obras de urbanización: “Por el contrario, si la ventarecae sobre sitios eriazos, sin ningún tipo de construcción, no se encontrará gravadacon IVA por no constituirse a su respecto el hecho gravado venta contenido en elartículo 2°, N° 1, de la LIVS, toda vez que éste excluye en forma expresa de laaplicación del tributo a los terrenos. Por otra parte, la frase final que se incorpora eneste N° 1 [del art. 2°], según la cual los terrenos no se encuentran afectos al impuestoestablecido en esta ley, tiene por objeto remarcar el hecho de que el IVA no afecta alas operaciones que recaen sobre terrenos sin construir. Por lo tanto, la venta deterrenos en esas condiciones, esto es, sin construcción alguna, constituye unaoperación no afecta a IVA” (1.1. de Circular N° 37).iii.- El vendedor gravado con IVA será aquél “que se dedique en forma habitual a laventa de bienes corporales muebles e inmuebles, sean ellos de su propia producción oadquiridos de terceros” (art. 2, N° 3).Agrega el DL que “Corresponderá al Servicio de Impuestos Internos calificar lahabitualidad” (art. 2, N° 3).Cabe señalar que la Ley N° 21.210 (publicada en el Diario Oficial de fecha 24 defebrero de 2020), “modificó el N° 3 del artículo 2° de la LIVS, eliminando la presunciónde habitualidad cuando entre la adquisición o construcción del bien raíz y suenajenación transcurra un plazo igual o inferior a un año (…). Esta modificación tienepor objeto reforzar que la determinación de la habitualidad de un vendedor,corresponde a un análisis de las circunstancias particulares del caso específico sujeto aque existan las condiciones para calificarlo como habitual” (1.2. de Circular N° 37).iv.- El IVA grava al vendedor (art. 10 del DL).v.- A diferencia de lo que ocurre cuando se vende un sitio eriazo, “Distinta es lasituación cuando la venta recae sobre un bien corporal inmueble construido,conformado por un terreno y una construcción, toda vez que, si quien realiza laoperación es un vendedor habitual, en los términos del art. 2°, N° 3, de la LIVS, seconfigurará a su respecto el hecho gravado venta contenido en el artículo 2°, N° 1,afectándose con IVA dicha transferencia. En este caso se trata de una sola operacióngravada con el tributo por imperio de la ley, pero la forma de determinar su baseimponible, está normada en los artículos 16 letra g) y 17 de la LIVS, en que el primerode ellos, establece que la base imponible corresponde a la diferencia entre el precio deventa y de compra del inmueble, y el segundo, permite excluir de la aplicación deltributo al terreno involucrado por la vía de descontar de la base imponible, esto es delprecio estipulado en el contrato, el valor de adquisición del terreno. En ningún casopuede entenderse que en esta situación existan dos operaciones independientes, unapor la venta del terreno y otra por la venta de la construcción, ya que tal como seseñaló se trata de un solo hecho gravado, a saber, la venta de un inmueble construido.Sobre este punto conviene dejar establecido que la declaración que se efectúa en estanorma no genera un hecho exento o no gravado con IVA, sino que sólo viene areforzar que los terrenos no se afectan con IVA, pero teniendo presente lo establecidoen el artículo 17 del texto legal en análisis, e interpretando armónicamente ambasdisposiciones, cabe aclarar que los terrenos no resultan afectados con el impuesto yaque su valor de adquisición debe rebajarse de la base imponible del mismo, en



156El Contrato de Compraventa – Juan Andrés Orrego Acuña

288 Advertencia: éste es un modelo genérico para uso exclusivamente académico y para su estudio por losalumnos de Derecho, y, por tanto, sólo se alude en él a las principales cláusulas que debe contener uncontrato de compraventa, sin extenderse a otras declaraciones que deban hacerse en cada contrato enparticular, conforme lo exijan las circunstancias del caso concreto de que se trate. Por lo tanto, deberásolicitarse la asesoría de un abogado para la redacción de un contrato de compraventa que posteriormenteserá presentado al Conservador de Bienes Raíces competente para su inscripción.

aquellos casos en que el terreno forma parte de una operación de venta de inmueblesconstruidos” (1.1. de Circular N° 37).vi.- El Servicio de Impuestos podrá tasar el valor asignado al terreno, prescindiendopor ende de aquél que hayan fijado las partes contratantes. Dispone al respecto el art.64, inc. final del Código Tributario: “En igual forma, en todos aquellos casos en queproceda aplicar impuestos cuya determinación se basa en el precio o valor de bienesraíces, el Servicio de Impuestos Internos podrá tasar dicho precio o valor, si el fijadoen el respectivo acto o contrato fuere notoriamente inferior al valor comercial de losinmuebles de características y ubicación similares, en la localidad respectiva, y girar deinmediato y sin otro trámite previo el impuesto correspondiente. La tasación y giropodrán ser impugnadas, en forma simultánea, a través del procedimiento a que serefiere el Título II del Libro Tercero”.vii.- No se considerará habitual la enajenación de inmuebles en los siguientes casos:i) La enajenación que se efectúe como consecuencia de la ejecución de garantíashipotecarias.ii) La enajenación posterior de inmuebles adjudicados o recibidos en pago de deudas ysiempre que exista una obligación legal de vender dichos inmuebles dentro de un plazodeterminado (esto ocurre en el caso de los Bancos, de conformidad a lo previsto en elart. 84, N° 5, de la Ley General de Bancos, respecto de la obligación de los Bancos deenajenar los inmuebles que adquieran, en el plazo máximo de un año).iii) Los demás casos de ventas forzadas en pública subasta autorizadas por resoluciónjudicial (art. 2, N° 3 de la LIVS).
15.- Modelo de contrato de compraventa.

MODELO PARA USO ACADÉMICO
CONTRATO DE COMPRAVENTA288

________________________________________
A

________________________________________

En Santiago de Chile, a _________________ de ________ de dos mil _________,ante mí, ______________________________________, chileno/a, abogado, NotarioPúblico, Titular de la ________________________ Notaría de Santiago, con oficio encalle __________________________ número ________, comparecen: don/doña____________________________________, ______________(nacionalidad),_____________________ (estado civil: si la persona es casada, señalar bajo querégimen y si la mujer actúa en ejercicio de su patrimonio reservado, indicarlo yacreditarlo con documentos que deben insertarse al final de la escritura),_______________________ (profesión, actividad u oficio), cédula nacional deidentidad número _________________ (cédula de identidad para extranjeros número__________________), domiciliado/a en esta ciudad (en la ciudad de
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289 Puede ser que deban comparecer en representación de la sociedad vendedora más de un apoderado.290 Puede ser que deban comparecer en representación de la sociedad compradora más de un apoderado.

_______________ y de paso en ésta), calle _________________ número _______,(departamento _________), Comuna de _________________, en adelante tambiénindistintamente denominada “la parte vendedora”, por sí, por una parte (ALTERNATIVAEN CASO DE TRATARSE DE UNA PERSONA JURÍDICA: don/doña____________________________________, ______________(nacionalidad),_____________________ (estado civil, misma observación anterior),_______________________ (profesión, actividad u oficio), cédula nacional deidentidad número _________________ (cédula de identidad para extranjeros número__________________), a nombre y en representación, según se acreditará, de lasociedad ______________________________, del giro de su denominación, Rol ÚnicoTributario número _______________, ambos domiciliados en calle________________ número _____________, Comuna de _______________, enadelante también indistintamente denominada “la parte vendedora”)289; y por la otra,don/doña _________________________________,______________(nacionalidad), _____________________ (estado civil, mismaobservación anterior), _______________________ (profesión, actividad u oficio),cédula nacional de identidad número _________________ (cédula de identidad paraextranjeros número __________________), domiciliado/a en esta ciudad (en la ciudadde _______________ y de paso en ésta), calle _________________ número_______, (departamento _________), Comuna de _________________, en adelantetambién indistintamente denominada “la parte compradora”, por sí (ALTERNATIVA ENCASO DE TRATARSE DE UNA PERSONA JURÍDICA: don/doña____________________________________, ______________(nacionalidad),_____________________ (estado civil, misma observación anterior),_______________________ (profesión, actividad u oficio), cédula nacional deidentidad número _________________ (cédula de identidad para extranjeros número__________________), a nombre y en representación, según se acreditará, de lasociedad ______________________________, del giro de su denominación, Rol ÚnicoTributario número _______________, ambos domiciliados en calle________________ número _____________, Comuna de _______________, enadelante también indistintamente denominada “la parte compradora”)290; loscomparecientes mayores de edad, quienes acreditan sus identidades con las cédulasmencionadas y exponen:
PRIMERO: Don/Doña/La sociedad______________________________________ es dueño/a del inmueble ubicadoen calle _________________________, número _______________; Comuna de________________, de la ciudad de ___________________.Los deslindes del inmueble, según sus títulos, son los siguientes:Al Norte,______________________________________________________________;Al Sur,________________________________________________________________;Al Oriente, ___________________________________________________________;yAl Poniente, ___________________________________________________________Don/Doña (La sociedad ________________________) adquirió el inmuebleantes singularizado por _______________________ a ________________________,según consta en escritura pública de fecha ______ de ______________ de ______,otorgada en la Notaría de _________________ de don/doña
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_________________________, Repertorio número _______________, inscrita a fojas_____________ número __________ del Registro de Propiedad del Conservador deBienes Raíces de __________________, correspondiente al año _________.(copiar esta cláusula de manera literal a la inscripción vigente).(ALTERNATIVA, SI VENTA INCLUYE DERECHOS DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS:Don/Doña/La sociedad ______________________________________ esdueño/a de derechos de aprovechamiento de aguas consistentes en____________________________________________Don/Doña (La sociedad ________________________) adquirió estos derechosde aprovechamiento de aguas por _______________________ a________________________, según consta en escritura pública de fecha ______ de______________ de ______, otorgada en la Notaría de _________________ dedon/doña _________________________, Repertorio número _______________,inscrita a fojas _____________ número __________ del Registro de Propiedad deAguas del Conservador de Bienes Raíces de __________________, correspondiente alaño _________.(copiar esta cláusula de manera literal a la inscripción vigente).
SEGUNDO: Por el presente acto e instrumento, don/doña/la sociedad_______________________________, vende, cede y transfiere el inmueblesingularizado en la cláusula precedente a don/doña/la sociedad___________________________________, quien compra, acepta y adquierepara sí (para quien compra, acepta y adquiere su mandatario antes individualizado).(Se comprenden en la venta los derechos de dominio, uso y goce que corresponden alinmueble que se vende en el terreno y demás bienes que se reputan comunesconforme a la Ley número diecinueve mil quinientos treinta y siete y su Reglamento yal Reglamento de Copropiedad del Edificio, singularizado en la cláusula precedente).(Se deja expresa constancia que se comprenden en la venta los derechos de uso ygoce exclusivos sobre el estacionamiento número __________________________,asignados al propietario del departamento número_______________ objeto de lapresente compraventa. Tales derechos, en consecuencia, quedarán radicados en elpatrimonio de la parte compradora, una vez que se inscriba el aludido departamento asu nombre).
TERCERO: El precio de la compraventa es la suma de________________________________________, que la parte compradora (hapagado y) paga por este acto (de la siguiente manera) al contado y en dinero efectivo,a entera conformidad de la parte vendedora, quien declara recibirlo a su enteraconformidad (ALTERNATIVA, SI PARTE DEL PRECIO SE PAGÓ ANTES: a) Con la sumade ______________________________ de pesos, que la parte compradora pagó endinero efectivo, con fecha ________________________(con anterioridad a este acto),declarando la parte vendedora haberla recibido a su entera y total satisfacción; b) Conla suma de ______________________ de pesos, que la parte compradora paga poreste acto al contado y en dinero efectivo, a entera conformidad de la partevendedora). (ALTERNATIVA, SI EL PRECIO SE PAGARÁ EN CUOTAS: a) Con____________________________ de pesos, que la parte compradora paga por esteacto al contado y en dinero efectivo, a entera conformidad de la parte vendedora; b)Con la suma de ________________________, que la parte compradora pagará a laparte vendedora con fecha ________________________; y c) Con la suma de________________________, que la parte compradora pagará a la parte vendedoracon fecha ________________________ (El saldo de precio no devengará interés/elsaldo de precio devengará una tasa de interés del _____ por ciento mensual). (NOTA:
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si el precio no se paga al contado, se sugiere expresarlo en Unidades de Fomento,equivalentes a pesos moneda nacional al día de la celebración del contrato).SI EL PRECIO SE PAGÓ DE CONTADO, EXPRESAR: En consecuencia, se declaraíntegramente pagado el precio de la presente compraventa, a entera satisfacción de laparte vendedora.SI EL PRECIO NO SE HA PAGADO DE CONTADO, SE SUGIERE EXPRESAR(ADVIRTIENDO A LA PARTE VENDEDORA QUE CON ESTA CLÁUSULA NO PODRÁDEMANDAR LA RESOLUCIÓN DE LA COMPRAVENTA EN EL EVENTO DE QUE NO LEPAGAREN EL PRECIO EN FORMA ÍNTEGRA Y OPORTUNA): Las partes contratantes y enparticular la parte vendedora, vienen en renunciar expresamente a las accionesresolutorias que pudieren corresponderles con ocasión del presente contrato y enparticular, en el evento de no pagarse el saldo de precio en los plazos estipulados.
CUARTO: La compraventa se celebra considerando el inmueble como especie o cuerpocierto, libre de ocupantes, en el estado en que se encuentra, que es conocido de laparte compradora, con todos sus usos, costumbres, derechos y servidumbres activas ypasivas, y libre de toda clase de gravámenes, embargos, litigios, prohibiciones o decualquiera otra limitación al dominio o derecho preferente de terceros (Lo anterior, conexcepción del Reglamento de Copropiedad del Edificio/Condominio del que forma parteel departamento singularizado en la cláusula primera precedente, que rola inscrito afojas ___________ número ___________ del Registro de Hipotecas y Gravámenes delConservador de Bienes Raíces de _________________, del año ________). (DEEXISTIR OTRAS INSCRIPCIONES VIGENTES, COMO POR EJEMPLO SERVIDUMBRES UOTRAS, EXPRESARLAS).
(SÓLO CUANDO SE TRATA DE LA PRIMER VENTA DE UNA UNIDAD QUE FORMA PARTEDE UN CONDOMINIO ACOGIDO A LA LEY DE COPROPIEDAD INMOBILIARIA. QUINTO:Se deja constancia que la parte vendedora hizo entrega a la parte compradora de unacopia en soporte digital y material, del primer reglamento de copropiedad delcondominio, que consta en escritura pública de fecha ________________, RepertorioN° ___________, otorgada en la Notaría de _____________ de don (doña)______________________, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9 de la LeyN° 21.442 sobre Copropiedad Inmobiliaria).
QUINTO (SEXTO): La entrega material del inmueble se realiza en este acto (seefectuó con anterioridad a este acto) a entera conformidad de la parte compradora.
(SÓLO CUANDO SE TRATA DE LA VENTA DE UNA UNIDAD QUE FORMA PARTE DE UNCONDOMINIO ACOGIDO A LA LEY DE COPROPIEDAD INMOBILIARIA, ART. 6, INC. 3°DE LA LEY N° 21.442: SÉPTIMO: La parte vendedora declara que se encuentra al díaen el pago de las obligaciones económicas del condominio al que pertenecen lasunidades singularizadas en la cláusula primera (La parte vendedora declara queadeuda la suma de $_____________, por concepto de las obligaciones económicas delcondominio al que pertenecen las unidades singularizadas en la cláusula primera).
SÉPTIMO (OCTAVO): Para todos los efectos legales emanados del presente Contrato,las partes fijan su domicilio en la ciudad y comuna de Santiago (en la ciudad/Comunade __________________) y se someten a la competencia de sus tribunales ordinariosde justicia.
EN CASO DE HABERSE CELEBRADO ENTRE LAS PARTES UN CONTRATO DE PROMESA:OCTAVO (NOVENO): Las partes declaran íntegramente cumplido el contrato depromesa de compraventa, celebrado por escritura pública (por instrumento privado) de
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fecha ______________________ de _________________, otorgada en la Notaría de____________________ de don /doña ____________________, Repertorio número_________________, respecto del cual se otorgan recíproco y completo finiquito.
EN CASO DE TRATARSE DE UN INMUEBLE SITUADO EN ZONA FRONTERIZA, LASPARTES DEBEN DECLARAR QUE TIENEN NACIONALIDAD CHILENA:NOVENO (DÉCIMO): Don/ña ______________________ (comprador), yaindividualizado, declara bajo fe de juramento, ser chileno y haber nacido en Chile, enla ciudad de (…). Se efectúa la presente declaración, dando cumplimiento al DecretoLey número mil novecientos treinta y nueve de mil novecientos setenta y siete y alDecreto con Fuerza de Ley número ochenta y tres del Ministerio de RelacionesExteriores de mil novecientos setenta y nueve, modificados por leyes númerosdieciocho mil doscientos cincuenta y cinco y diecinueve mil doscientos cincuenta y seis,y a lo dispuesto en los decretos supremos del Ministerio de Relaciones exterioresnúmeros 232 y 1.583, del año 1994, disposiciones legales y reglamentarias quedeclara conocer. En consecuencia, don/ña _________________________ declaraque no le afectan las restricciones contempladas en estas normas.Asimismo, don/ña ______________________ (vendedor), ya individualizado, declarabajo fe de juramento, ser chileno y haber nacido en Chile, en la ciudad de (…). Seefectúa la presente declaración, dando cumplimiento al Decreto Ley número milnovecientos treinta y nueve de mil novecientos setenta y siete y al Decreto con Fuerzade Ley número ochenta y tres del Ministerio de Relaciones Exteriores de milnovecientos setenta y nueve, modificados por leyes números dieciocho mil doscientoscincuenta y cinco y diecinueve mil doscientos cincuenta y seis, y a lo dispuesto en losdecretos supremos del Ministerio de Relaciones exteriores números 232 y 1.583, delaño 1994, disposiciones legales y reglamentarias que declara conocer. Enconsecuencia, don/ña _________________________ declara que no le afectan lasrestricciones contempladas en estas normas.SI COMPRA UNA PERSONA JURÍDICA: Los mandatarios de la sociedad_______________________________, declaran que ésta es una persona jurídicaconstituida conforme a las leyes chilenas; que su sede principal no se encuentra enpaís limítrofe y que su capital no pertenece en un 40% o más a nacionales de paíseslimítrofes.
DÉCIMO (UNDÉCIMO): IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. Las partes contratantesdejan constancia, de acuerdo a lo dispuesto en el Decreto Ley número ochocientosveinticinco sobre Impuesto a las Ventas o Servicios: a) Que la parte vendedora no tuvoderecho a crédito fiscal por la adquisición y/o construcción del inmueble objeto de lacompraventa conforme a la letra m) del artículo octavo del Decreto Ley númeroochocientos veinticinco; b) Que no se dedica en forma habitual a la venta de bienesinmuebles; c) Que no se ha generado mayor valor alguno en la venta del inmueble. Enconsecuencia, la venta de que da cuenta el instrumento no se encuentra afecta al pagodel Impuesto al Valor Agregado establecido en el Decreto Ley número ochocientosveinticinco. Asimismo, la parta vendedora declara que en el evento que la autoridadpudiere llegar a considerar que el presente contrato debía gravarse con IVA, será de sucuenta y cargo el pago de dicho tributo, no pudiendo recargarse a la parta compradorasuma alguna por este concepto, de forma tal que el precio establecido en la cláusulatercera precedente es el precio final para todos los efectos que haya lugar, lo que hasido considerado por el Notario Público para efectos de autorizar la presente escritura.(Alternativa: Las partes dejan constancia que la presente compraventa se encuentraafecta al pago de Impuesto al Valor Agregado, acorde a las disposiciones del DecretoLey 825 del año 1974. Se acredita el pago del mencionado impuesto a través defactura N°_______________).
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UNDÉCIMO (DUODÉCIMO): Los comparecientes confirieren por este acto podersuficiente a don/doña ___________________________________, para que,actuando indistintamente en sus representaciones, pueda ejecutar todos los actos ysuscribir los instrumentos públicos o privados que fueren necesarios para aclarar,rectificar o complementar la presente escritura de compraventa, en relación con laindividualización del inmueble (y de los derechos de aprovechamiento de aguas)materia de este instrumento, sus deslindes o cualquier otro requisito que fuerenecesario a juicio o criterio del mandatario o del Conservador de Bienes Raícesrespectivo, para inscribir adecuadamente el contrato de compraventa, pudiendoefectuar la anotaciones que fueren necesarias a la matriz de la misma, y solicitar alConservador de Bienes Raíces respectivo, las anotaciones, inscripciones ysubinscripciones que hubiere lugar. Este mandato podrá ejecutarse aún después delfallecimiento de uno o ambos mandantes, de conformidad a lo previsto en el artículodos mil ciento sesenta y nueve del Código Civil.(NOTA: ESTE MANDATO PUEDE OTORGARSE TAMBIÉN A LA PARTE COMPRADORA).
DUODÉCIMO (DÉCIMO TERCERO): Se faculta al portador de copia autorizada delpresente instrumento, para requerir las inscripciones, subinscripciones y anotacionesque fueren procedentes, en el Conservador de Bienes Raíces competente.
DÉCIMO TERCERO (DÉCIMO CUARTO): Todos los gastos derivados delotorgamiento del presente contrato, son de cargo de ambas partes por mitades. Losgastos de inscripción de ésta compraventa en el Conservador de Bienes Raícescompetente serán de cargo de la parte compradora.
SI QUIEN VENDE ES EL MARIDO CASADO EN SOCIEDAD CONYUGAL, AGREGAR:Presente al acto doña ________________________, _____________(nacionalidad),_______________________ (profesión, actividad u oficio), cédula nacional deidentidad número _________________, casada con el vendedor y de su mismodomicilio, quien acredita su identidad con la cédula mencionada, y expone: que vieneen autorizar expresamente a su cónyuge, para vender y enajenar el inmueblesingularizado en la cláusula primera de este instrumento, cuyos términos acepta yhace suyos, todo ello de conformidad a lo previsto en el artículo mil setecientoscuarenta y nueve del Código Civil.
SI QUIEN VENDE ES UNA PERSONA CASADA, BAJO CUALQUIER RÉGIMEN, AGREGAR:Presente al acto doña/don ________________________,_____________(nacionalidad), _______________________ (profesión, actividad uoficio), cédula nacional de identidad número _________________, casada/o con elvendedor/con la vendedora y de su mismo domicilio, quien acredita su identidad con lacédula mencionada, y expone: a)Que a la fecha de esta escritura no ha solicitadojudicialmente la declaración de la calidad de “Bien Familiar” del inmueble que por elpresente instrumento se vende. b) A mayor abundamiento, el cónyuge no propietario,en conformidad a lo establecido en los artículos 142 y siguientes del Código Civil, vieneen consentir y aceptar expresamente los términos del presente contrato.
La personería de don/doña ___________________________, para actuar a nombre yen representación de don/doña/la sociedad __________________________, constade la escritura pública de fecha ___________ de ____________ del año __________,otorgada en la Notaría de _________________ de don/doña_____________________, que no se inserta, por ser conocida de las partes y delNotario que autoriza.
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291 García Goyena, Florencio, Concordancias, motivos y comentarios del Código Civil Español, Madrid, 1852,

La personería de don/doña ___________________________, para actuar a nombre yen representación de don/doña/la sociedad __________________________, constade la escritura pública de fecha ___________ de ____________ del año __________,otorgada en la Notaría de _________________ de don/doña_____________________, que no se inserta, por ser conocida de las partes y delNotario que autoriza.
La separación de bienes de don/doña ________________________, consta decertificado de matrimonio_________________________________________________ (en Notaría debetranscribirse).
El patrimonio reservado de doña ___________________________ se acredita con lossiguientes instrumentos: _____________________________________________ (enNotaría deben transcribirse).
(Acreditar pago de última cuota de contribuciones o que el inmueble no tiene deudaspor tal concepto o que está exento del pago de las mismas).

CAPITULO VIII: LA PERMUTA
Sumario:1.- Definición.2.- Aplicación de las normas de la compraventa y características de la permuta.3.- La lesión enorme en la permuta.

1.- Definición.
Está contenida en el art. 1897: “La permutación o cambio es un contrato en quelas partes se obligan mutuamente a dar una especie o cuerpo cierto por otro”.Cabe formular aquí la misma observación que hacíamos respecto de ladefinición de compraventa del art. 1793, en cuanto el Código debió decir “… a dar o aentregar…”.¿Qué contrato sería aquél en el cual las partes se obligan mutuamente a dar o aentregar una cosa genérica a cambio de otra también individualizada sólo por sugénero? No podría tratarse de permutación, dado los términos del artículo 1897. Setrataría entonces de un contrato atípico o innominado.Algunos autores han señalado que la definición del artículo 1897 no es del todoprecisa, puesto que también hay permuta cuando se cambia una cosa por otra y poruna suma de dinero, siempre que la cosa que se entrega a cambio de la primera, valgamás que la suma de dinero (art. 1794). Por ende, si la cosa y la suma de dinero valenlo mismo, habrá compraventa.Históricamente, la permuta o trueque es el contrato más antiguo celebrado porel hombre, y constituyó la base de las relaciones comerciales durante muchos siglos.Como expresa García Goyena, “La permuta es el más antiguo de los contratos: sin ellahabría sido inútil el establecimiento del derecho de propiedad; a ella se deben tanto losprimeros pasos, como los progresos de la civilización, que al fin hicieron necesarios eluso de la moneda, y dieron con esto origen a la venta”.291
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Imprenta de la sociedad Tipográfico-Editorial, p. 439.292 Alcalde R., Enrique y Boetsch G., Cristián, ob. cit., pp. 192 y 193.

2.- Aplicación de las normas de la compraventa y características de lapermuta.
Por expreso mandato del art. 1900, se aplican a la permuta las disposicionesrelativas a la compraventa, en lo que no se opongan a la naturaleza del primercontrato.Las características de la permuta son las siguientes:a) Es un contrato bilateral.b) Es un contrato oneroso.c) Puede ser conmutativo o aleatorio.d) Es un contrato principal.e) Es un contrato consensual, por regla general (art. 1898), salvo que una de las cosasque se cambian o ambas sean bienes raíces o derechos de sucesión hereditaria, casosen los cuales el contrato será solemne, perfeccionándose por escritura pública (loanterior, guarda perfecta armonía con el art. 1801, 2º).f) No pueden cambiarse las cosas que no pueden venderse (art. 1899, inc. 1º, enrelación con el artículo 1810).g) No son hábiles para celebrar el contrato de permutación las personas que no sonhábiles para celebrar el contrato de compraventa (art. 1899, inc. 2º). Se aplicarán a lapermuta, por ende, las incapacidades particulares o prohibiciones que estudiamos en lacompraventa (artículos 1796 a 1800).Se ha señalado, con razón, que “entre las normas sobre lesión de lacompraventa que parecieran no poder aplicarse a la permuta, encontramos lasreferentes a la posibilidad de poder completar o restituir parte del precio con el fin deevitar la rescisión. En efecto, atendido que la permutación es, por definición, elintercambio de dos especies o cuerpos ciertos, no resulta factible, por su propianaturaleza, completar o restituir algo”.292

3.- La lesión enorme en la permuta.
La jurisprudencia ha dejado en claro que la rescisión por lesión enorme procedeen el contrato de permutación. El art. 1900 del CC. hace aplicables a la permutaciónlas disposiciones relativas a la compraventa en todo lo que no se opongan a lanaturaleza de aquel contrato. Y la rescisión por lesión enorme no se opone a lanaturaleza de la permutación; por otro lado, el mismo artículo citado le abre camino aldecir que cada permutante es considerado vendedor de la cosa que da y el justo precioa la fecha del contrato se mirará como el precio que paga por lo que recibe en cambio;de manera que hay precio para ambas, susceptible de recibir lesión, que puede llegar aser la que la ley califica de enorme y que sanciona con la rescisión del contrato (CorteSuprema, fallo de agosto de 1937; Corte de Santiago, fallo de agosto de 1944).

CUESTIONARIO:
1.- ¿Cómo define la compraventa el art. 1793 del Código Civil?2.- ¿Qué críticas se formularon a la definición legal de compraventa?3.- ¿Cuáles son las características de la compraventa?4.- ¿Qué obligaciones asumen las partes en la compraventa? ¿Cuáles de ellas son de laesencia y cuáles de la naturaleza?
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5.- ¿Por qué se afirma que la compraventa es por regla general conmutativa? ¿Laconmutatividad es de la esencia?6.- ¿Por qué se afirma que la compraventa no es enajenación?7.- ¿Qué diferencias se aprecian entre la compraventa y la dación en pago?8.- ¿Qué diferencias se aprecian entre la compraventa y la cesión de créditos?9.- ¿Está obligado el vendedor, en todo caso, a transferir el dominio de la cosa quevende a su comprador? Fundamente su respuesta en las normas del Código Civil quecorresponda.10.- En cuanto a los efectos de la compraventa, ¿siguió nuestro Código Civil la soluciónconsagrada en el Código Civil francés? Fundamente su respuesta.11.- ¿Cuáles son los tres elementos esenciales a toda compraventa?12.- ¿Cuál es la regla general acerca de la formación del consentimiento tratándose deuna compraventa?13.- ¿En qué casos la compraventa es solemne y cuál es dicha solemnidad?14.- ¿Qué ocurre si falta la escritura pública, en aquellos casos en que la ley la exigepara celebrar la compraventa?15.- Señale dos hipótesis en las que la ley, además de la escritura pública, exige elcumplimiento de otra formalidad para la celebración de la compraventa. ¿Cuál es lasanción para el caso de omitirse dicha formalidad y por qué?16.- ¿Sobre qué debe recaer el consentimiento de la compraventa?17.- ¿Qué debe estipularse acerca de la cosa objeto de la compraventa?18.- ¿Qué debe estipularse acerca del precio a pagar en la compraventa?19.- ¿Cuándo nos encontramos ante una venta forzada?20.- ¿Cuándo se entiende que el vendedor consiente, tratándose de las ventasforzadas? ¿En qué artículos del Código Civil puede fundar su respuesta?21.- ¿Por qué se afirma que en las ventas forzadas, hay dos escrituras públicas decompraventa? ¿Qué debe insertarse siempre en la segunda de ellas?22.- Fuera de la venta forzada en subasta pública, ¿qué otros casos de ventas forzadascontempla el Código Civil?23.- ¿Qué solemnidad voluntaria podrían estipular las partes a propósito de lacompraventa? ¿Qué derecho le asiste a cualquiera de las partes en este caso y hastaqué momento podría ejercerse?24.- ¿Qué se entiende por arras?25.- ¿De qué clases pueden ser las arras?26.- ¿Qué opiniones se han planteado, cuando las arras se dan en prenda de lacelebración o ejecución del contrato?27.- ¿Qué derecho se confiere a cualquiera de las partes, cuando las arras se dan enprenda de la celebración o ejecución del contrato? ¿En qué plazo debe ejercerse dichoderecho, a falta de estipulación?28.- ¿Cuál es la regla general en el Código Civil acerca de la clase de arras?29.- ¿De cargo de quién son los gastos de la compraventa, por regla general?30.- ¿Qué requisitos debe reunir la cosa objeto de la compraventa?31.- ¿Qué significa que la cosa objeto de la compraventa sea comerciable?32.- ¿En qué casos una cosa, siendo jurídicamente comerciable, no es enajenable y porende no puede venderse?33.- ¿Puede venderse una cosa actualmente embargada? Refiérase a las dos opinionesformuladas al efecto.34.- ¿De qué manera podría determinarse la cosa objeto de la compraventa? ¿En cuálde estos casos la cantidad de la cosa podría ser determinable? ¿Qué debe pactarsepara determinar la cantidad?35.- ¿Qué requisitos deben cumplirse para que una persona venda todos sus bienes,presentes y futuros?36.- ¿En qué caso no puede venderse la cuota, conforme al art. 1812 del Código Civil?
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37.- ¿Qué efecto se produce, si la cosa objeto de la compraventa en realidad no existíaal tiempo del contrato?38.- ¿Qué efectos se producen cuando lo que falta es una parte de la cosa objeto delcontrato?39.- ¿En qué caso el vendedor que vende algo que no existe o que sólo existe enparte, deberá indemnizar perjuicios al comprador?40.- ¿Cuál es la regla general y cuál la excepción, si se vende una cosa que no existepero se espera que llegue a existir?41.- ¿Qué efecto se produce si la cosa comprada pertenece al comprador?42.- ¿A juicio de algunos en qué caso sería válida la compra de cosa propia?43.- ¿En qué términos el art. 1815 del Código Civil se refiere a la venta de cosa ajena?44.- ¿Cómo debe venderse la cosa por el vendedor, para que opere la hipótesis del art.1815 del Código Civil?45.- ¿Cabe aplicar el art. 1815 del Código Civil, cuando quien vende declara serrepresentante del dueño, sin ser ello efectivo? Fundamente su respuesta.46.- ¿Qué acciones tiene que interponer el dueño de la cosa que no estuviere en supoder, cuando ésta fue vendida por un falso representante?47.- ¿Por qué se concluye que es nula la venta, cuando quien vende invocó una falsarepresentación?48.- Cuando quien vende una cosa lo hace como dueño, aunque no lo sea, ¿falta o noconsentimiento en dicho contrato? Fundamente su respuesta en el precepto pertinentedel Código Civil.49.- ¿Qué efectos se producen en relación al dueño de la cosa, en el caso de la ventade cosa ajena?50.- ¿Qué efectos se producen entre comprador y vendedor, en el caso de la venta decosa ajena?51.- ¿Quién debe ratificar la venta? ¿Con qué efecto opera la ratificación? ¿De quéclases puede ser la ratificación? ¿Qué crítica se ha formulado al tenor del art. 1818 delCódigo Civil, referido a la ratificación?52.- ¿Qué efecto se produce, conforme al art. 1819 del Código Civil, si quien vende nosiendo dueño, adquiere con posterioridad el dominio de la cosa?53.- ¿Qué implica la ausencia de precio?54.- ¿Cómo se define el precio en la compraventa?55.- ¿Qué requisitos debe reunir el precio en la compraventa?56.- ¿Es de la esencia de la compraventa que el precio se pague en dinero?Fundamente su respuesta.57.- ¿El precio sólo puede consistir en la entrega de una suma de dinero? Fundamentesu respuesta, conforme al art. 1794 del Código Civil58.- ¿Qué quiere decir que el precio sea real o serio? ¿En qué casos no lo será?59.- ¿Cuándo el precio es justo?60.- ¿Cuándo estamos ante un precio vil?61.- ¿Qué criterio cuantitativo se planteó en la cátedra, para determinar cuándo elprecio es irrisorio?62.- ¿Qué hipótesis pueden presentarse acerca del precio en la compraventa? ¿Encuáles de estos casos la venta será válida y en cuáles será nula?63.- ¿Cuándo el precio es determinado?64.- ¿Cuándo el precio es determinable?65.- ¿Quiénes pueden determinar el precio?66.- ¿Qué se entiende cuando el precio de la compraventa debe ser determinado porun tercero designado por las partes?67.- Cuando se venden cosas fungibles al precio corriente de plaza, ¿a qué momentodebe atenderse para determinar dicho precio?
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68.- ¿Pueden venderse dos o más cosas por un precio, sin desglosar el valor de cadauna de ellas? Fundamente su respuesta.69.- ¿En qué caso, previsto en el art. 1864 del Código Civil, es posible vender dos omás cosas por un precio, sin desglosar el valor de cada una de ellas?70.- ¿De qué clases son las incapacidades especiales para celebrar el contrato decompraventa? ¿Qué capacidad es aquella que se limita en estos casos?71.- Enumere las incapacidades especiales para celebrar el contrato de compraventa.Señale cuáles son dobles y cuáles son simples.72.- ¿En qué caso los cónyuges pueden celebrar entre sí el contrato de compraventa?¿Qué fundamento tiene la prohibición de compraventa entre cónyuges? ¿En quéhipótesis se entiende también existir venta entre cónyuges, a pesar de que una de laspartes contratantes no es el marido o mujer de la otra parte contratante?73.- ¿Influye el régimen patrimonial del matrimonio, tratándose de la prohibición decelebrar compraventa entre cónyuges?74.- ¿Qué acto jurídico no está comprendido en la prohibición de compraventa entrecónyuges?75.- ¿Qué normas legales demuestran que la dación en pago entre cónyuges es válida?76.- ¿A qué personas también debe aplicárseles la prohibición de compraventa entrecónyuges y por qué?77.- ¿Cuál es la sanción para el caso de infringir la prohibición de compraventa entrecónyuges y por qué?78.- ¿En qué caso se prohíbe la compraventa entre el padre o la madre y un hijo?79.- ¿Es válida para la doctrina la venta entre el padre o la madre y el hijo que actúaen ejercicio de su peculio profesional o industrial? Explique brevemente lo que haconcluido la doctrina.80.- De acuerdo con lo que concluye una sentencia de la Corte de Apelaciones deSantiago de fecha 15 de marzo de 2018, ¿es nula la compraventa celebrada entrecualquiera de los padres y el hijo menor de edad? Explique brevemente qué concluyóeste fallo.81.- ¿Qué fundamento tiene la prohibición de compraventa entre el padre o la madre yel hijo no emancipado?82.- ¿Cuál es la sanción para el caso de infringir la prohibición de compraventa entre elpadre o la madre y el hijo no emancipado y por qué?83.- ¿Qué se le prohíbe por el art. 1797 a los administradores de establecimientospúblicos? ¿Por qué se ha señalado que este caso no debiera contemplarse en el CódigoCivil o al menos en las normas de la compraventa? ¿Cuál es la sanción para el caso deinfringir esta prohibición y por qué?84.- ¿Qué se le prohíbe a ciertos empleados públicos por el art. 1798, primera parte?¿Cuál es la sanción para el caso de infringir esta prohibición y por qué? ¿En qué otroscódigos, se establece una prohibición similar y a quiénes afecta?85.- ¿Qué requisitos deben cumplirse para que opere la prohibición contemplada en elart. 1798 del Código Civil, segunda parte, que afecta a jueces, abogados, procuradoresy otras personas que se desempeñan en el ámbito judicial? ¿Establece el preceptoalguna excepción a esta prohibición? ¿Cuál es la sanción para el caso de infringir estaprohibición y por qué? ¿En qué otro código se establece una prohibición semejante y aquienes afecta?86.- ¿Puede entenderse que la prohibición establecida en el art. 1798, segunda parte,incluye el llamado “pacto de cuota-litis”? ¿En qué consiste este pacto?87.- ¿Qué distinción formula el art. 412 del Código Civil –al que se remite el art. 1799del Código Civil-, respecto de los guardadores?88.- De acuerdo con la doctrina mayoritaria, el art. 412 del Código Civil contemplaríaen sus dos incisos normas de distinta naturaleza jurídica, aplicables a los guardadores.¿De qué clases serían dichas normas? ¿Cuáles serían las sanciones para el caso de
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infringirlas? ¿Qué sostenía Arturo Alessandri Rodríguez al respecto, para concluir que lasanción sería la misma, cualquiera fuere la norma que se infringiere?89.- El art. 1800 del Código Civil, referido a los mandatarios, liquidadores y albaceas,se remite al art. 2144 del mismo Código. ¿Qué se establece en este último precepto?¿Es correcta la remisión en el caso de los albaceas? Fundamente su respuesta.90.- ¿Cuáles serían las sanciones, para el caso de que el mandatario, el liquidador o elalbacea infringieren lo dispuesto en los arts. 1800, 2144, 1294 y 412 del Código Civil?91.- ¿Qué modalidades especiales contempla el Código Civil en la compraventa en losarts. 1821 a 1823?92.- Tratándose de la modalidad de compra el peso, cuenta o medida, la operaciónrespectiva puede tener dos objetivos, según se desprende del art. 1821 del CódigoCivil. ¿Cuáles son? ¿Qué importancia tiene determinar si la operación tiene uno y otroobjetivo? ¿Qué puede hacer una de las partes, conforme al art. 1822 del Código Civil,si la otra no concurre el día acordado a realizar la operación de pesar, contar o medir?93.- ¿Qué consecuencias se derivan de la modalidad de venta a prueba o al gusto,contemplada en el art. 1823 del Código Civil?94.- ¿Qué caso de venta a prueba o al gusto se establece en el art. 1996 del CódigoCivil, en las normas del contrato de arrendamiento?95.- ¿Cuál es la regla general consagrada en el art. 1820 del Código Civil, acerca dequién soporta el riesgo, una vez celebrado el contrato de compraventa? ¿Quécondiciones deben cumplirse para que se produzca el problema de los riesgos en lacompraventa?96.- ¿Cuáles son las excepciones a la regla general acerca de los riesgos en lacompraventa?97.- Celebrada que sea la compraventa, y de conformidad al art. 1816 del Código Civil,¿a qué frutos tiene derecho el comprador? ¿A qué frutos en cambio no tiene derecho elcomprador? ¿Por qué se afirma que el art. 1816 podría modificar al art. 648 del mismoCódigo, que consagra la regla general acerca del dominio de los frutos? ¿En qué casos,sin embargo, los frutos a los que en principio tenía derecho el comprador, no lepertenecerán?98.- ¿Se presenta el problema de los riesgos, cuando la cosa vendida se determinasólo por su género? Fundamente su respuesta.99.- Entregada la cosa por el vendedor al comprador, ¿qué obligación tiene el primeropara con el segundo?100.- ¿En qué caso se puede afirmar que el vendedor sí debe transferir el dominio dela cosa al comprador?101.- ¿En conformidad a qué reglas debe efectuarse la entrega de la cosa alcomprador?102.- Respecto del inmueble vendido, se ha concluido que debe operar una dobleentrega. ¿Cuáles son?103.- ¿En virtud de qué razones se ha concluido que en el caso de la venta de un bieninmueble, ha de efectuarse tanto la entrega legal como la material del bien raíz?104.- El art. 1817 del Código Civil se refiere al caso en que se venda una misma cosapor distintos contratos a dos o más personas no vinculadas entre sí. ¿Qué reglasdispone al efecto para resolver qué comprador podrá retener la cosa?105.- El art. 1826 del Código Civil establece cuatro reglas, acerca de cuándo ha dehacerse la entrega de la cosa vendida. ¿Cuáles son dichas reglas?106.- ¿Dónde debe hacerse la entrega de la cosa vendida?107.- ¿Qué dispone el art. 1825 del Código Civil, acerca de los gastos de la entrega dela cosa vendida?108.- Conforme al art. 1828 del Código Civil, ¿qué comprende la entrega de la cosavendida? ¿Con qué otras normas del Código Civil debe relacionarse el art. 1828?109.- ¿Cómo puede venderse un predio rústico?
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110.- ¿Cuál es la regla general acerca de la forma en que se vende un predio rústico?Fundamente su respuesta.111.- ¿Qué se entiende por “cabida” de un inmueble? ¿Qué requisitos deben cumplirsepara concluir que un predio rústico se vende en relación a su cabida? ¿Cuándo seentenderá, en cambio, que el predio se vende como cuerpo cierto?112.- Conforme al art. 1832 del Código Civil, pueden presentarse dos situaciones –ydentro de ellas cuatro casos-, en la venta de un predio rústico en relación a su cabida.¿Cuáles son dichas situaciones y al interior de las mismas tales casos? ¿Qué efectos seprevén en cada uno de estos casos?113.- Del art. 1833 del Código Civil, cuando se vende un predio rústico como especie ocuerpo cierto, podrían señalarse o no los linderos del mismo. ¿Por qué se concluye, sinembargo, qué siempre será necesario señalar dichos deslindes?114.- Conforme al art. 1834 del Código Civil, ¿en qué plazo prescriben las accionesprevistas para el caso de que la cabida del predio fuere distinta de la declarada en elcontrato? ¿Desde cuándo se cuenta dicho plazo? ¿Cuáles son estas acciones?115.- El art. 1835 hace aplicable las normas de los arts. 1832 y 1833, referidas a laventa de predios rústicos, a otras compraventas. ¿Cuáles son estas últimascompraventas? Conforme al art. 1836 del Código Civil, las acciones previstas en el art.1834 no impiden a las partes entablar otra acción. ¿Cuál es esta acción?116.- Conforme al art. 1837 del Código Civil, ¿cuáles son los objetos de la acción desaneamiento que la ley le confiere al comprador?117.- ¿Qué características tiene la obligación de saneamiento que pesa sobre elvendedor?118.- ¿Cómo puede definirse la evicción?119.- ¿Cuáles son los requisitos de la evicción?120.- Tratándose de la evicción, ¿de qué clases podría ser la privación que sufre elcomprador? Proporcione un ejemplo en cada caso.121.- Conforme a lo estudiado, para que se produzca la evicción y nazca la obligaciónde saneamiento de la misma, es necesario que así lo establezca una sentencia judicial.En consecuencia, ¿en qué casos se entiende no haber evicción y por ende no haberseoriginado la obligación de saneamiento? ¿En qué caso, sin embargo, puede haberevicción y originarse la obligación de saneamiento, sin mediar sentencia judicial?122.- ¿Por qué la evicción que sufra el comprador debe tener una causa o motivoanterior a la venta?123.- La obligación de saneamiento de la evicción puede descomponerse en dos fases.¿Cuáles son y en cada una de ellas qué obligación tiene el vendedor? ¿En qué sediferencian estas obligaciones, si la parte vendedora estuviere integrada por dos o máspersonas?124.- ¿Cuándo nace el derecho del comprador para citar de evicción al vendedor?¿Cómo puede definirse la citación de evicción? ¿En qué clase de juicios es posiblerealizarla?125.- ¿Qué efecto se produce, si el comprador omite citar de evicción al vendedor?126.- Respecto de la forma y oportunidad en que opere la citación de evicción, ¿quéreglas establecen los arts. 584 a 586 del Código de Procedimiento Civil?127.- Respecto a quién puede citarse de evicción, ¿Qué se concluyó inicialmente por lajurisprudencia y cuál es la actual interpretación que ha prevalecido del art. 1841 delCódigo Civil?128.- Respecto de los efectos de la citación de evicción, ¿qué actitudes puede asumirel vendedor citado, durante el juicio y una vez dictada la sentencia?129.- ¿Qué indemnizaciones son de cargo del vendedor, en el caso de que elcomprador sufra evicción total?130.- ¿En qué caso el vendedor puede restituir al comprador un monto menor al preciopagado por el segundo?
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131.- ¿Qué distingos cabe formular, para el caso que la cosa evicta haya aumentadode valor mientras estuvo en poder del comprador?132.- ¿Qué es lo único que debe el vendedor al comprador evicto, en el caso de unaventa forzada?133.- ¿Qué distingo cabe formular, para el caso de que el comprador sufra evicciónparcial? En cada caso, indique qué podría hacer el comprador y qué obligaciones pesansobre el vendedor.134.- ¿A quién o a quienes corresponde el saneamiento de la evicción? ¿Quién oquienes pueden pedir el saneamiento de la evicción?135.- ¿En virtud de qué causales se extingue la acción de saneamiento de evicción?136.- ¿De qué obligación, por regla general, no queda eximido el vendedor, si elcomprador renuncia a su derecho a exigir el saneamiento de le evicción?137.- ¿En qué casos el vendedor quedará exonerado de toda prestación, incluso la derestituir el precio, en caso de que el comprador sufra evicción?138.- ¿Qué distingo cabe formular, respecto de la prescripción, entre la citación deevicción y la acción para pedir el saneamiento de la evicción una vez que ésta seproduce?139.- ¿En qué plazos prescribe la acción del comprador para demandar lasindemnizaciones en caso de que se produzca evicción? ¿Desde cuándo se computanestos plazos?140.- ¿En qué casos se extingue parcialmente, por disposición de la ley, la obligaciónde saneamiento de la evicción?141.- ¿En qué casos se extingue totalmente, por disposición de la ley, la obligación desaneamiento de la evicción?142.- ¿Respecto de qué contratos, en general, procede el saneamiento de la evicción?143.- ¿En qué casos excepcionales, procede el saneamiento de la evicción tratándosede contratos gratuitos?144.- ¿Cuál es la justificación o fundamento de la obligación de saneamiento de losvicios redhibitorios?145.- ¿Cómo pueden definirse los vicios redhibitorios?146.- ¿Qué defectos de la cosa son aquellos que originan el saneamiento por viciosredhibitorios? A contrario sensu, ¿cuáles no lo originan?147.- ¿Con qué hipótesis de error pueden relacionarse los vicios redhibitorios? ¿Escorrecto concluir que corresponden a lo mismo y que producen iguales efectos?148.- ¿Qué requisitos deben cumplirse para que exista un vicio redhibitorio?149.- ¿Cuándo puede concluirse que el vicio que afecta a una cosa es grave?150.- ¿Qué significa que el vicio que afecta a la cosa deba ser oculto? ¿En qué casosno lo será?151.- ¿Qué derecho alternativo tiene el comprador, si la cosa comprada presenta viciosredhibitorios?152.- Eventualmente, conforme a la opinión de la cátedra, ¿qué podría demandar elcomprador, si el vendedor tenía conocimiento del vicio redhibitorio que afectaba a lacosa vendida? ¿En qué se fundaría su acción? ¿Qué importancia tiene lo anteriorrespecto de la prescripción de la acción? ¿Por qué podría ser discutible deducir laacción aludida?153.- ¿En qué caso se hará más gravosa la responsabilidad del vendedor, tratándosede los vicios redhibitorios? ¿En qué se fundaría estar mayor responsabilidad?154.- Si la cosa que contiene el vicio perece después de perfeccionado el contrato,pero por caso fortuito o incluso por culpa del comprador, ¿qué puede demandar éste alvendedor?155.- Si la cosa que contiene el vicio perece después de perfeccionado el contrato,pero por un efecto del vicio inherente a ella, ¿qué puede demandar el comprador alvendedor?
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156.- Si el objeto vendido se compone de varias cosas y sólo una o algunas de ellaspresentan vicios redhibitorios, ¿qué regla general establece el art. 1864 del CódigoCivil? ¿Cuál es la regla excepcional?157.- ¿En virtud de qué causales se extingue la acción de saneamiento por viciosredhibitorios?158.- ¿En qué caso –a pesar de que el comprador haya renunciado a la acción desaneamiento por vicios redhibitorios-, el vendedor estará obligado al saneamiento?159.- ¿En qué caso el vendedor no responderá por vicios redhibitorios, por la soladisposición de la ley? ¿En este caso, en qué circunstancia el vendedor igualmentedeberá responder?160.- Señale los plazos de prescripción de las acciones de que dispone el comprador,en caso de que la cosa comprada presente vicios redhibitorios. Indique desde cuándose computan los plazos. ¿Cuál de estas acciones puede tener un plazo mayor y en quécaso?161.- ¿En qué caso estamos ante la mora del comprador?162.- ¿Qué efectos se derivan de la negativa del comprador a recibir la cosa objeto dela compraventa?163.- ¿Dónde debe pagar el precio el comprador? ¿Cuándo debe pagarlo? Formule losdistingos del caso.164.- ¿En qué casos el comprador está autorizado a retener el precio? ¿Quéjustificación tienen estos casos? ¿En qué consiste la retención? ¿Qué puede hacer elvendedor para que cese esta retención?165.- ¿Qué puede hacer el vendedor, si el comprador no paga el precio en el tiempoconvenido?166.- Si los vendedores fueren dos o más personas y el comprador no hubiere pagadoel precio, ¿qué doctrinas se han formulado acerca de la eventual demanda deresolución del contrato?167.- Refiérase a los efectos que se producen cuando se declara la resolución de lacompraventa a consecuencia de no haberse pagado el precio.168.- ¿Qué establece el inc. 2º del art. 1876 del Código Civil, acerca de la declaraciónformulada en el contrato de compraventa, en orden a haberse pagado el precio? ¿Quédoctrinas se han planteado al efecto?169.- Acerca de la cláusula de reserva de dominio por el no pago del precio, losartículos 680 y 1874 del Código Civil establecerían normas disímiles. ¿Qué disponencada una? ¿Cuál de ellas debe prevalecer y por qué razón?170.- ¿Qué pactos accesorios se regulan en las normas de la compraventa?171.- ¿Cómo se define el pacto de retroventa?172.- ¿Qué modalidad se entiende incorporada en la compraventa, si las partesestipulan un pacto de retroventa? Fundamente su respuesta.173.- ¿Qué ventajas e inconvenientes presenta el pacto de retroventa?174.- Enumere y explique brevemente los requisitos que deben cumplirse para queopere el pacto de retroventa.175.- Respecto de los efectos del pacto de retroventa, ¿qué distingo cabe formular ycuáles serán dichos efectos según el caso?176.- ¿Qué carácter tiene el derecho emanado del pacto de retroventa?177.- ¿Cómo se define el pacto de retracto?178.- ¿Qué modalidad se entiende incorporada en la compraventa, si las partesestipulan un pacto de retracto? Fundamente su respuesta.179.- ¿Qué otros pactos accesorios pueden convenir las partes en una compraventa?Proporcione un ejemplo. ¿Qué limitaciones tienen?180.- Enumere los requisitos que deben cumplirse para que se rescinda unacompraventa por lesión enorme.
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181.- ¿Cuándo sufre lesión enorme el vendedor? ¿Cuándo sufre lesión enorme elcomprador?182.- ¿Qué se entiende por justo precio de la cosa? ¿Cuál será, usualmente, la pruebamás concluyente para determinarlo?183.- ¿Qué Ley podría aplicarse por analogía, para el caso de que se venda la nudapropiedad de un inmueble? Señale una de las reglas que establece la ley aludida.184.- ¿Qué compraventas no pueden rescindirse por lesión enorme?185.- ¿Qué razones pueden esgrimirse para descartar lesión enorme en la venta delderecho real de herencia, aunque en ésta existan inmuebles?186.- ¿Qué hipótesis podrían presentarse, respecto de la “pérdida” del inmueble enpoder del comprador, que impide demandar la rescisión por lesión enorme?187.- Si el vendedor sufrió lesión enorme y el inmueble fuere vendido nuevamente porel comprador, ¿qué acción, eventualmente, puede deducir el primer vendedor? ¿En quéplazo prescribiría esta acción? Explique brevemente la hipótesis y proporcione unejemplo.188.- ¿En qué plazo prescribe la acción rescisoria por lesión enorme y desde cuándo sedebe computar? ¿Qué institución no opera a su respecto?189.- ¿Puede renunciarse la acción para demandar la rescisión por lesión enorme?¿Puede renunciarse la acción para demandar la diferencia de valores, que concede elart. 1893 del Código Civil? Fundamente sus respuestas.190.- ¿Qué opciones tiene el demandado, ante la acción interpuesta para obtener larescisión de la venta por lesión enorme?191.- Si el demandado por la acción rescisoria por lesión enorme opta por perseveraren el contrato, ¿qué debe hacer, según si se trate del comprador o del vendedordemandados?192.- Si en una compraventa se produce una hipótesis de lesión enorme, ¿qué debedemandar el afectado?193.- ¿En qué momento nace el derecho de opción que tiene el demandado,tratándose de una demanda por lesión enorme? Para los efectos de ejercer estederecho de opción, ¿qué tiene que señalar la sentencia respectiva?194.- ¿Qué efectos se producen, si el demandado por lesión enorme opta por aceptarla rescisión del contrato de compraventa?195.- ¿Cómo define el Código Civil el contrato de permutación?196.- ¿Qué observaciones cabe formular a la definición legal del contrato depermutación?197.- ¿Qué dispone el art. 1900 del Código Civil, en lo concerniente a las normas queregulan el contrato de permutación?198.- ¿Qué características presenta el contrato de permutación?199.- ¿Procede la lesión enorme en el contrato de permutación? Fundamente surespuesta.
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